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INTRODUCCIÓN

La globalización económica provoca un creciente interés de los
consumidores en las condiciones ecológicas y sociales de la producción
de los productos que llegan de otros países y continentes. Por lo tanto
un debate que transciende las fronteras es imprescindible, ya que los
sistemas jurídicos nacionales se diferencian en las formas como toman
en cuenta tanto la protección de los pueblos indígenas como también
la protección de la naturaleza.
El diálogo europeo - latinoamericano que tomó lugar en Hofgeismar en 1995 es parte de este empeño para precisar las condiciones
de producción de los bienes, sus impactos y el marco legal en los distintos países amazónicos. Se necesita todo un proceso de aprendizaje
interdisciplinario para entender cómo los instrumentos legales son capaces de garantizar a las sociedades la protección de sus modos de vida sustentables. A la vez, es de común interés entender las formas de
trabajo en el marco de los sistemas jurídicos en los países europeos y
hasta qué punto ya tienen capacidad para estar acompañando los procesos globales en sus dimensiones sociales y ecológicas.
Es por esto que el debate de Hofgeismar no ha perdido actualidad. Los procesos ocurridos desde entonces muestran que la situación
se ha empeorado por políticas agresivas de apertura de la selva tropical
a la explotación masiva de sus recursos.
Es por esto que el aprendizaje del Otro es condición para que
pare un proceso de conquista que ya ha sido demasiado prolongado y
se tome conciencia de que se nos ha prestado este planeta para dejarlo
a las generaciones futuras. Los riesgos implicados en nuestro estilo de
vida llaman a una reorientación profunda y una mediación de los conflictos. La relación equilibrada de las sociedades con sus ecosistemas
puede ser recuperada en la medida que se toma una responsabilidad
concreta y activa para asegurar derechos humanos y una prevención de
impactos.
Los Editores

PREFACIO

Betty Gebers/Gerhard Roller

El derecho a un medio ambiente sano se reconoce en forma creciente como un derecho humano universal. La declaración de Río de
Janeiro formuló peticiones fundamentales; una de ellas, el establecimiento del principio de desarrollo sostenible como elemento constitutivo del proceso de desarrollo. Aunado a estas peticiones, también formuló principios concretos como la garantía de acceso a informaciones
sobre el medio ambiente, la participación de la opinión pública en los
procesos de tomas de decisión, así como el acceso efectivo a procedimientos jurídicos y administrativos como principios políticos. También se ha anclado la protección del medio ambiente con mayor solidez en las reglamentaciones de derecho nacionales. El nuevo artículo
20 de la Constitución Alemana, no prevé un derecho fundamental a un
medio ambiente sano, sin embargo, obliga de alguna manera a los órganos estatales a proteger a las fuentes de vida naturales. Esto último,
asumido también como responsabilidad frente a futuras generaciones.
El derecho a un medio ambiente saludable se debe considerar
como parte de los derechos indígenas, los cuales han sido valorados en
la Convención 169 de la Organización Internacional del Trabajo. Una
serie de reglamentaciones de la Convención se refieren directamente a
la protección del medio ambiente. De mencionarse son los artículos 4,
parrafo 1, en donde se determina que “dado el caso, se deberán tomar
medidas especiales para la protección del ambiente de los pueblos en
cuestión”. El artículo 7, parágrafo 2, exige dentro de los planes generales para el desarrollo económico, que se tome en cuenta la mejora de
las condiciones de vida y del estado de salud. Finalmente el artículo 7,
parágrafo 3, demanda explícitamente investigaciones para poder evaluar los efectos que pueden tener en el medio ambiente las actividades
para el desarrollo que hayan sido planeadas. Se le da especial importancia al derecho a la tierra de estos pueblos, así como a los recursos naturales del país. La problemática de la propiedad - desde el punto de vista
del desecho europeo protector del medio ambiente- resulta ser sólo
una parte del problema, ya que los derechos a la propiedad -independientemente de que pueden ser ejercidos en forma individual o colec-

12 / Derechos Indígenas

tiva- no conducen a un uso de la propiedad que sea obligatoriamente
protector del medio ambiente.
La protección de los derechos indígenas se ha realizado en los estados latinoamericanos en proporciones muy diversas. En este libro,
que reúne las ponencias del Congreso, se esbozará el nivel de desarrollo en los diversos países desde distintas perspectivas y en torno a ejemplos concretos. La finalidad del Congreso y de este libro, es sobre todo,
el fomentar el intercambio de experiencias entre científicos y expertos
en el ámbito de la práctica tanto de Latinoamérica como de Europa. Temas como la influencia del Derecho y el desarrollo de instrumentos jurídicos adecuados tienen especial importancia. Por esta razón, la Red
Internacional de Derecho sobre el Medio Ambiente (ELNI), a la que
mundialmente pertenecen cuatro mil personas, decidió fungir no sólo
como co-editor de este libro, sino también ser un interlocutor apoyando este diálogo.
La responsabilidad de la parte europea en los efectos al medio
ambiente en los países de Latinoamérica, puede ser nombrada muy fácilmente, tomando en cuenta a las empresas que operan mundialmente, sirviéndose de los recursos de los pueblos indígenas. Es necesario
por tanto, desarrollar instrumentos apropiados que obliguen, desde la
fase de planeación de los proyectos industriales, a considerar los efectos que ellos producen en el medio ambiente. Esto es válido tanto para
el área de la producción, así como para los productos que son llevados
al mercado en estos países. En el desarrollo de esta clase de instrumentos deberá ser considerado el Derecho Europeo e Internacional vigente. Posiblemente surja en este sentido, la necesidad de reformarlo.
En los países latinoamericanos deben ser mejoradas las posibilidades que, dentro del marco de las autorizaciones, consideren tanto los
efectos para el medio ambiente, como el asegurar los derechos de los
pueblos indígenas.
Las siguientes contribuciones de una reunión exponen, desde el
punto de vista europeo y latinoamericano, hace tres años el nivel de desarrollo de los derechos indígenas en el contexto de grandes proyectos y
sus efectos sobre el medio ambiente, e intentan mostrar posibilidades de
control legal de estos efectos. Tenemos la esperanza de que el diálogo europeo-latinoamericano continuará y tendrá repercusión sobre las determinaciones jurídicas. Este libro contribuirá a tal propósito.

LA PREVENCIÓN DE LOS IMPACTOS
SOCIALES Y ECOLÓGICOS
EN LA EXTRACCIÓN DE RECURSOS
EN EL AMAZONAS
Y EN TERRITORIOS INDÍGENAS

Clarita Müller-Plantenberg
La extracción de recursos naturales en la Amazonía es con frecuencia irracional, deja tras sí consecuencias sociales y ecológicas que
en la mayoría de los casos no pueden ser amortiguadas ni reversibles.
La prevención de los impactos sociales y ecológicos es necesaria y urgente.
Debido a esto, una preocupación esencial es el intercambio de
juristas latinoamericanos y europeos que trabajen sobre el Derecho Internacional en torno al medio ambiente. La garantía de una relación
sólida de los seres humanos con la naturaleza y la prevención frente al
trato irracional que padece, requiere una reflexión en común.
Además tienen la palabra en este debate:
-

expertos en cuestiones de los impactos sociales y ecológicos de la
minería,
científicos sociales especializados en los territorios indígenas, en
derechos humanos y
expertos sobre el medio ambiente.

En la década de los indígenas todo va a depender de desarrollar
campos de trabajo que puedan traer consigo un cambio en la estructura a nivel legal, político e institucional. No sólo se trata de hacer hincapié en la disminución de la extracción de recursos, lo que está en juego la garantía de un manejo sostenible
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1. Prevención en favor de un desarrollo poscolonial sostenible. El desarrollo de campos de trabajo
Los costos externalizados traen con frecuencia consecuencias
graves que no pueden ser fácilmente internalizables. Por esta razón se
trata de lograr una prevención para asegurar un desarrollo económico,
cultural y políticamente sostenible. Si se logra asegurarlo a través de estructuras sociales, políticas y legales protectoras del medio ambiente,
podemos constatar que el colonialismo pertenece al pasado. Esto sería
posible solamente una vez que se logren estos cambios (véase ilustración 1).
Cada región tiene su especificidad tanto en relación a las materias primas que se explotan, como a las intervenciones en la infraestructura que resulten. Nosotros podemos estimar estos aspectos en el
pasado, pero también podemos con mayor o menor exactitud predecirlos para el futuro. Después de este inventario y de acuerdo al principio
de que quien contamina paga, se puede elaborar una perspectiva de
prevención (véase la ilustración 2).
Ilustración 1: La situación actual

Estrategia de desarrollo
Grandes Proyectos

Territorios
Indígenas

Bosque húmedo
Tropical
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La sobreposición de estas esferas trae como consecuencia:
⇒
⇒

Efectos sociales
Relaciones de trabajo recíprocas
Finalidad del trabajo:
bienestar común

⇒
⇒

Relaciones de trabajo dependientes
Ganancia individual

⇒
⇒

Éstas se ven ignoradas
Éstas se ven ignoradas

Culturales
Efectos ecológicos
⇒ Estrategias integrales en el uso del suelo
⇒ Condiciones de regeneración de la
⇒ Alta valoración de la conservación
fauna y la flora

la biodiversidad

⇒

Ésta se ve de facto ignorada

Efectos
⇒
⇒
⇒

Efectos económicos
Capacidad de autoabastecimiento
Formas de propiedad colectiva
Producto excedente para el bienestar
común

⇒
⇒
⇒

Dependencia
Privatización
Privatización

Así como el inventario requirió de un panorama de conjunto, este último es necesario también en torno a la perspectiva de acción.
En Europa crece la conciencia de la necesidad de disminuir las
importaciones de materias primas. Esto se articula en los debates sobre
el cambio de los estilos de economía y los estilos de vida. En teoría estamos de acuerdo con ésto. La pregunta sobre cómo deberá realizarse
este cambio queda aún abierta. Por ahora, los aspectos centrales en los
debates europeos se refieren reiteradamente a las revoluciones en la eficiencia técnica y en el saber que menos consumismo puede garantizar
una alta calidad de vida (Suffizienzrevolution).
Hoy en día se discuten e investigan en los Países Bajos, Alemania
y también en toda Europa, la capacidad de controlar una sustentabilidad para el futuro de estos países. El concepto se fija en torno a la cantidad de consumo de cada materia prima que le corresponda a un ciudadano, la cual se mide en relación a la cantidad total que esté disponible, dividida por el número de población. También se denomina como el, “espacio ambiental” de cada ciudadano. Esto quiere decir que
una Europa sostenible se tiene que orientar en estos parámetros técnicos, que determinan la reestructuración económica. Surge la pregunta,
si este planteamiento, que implica muchos aspectos positivos, es capaz
de garantizar la extracción sostenible de recursos.
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Ilustración 2: La perspectiva de la prevención

Ideología

justificadora

Jurisprudencia

Normas

Sociedad

Naturaleza

Ciencias Sociales
Instituciones

Ciencias naturales
dominates

Metodología

reduccionistas

Correlación de Fuerzas
La mayoría de los países del Norte consume la mayoría de los recursos
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Hoy en día se discuten e investigan en los Países Bajos, Alemania
y también en toda Europa, la capacidad de controlar una sustentabilidad para el futuro de estos países. El concepto se fija en torno a la cantidad de consumo de cada materia prima que le corresponda a un ciudadano, la cual se mide en relación a la cantidad total que esté disponible, dividida por el número de población. También se denomina como el, “espacio ambiental” de cada ciudadano. Esto quiere decir que
una Europa sostenible se tiene que orientar en estos parámetros técnicos, que determinan la reestructuración económica. Surge la pregunta,
si este planteamiento, que implica muchos aspectos positivos, es capaz
de garantizar la extracción sostenible de recursos.
1.1. Las normas que se dan las sociedades: El campo de trabajo jurídico
Tenemos que probar desde el punto de vista jurídico, de las ciencias sociales y de las ciencias naturales, qué planteamientos existen para la prevención de los impactos ecológicos y sociales causados por la
extracción de los recursos. La pregunta es, en dónde han sido efectivos
estos planteamientos por encima de las fronteras. Tenemos que buscar
ejemplos en los cuales por encima de las fronteras también se exija una
extracción de recursos preservadora del medio ambiente.
Tenemos que aclarar cómo se puede elaborar sistemáticamente
una prevención duradera que, traspasando las fronteras permita un
uso cuidadoso de los recursos. Se trata de definir campos de trabajo
con la finalidad de afianzar el marco de las condiciones legales y políticas que puedan garantizar que la prevención por encima de las fronteras, se convierta en regla.
En el Comité Alemán de preparación para la Conferencia sobre
Medio Ambiente y Desarrollo en Rio 1992 se anotaron de hecho estas
peticiones. La calidad ecológica para la exportación de productos, de
capital y de inversiones - de acuerdo a las organizaciones no gubernamentales - deberá ser tomada en cuenta en el reporte nacional (DGB
ID 20; 5 de Junio de 1991). Para poder realizar ésta y otras peticiones
en la práctica, será necesario reflexionar en mayor medida qué cambios
institucionales traerían consigo un refuerzo de los pequeños productores, para que éstos puedan mantener su relación con la naturaleza, es
decir, qué métodos de las ciencias naturales pueden reemplazar o am-
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pliar a los métodos reduccionistas que sólo se orientan a un dominio
de la naturaleza sin una garantía del ecosistema y su biodiversidad.
Nosotros no creemos que el gran interés por el aspecto jurídico
garantice de hecho, el que no se impongan los ilimitados intereses en la
ganancia a corto plazo, que trae consigo la globalización de la economía. Más aún, experiencias nos han mostrado, que sólo los intereses organizados y socialmente diversos pueden lograr hacer uso de los espacios de juego jurídicos, o exigir un desarrollo más avanzado de las estructuras jurídicas.
1.2.El análisis de las ciencias sociales: Representación de intereses y el saber. La cultura y los medios de comunicación.
Las disputas en torno a estructuras de producción transnacionales que amenazan la vida, tienen siempre lugar en contextos sociales.
Estas han adquirido nuevas formas al nivel mundial.
La Compañía Shell-AG no hundió su isla de perforación en el
mar del Norte e hizo concesiones, en el momento en que la organización para la protección al medio ambiente, Greenpeace, logró abrir los
ojos de la opinión pública en torno a crímenes al medio ambiente y
movilizar para una protesta que culminó en el boicot de sus consumidores.
En una situación, en la que la correlación de fuerzas sociales se
opone a la representación de intereses del desarrollo sostenible, es de
gran importancia fortalecer a las instituciones de los productores que
se orientan en la sustentabilidad. En este contexto tiene prioridad el
fortalecimiento de las organizaciones indígenas, campesinas, pescadoras, colectoras.
Las organizaciones internacionales han desarrollado programas
que persiguen este objetivo. Aquí se debe establecer la relación entre nivel local, nacional y internacional.
La mejora de la representación de intereses indígenas tiene que
ser apoyada. Sus derechos a la autodeterminación deben ser reconocidos. El respeto frente a otras culturas debe ser afianzado, para que la
prevención pueda ser llevada ampliamente a la práctica.
La pluralidad de pueblos y de culturas, es expresión del uso diversificado adaptado a los diferentes ecosistemas. Esta pluralidad se convierte a su vez en un obstáculo para adoptar una postura sólida y unifi-
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cada contra la extracción de recursos que opera de forma global y uniforme, ya que esta forma de extracción desadaptada a toda condición espacial del lugar, y desprendida de los ritmos temporales de los usuarios
orientados a la sustentabilidad, persigue sólo intereses a corto plazo.
En Europa hay una historia de la disputa acerca de aquellas materias primas importadas, cuya extracción o siembra crea daños en los
países de origen. Por ejemplo, en Hamburgo se editaron “libros negros”
y se llevaron a cabo campañas para promover la renuncia a las materias primas cuya extracción creaba daños en el lugar de origen como
por ejemplo la petición de un paro de importación de forraje del BUKO (en especial para soja y tapioca) y la renuncia a la importación de
madera tropical en más de 400 municipios alemanes.
Pueblos indígenas e Instituciones de las Naciones Unidas
Institución
Organización del trabajo
internacional (OIT)

Documento/Convención
Convención 107/1957 y
convención 169 / 1989

UNESCO

Actividad
Década indígena

Década indígena

Banco Mundial

Operational Directive
4.20/September 1991

Programa para la
regulación del
campo

United nations Commision
for Environement and
Development (UNCED)

De importancia directa para
los pueblos indígenas son:
⇒ La Convención sobre la
biodiversidad (Derechos sobre
propiedad intelectual)
⇒ La Convención sobre el clima
⇒ El Documento sobre el Bosque
Tropical
⇒ La agenda 21
⇒ El Estudio de Impacto Ambiental
⇒La política para un comercio
justo

Encuentro Internacional y Conferencias
subsequentes

Comisión de Derechos
Humanos de las Naciones
Unidas

Encuentro anual en
Ginebra con representantes de los pueblos indígenas
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La renuncia a productos cuya extracción en el lugar de origen
crea destrucción, también es parte de las obligaciones propias en el
marco de la Alianza global por el Clima, entre las ciudades europeas y
las organizaciones de los pueblos indígenas de los bosques húmedos
tropicales para la conservación de la atmósfera de la Tierra. Más de 700
comunas de 11 países europeos se comprometieron aquí en la zona
Norte a disminuir por la mitad las emisiones dañinas a la atmósfera
impulsando una transformación ecológica de las ciudades. Esto significa, no sólo el ahorro de energía y la pacificación del tráfico, sino también una política ecológica de adquisición de productos y de apoyo a
los pueblos indígenas de las selvas tropicales.
En el marco de este compromiso, en los municipios austríacos se
contempló críticamente, al lado de la madera tropical también al aluminio, cuya producción es la causante de la deforestación e inundación
de grandes áreas de bosques húmedos tropicales, de la contaminación
de los ríos y de una sobrecarga de la atmósfera. Están mirando también
lo que puede ocasionar su extracción realizada ahora a gran escala.
El debate social sobre los procesos de producción que amenazan
la vida, se desarrolla muchas veces directamente entre los pueblos indígenas las compañías. En este terreno surgen nuevas formas de debate,
de intentos de diálogo, que exigen trabajo preparatorio y que a su vez
requieren ser evaluadas para poder desarrollar métodos de procedimiento tanto sociales como políticos y jurídicos.
En Alemania ha habido programas de diálogo de las iglesias con
la industria. Estos programas tuvieron repercusión a nivel político y
sindical. Éstos se dieron por ejemplo en las sucursales de consorcios
alemanes en Brasil y en África en torno a la petición de la conservación
de los estándares sociales.
En tiempo reciente, la iniciativa denominada “acción de los cocos” se ha desenvuelto en el sentido literal de la palabra. Esta acción se
dio a conocer por los procesos sociales que desencadenó. El punto de
partida fue la experiencia de la miseria de los campesinos del coco en
las islas filipinas. Su forma de vida, orientada a criterios de vida y de
economía sostenibles, fue víctima de la proliferación de las plantaciones de coco. La demanda de pulpa de coco de los productores de jabón
alemanes, trajo como consecuencia un proceso de concentración de la
propiedad rural. La erosión, la miseria creciente y la aparición de enfermedades fueron la consecuencia. Esto ocurrió en forma análoga a la
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miseria que desencadenaron las plantaciones de aceite de palma en los
bosques húmedos tropicales sudamericanos. El resultado es el siguiente: las monoculturas que se colocan en el lugar del complejo ecosistema, no cuentan con la capacidad de alimentar a la gente en forma duradera, tampoco contribuyen al mantenimiento del suelo, no se interesan por conservar su capacidad de almacenamiento de agua, ni por
conservar igualmente las funciones que cumple el bosque húmedo tropical en relación a la atmósfera.
La “acción de los cocos” logró iniciar un diálogo de especialistas
en didáctica, especialistas en medios de comunicación y especialistas
de comercio del Tercer Mundo con la compañía productora de jabón
Henkel quien importaba el coco. Entretanto se ha continuado el diálogo dentro de la misma compañía. La iniciativa “acción de los cocos”
trabaja con la compañía en la elaboración de una alternativa. Los pequeños campesinos deben ser apoyados para producir ecológica y socialmente. La compañía quiere fomentar un proyecto piloto en cuyo
desarrollo pueda participar la población regional. Aquí en Alemania se
ha desarrollado a través de la discusión sobre la línea de los productos,
con los sindicatos, con organizaciones de consumidores, con revistas
de ecología y de la industria química, un debate más amplio, que tiene
espacio en los medios de comunicación e incluso en algunas escuelas
progresistas de vanguardia. El comportamiento empresarial es observado por jefes de compras y por profesionales examinadores de ecología con mucho detenimiento. En este proceso de modificación de los
esquemas de pensamiento juega un papel importante, la responsabilidad sobre toda la línea del producto. La preservación de los estándares
sociales y ecológicos de la producción, la recompensan los clientes pagando un precio más alto, el cual debe compensar los ahorros en el área
de pesticidas, la disminución del consumo de energía, del empaque y
finalmente del consumo.
Nosotros podemos registrar lo siguiente: la obligación propia es
una opción social; no obstante, ésta depende de los intereses, de la información y del saber de los ciudadanos. En las compañías esta obligación depende de la presión social y de una participación amplia de los
ciudadanos. La responsabilidad sobre toda la línea del producto, es aún
una imagen orientada a futuro, la que no obstante, en poco tiempo, debe ser realizada, si se piensa que la vida no debe peligrar debido a la miseria creciente y a los efectos globales.
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1.3. Campo de trabajo de geólogos y de otros científicos en el área de las
ciencias naturales. La cantidad y la cualidad de los efectos
En estudios sobre los efectos de la extracción de recursos, se han
ocupado al lado de juristas y científicos sociales, otros científicos en el
área de las ciencias naturales.
Allyson Warhurst, una geóloga inglesa de la Universidad de Bath,
ha hecho el intento de construir un Mining Network. Esto significa un
paso muy importante para lograr una red informativa de los efectos sociales y ecológicos de la minería ya estudiados. Tendremos que recurrir
a este saber, así como a otros estudios subsecuentes, para poder fundamentar la prevención. Sólo a partir del registro de la dimensión cualitativa y cuantitativa de los daños causados hasta hoy día, proyectada al
futuro, nos podrá dar una idea de los escenarios que nos esperan, de
aquellos que son en parte irreversibles y destructores de la vida. Se debe prevenir estos efectos a nivel político, legal y social, a través de una
serie de procesos, que impulsen el debate social y el inicio de alternativas constructivas sólidas. En este marco, tendremos que sostener también un debate sobre la diversidad de los estándares de vida y sobre su
ajuste. Esto tendrá que ser preparado internacionalmente, antes de que
el juego a las escondidas frente a la responsabilidad y frente a la competencia, nos gane una vez más la victoria.
El debate social sobre toda la línea del producto, no sólo puede
tener lugar aquí, sino que también en el Amazonas se deberá lograr
reunir a los diferentes grupos afectados.
2. Cambio de valores políticos en Europa. Las condiciones para cambios reales: las reglas de juego jurídicas
La consecuencia de los trabajos que habrán de asumirse, no deberá ser dependiente de las coyunturas políticas. Por esta razón debe
iniciarse el trabajo jurídico, el cual, retomando este trasfondo de modelos más avanzados de autocompromiso y las reflexiones existentes
sobre nuevas estructuras de precios, permita una economía y una vida
sostenibles. En torno a éstas últimas se deberá desarrollar un marco de
condiciones legales que facilitará la institucionalización de los procedimientos correspondientes. Esto es un proceso, en el cual, la responsabilidad será ubicada en toda la línea del producto, en estrecha relación al
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principio de que quien contamina paga; razón por la cual la transformación se podrá estructurar, abarcando al proceso en su totalidad. En
este nivel se podrá recurrir entonces a los debates que han sido desarrollados en el marco de la capacidad de creación del futuro, especialmente sobre las posibilidades técnicas de reducción.
3. Niveles de trabajo, instrumentos e instituciones
Una norma de la Unión Europea, desató aquí en Europa un debate sobre la protección de los estándares sociales y del medio ambiente que traspasó las fronteras .
En Alemania se han investigado desde 1988 los proyectos de ayuda para el desarrollo, en torno a su grado de preservación del medio
ambiente y de los estándares sociales. Quedaron excluidos la exportación, la importación, los créditos al extranjero y las inversiones. Ahora
es la Unión Europea, quien somete sus proyectos de ayuda para el desarrollo a pruebas semejantes. El horizonte de nuestras reflexiones va
mas allá de estas pruebas, ya que nosotros tendremos que llegar a un
acuerdo sobre qué mecanismos y procesos conllevan al ejercicio eficiente de la responsabilidad sobre toda la línea del producto.
Para lograr que un desarrollo económico a largo plazo conserve
la integridad de las regiones y respete los derechos a la propiedad intelectual y territorial, así como la satisfacción de los intereses sociales de
la gente, la economía de mercado tendrá que ser sometida a pruebas y
controles, y se le marcarán los límites de lo que social, ecológica y económicamente puede ser tolerable. En la fase de planeación de proyectos económicos, las empresas deberán incluir a tiempo en el debate a la
población de la región afectada, de manera que se pueda dar una discusión verdadera sobre las opciones alternativas, teniendo como objetivo el garantizar una regeneración ecológica y social de la flora, de la
fauna y de la sociedad de la región.
En el próximo tiempo se deberá aspirar a fortalecer los siguientes esfuerzos:
-

el saber existente sobre los efectos sociales y ecológicos, sobre todo lo relacionado con la importación y la exportación así como
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-

la sistematización de los créditos internacionales de acuerdo a los
productos,
hacer las preparaciones legales necesarias para poder introducir
un Estudio de Impacto Ambiental por encima de las fronteras,
la investigación detallada de los efectos de ciertas materias primas que no han sido estudiados en el país de origen (entre ellos,
las plantas industriales que se exportan), de manera que sobre la
base de un amplio análisis, se puedan impedir los daños consecuentes. En este caso, a través de la introducción de los mismos
estándares técnicos. En los casos en los que estos daños no puedan ser impedidos, se debe interrumpir la extracción de las materias primas.

4. Los intereses potenciales a nivel político, social, cultural y ecológico
de las sociedades europeas para la prevención de los efectos sociales y
ecológicos relacionados con su estilo de vida
Para concluir, quisiera establecer que en las ciencias sociales se ha
distinguido entre los intereses en sí mismos de los intereses por sí mismos, es decir aquellos que existen objetivamente y aquellos que son representados por las organizaciones sociales.
Después del cambio de curso en la compañía Shell, se podría
quizás calificar la situación en Europa de la siguiente manera: En el caso de la problemática global y regional del medio ambiente, dentro de
la política de los medios de comunicación, actuaciones mediales de
gran envergadura y alcance de algunos representantes de organizaciones medio ambientales han sido los que han podido lograr cambios en
las empresas, en base a un mayor acuerdo social y ecológico. Éstos hacen una labor de esclarecimiento de los intereses de la población para
motivarlos a actuar. Pienso que esto debería ser uno de los muchos caminos a seguir, sobre todo ahí donde las sociedades aún no están en
condiciones de tomar en sus manos sus intereses objetivos para el futuro.
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LA COORDINADORA DE
ORGANIZACIONES INDÍGENAS DE LA
CUENCA AMAZÓNICA (COICA)
Y EL MEDIO AMBIENTE

José Luis González
Alexánder Mansutti Rodríguez
Introducción
La Coordinadora de Organizaciones Indígenas de la Cuenca
Amazónica (COICA) es una Organización No Gubernamental y sin fines de lucro con sede en Quito, Ecuador, establecida por los líderes indígenas regionales a fin de acompañar a los movimientos indígenas de
los paises amazónicos y guayaneses (Bolivia, Brasil, Colombia, Ecuador, Guyana Francesa, Perú, República Cooperativa de Guyana, Surinam y Venezuela) en las luchas por organizarnos, defender nuestras
reivindicaciones y fortalecer el apoyo mutuo. Por sus estatutos, la COICA y sus diferentes coordinaciones están habilitadas para gestionar y
administrar fondos que permitan financiar sus gastos de funcionamiento administrativo y los de los programas y proyectos de desarrollo a ser llevados a cabo en las comunidades indígenas.
Son miembros de la COICA aquellas organizaciones indígenas
de la Cuenca Amazónica que ostentan una representatividad nacional
legalmente reconocida, que suscribieron el Acta de Constitución de la
COICA o que posteriormente, luego de solicitar su ingreso por escrito, fueron incorporadas con el voto unánime de los miembros de la
Coordinadora. La COICA cuenta con representantes de las más importantes y representativas organizaciones indígenas locales y nacionales
de los nueve paises que la conforman.
La organización miembro tiene el deber de colaborar para la elaboración de los lineamientos políticos de la COICA, está obligada a
participar en los Congresos designando representantes quienes pueden

28 / Derechos Indígenas

elegir y ser elegidos, y deben velar para que los estatutos y los objetivos
se cumplan (COICA 1992).
Para el logro de sus funciones, la COICA cuenta con una sede
permanente en Quito (Ecuador) y sus órganos de poder son el Congreso, el Consejo de Coordinación, y el Consejo Directivo de la Coordinación. El Congreso es el máximo organismo de la COICA y está conformado por diez (10) representantes de cada organización indígena afiliada. El Consejo de Coordinación está conformado por todos los presidentes o su delegado de cada una de las organizaciones miembros. Finalmente, el Consejo Directivo está integrado por:
a.- El Coordinador General
b.- El Coordinador de Defensa Territorial
c.- El Coordinador de Medio Ambiente y Recursos Naturales
d.- El Coordinador de Economía y Desarrollo Autónomo y
e.- El Coordinador de Derechos Humanos, Políticos y Sociales.
La conformación y distribución de tareas del Consejo Directivo
de la COICA, su órgano de gestión ejecutiva más importante, refleja la
percepción que los dirigentes indígenas tenemos de los retos políticos
que debemos enfrentar invirtiendo mayores recursos y capacidad organizativa. Sin demeritar la gravedad de otras circunstancias, nosotros
consideramos que los problemas más importantes por su peso estratégico y consecuencias que deben ser enfrentados por las organizaciones
indígenas de la Gran Amazonía son la pérdida continua de territorios
ancestrales, el diseño de estrategias alternativas de desarrollo, la violación recurrente de nuestros más elementales derechos humanos y la
degradación sistemática de nuestro medio ambiente. Sobre este último
punto tratará este breve ensayo.
1. Los problemas socio-ambientales de la Gran Amazonía y los pueblos indígenas
En un informe reciente rendido a la Comisión Europea por un
equipo de especialistas sobre la Gran Amazonia (Comisión Europea
1993), se establece que existen en la actualidad, al menos, 700.000 individuos distribuidos en 182 pueblos que se reconocen a sí mismos y son
reconocidos por otros indígenas como “indígenas” descendientes de los
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habitantes precolombinos. Todos ellos son pueblos que aprovechan los
territorios de las cuencas de los ríos Amazonas y Orinoco o del Escudo
de Guayana que drenan directamente al Océano Atlántico.
Una de las características más interesantes de las actuales poblaciones indígenas de la Gran Amazonía es que más del 80 % están, luego de cinco siglos de caídas demográficas y desaparición cultural, en
plena recuperación. En efecto, los censos, allí donde son confiables, indican que las poblaciones están creciendo aceleradamente (Comunidad Europea 1993; Mansutti Rodríguez, 1993). Igualmente, y a pesar de
la rápida densificación de las relaciones económicas y de la adquisición
por los indígenas de patrones tecnológicos occidentales, el fortalecimiento de las identidades étnicas ha contribuido a afianzar la autoestima y a frenar el etnocidio de nuestras culturas aborígenes. De manera
que, pareciera ser que el acceso a la medicina occidental y la política de
fortalecimiento del orgullo étnico llevada adelante por los movimientos indígenas nacionales han comenzado a rendir frutos que garantizan
nuestra continuidad demográfica y socio-cultural como pueblos indios.
En contraste con estas tendencias positivas, debemos continuar
respondiendo a múltiples agresiones que ponen en peligro nuestra capacidad de sobrevivencia y muchas de ellas están relacionadas con la
manera mercantilista en que los occidentales utilizan la tierra y el medio ambiente. Así, por ejemplo, los estados nacionales perciben que sólo la presencia de sus pobladores criollos y de unidades productivas de
corte industrial o al servicio de la industrialización del país sirven a los
intereses geopolíticos y de seguridad y defensa nacional. En contraste,
la presencia indígena es, en el mejor de los casos, riesgosa pues evoca la
diferencia cultural que es siempre sospechosa de apátrida. Por ello, hacen carreteras que permiten “integrar” por tierra las áreas habitadas
por nosotros con sus redes urbanas, abriendo de esta manera grandes
espacios a la colonización por parte de sus empresas y de los sectores
más depauperados de su población criolla. Ello ocurre en todos los estados amazónicos pero puede ser ejemplificado en Brasil con la Perimetral Norte y en Venezuela con las carreteras que van de Caicara del
Orinoco a Puerto Ayacucho, y de Tumeremo a Santa Elena de Uairén e
Icabarú.
Junto o a veces precediendo la apertura de carreteras y la densificación física de los canales de integración geográfica a Occidente, los
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territorios ocupados por los pueblos indígenas comienzan a ser ocupados y utilizados por colonos y/o empresas de extracción de recursos naturales. El extractivismo ha sido, históricamente, el mecanismo de penetración más utilizado por los criollos en nuestras tierras indígenas.
La explotación del caucho (Hevea sp), que aún se mantiene, es recordada como un arquetipo de injusticia y perversión en las relaciones económicas entre culturas diferentes. A pesar de que el bochornoso período cauchero quedó en la historia, hoy continuan extrayéndose materias
primas vegetales, oro y diamantes, animales, maderas, etc, con medios
artesanales que en general no ocasionan daños irreversibles. El mayor
peligro asociado a ellos es que preceden y crean las condiciones para
que se establezcan criadores de ganado y empresas madereras de grandes dimensiones.
En contraste, los proyectos asociados a las grandes minas, la explotación masiva de la madera y el potencial hidroeléctrico de los ríos,
representan riesgos de enorme cuantía bien sea porque generan daños
irreversibles a los ecosistemas donde ocurren, bien sea porque organizan alrededor de ellos grandes asentamientos de población no indígena que se consolidan en el tiempo para terminar cuestionando los derechos de los pueblos indígenas sobre sus territorios. Estos proyectos,
que se habían visto frenados por las preocupaciones conservacionistas,
han florecido cada vez con mayor fuerza a medida que las crisis socioeconómicas de los países amazónicos se han ido agudizando, obligándolos a explotar todo lo que esté a la mano para dar gusto al insaciable
apetito fiscal de las enormes estructuras burocráticas de los estados nacionales.
En Venezuela, por citar sólo un ejemplo, se están abriendo aceleradamente los recursos mineros a la inversión extranjera, las reservas
forestales y lotes boscosos de Imataca, Caura, Parguaza y Sipapo están
siendo entregados en concesión a empresarios nacionales, y en este momento se evalúa la realización de grandes proyectos hidroeléctricos en
los ríos Caroní, Paragua, Caura y Orinoco; simultáneamente, hay un
acelerado proceso de expansión de las fronteras agro-económicas hacia
el sur, dinamizado por la cría extensiva de ganado vacuno y la siembra
de monocultivos. Todas estas actividades tienen en alerta a nuestros
movimientos indígenas que ponen en juego sus mejores armas de lucha para enfrentarlas.
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La cría extensiva de ganado, los monocultivos, la gran minería,
la explotación de oro y diamantes con monitores hidráulicos y las
grandes represas hidroeléctricas son procesos productivos que tienden
a ser antagónicos con la preservación de la selva tropical y por ende de
las características socio-económicas de los pueblos indígenas actuales.
Cuando, además, estas actividades conducen al despojo de los territorios étnicos, entonces el proceso adquiere características de etnocidio.
Todo esto se agrava cuando constatamos que algunos pueblos
indígenas llegan a utilizar estrategias económicas occidentales influenciados por sus vecinos no indígenas, con todo y lo que ellas pueden implicar en términos del deterioro de la calidad ambiental. Estos hechos
abren nuevos frentes de lucha que no son obviados por la dirigencia.
2. La COICA y los problemas socio-ambientales
En 1993, los líderes indígenas de la COICA determinamos en un encuentro realizado en Caracas, que había ocurrido un aumento sensible
de la contaminación y la depredación de los ecosistemas dentro de los
territorios indígenas, acompañado por la ruptura progresiva de los patrones culturales y por ende socio-ambientales de los pueblos indígenas, y por la implementación y adopción de los modelos no indígenas
de desarrollo. En atención a ello, los delegados establecimos que los objetivos fundamentales de la Coordinación de Medio Ambiente y los Recursos Naturales de la COICA debían ser la promoción, desarrollo e
impulso de un conjunto de criterios que permitieran la interacción
fructífera de los pueblos y organizaciones indígenas de la Amazonia, a
fin de establecer políticas comunes sobre manejo ambiental y protección de los recursos naturales, al mismo tiempo que el fomento del rescate, la preservación y el respeto de los conocimientos y tecnologías ancestrales de los pueblos indígenas y su reconocimiento jurídico por los
Estados.
A fin de enfrentar los impactos que producen sobre el medio ambiente gran amazónico la explotación masiva e irreflexiva de los recursos
naturales renovables y no renovables, la falta de criterios y de mecanismos para el control de la depredación y la contaminación ambiental, la
carencia de conciencia ambiental, la construcción de carreteras y represas, la promoción de grandes centros poblados y el desarrollo del turismo de masas, los líderes indígenas de la COICA determinamos las si-
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guientes políticas a seguir por la organización en general y por su Coordinación de Medio Ambiente y Recursos Naturales Renovables en particular:
1. Promover, desarrollar e impulsar la interacción de los pueblos y
organizaciones indígenas de la cuenca amazónica para establecer
políticas comunes de protección ambiental.
2. Elaborar un Plan Regional de Manejo Ambiental Indígena que
contemple un sistema de manejo integral del territorio para normar el uso de los recursos naturales y la protección del medio
ambiente, garantizar la seguridad y estabilidad de los pueblos indígenas y la sociedad en general, a mediano y largo plazo.
3. Mantener un monitoreo permanente de los impactos ambientales y sociales en los territorios indígenas.
4. Establecer convenios, alianzas y acuerdos entre los pueblos indígenas, los gobiernos y los organismos nacionales e internacionales para implementar proyectos de desarrollo sostenible.
5. Promover el rescate, la preservación y el respeto de los conocimientos y tecnologías ancestrales de los pueblos indígenas en los
contextos jurídicos nacionales e internacional.
6. Proponer una legislación ambiental amazónica que garantice la
protección y conservación del patrimonio natural y cultural de
los pueblos indígenas.
7. Promover la creación de instancias jurídicas internacionales que
intervengan y decidan jurisprudencia sobre procesos ambientales.
8. Diseñar e implementar un plan de desarrollo económico basado
en el fortalecimiento de la economía familiar y comunitaria de
los pueblos indígenas basado en el manejo integral del territorio
y sus recursos naturales.
9. Promover la participación de los líderes y representantes de los
pueblos y organizaciones indígenas en el diseño e implementación de las políticas ambientales en los países amazónicos.
10. Establecer mecanismos de legitimación de las modalidades propias de comunicación e intercambio comercial y cultural que
mantienen los pueblos indígenas amazónicos.
11. Fortalecer nuestras culturas.
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12. Desarrollar programas de educación ambiental que permitan
enfrentar la decadencia de la concepción humana sobre la protección del medio ambiente.
Es evidente que el logro de las políticas diseñadas debía organizarse a partir de un diagnóstico de los recursos con los que contaban
las organizaciones para llevarlos adelante. En este sentido, se consideró
que los factores limitantes de mayor peso eran la baja capacidad financiera de los pueblos indios, nuestra baja capacidad de acceso a información universal de calidad y la carencia de suficientes individuos técnicamente preparados para enfrentar el reto de realizar un seguimiento a la situación socio-ambiental de los territorios indígenas. Por ello se
decidió que estas restricciones debían enfrentarse fortaleciendo nuestra alianza con los movimientos ambientalistas de los paises desarrollados y promoviendo la formación y capacitación de cuadros dirigenciales indígenas en gestión ambiental y evaluación de impactos.
Nuestra asistencia y participación activa en este seminario de
Hoffgeismer es justamente la materialización de esta estrategia. Esperamos que de esta reunión salgan planes y programas concretos que
nos permitan fortalecer nuestras redes de información, las fuentes de
financiamiento y aumentar el número de indígenas preparados para
evaluar los impactos ambientales que se producen en nuestros territorios.
Simultaneamente, tenemos la intención de generar redes de información creando bases de datos informatizadas, centros de documentación, programas de radio y periódicos que nos permitan acceder
a los datos que necesitemos en el momento oportuno.
El objetivo estratégico es aumentar nuestra capacidad de respuesta en el diseño y operacionalización de estrategias políticas y para
la elaboración de diagnósticos y su evaluación oportuna.
3. ¿Qué ha hecho la Coordinación de Medio Ambiente y Recursos Naturales de la COICA?
La magnitud de la obra a realizar es inmensa pero ella no nos
amilana. A pesar de nuestros escasos recursos, la Coordinación de Medio Ambiente de la COICA ha puesto las bases de una acción sistemática que permita defender la calidad ambiental de nuestros territorios.
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Durante estos 3 años hemos logrado hacer un seminario-taller con dirigentes de las organizaciones miembros de la COICA sobre “Determinación de Políticas y Estrategias para el Área de Medio Ambiente y los
Recursos Naturales” que ha sido guía para nuestra acción. Además, hemos equipado con una pequeña computadora la Coordinación y se ha
comenzado el diseño de una base de datos sobre cuestiones ambientales y pueblos indígenas amazónicos.
En lo que concierne a la capacitación de nuestros cuadros, hemos planificado y comenzado a ejecutar la realización de talleres sobre
derecho ambiental y biodiversidad que han sido iniciados en aquellos
países donde es urgente la formación de los primeros dirigentes indígenas sobre el tema. En noviembre de 1995, y con la colaboración de dos
universidades venezolanas y de la Fiscalía General de la República de
Venezuela, se dio a venticinco líderes indígenas de todo el país y durante quince días, módulos sobre Derecho Ambiental, Derecho sobre la
Tierra, Ecología y Recopilación de Conocimientos Autóctonos. Este
mismo programa se dará en la República Cooperativa de Guyana y en
Suriname durante 1996.
La asistencia a este seminario de Hofygeismer debe ser visto como un esfuerzo simultáneo por formar cuadros, fortalecer nuestras relaciones con los aliados de los movimientos indígenas hermanos de los
países amazónicos, consolidar alianzas con intelectuales y aliados europeos y densificar las redes de comunicación que nos permiten mantenernos informados con datos de calidad. Así como a éste, y con los mismos objetivos, asistimos a seminarios y encuentros de la Coalición de
Ambientalistas de América por la Defensa de la Amazonía, de la Red
Latinoamericana de Bosques, de la Secretaría de la Alianza Mundial de
Pueblos Indígenas-Tribales de los Bosques Tropicales, y a la reunión del
Grupo de Trabajo sobre los Pueblos Indígenas de la Organización de las
Naciones Unidas.
Finalmente, no hemos descuidado el fortalecimiento de nuestras
organizaciones. Para nosotros, no hay trabajo ambientalista posible si
no contamos con organizaciones fuertes y consolidadas que le sirvan
de plataforma.
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Conclusiones
Los pueblos indígenas amazónicos y guyaneses están amenazados desde varios frentes simultáneamente, y nuestras acciones podrán
evitar los efectos deletéreos de tales amenazas sólo si somos capaces de
dar respuestas prontas en tres frentes: el organizativo, el formativo y el
financiero.
El organizativo, porque sólo desde movimientos indígenas fuertes es posible estructurar y coordinar nuestros escasos recursos a fin de
que podamos defendernos con la contundencia requerida.
El formativo, porque sólo los líderes indígenas bien formados en
la cosmovisión de sus propios pueblos y en la de Occidente pueden ser
capaces de utilizar eficientemente estas poderosas herramientas en beneficio de sus sociedades.
El financiero, porque sólo una buena estrategia de captación y
administración de recursos puede permitirnos tener en el momento
indicado los instrumentos que hagan falta para fortalecer las organizaciones, formar a nuestros cuadros y lograr los muchos objetivos que
nos hemos propuesto.
Esta tarea es urgente pues las luchas por la selva tropical enfrentan a dos grandes gigantes: ambientalistas y desarrollistas, quienes olvidan por momentos que por encima de los ecosistemas y/o recursos
amazónicos se encuentran los pueblos indios.
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PARA ALCANZAR
LA TIERRA PROMETIDA
Una aproximación al régimen legal de
tierras indígenas en la Amazonía1

Roque Roldán Ortega
El examen de los ordenamientos jurídicos en Latinoamérica, como lo han señalado los estudiosos, no constituye elemento de juicio
absoluto para entender la realidad de las políticas cumplidas por los
Estados. La aserción aparece más de bulto aún, cuando se averigua la
naturaleza y proyecciones de las acciones y programas que han marcado las relaciones con las sociedades indígenas. Por los tiempos de la
Colonia se hizo familiar, y aún llegó a entrañar sello de excusa legítima
en boca de los burócratas al servicio de las metrópolis, la expresión “se
acata pero no se cumple”. Hasta dónde esta sentencia, de patente colonial, consiguió burlar el cambio de régimen para venir a aligerar la conciencia de los funcionarios públicos de las Repúblicas, es tema que no
ha merecido muchos estudios. Sin embargo, la experiencia de los países, aplicable a los ordenamientos que dicen relación con los indígenas,
muestra que, con frecuencia, las leyes no llegan a ponerse en ejecución.
Lo dicho es apenas una advertencia para aclarar que, al hablar de
leyes o ausencia de leyes sobre derechos territoriales indígenas, no se
alude a una realidad paralela en actos equivalentes de reconocimiento
de tales derechos. Algo más: en abono de lo dicho, vale mencionar el
caso no infrecuente de leyes sobre indígenas, cuyos propósitos implícitos reales han ido en contravía de sus motivaciones explícitas. Sin embargo, la existencia de leyes más o menos ajustadas a los viejos requerimientos de los pueblos indígenas de la amazonía, no ha sido indiferente a la concreción de tales aspiraciones, y así habrá que puntualizarlo al momento de revisar algunas cifras sobre los avances actuales de la
entrega legal de tierras en algunos países.
En las notas siguientes, por lo visto, se hará mención especial de
la legalidad vigente en los países amazónicos sobre tierras indígenas y,
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en algún grado, se intentará determinar la incidencia, aunque relativa,
que ella tiene en el reconocimiento de este derecho, con apoyo en las cifras que pueden exhibir dichos países. Adicionalmente, se hará mención de otros factores que, como el aspecto legal, entran a definir y explicar la realidad actual y las perspectivas de los pueblos indígenas en el
logro de una mínima seguridad legal sobre la tierra que, desde tiempos
ya perdidos en su memoria, les fue prometida.
La legalidad: unidad, diversidad e incertidumbre
Pocas cosas tan difusas e incomprensibles para los pueblos indígenas, como la legalidad que rige las relaciones de dichos pueblos con
las sociedades y los Estados nacionales. La impenetrabilidad de este
mundo no dimana sólo del nivel de abstracción, y de la distancia de la
realidad vital y de la misma experiencia histórica de las comunidades,
que, con frecuencia, caracterizan a los textos jurídicos. También se relaciona con la multiplicidad de los textos mismos y con la diversidad de
jerarquías que se otorga a unas y otras disposiciones para efectos de su
aplicabilidad prevalente. En algunos de sus escritos, el notable investigador paraguayo Chase Sardi ahonda en la distancia que media entre
estos ordenamientos construidos sobre la lógica del racionalismo occidental y los ordenamientos consuetudinarios de los indígenas, estrechamente articulados a su vida social y económica comunitaria, más
flexibles, más dinámicos y más ajustados al profundo sentido de equilibrio y de justicia que, de ordinario, orienta el desenvolvimiento de las
comunidades indígenas.
Ahora bien, los instrumentos legales disponibles para perfeccionar la transferencia legal de tierras en favor de los indígenas, son los ordenamientos emanados de los poderes públicos de los Estados Nacionales. A ellos han debido acogerse los interesados para reclamar sus derechos sobre la tierra y para defenderlos. ¿De qué naturaleza y jerarquía
son estos instrumentos? El asunto demandaría una respuesta extensa y
complicada. Para los fines de este artículo, se intenta un breve examen
de este punto a partir de la descripción formulada un poco a nuestro
arbitrio, de cada una de las categorías de normas en que hemos intentado darle un orden al acervo de la legislación sobre el tema: normas
constitucionales, normas ordinarias de carácter sustantivo, normas de
procedimiento, normas sobre dominio, aprovechamiento y manejo de
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recursos naturales, normas sobre alternativas de gobierno interno y
participación en la vida nacional de las comunidades, y normas sobre
poblaciones indígenas fronterizas y modelos alternos de educación indígena.
Indígenas y Constitución, avances y tropiezos
Si como lo enseñan algunos especialistas, la Constitución es como el acuerdo fundamental entre los estamentos y fuerzas de un país,
para definir su carácter como Nación y como Estado, habría que afirmar que las sociedades indígenas americanas, como tales en el pasado,
no fueron institucionalmente reconocidas como partes integrantes de
las naciones y Estados creados en el Continente. En los países de la
Cuenca Amazónica, se dio en el siglo pasado y en la primera mitad del
presente, la aparición de algunas normas constitucionales especiales
sobre pueblos indígenas, pero regularmente dirigidas a procurar la
pronta incorporación de las poblaciones indígenas de selva a los patrones de vida establecidos para el resto de las respectivas sociedades. Partían de ordinario tales disposiciones, de la consideración de estas sociedades como agrupaciones desprovistas de cultura. Como anticultura o
“salvajismo”, eran considerados los rasgos que distinguían la vida de estas agrupaciones (lengua, economía, organización doméstica y social,
política, etc.). Los primeros ensayos de adopción de normas que procuraran el reconocimiento y respeto de los derechos especiales de las
sociedades indígenas, tiene mucho que ver con la adopción a nivel
mundial de algunos instrumentos importantes sobre los derechos de
minorías étnicas y religiosas en general y sobre poblaciones indígenas
en especial, surgidas del avance de las ciencias sociales, en especial la
antropología y la sociología en los países americanos, y, con ellas, del
conocimiento más cercano de las culturas y acervo de valores de las comunidades indígenas. Y tiene que ver con el gran esfuerzo organizativo y de reclamación que se ha realizado, de modo especial en las últimas tres décadas, por los pueblos indígenas amazónicos de todos los
países de la Región.
Pero el desarrollo del régimen constitucional sobre indígenas en
los países amazónicos, no ha revestido características ni de unidad ni
de uniformidad. Aunque se dan diferencias marcadas entre los países
del área en cuanto a la entidad o significación política y social que pue-
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da tener la cuestión indígena en el país, como quiera que mientras en
Bolivia, Perú y Ecuador, la población indígena nacional tiene un peso
numérico significativamente mayor al del resto de los países del área,
no parece haber sido este factor el determinante en la adopción o no de
disposiciones constitucionales. De hecho, se han dado avances y se presentan estancamientos en los países, sin aparente consideración al volumen de sus poblaciones indígenas.
Se habla de dos grandes tendencias en el avance constitucional
indigenista en la Región. Una, la de cuatro países, Bolivia, Brasil, Colombia y Perú, donde, con mayor o menor amplitud se han acogido
normas que definen un nuevo modelo de relación de las sociedades nacionales con los pueblos indígenas, asignándole a éstos la condición de
sociedades culturalmente diferenciadas de otros sectores de la sociedad
y asegurándoles algunas condiciones básicas para mantener esa diferenciación que las identifica, para reproducirla y para dar aplicación al
orden jurídico constitucional de país, dentro de sus propias opciones
históricas y sus propios proyectos e iniciativas. La segunda tendencia,
agrupa a los restantes cuatro países, Ecuador, Guyana, Suriname y Venezuela, en los cuales o bien se han omitido normas que consagren diferencias de tratamiento para algún sector de la sociedad nacional, como parece ser el caso de Suriname, o se han expedido ordenamientos
que, reconociendo la existencia de las comunidades indígenas, contienen normas que procuran alguna opción para alcanzar una incorporación progresiva de estos grupos al resto de la sociedad nacional. Es lo
que se deduce de los textos constitucionales de Ecuador, Guyana y Venezuela.
Fundamentos comunes en las Constituciones de los cuatro países que representan la primera tendencia, son: la aceptación de la diversidad cultural y étnica de la Nación, como elemento constitutivo esencial de ésta y de trascendencia en la definición del futuro de la vida del
país; el reconocimiento de la validez y de interés nacional en la protección del acervo cultural de los pueblos indígenas, como parte del patrimonio del país y factor trascendente en el desarrollo de los mismos
pueblos indígenas; el derecho de estos pueblos a obtener la titularidad
y de hacer uso y aprovechamiento de las tierras que les han pertenecido; la capacidad legal de definir con algún grado de autonomía el manejo de sus propios territorios, para cuyo efecto se reconoce a las comunidades como entidades jurídicas aptas para ejercer derechos y con-
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traer obligaciones. Cada una de estas Constituciones tienen algunas
normas relevantes de especial interés para el país, así: las de Bolivia,
Colombia y Perú, otorgan atribuciones jurisdiccionales a las autoridades internas de las comunidades indígenas según regímenes que deberán ser adoptados sobre la materia; la de Brasil define la exclusividad
para los pueblos indígenas en el aprovechamiento de los recursos naturales renovables y consagra requisitos para la explotación de minerales en tierras indígenas; la del Perú reconoce con carácter de oficial a las
lenguas indígenas en las áreas donde tenían mayoría de hablantes; y las
de Bolivia y Colombia, para señalar sólo un punto más de apertura, le
ofrecen a los indígenas alternativas de participación en la vida política
del país, abriendo algunas opciones de acceso a los organismos de representación popular.
Se han impulsado, hasta ahora sin resultados palpables, algunas
iniciativas de las propias comunidades y organizaciones indígenas de
Ecuador y Venezuela, para introducir reformas en las respectivas cartas
constitucionales, que les aseguren derechos similares a los reconocidos
en los países antes señalados. Estas iniciativas no siempre han alcanzado a llegar al órgano legislativo, y con frecuencia han encontrado la indiferencia y, en algunos casos, la oposición de algunos sectores políticos y empresariales en sus respectivos países.
La Constitución de Guyana solamente trae una norma que reconoce a las comunidades amerindias el derecho a la tierra, pero en la llamada Acta de la Conferencia de Independencia de Guyana”, de 1965,
que, como texto que dio vida al Estado Independiente y forma parte
del Ordenamiento fundamental del País, se decidió acoger y aprobar
una determinación tomada por el Gobierno saliente, que hacía explícita la responsabilidad de conceder a los amerindios de la jurisdicción
nacional, propiedad legal sobre las áreas reservadas en ella, donde cualquier tribu o comunidad de amerindios (denominaciones propias de
su legislación) fuere residente o estuviere asentada, lo mismo que otros
derechos legales como los de tránsito. En el caso de Suriname, no existe ninguna norma específica que reconozca o garantice derechos especiales a los indígenas, pero en el “Acuerdo para la Conciliación y el Desarrollo Nacionales”, suscrito en Agosto de 1992, entre el Gobierno y el
movimiento insurgente, el Gobierno adquirió el compromiso de expedir los ordenamientos y producir los actos conducentes al reconocimiento de los derechos territoriales de las comunidades, lo mismo que
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a gestionar la adopción por el país del Convenio 169 de 1989, de la OIT,
sobre pueblos indígenas. Como puede observarse, en estos dos países
aun cuando no existan normas constitucionales, se han adquirido
compromisos legales importantes en el impulso de reformas constitucionales y legales que garanticen una mayor seguridad de los indígenas
en el ejercicio y goce de sus derechos fundamentales, entre ellos el de la
tierra.
Indígenas y Tierra en la legislación ordinaria
Existe relativa uniformidad entre los países amazónicos en la
aceptación de algún tipo de responsabilidad legal para garantizar a las
poblaciones indígenas, el derecho a que se respete alguna forma de
ocupación y uso pacífico de la tierra. Y se dice que esta uniformidad es
relativa, en la medida en que, entre unos y otros países y aún dentro de
un mismo país, se dan dos variaciones fundamentales en la titulación,
segun que ésta reconozca a los beneficiarios como un sector social diferenciado del resto de la Sociedad Nacional y proyecte la entrega como
medio de asegurar la supervivencia de dicha agrupación a largo plazo,
o que reconozca a los adjudicatarios, personas o agrupaciones, como
simples titulares de un interés patrimonial.
Bajo la primera modalidad de entrega de tierras, la decisión de
transferencia tiene una proyección a largo plazo. En este tipo de entrega, pueden hallarse diversas fórmulas, según que el título haga traspaso de la plena propiedad, o que el Estado otorgue un derecho de uso a
perpetuidad, reservándose el dominio supremo, o que transfiera un
simple derecho de usufructo a término indefinido, es decir, potencialmente revocable en cualquier momento a voluntad del mismo Estado,
o que dicha entrega sea simplemente declarativa por carecer el Estado
de una plena capacidad legal para salirse de los patrones o límites que
le impone el Código Civil.
Bajo la segunda modalidad de transferencia de tierras, las entregas de tierras otorgan a los adjudicatarios el mismo poder que confieren los títulos ordinarios otorgados entre particulares o los que el Estado entrega a estos últimos. Estos nuevos dueños o titulares pueden enajenar libremente el bien, imponerle gravámenes para responder por
obligaciones contraídas, y pueden también perder este bien si llegaren
a abandonarlo por el tiempo legal que le permita a un nuevo ocupante
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obtener la prescripción adquisitiva a su favor. En otros términos, las
tierras entregadas bajo esta modalidad son enajenables, susceptibles de
gravámenes y prescriptibles. Regularmente, bajo esta modalidad, las
tierras son entregadas en plena propiedad. Pero en algunas oportunidades, se hacen transferencias del simple usufructo provisional con la
expectativa de una entrega posterior del dominio, condicionada al
cumplimiento de exigencias de diversa índole (frecuentemente de explotación económica de los predios, etc.).
Con múltiples variantes entre países y aún dentro de un mismo
país, los Estados han venido entregando las tierras de la Amazonía a los
indígenas que las ocupan bajo una de esas dos grandes modalidades.
Lo que determina la escogencia de una u otra modalidad de titulación,
en el orden estrictamente jurídico, es la existencia o no en el país de un
ordenamiento jurídico que le sirva de marco de funcionamiento y manejo legal al dominio, la administración y el uso que los indígenas puedan hacer de ellas. Donde no exista tal ordenamiento ni la posibilidad
de que la ausencia del mismo sea suplido por el modelo tradicional de
administración y manejo indígena, por fuerza los títulos de propiedad
entregados a los indígenas quedarán bajo el régimen de enajenaciones,
gravámenes y otras limitaciones al dominio, sucesiones y demás eventualidades que rigen la propiedad en las leyes civiles.
Podría apuntarse que en la primera fase del desarrollo de la “Legislación Agraria Indigenista Moderna” (la expedida en los últimos 30
años), la modalidad usual de entrega de tierras a los indígenas fue la ordinaria, con el mismo carácter con el que se transfería a los campesinos
que llegaban a la región como colonos, a través de títulos de propiedad
que se ajustaban a las leyes civiles. Algún porcentaje, difícilmente medible, de las áreas entregadas hasta hoy se transfirió por este medio. Pero esta modalidad se mantiene en algunos casos. En Venezuela es la
única legalmente aceptada para reconocer y hacer entrega de tierras a
los indígenas. Los adjudicatarios, actuando en forma individual o en
grupo, reciben los títulos a su propio nombre y asumen la condición de
propietarios con las características de cualquier propiedad privada. En
Ecuador, donde se presenta una amplia gama de figuras legales para la
adjudicación, títulos individuales, comunas, cooperativas, centros, asociaciones de centros, territorios étnicos, etc., con excepción de esta última figura a la que se hace referencia más adelante, las demás en mayor o menor grado carecen de un régimen sólido y claro que las ponga
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al margen de la legislación civil ordinaria. En Bolivia la entrega de tierra a indígenas bajo patrones de las leyes civiles, se mantuvo hasta finalizar la década de los años ochenta. Y en Colombia, sobreviven algunas
de estas adjudicaciones, bajo la forma de las llamadas reservas indígenas y unas pocas de las llamadas empresas comunitarias.
Se han señalado ventajas y desventajas al modo de transferencia
de tierras bajo las leyes civiles. Entre las primeras, se alude al equilibrio
en que coloca a los adjudicatarios indígenas respecto a los demás propietarios del país, para acceder a los servicios de crédito, con garantía
de sus propios títulos; también se señala que los títulos que dan capacidad dispositiva a sus tenedores podrían desarrollar en éstos un mayor
grado de responsabilidad en el cuidado de la posesión de la tierra; y se
señala del mismo modo que el otorgamiento de títulos que no entrañen limitaciones dispositivas, evitaría el riesgo de una cierta forma de
adscripción de personas o grupos de personas o perpetuidad a una forma de propiedad, lo que podría resultar discriminatorio e, incluso, inconstitucional.
Al hablar de las desventajas, se apunta la frecuente ocurrencia de
negociaciones engañosas para los indígenas en la venta de las tierras
que les entrega el Estado con títulos negociables, por el desconocimiento que los vendedores tienen del valor monetario de la tierra. Se señala
el drástico quebrantamiento de las leyes tradicionales de herencia de
los indígenas, con la imposición de trámites previstos en las normas civiles. Se menciona el riesgo constante de división del espacio territorial,
que enfrentan los condueños de un terreno entregado bajo el régimen
de la legislación civil, frente a la posibilidad de que alguno o algunos de
ellos decidan disponer de su parte para darla en venta o imponerle gravámenes hipotecarios. Se hace referencia también al riesgo de competencia entre los condueños por apropiación de mayores porciones en el
bien común. Y se ha indicado, en fin, el altísimo costo que representa
para los comuneros de estas tierras así entregadas, la solución de los
eventuales conflictos entre vecinos, conflictos cuyo conocimiento cae
bajo la competencia de las autoridades jurisdiccionales ordinarias.
El modelo alternativo de entrega de tierras a los indígenas, en
forma colectiva y bajo regímenes ajenos a las disposiciones de las leyes
civiles, ha sido puesta en práctica desde hace algunos años por Brasil,
Colombia y Perú. Recientemente se han hecho entregas de tierras en esta forma en Bolivia y Ecuador y, con algunas variantes importantes, en
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Guyana. Históricamente el modelo no es una novedad. Esencialmente
fue el empleado por la Corona Española para el reconocimiento legal
de tierras a los naturales. Cumplida la Independencia, muchas de las
propiedades de este tipo que se mantenían en el momento fueron disueltas por los gobiernos republicanos, pero sobrevivieron un buen
número de ellas en los países andinos como fruto de la resistencia de
sus dueños a las medidas liquidacionistas. Las determinaciones de Brasil, Colombia y Perú, para la creación de nuevos espacios de tierras para la ocupación y el aprovechamiento exclusivos de sus poblaciones indígenas, especialmente amazónicas, recogen en parte al menos los
principios de la vieja institución colonial. No importa, para este efecto,
el carácter que estos nuevos espacios tengan, se trata de territorios
puestos, por virtud de ley, fuera del régimen privado de la libre disposición.
Pero los territorios indígenas colectivos y con proyecciones de
duración a perpetuidad, en tierras amazónicas, no revisten en todos los
países ni el mismo carácter, ni tienen iguales alcances en las órbitas de
lo económico, lo administrativo y lo político. Así, mientras en el Brasil,
el Estado transfiere a los indígenas las tierras, pero reservándose el dominio de ellas como “Bienes de la Unión” según lo determina el artículo 20 de la Constitución, en Perú se adjudican en plena propiedad las
áreas con vocación agrícola o pecuaria y en “cesión de uso” las que tienen vocación forestal, y en Colombia se transfiere en plena propiedad
la totalidad del territorio, sin reservas de dominio por el Estado ni distinción de superficies según el uso real o potencial del mismo.
Se han suscitado inquietudes de orden jurídico en Brasil, sobre
sentido, proyecciones y riesgos que podrían tener la reserva de dominio por el Estado de La Unión sobre las tierras indígenas. Algunos juristas del país piensan que tal medida puede constituir un elemento de
seguridad para los indígenas en el mantenimiento de sus posesiones.
También se han formulado, por las organizaciones indígenas amazónicas y nacionales, cuestionamientos al modelo peruano de distinción en
la calidad de derecho transmisible a los indígenas, según se trate de tierras de vocación agropecuaria o forestal. Los cuestionamientos inquieren si la negativa a transferir el pleno dominio sobre las segundas, puede estar orientada a dejar al Estado la opción de futuras revocaciones
de estas transferencias, o la aplicación de las mismas áreas a otro destino. A esta inquietud en el caso del modelo peruano, ha venido a sumar-
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se la última norma constitucional en ese país, del año 93, que suprimió
para las tierras indígenas la condición de inalienables e inembargables.
Sobre esta última determinación han advertido algunos sectores indígenas el peligro del restablecimiento de la asimilación de las tierras indígenas a las pautas de libre manejo y disposición de las leyes civiles.
Pero, al margen de las observaciones específicas que puedan formularse a cada modelo nacional de entrega de tierras indígenas en forma colectiva y al amparo de un régimen especial independiente del civil ordinario, al modelo en general le podrían ser señaladas algunas
ventajas y eventuales desventajas. Entre las primeras, los propios pueblos y comunidades siempre han reclamado el reconocimiento legal de
sus espacios de ocupación tradicional, como un todo, sin el riesgo de
contingencias legales que puedan ocasionar su pérdida y con algún grado de autonomía para administrarlos; el modelo de entrega que aquí se
hace referencia reúne estas condiciones. Otra ventaja más, sin duda, es
la de que esta forma de reconocimiento legal se ajusta sin dificultades
al tipo de territorio que, en los términos de los Convenios 107 de 1957
y 169 de 1989 de la OIT, debe serles reconocido a los pueblos indígenas
de los países que son parte de tales Convenios; otra ventaja dice relación con la contribución que la tenencia de grandes espacios de territorio amazónico, puede representar para el adecuado manejo de los recursos naturales y el medio ambiente en general, como forma más adecuada de planificar y definir un uso sostenible de estos ecosistemas. Y,
adicionalmente, bien podrían nombrarse como ventajas todas aquellas
que se han señalado como desventajas del opuesto sistema de las adjudicaciones individuales o asociativas, hechas bajo el amparo legal de las
disposiciones del derecho privado.
Entre las potenciales desventajas del modelo de que se habla, podrían nombrarse: las limitaciones que tendrían los indígenas o comunidades de indígenas adjudicatarias para obtener crédito bancario ofreciendo la tierra en garantía; la posibilidad de que personas o entidades
ajenas a las comunidades indígenas, aprovechándose de las atribuciones otorgadas a éstas para la administración de sus tierras, pudieran
realizar negociaciones fraudulentas o engañosas y sacar de ello provecho indebido; la contingencia de que, viviendo los indígenas adjudicatarios en un amplio territorio y con algún grado de autonomía para el
manejo de sus asuntos internos, las autoridades responsables de la
prestación de servicios públicos y los poderes estatales, regionales y lo-
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cales, pudieran verse inducidos a dejar de lado sus responsabilidades de
atención a estos pueblos y comunidades. La revisión en profundidad de
las potenciales desventajas, lleva a la conclusión de que, más que desventajas, lo que se presenta en el modelo de entrega de tierras que aquí
se trata es la ausencia de medidas complementarias de apoyo a las propias comunidades para el adecuado manejo de sus territorios.
Un caso especial de territorios colectivos indígenas se presenta
en Bolivia y Ecuador, países donde, sin la existencia de un ordenamiento legal especial que definiera para las tierras indígenas una modalidad
de manejo independiente de las leyes civiles, los Gobiernos han creado
estos territorios a través de actos administrativos especiales. Una revisión detenida de estos casos, permite concluir que las medidas cuentan
en ambos países con una plena validez legal ya que ambos Estados habían ratificado el Convenio 107 de 1957 de la OIT y este instrumento
del derecho internacional había entrado a ser ley en ambos países. Las
decisiones del gobierno boliviano, por lo demás, han recibido recientemente un doble apoyo legal, con la adopción por el país del nuevo
Convenio de la OIT, sobre pueblos indígenas (169 de 1989), y con la
aprobación de la reciente reforma constitucional que incorporó a la
Carta Política el artículo 171 sobre reconocimiento de los derechos territoriales comunitarios de los pueblos indígenas.
El acceso legal a la tierra: vías o procedimientos
Los procedimientos de adjudicación o reconocimiento legal de
la tierra a los pueblos indígenas, como norma general, se armonizan
con las disposiciones sustantivas que definen o consagran el señalado
derecho. En aquellos países que han definido para las tierras indígenas
un modelo de manejo legal independiente de las leyes civiles, existe
también un procedimiento específico para la transferencia de las tierras a las comunidades. Y en los que el reconocimiento se cumple según los ordenamientos civiles, con todas las características de disponibilidad, embargabilidad y prescriptibilidad, los procedimientos de
transferencia legal son comunmente los mismos que se emplean para
transferir a los particulares las tierras llamadas baldías o fiscales o tierras estatales. Se observa, así, que Perú, Brasil, Colombia y Guyana, presentan en sus legislaciones procedimientos de trámite de las demandas
indígenas, que se diferencian notoriamente de aquellas que se siguen
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para la entrega de tierras del Estado a los demás campesinos, mientras
que Bolivia, Ecuador y Venezuela mantienen, en términos generales, el
mismo tipo de trámites para indígenas y no indígenas.
Como características comunes a ambos procedimientos, habría
que destacar las siguientes:
-

-

-

-

-

Se trata de caminos largos, con recargo de diligencias, de instancias administrativas y técnicas, de altos poderes de decisión que
deben conocer del asunto y abundancia de recursos a disposición de los particulares que pueden dar lugar a incidentes, devoluciones, revisiones, revocaciones y negativas finales. Por lo regular, las entidades responsables del acopio de la información básica, se encuentran localizadas a nivel regional y a veces local,
mientras que las responsables del estudio y decisión son de carácter nacional. La ausencia de un nexo que unifique el procedimiento conduce con frecuencia a decisiones equivocadas o afectadas de graves errores.
En los procedimientos existentes, sobre todo en las etapas o fases
de estudio, revisión y decisión finales, la participación de los
pueblos indígenas o es extremadamente reducida o no se registra en absoluto. Las razones se hallan en parte en el texto de las
normas que no la contemplan, pero también en la naturaleza larga y compleja de los trámites.
Por la condición de largos y complejos, y en parte por la escasa
participación que en los trámites pueden tener las propias comunidades interesadas, los procedimientos son costosos. Este factor
ha llegado a convertirse en un limitante muy serio para el avance de las titulaciones en varios países de la Región.
Al hacer referencia específica a los procedimientos de transferencia de tierra dentro de los lineamientos de las leyes civiles, se deben mencionar explícitamente los de Bolivia, Ecuador, y Venezuela. Y en ellos, deben señalarse varios problemas:
La existencia de pautas comunes para el estudio de las demandas
de indígenas y no indígenas, limita o anula el acopio de información y de análisis sobre la realidad de las comunidades indígenas
y, por la misma razón, restringe la formulación de propuestas de
reconocimiento de espacios ajustados a las características y necesidades propias de las mismas. En los países donde se ha venido
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-

-

-

aplicando este tipo de procedimientos, las áreas entregadas a los
indígenas corresponden al modelo de unidades de tipo familiar
que se adjudican a los campesinos.
Otro asunto por considerar se refiere a que, sometido el trámite
de legalización de tierras de indígenas a las normas generales de
adjudicación de tierras rurales del Estado, forzosamente se somete a los adjudicatarios indígenas a las mismas exigencias y limitaciones impuestas para todos los adjudicatarios, de superficie, de exigencias de desmontes forestales, de cargas e imposiciones (servidumbres, compromisos de explotación) y alguna más.
Y un último asunto dice relación con el sometimiento de los trámites de titulación de tierras a indígenas por la vía ordinaria, a
las incongruencias que frecuentemente presenta este procedimiento como ocurre en Bolivia con la ingerencia de varios organismos públicos con atribuciones para conocer del manejo de
los trámites; en Venezuela con la incapacidad que enfrenta el
IAN para transferir tierras en pleno dominio si no le han sido
entregadas por el Ministerio de Agricultura y Cría para que disponga de ellas con fines de reforma agraria; o en el Ecuador y Venezuela, con la imposibilidad de adjudicar tierras que se hallen
ubicadas en áreas de manejo especial.
Al hablar de los procedimientos especiales previstos hasta hoy,
por lo menos en cuatro países, para entregar tierras a las comunidades indígenas, podría hablarse de algunos avances y limitaciones en comparación con los procedimientos ordinarios:
Como avances, el señalamiento de una vía especial para entrega
legal de tierras a los indígenas, determina el que los estudios y
averiguaciones de todo orden para definir la viabilidad de transferencia de la tierra, por su carácter de específicos, puedan aportar sólidos elementos de juicio y una mayor posibilidad de ajuste de las decisiones finales con requerimientos de los indígenas.
También se asegura una mayor vinculación indígena al proceso
en todas sus fases. Y para apuntar un avance más, cabría señalar
que la existencia de un procedimiento específico, habilita a los
indígenas para recurrir legalmente los actos negativos o lesivos
de sus intereses, y para solicitar, ya concluido el procedimiento,
revisiones que entrañen aclaraciones, modificaciones, rectificación de linderos o de áreas, etc.

50 / Derechos Indígenas

-

Entre las limitaciones, se hace necesario referir, además de las
que son comunes a ese tipo de procedimientos y a los procedimientos ordinarios (dilatación de los trámites en el tiempo, sobrecarga de diligencias, altos costos, vacíos sobre participación
indígena, etc.), una estrechamente relacionada con las carencias
de la legislación sustantiva de reconocimiento de los derechos: la
ausencia de mecanismos dirigidos a asegurar que la transferencia legal de la tierra represente una entrega real del espacio físico, ya que es frecuente que las tierras indígenas se encuentren
ocupadas por terceros no indígenas (colonos, hacendados, extractores de recursos naturales). En Bolivia, Brasil, Colombia y
Perú, parte de las tierras transferidas legalmente a los indígenas,
presentan este tipo de asentamientos y, aunque se han cumplido
algunos esfuerzos para el saneamiento, la labor tropieza con
grandes dificultades administrativas, económicas y políticas.

La Tierra, algo más que la tierra
Para los indígenas, la tierra no es sólo espacio físico. Es algo más
y de este “algo más” hacen parte, como elementos esenciales para la vida material y espiritual, los recursos naturales. Enseguida, se procede a
mirar cada uno de los derechos de dominio, aprovechamiento y manejo, haciendo referencia a la distinción tradicional de los recursos naturales en renovables y no renovables, entendiendo para el caso como no
renovables los recursos del subsuelo2.
Todavía los compromisos de la Agenda 21 y el Convenio sobre la
Diversidad Biológica, de junio de 1992, en Río de Janeiro, están en desarrollo y es muy importante que Gobiernos y Pueblos Indígenas y sus
organizaciones, emprendan la tarea de su concreción, en defensa del
patrimonio natural de las naciones y de las comunidades indígenas, definiendo y adoptando estrategias de conservación y uso sostenible, que
valoren y validen los sistemas tradicionales indígenas de manejo y convivencia con el medio, protejan sus derechos intelectuales y reafirmen
los derechos territoriales indígenas como una condición para la protección de la biodiversidad y el medio ambiente.
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Recursos no renovables o del subsuelo
Al hablar sobre la propiedad de estos recursos, se observa que en
la totalidad de los países amazónicos, los Estados, invocando razones
estratégicas de alto interés público y apoyados en una larga tradición
histórica que se remonta a las fuentes del derecho colonial, afirman que
los mismos son de su exclusiva pertenencia.
En cuanto al uso de estos recursos, las normas otorgan en general a los Estados un poder discrecional para disponer el aprovechamiento que consideren más útil y conveniente. Alegan amplios sectores
indígenas que el dominio territorial suyo es ancestral y anterior a cualquier otro y que los bienes ocultos de estos espacios hacían parte de dicho dominio. En la búsqueda de una alternativa de solución a esas reclamaciones, varios países, entre ellos Brasil y Colombia, han adoptado
algunas normas conciliatorias. Brasil, en su Constitución del 88, y Colombia, en su parte, en el último Código de Minas. Aunque ninguno de
estos ordenamientos hace concesiones en cuanto al dominio, en ambos
se favorece algún margen de ingerencia indígena para el aprovechamiento y control de las explotaciones mineras.
En el tema de la administración de este tipo de recursos, las atribuciones siguen en cabeza de las autoridades estatales, salvo lo ya señalado para los casos de Brasil y de Colombia. En este último país, por
otra parte, la Constitución de 1991 abre un espacio de coparticipación
del Estado y los indígenas en la toma de decisiones sobre el aprovechamiento de recursos en territorios indígenas. Un vacío generalizado en
la legislación, es la ausencia de normas dirigidas a controlar y remediar
los efectos regularmente dañinos, en el ambiente y en la vida humana,
que genera la explotación minera.
Recursos naturales renovables
Talvez a propósito de este tipo de recursos se presenta la mayor
diversidad en los ordenamientos. Y si pudiera señalarse un denominador común en estos últimos, habría que resaltar los vacíos y la falta de
precisión, probablemente relacionados con la relativa novedad de la intervención estatal en el dominio y uso de tales recursos, fortalecida en
las últimas décadas con los avances en la conciencia mundial sobre la
protección del medio ambiente, plasmada en convenios y acuerdos in-
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ternacionales. La norma de aplicación generalizada hasta apenas tres
décadas atrás, señalaba que, con excepción de las aguas, quien acreditara propiedad de un predio era dueño de los recursos del suelo que hubiera en su perímetro. También eran de su incumbencia el uso y la administración de tales recursos. Hoy esta situación ha sufrido cambios
significativos.
Hablando de la propiedad sobre los recursos naturales renovables, en ninguna de las legislaciones amazónicas se determina con claridad que los indígenas sean sus dueños. Se colige, de las leyes, que en
Brasil, Perú y Suriname, los Estados se reservan el pleno dominio de todos los recursos en todos los territorios indígenas, con títulos o sin títulos a nombre de las comunidades. En Ecuador y Venezuela, los recursos naturales renovables en aquellas tierras cuyo dominio aparezca a
nombre del Estado, pertenecen también al Estado. Pero una revisión
comparativa de las disposiciones civiles y sobre recursos naturales, concluye con algún razonable grado de incertidumbre, que en el evento de
aquellas tierras a las que hubieren accedido las comunidades con títulos de pleno dominio, al menos los recursos forestales serían de su propiedad. Los demás recursos hídricos y los de fauna también serían de
propiedad del Estado.
En Bolivia, al tenor de los Decretos supremos, del 90 al 92, que
han dado vida a los territorios indígenas, y de la nueva Ley de Medio
Ambiente de 1992, parece haberse definido implícitamente una modificación sustancial en el régimen anterior que hacía de los bosques y
tierras forestales “patrimonio del Estado y bienes de utilidad pública”.
En armonía con tal modificación y con el Convenio 169 de 1989 de la
OIT, el proyecto de nueva Ley Forestal reconoce a los pueblos indígenas plenos derechos sobre los bosques de las tierras que les han sido legalmente otorgadas. En Colombia, con la adopción del Convenio 169
de 1989 y la Constitución del 91, las normas civiles han resultado sustancialmente modificadas. Hoy, la Corte Constitucional del país ha señalado con toda claridad que el derecho de propiedad colectivo de los
indígenas sobre la tierra “comprende a la propiedad colectiva de éstas
sobre los recursos naturales renovables existentes en su territorio”.
Acerca del uso y aprovechamiento de los recursos naturales renovables en los territorios indígenas, los ordenamientos se orientan en
tres variantes: una, la de aquellos países como Bolivia, Brasil, Colombia
y Perú, que atribuyen a los indígenas el uso exclusivo de tales recursos;
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una segunda, la de Ecuador y Guyana cuyas legislaciones, sin determinar la exclusividad del derecho indígena, disponen que el aprovechamiento se hará sin mengua de los derechos y posibilidades de aprovechamiento de los indígenas, lo que parece traducirse en el entendimiento de un aprovechamiento compartido con un derecho preferencial para los indígenas; y la de Suriname y Venezuela, cuyos ordenamientos no consagran disposición alguna, aunque es entendible con
relación a Suriname que siendo los recursos de la exclusiva propiedad
del Estado, éste se reserva el poder discrecional de otorgar su uso a
quien estime más conveniente. No obstante, en cuanto concierne al
Ecuador y Venezuela, tratándose de recursos de territorios donde los
indígenas pueden acreditar el pleno dominio, en los términos de las leyes civiles, sería válido entender que sobre tales recursos, por pertenecerles, tendrían el derecho exclusivo de uso.
Lo que atañe a la administración de los recursos, parece guardar
armonía con el régimen imperante sobre la propiedad y el uso de los
que se habló. Así, mientras Brasil, Colombia, Guyana y Perú señalan
atribuciones importantes a las poblaciones indígenas, y Bolivia avanza
en el mismo sentido, Ecuador, Suriname y Venezuela carecen de normas que abran a las comunidades algún margen de ingerencia en esta
materia.
Tierras de indígenas y gobierno propio
Porque han tenido los indígenas en el pasado sus formas de gobierno y porque el manejo del espacio que se les entrega así lo demanda, el enunciado es tema ligado a la territorialidad y así debe tratarse.
Se contempla en él dos aspectos estrechamente relacionados: uno, el
ámbito de poder de las comunidades para darse sus formas de gobierno interno, el reconocimiento que los actos de este gobierno tienen
frente al ordenamiento legal y las autoridades del país; y otro, la capacidad legal reconocida de que gozan las comunidades indígenas y sus
aparatos de gobierno para actuar como entes jurídicos en sus relaciones con otros sectores de la sociedad. La definición legal de atribuciones y competencias en ambos campos, acredita en alguna medida, a
juicio de las propias organizaciones indígenas y de los entendidos, que
las comunidades dueñas de tierras puedan cumplir una adecuada administración de las mismas.
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Se presentan sobre esta materia, variantes entre los ordenamientos de los países. En Colombia, Perú y Guyana, se han realizado avances en el reconocimiento de los derechos de las poblaciones indígenas a
darse sus propias formas de gobierno y se ha delegado en éstas, buena
parte de las tareas de manejo del territorio. En Colombia y Perú, incluso, se ha otorgado constitucionalmente a las autoridades indígenas o
nativas, el ejercicio de funciones jurisdiccionales en el marco que la ley
les determine. Y en Guyana y Colombia, está abierta la posibilidad de
que los territorios de las comunidades amerindias o indígenas, según el
caso, tengan el carácter de entidades de orden político administrativo.
Aunque en Bolivia y Brasil no hay aún una experiencia de funcionamiento de las autoridades o gobiernos de comunidades indígenas con
reconocimiento legal, las últimas Constituciones de ambos países,
abren esta posibilidad. En Bolivia la Ley de participación popular ha
consagrado normas muy claras en este sentido.
En la legislación ecuatoriana no se encuentra un claro reconocimiento de la capacidad de las comunidades para actuar como entidades de derecho en el manejo de sus asuntos. En remedio de este vacío,
las comunidades, según el modelo de titularidad sobre la tierra a la cual
han accedido, han echado mano de las atribuciones que les brinda la
forma de tenencia para administrar sus espacios territoriales: comunas,
cooperativas, centros, asociaciones de centros, etc. Pero ninguna comunidad dispone, de un poder legal que vaya más allá de la administración de tierras. Por su parte los indígenas que ocupan los llamados territorios étnicos, forma de tenencia no incluída en la legislación, carecen de opciones legales actuales para definir los asuntos de manejo interno y de relación con otros sectores.
En Venezuela y Suriname, por su parte, ni se ha expedido ordenamiento que asegure el funcionamiento legal a estas agrupaciones, ni
se han adoptado normas constitucionales que den vía libre a esta alternativa. Tampoco existen en las leyes opciones de formas de tenencia de
la tierra o de otro tipo de organización que les faciliten el ejercicio de
sus derechos como comunidades.
Territorios plurinacionales y territorios étnicos
Por lo complejo e indefinido, el asunto de los territorios étnicos
en regiones fronterizas ha sido infrecuentemente asumido como tema
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de interés gubernamental o como tema de estudio. Pero está ahí en los
países de la Región Amazónica como realidad de por lo menos un centenar de pueblos divididos por las caprichosas fronteras nacionales.
Entre los instrumentos multilaterales, que abren espacios de
cooperación a los Estados amazónicos en la atención de los problemas
comunes de las poblaciones indígenas fronterizas, se hallan el convenio
169 de 1989, de la OIT, suscrito por la mayoría de los países de la Región y ya ratificado por algunos, y el Tratado de Cooperación Amazónica. En ambos hay disposiciones que comprometen a los Estados a definir estrategias y programas en la búsqueda de solución a los problemas que enfrentan las comunidades que comparten los territorios
fronterizos de dos o más países.
Con antelación a la firma de los referidos compromisos y con
posterioridad a ellos, los Estados amazónicos han suscrito algunos
acuerdos bilaterales que, directa o indirectamente, definen responsabilidades compartidas de atención a problemas de las poblaciones indígenas de las fronteras. No se realiza aquí un inventario de los acuerdos
que, con apoyo en tales instrumentos, se hayan formalizado en el pasado, ni se determina en qué medida tales iniciativas se han puesto en ejecución y cuál pueda ser su estado de avance. Se considera, sí, oportuno
destacar algunos elementos de interés en el tema, que podrían servir de
apoyo en la formulación de algunas propuestas de trabajo:
-

-

-

-

En todos los países de la Región habitan comunidades indígenas
que tienen núcleos de su misma identidad cultural en territorios
de fronteras de países vecinos.
Con frecuencia, se presenta el fenómeno de migraciones de población indígena de unos países a países vecinos donde existen
comunidades de gente de su misma cultura.
También con frecuencia, se presentan dificultades a las poblaciones que habitan regiones de frontera para su movilización de
unos territorios a otros, por la intervención de las autoridades
locales encargadas de la vigilancia en puestos fronterizos.
Muchas de las comunidades indígenas que ocupan territorios de
frontera de dos o más países enfrentan problemas comunes de
seguridad en sus vidas y en su tranquilidad, de tierras, de salud,
de educación y otros. Y es frecuente que las diferencias de polí-
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-

ticas y programas entre unos y otros Estados, contribuyan a
complicar tales dificultades.
La mayoría de las acciones tendientes a impulsar el fortalecimiento de la unidad étnica entre grupos de áreas fronterizas limítrofes, o programas de cooperación económica, o servicios de
salud y educación, se originan en las propias organizaciones y
comunidades indígenas, a veces con algún apoyo de entidades
privadas. Para la proyección de programas a través de los organismos del Tratado, podría resultar de interés el seguimiento sobre la naturaleza, resultados y dificultades de estos trabajos, y de
otros que se ejecutan por las entidades de gobierno de los países.

Tierras indígenas y educación
El tema de la educación indígena, de ordinario ha sido tratado
sin relación con el de la territorialidad. Cada uno, tiene su propia naturaleza y comporta sus propios elementos y dificultades. Pero parece haber un espacio donde las dos materias se hallan estrechamente ligadas
en interés de la supervivencia de los pueblos indígenas, como sociedades culturalmente diferenciadas: el de manejo y defensa de los territorios indígenas a largo plazo. En efecto, cuando las comunidades o pueblos indígenas demandan el reconocimiento legal de territorios como
espacios para su reproducción biológica y cultural, están señalando la
voluntad de conservación de tales espacios con un proyección futura a
largo tiempo o de tiempo indefinido. Y parece también acreditado que
el mantenimiento a largo plazo de los territorios indígenas y, con ellos,
de las comunidades que los han recibido, se halla ligado a la voluntad
de los propios pueblos y comunidades, y esa voluntad al grado de cohesión y de unidad social y cultural que se dé en su interior, en parte
resultante del modelo educativo a que se hallan sometidos.
Sobre el estado de desarrollo, en los países amazónicos, de modelos alternativos de educación especial para las poblaciones indígenas,
parecen de interés algunas reflexiones de carácter general:
-

En Bolivia, Brasil, Colombia, Ecuador y Perú, existen normas de
orden constitucional que buscan proteger las culturas indígenas
como parte del patrimonio cultural del país, y definir alternativas educativas en armonía con dichas culturas. Colombia, Ecua-
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dor y Perú, han acogido, además, ordenamientos legales que
procuran definir lineamientos nuevos en esta materia. Con tal
fundamento, se han adoptado programas experimentales, algunos por el Estado y otros por las propias comunidades con el
apoyo de organizaciones no gubernamentales (ONGs). Iguales
experiencias se han cumplido en Bolivia, aunque este país sólo
dispone del texto constitucional, del Convenio 169 de 1989 y de
un proyecto de Ley no aprobado todavía. En Brasil, desde el año
91, se expidió un decreto, aún no ejecutado, para cumplir las
normas constitucionales sobre derechos culturales indígenas. En
este país, y bajo responsabilidad de las misiones religiosas, se han
adelantado algunas acciones experimentales de educación especial indígena.
En Guyana, Suriname y Venezuela, las respectivas constituciones
no definen ningún derecho u opción especial de las poblaciones indígenas en materia educativa. Ni en los dos primeros abren las leyes la
posibilidad de una alternativa educativa propia. En Venezuela, con
apoyo en un Decreto sobre educación Intercultural bilingüe, de 1979,
el Ministerio de Educación ha emprendido acciones experimentales de
educación entre la población Wayú, y otras en la Amazonía, en coordinación con entidades gubernamentales y privadas de Colombia, con
comunidades indígenas de frontera.
Se ha logrado avances, en la mayoría de los países amazónicos y
en el curso de pocos años, en materia de educación indígena. Parte de
los esfuerzos han sido cumplidos por las propias comunidades y organizaciones indígenas. Pero la definición y consolidación de un programa alternativo, sigue enfrentando grandes dificultades. En seguida se
enuncian algunas:
-

-

En todos los países que realizan programas educativos con comunidades indígenas, hay carencia de personal calificado de técnicos y de docentes.
Faltan recursos financieros.
Como efecto de las carencias anteriores, se da, como un vacío
muy grande, la falta de materiales educativos (textos y otras ayudas).
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-

Se han suscitado serias interferencias a los programas de educación indígena, provenientes de diversos sectores, entre ellos de
algunas autoridades educativas, de educadores que se resisten a
los cambios, y de misioneros que tradicionalmente han manejado la educación en áreas donde se han puesto en marcha trabajos experimentales.

Legalidad y entrega real de tierras
El cuadro y los gráficos que acompañan a estas notas, traen cifras
sobre el estado actual de la entrega legal de tierras indígenas en la Amazonía. Con el fin de intentar una reflexión sobre la relación de esas cifras con el tipo de ordenamientos legales a los cuales se ha hecho mención anterior, conviene destacar algunos aspectos de interés:
-

En su orden, los países amazónicos han hecho transferencia legal
de tierra a sus poblaciones indígenas en las áreas de la Región, según los siguientes porcentajes: Brasil, 80.10%; Colombia,
77.26%; Guyana, 73.43%; Perú, 62.10%; Ecuador, 53.03%; Venezuela, 18.91%; Bolivia, 15.25%; y Suriname, 0%.

Llama la atención, al revisar las cifras anteriores, que los cuatro
mayores porcentajes de población indígena atendida en la legalización
de la tierra, correspondan a los cuatro únicos países amazónicos que
tienen establecido un procedimiento especial para adelantar la transferencia de tierras a tales agrupaciones. Y no deja de sorprender que el
quinto lugar le corresponda a un país que, no disponiendo de un procedimiento unificado, cuenta en su legislación con algunas alternativas
que se acercan en algún grado a un procedimiento especial; que en los
lugares sexto y séptimo se hallen dos países que siguen el procedimiento ordinario, aplicable a todos los campesinos; ni que en el último se
ubique el país que carece de todo procedimiento.
Se diría, bajo la sóla perspectiva de esta coincidencia, y a no dudarlo se da una incidencia manifiesta, que la existencia de un procedimiento especial aplicable a la formalización legal del traspaso de tierras
a las comunidades indígenas favorece con ventaja la celeridad en el
cumplimiento de este propósito. Y en sentido inverso, con algún nivel
de certidumbre, podría señalarse que la carencia de tal procedimiento
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especial retarda tal formalización, y que la inexistencia de todo procedimiento la impide en absoluto.
-

Al hablar de superficies territoriales entregadas legalmente a los
indígenas amazónicos en los países de la Región, se consigna en
el cuadro anexo, como acumulado, la cifra de 104.292.972 hectáreas, distribuídas, según porcentajes, así: Brasil 68.91%, Colombia 19.84%, Perú 3.74%, Ecuador 3.32%, Bolivia 2.43%, Venezuela 1.25%, Guyana 0.51% y Suriname 0%. De otra parte al
correlacionar áreas reconocidas y población beneficiaria por
países, se encuentra con sujeción al cuadro que en Brasil se han
entregado 547 hectáreas por persona, Colombia 357, Bolivia
105, Venezuela 69, Ecuador 44, Perú 29, Guyana 13 y Suriname
0.

El que los mayores espacios de territorio amazónico transferido
a los indígenas correspondan a tres de los cuatro países que tienen procedimientos especiales de titulación a indígenas, también parece confirmar la afirmación sobre la incidencia positiva de tales procedimientos en la celeridad y eficiencia del Estado para perfeccionar las entregas
legales. Pero estas cifras sobre extensiones adjudicadas induce la formulación de consideraciones adicionales. En efecto, los países que ocupan los tres primeros lugares son al tiempo los que en su legislación
sustantiva han reconocido también el derecho de los indígenas a poseer
tierras bajo regímenes legales diferenciados, con el carácter de tenencia
que trasciende la simple propiedad patrimonial tradicional. Y es procedente añadir que Ecuador y Bolivia, ocupantes en su orden del cuarto y quinto lugar en tamaño de extensiones transferidas, aunque carecen de normas sustantivas ordinarias que habiliten la entrega de tierras
bajo la condición de propiedades ajenas al régimen civil, han expedido
ordenamientos no usuales, con apoyo en convenios internacionales,
para dar vida a un nuevo modelo de dominio de los territorios étnicos
en cabeza de agrupaciones amplias de comunidades.
Se puntualiza así, otra conclusión provisional sobre el peso que,
en algunos países, tiene la existencia de ordenamientos sustantivos de
reconocimiento de derechos especiales de propiedad territorial a los
indígenas, en el señalamiento de áreas ajustadas a los modelos tradicionales de subsistencia de estos pueblos y a los patrones de cultura y de
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organización propios. Esta incidencia no se acredita sólo al comprobar
la relación directa entre tamaño global por países de las áreas legalizadas y las disposiciones que dan vida a los derechos especiales de dominio o posesión para los indígenas. También se prueba cuando se hace la
revisión de los promedios reconocidos de hectáreas por persona:
-

-

-

-

Se encuentra, en efecto que, Brasil y Colombia, países donde la
legalidad aplicable ha aceptado reconocer, sin limitaciones la posesión o el dominio de los espacios tradicionalmente ocupados,
los promedios son significativamente superiores al resto de los
países.
Se encuentra que en Bolivia, no obstante el bajo porcentaje de
población atendida hasta ahora y la carencia de un régimen especial de reconocimiento de los derechos sobre la tierra, en base
a lo dispuesto en convenios internacionales acogidos por el país
(107/57 y 169/89) que comprometen al país al reconocimiento
de las tierras indígenas a sus dueños tradicionales, el promedio,
sin alcanzar los topes de Brasil y Colombia, supera ampliamente a los demás países.
Se encuentra que en Perú y Guyana donde, no obstante existir
ordenamientos sustantivos y de procedimiento que reconocen
los derechos y habilitan trámites para obtener su reconocimiento, se define la entrega de tierras a indígenas como un simple acto discrecional del Estado sin mayor relación con el hecho de la
ocupación histórica inmemorial, los tamaños promedio de hectáreas por persona son significativamente inferiores a los promedios de los demás países que han entregado tierras. Debe aclararse además en el caso del Perú, que las disposiciones sustantivas
vigentes solamente autorizan adjudicación en propiedad de las
tierras de vocación agropecuaria, mientras las áreas de bosque,
en cuanto sean necesarias a la vida del grupo, pueden ser entregadas en mero usufructo.
Los casos de Venezuela y Ecuador, en lo tocante con las superficies comparativamente menores por persona, transferidas a los
indígenas, tienen también explicación en las normas sustantivas
de estos países relativos a la materia, en cuanto que Venezuela
otorga el mismo modelo de titularidad a indígenas y no indígenas, y en cuanto Ecuador, no obstante disponer de formas diver-
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sas de entrega de tierras incluyendo los llamados territorios étnicos creados en los últimos años, empleó por largo tiempo, como forma principal de adjudicación, la de unidades familiares
de tamaño no superior a las cincuenta hectáreas, aún para la entrega de tierras a través de los modelos de comunas, cooperativas y centros.
En un esfuerzo de síntesis sobre las reflexiones de este acápite,
podría, en fin apuntarse, que, sin perjuicio de la atención debida a
otros factores legales y extralegales comprometidos en el proceso, la entrega de tierras a los pueblos indígenas de la Región Amazónica, la existencia o inexistencia de claras normas sustantivas de reconocimiento
de los derechos de estos pueblos, como derechos especiales y preexistentes a los ordenamientos mismos, y normas de procedimiento especial, constituyen un elemento determinante en la concreción o no de
las viejas aspiraciones y reclamaciones indígenas.
Más allá de la normas legales
Sin mengua alguna del peso que se ha señalado para las leyes, como
factor de incidencia en la entrega de la tierra a los indígenas amazónicos, se ha dicho por las organizaciones y comunidades indígenas, e incluso por los mismos agentes del Estado, cómo hay otros factores de
impacto en la entrega legal de las tierras a los indígenas. Un intento no
exento de arbitrariedad, para clasificar estos factores extralegales que
perturban las tareas de legalización de tierras, impone la forzosa mención de tres grandes categorías: administrativos, económicos y políticos.
En la categoría de los factores administrativos, se señala:
-

El bajo nivel de eficiencia que, en las tareas de legalización de las
tierras, tienen algunos organismos responsables de hacerlo.
El inadecuado aprovechamiento de los recursos o instrumentos
jurídicos a disposición, para revisarlos, hacer la selección de los
más ventajosos y seguros, reglamentar normas disponibles, o
proponer alternativas de desarrollo legal de los ordenamientos
constitucionales existentes.
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-

-

-

-

-

La notoria falta de coordinación entre las entidades u oficinas
que atienden la legalización de tierras a las comunidades indígenas y otras entidades que manejan asuntos relacionados con estos programas o en áreas coincidentes con los territorios indígenas.
La muy generalizada ausencia de instancias claras de concertación entre las entidades gubernamentales responsables de los
programas y las poblaciones indígenas y sus organizaciones locales, regionales y nacionales representativas.
Los vacíos de información básica actualizada sobre las poblaciones indígenas y sus asuntos de mayor interés, entre ellos el de la
tierra.
La indecisión administrativa para la toma de determinaciones o
la continuidad de las tomadas en el pasado, que se observa en algunas oficinas de gobierno responsables de los programas de tierras y, en algunos casos, de los Estados mismos de la Región.
Las frecuentes faltas de exigencia de cumplimiento de las normas
que demandan la realización de estudios de impacto social, cultural, económico y ambiental de grandes proyectos de orden
económico, impulsados o autorizados por los Estados.

En la categoría de los factores económicos, se señalan:
-

-

-

El fenómeno, general en el ámbito de los territorios amazónicos,
de la colonización, u ocupación de tierras selváticas o de sabanas
naturales, para el establecimiento de fundos o fincas de pequeña,
mediana y gran extensión, cuyo avance continúa en la totalidad
de los países.
La explotación forestal en gran escala con fines comerciales que
se registra también en la mayoría de los países, algunas veces al
amparo de concesiones, licencias o permisos otorgados por organismos responsables de la administración y manejo de estos
recursos.
La búsqueda y explotación de minerales del subsuelo, adelantada en algunas ocasiones por grupos de individuos sin recursos
mayores y con un bajo nivel de tecnología, como los “garimpeiros” del Brasil o los mineros de Colombia o de Guyana, pero en
otras oportunidades por empresas nacionales o multinacionales
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-

-

-

que buscan o extraen los minerales con poderosos medios técnicos de modificación del medio natural.
La ausencia de sólidos estudios, de carácter científico y técnico,
que hagan conocer los valores reales, económicamente estimables, de los territorios amazónicos en servicios ambientales y
usos económicos alternativos a la explotación maderera y minera tradicionales.
La falta de recursos económicos que, para sus trabajos, afecta a
las entidades responsables de la tramitación de la solicitudes indígenas y delimitación y entrega de las tierras. Y, paralela con
ella, debe señalarse también la carencia de medios económicos
de los indígenas para adelantar las solicitudes, vigilar el trámite
de los asuntos y cooperar con el Estado en todas las actividades
de los procesos.
En algunos países como Colombia, Perú y Bolivia (pero fundamentalmente en los dos primeros), se da como elemento de perturbación el narcotráfico, con graves secuelas de reducción territorial, perturbación en la organización y la vida interna de los
grupos y drásticos efectos de deterioro ambiental.

En la categoría de los factores políticos, se señalan:
-

-

-

La demanda de un mayor dinamismo, en los órganos legislativos
y en las esferas de decisión administrativa central de los gobiernos, en la toma de decisiones que implican la adopción de políticas en relación con los pueblos indígenas en materias territoriales.
La que aparece como disfuncionalidad operativa entre políticas
de Gobierno, una de cuyas expresiones más claras se da en la
sanción legal y administrativa de Alto Gobierno que, en muchas
oportunidades, reciben los planes de aprovechamiento intensivo
de recursos biológicos, especialmente forestales, y de recursos
mineros, con desconocimiento y daño muy claros de los derechos legales de los indígenas sobre sus tierras.
La escasa presencia institucional en muchas de las zonas de selva amazónica de los distintos países de la Región, que favorece
amplia y frecuentemente el incumplimiento, por las empresas
privadas e individuos que operan en la Región, de las normas le-
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-

-

-

gales que rigen las relaciones con las poblaciones indígenas y el
manejo de los recursos naturales y el medio ambiente.
El poco espacio que, con frecuencia, se asigna a las comunidades
de este sector de la población dentro de los planes nacionales y
regionales de desarrollo.
La ausencia o debilidad de programas agrarios de respuesta a los
requerimientos de tierra de los campesinos de otras regiones distintas a la Amazonía, tiempo atrás incorporadas a la economía de
mercado, y que, de esta manera, no previenen el constante y creciente flujo colonizador sobre la Amazonía.
Algunos factores de incidencia especial en varios de los países
amazónicos como el breve espacio de vida independiente de Guyana y Suriname, que en parte explican el limitado desarrollo
institucional existente en ellos y, tal vez, el incipiente grado de
organización de sus poblaciones indígenas; y como la presencia
de grupos insurgentes en algunas áreas amazónicas de Colombia
y Perú.

CUADRO CA-1
POBLACIÓN INDÍGENA AMAZÓNICA POR PAÍSES, SEGÚN NÚMERO
DE GRUPOS ÉTNICOS Y VOLUMEN TOTAL

PAÍS

GRUPOS

%

POBLACIÓN

%

PROMEDIO
Indiv./Grupo

BOLIVIA
BRASIL
COLOMBIA
ECUADOR
GUYANA
PERÚ
SURINAME
VENEZUELA
TOTALES

31
200
53
9
10
55
4
24
386

8.03
51.81
13.73
2.33
2.59
14.25
1.04
6.22
100

Elaboración: Roque Roldán
FUENTE: Cifras de los informes por países.

157.316
164.140
72.822
136.726
56.294
215.000
12.679
100.614
915.591

17.18
17.92
7.95
14.93
6.15
23.48
1.38
10.99
100

5.075
8.21
1.374
15.192
5.629
3.909
3.170
4.192
2.372
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CUADRO CA-2
POBLACIÓN INDÍGENA AMAZÓNICA EN EL CONTEXTO DE LA POBLACIÓN
NACIONAL Y DE LA POBLACIÓN INDÍGENA DEL PAÍS

PAÍS

BOLIVIA

POBLACIÓN

POBL.NAL.

NACIONAL

INDÍGENA

%

POBL.INDÍG.

%

%

AMAZÓNICA

1

2

6.420.792

3.792.226

59.06

157.316

2.45

4.15

157.000.000

261.286

0.16

164.140

0.10

62.82

COLOMBIA

3.886.280

576.920

1.61

72.822

0.20

12.62

ECUADOR

9.648.189

2.500.000

26.00

136.726

1.42

5.47

737.945

56.294

7.63

56.294

7.63

100

22.128.466

6.810.860

30.78

215.000

0.97

3.16

380.000

12.679

3.33

12.679

3.33

100

20.497.428

315.815

1.54

100.614

0.49

31.86

252.699.100

14.326.080

5.67

915.591

0.36

6.39

BRASIL

GUYANA
PERÚ
SURINAME
VENEZUELA
TOTALES

Porcentaje de la población indígena amazónica con relación a la población nacional de
los países.
2.
Porcentaje de la población indígena amazónica con relación a la población indígena nacional.
Elaboración: Roque Roldán
FUENTE: Cifras de los informes por países.
1.

NOTAS
1

2

Este artículo, escrito recientemente para una publicación del Tratado de Cooperación Amazónica, se inspira y se apoya en el trabajo de investigación denominado: “Tierras y Territorios Indígenas en la Amazonía. Elementos Jurídicos
para un Diagnóstico Regional”, elaborado por Roque Roldán y Enrique Sánchez, en desarrollo del proyecto “Consolidación de Territorios Indígenas” del
TCA, bajo la codirección de Lourdes Barragán y José Avilés.
Hoy día esta distinción resulta obsoleta, en la medida en que la investigación
biológica va demostrando con mayor claridad cómo es imposible la renovabilidad de los ecosistemas silvestres, una vez éstos son modificados y utilizados
de manera no sostenible.

CONVENCIONES INTERNACIONALES,
CONTRATOS Y ACUERDOS
EN EL AREA DE MINERÍA Y ECOLOGÍA
Examinados en el ejemplo
de la minería colombiana

Thomas Siepelmeyer
En este artículo se intentará proponer una visión de conjunto
sobre las Convenciones, Contratos, Directivas y Regulaciones de la
Unión Europea que son de importancia en relación a medidas de protección medioambiental, así como de la seguridad laboral y la protección de la salud. La situación catastrofal que se observa en estas áreas,
al interior de la minería colombiana, nos sirve para ilustrar los expedientes legales arriba mencionados.
Condición actual y acciones al interior de la discusión internacional
sobre minería y ecología
A primera vista, se puede decir que recién hace algún tiempo la
minería y sus efectos medioambientales se ha tornado objeto de discusiones internacionales. Esto a pesar de que la actividad minera constituyó la base para el establecimiento de los centros industriales en Europa y América. En las colonias, por ejemplo en Colombia, la actividad
minera condujo a la aparición de los primeros daños ecológicos; deforestación, contaminación del suelo y las aguas a través de químicos, extinción de especies en la flora y fauna, fueron algunos de los efectos
más visibles. El río Cauca y otros ríos colombianos, que en el siglo XVI
aún eran navegables, ahora no lo son más debido al enarenamiento y
al enlodamiento ocasionados por la extracción de oro en y alrededor
de los márgenes del río. Los actuales centros industriales de los países
industrializados se constituyeron alrededor de yacimientos de Carbón
y Hierro. En torno a las minas se constituyeron instalaciones de procesamiento de minerales, centrales energéticas a partir de carbón, así como la industria de procesamiento de esas materias primas. El desarro-
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llo fue similar en el caso de los primeros campos petroleros en América, Europa y Rusia (más tarde Unión Soviética). A través del desarrollo
de estos campos, se estableció alrededor de ellos, en pocas décadas, una
serie de conglomerados de la misma forma en que anteriormente se lo
había hecho debido a la extracción del carbón. El petróleo es también
un requisito para el establecimiento de la industria petroquímica. Al
tornarse la producción cada vez más diversificada y al aumentar en razón a esto la demanda de materias primas, los centros industriales se
tornaron más grandes. La discusión que poco a poco se estableció a nivel de la sociedad en la década del sesenta, al respecto de la contaminación ambiental, se concentró en la polución de las aguas, del suelo y el
aire, en la extinción de la vegetación y las especies animales alrededor
de estos centros. Estos fenómenos fueron analizados la mayor parte del
tiempo de manera aislada, la cadena Causa-Efecto dejó de ser analizada muchas veces o sólo de manera insuficiente, y las medidas contra la
contaminación y destrucción ambiental fueron emprendidas de manera aislada o parcial, debido a la necesidad de dirigirse en principio a
síntomas aislados.
En la mayoría de las discusiones acerca de las amenazas para el
Medio ambiente global, la Minería ha ocupado un papel poco relevante a pesar de ser una base importante para la economía en su conjunto.
Los efectos de la minería han sido en la mayor parte de los casos
percibidos como problemas locales o como una condición inevitable
para el desarrollo de los centros industriales, tal fue el caso de la cuenca del río Ruhr o las regiones carboníferas en Inglaterra, dejando una
secuela de efectos: acumulación de escoria, hundimiento de los montes, disminución del nivel de agua del subsuelo y por supuesto contaminación. Sólo la afirmación de una creciente consideración global de
los efectos de la acción humana, ocurrida en las últimas décadas, estableció la percepción que la minería constituye el principal factor de
destrucción ambiental a través de los procesos de extracción de materiales y el inicio de diferentes procesos de circulación de materiales y
residuos que al amontonarse ocasionan la destrucción de los ambientes naturales. Se estima que solamente en los E.E.U.U., debido a la extracción de minerales y carbón en este siglo fueron perjudicadas nueve
millones de Has., lo que equivale a una extensión aproximada del tamaño de Hungría, sin incluir otras actividades mineras. Según los da-
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tos del Consejo para la Calidad medioambiental de los Estados Unidos,
en el año 1976 se podía considerar la extensión del terreno dedicado a
actividades mineras a nivel mundial en unas 571,000 Has. Esta cantidad se verá incrementada en el último cuarto de este siglo en 24 millones de Has., en las cuales se iniciarán actividades mineras (Young 1992;
Siepelmayer 1991). Esas dimensiones pueden parecer un poco exageradas, pero en realidad la minería se ve obligada a la explotación de yacimientos de baja gradación en tanto aquellos de alta gradación ya fueron explotados, lo cual motiva un uso mayor de superficie.
Junto al uso actual y proyectado de superficie por parte de la minería , existe todavía otra fuente de prejuicios importante, quizás la
más grande sea el procesamiento de minerales.
Esta etapa de la producción supone cantidades imensas de substancias contaminantes que serán arrojadas a las aguas y al aire, concretamente desechos sólidos y líquidos de alta toxicidad que serán almacenados en pozos y botaderos y contribuirán durante años a una constante contaminación del medio ambiente.
En los últimos años se puede observar también una creciente
preocupación por parte de la propia industria minera acerca de la problemática ecológica, en especial acerca de la protección al medio ambiente al interior de la actividad minera. Revistas especializadas de minería, como por ejemplo Erzmetal en Alemania, se dedican de manera
creciente a este tema. Recientemente han aparecido revistas que se especializan en el tema de protección medioambiental en la extracción
de recursos naturales o la generación de energía, como por ejemplo y
desde una base científica, el International Journal of Mining and Environment.
Partiendo de un periodismo basado en una orientación más popular, la industria minera publica el “Mining Environmental Management” (MEM), como suplemento trimestral del “Mining Journal” en
Londres. La especialidad de la revista son las cuestiones vinculadas al
derecho medioambiental y de tierras.
La introducción de estudios de impactos medioambientales y
evaluaciones para nuevos proyectos mineros (Environmental Impact
Assesments), así como los relacionados al cierre de viejas instalaciones
en los E.E.U.U., Canadá, Australia y la Comunidad Europea, es decir en
los centros de demanda y consumo más importantes, ha ocasionado
una mayor atención en torno a los efectos medioambientales ocasiona-
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dos por la minería. De la misma manera, en este lapso de tiempo los
efectos medioambientales de la minería han sido restringidos por medio de leyes y reglamentos, o en todo caso, en esos países se debate actualmente la introducción de proyectos de ley bajo la óptica que la extracción de recursos naturales debe ser reglamentada de manera más
drástica.
Las companías mineras internacionales fundaron en el ano 1990
el “International Council of Metals”, ICME, como una forma de enfrentar la creciente crítica a los destructivos efectos de la industria minera. “Sustainable Mining”, minería sostenida, es la palabra clave que
deberá conducir a un ablandamiento de las críticas.
Procedimientos técnicamente probados y ecológicamente irreprochables, deberán ser aplicados en todas partes. La sustentabilidad
deberá concentrarse sobre todo en el aspecto del reciclaje de los metales. Existe el propósito de una colaboración con todos los organismos
estatales en las áreas de protección medioambiental, prevención de la
salud, protección en el trabajo, así como los dedicados al aprovechamiento de residuos.
En este estudio se trata no sólo de los efectos medioambientales
de la Minería y las respectivas leyes, reglamentos, ordenanzas, standards y valores límite que juegan un papel en ese contexto; sino también en los problemas de salud de aquellos inmediatamente afectados
por la minería, es decir los trabajadores mineros y los habitantes de los
poblados cercanos a los centros mineros. Se trata además de una presentación de las leyes, reglamentos y ordenanzas existentes en relación
a la seguridad en el trabajo de las minas. También aquí los proyectos legales se encuentran en etapa de resolución. Un análisis tan amplio es
necesario sobre todo en el caso de los así llamados países en vías de desarrollo.
La situación social de gran parte de la población de estos países
es tan precaria, que las consideraciones medioambientales en la extracción de recursos naturales sólo pueden ser asumidas y contempladas
cuando a su vez éstas implican efectos positivos en la situación socioeconómica y de salud de las personas afectadas en estos países, y son a
su vez capaces de generar mejoras perceptibles en el contexto social y
ecológico de la vida en general. Debido a esto, en los siguientes cuadros
están agrupados los efectos de la actividad minera en relación a la ecología y la salud, y es a su vez de utilidad como guía para los siguientes
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capítulos, en los cuales se describen de manera más cercana los efectos
de la extracción de materias primas colombianas y se proporcionan las
respectivas normas legales así como otras reglamentaciones de los países seleccionados.

Efectos de la minería sobre el medio ambiente y la salud
A)
-

B)
C)
D)
E)
F)
G)
H)
I)
-

-

Destrucción de espacios vitales (personas, flora, fauna)
en los terrenos de las instalaciones mineras: la acumulación de sobrantes y desechos, residuos
sólidos y líquidos provenientes
de los procesos de separado (Tailings)
en las áreas adyacentes, a través de emisiones y filtraciones
en las zonas y regiones cercanas debido a la inmigración de colonos
Cambios en el caudal y la ecología de los ríos, debidos a enarenamiento, enlodamiento, desviaciones y rectificaciones
Arenamiento en las orillas de lagos y mares
Cambios en el nivel de la napa freática
Cambios en el paisaje debido a movimentación de tierras
Disminución de parámetros de suelo debido a insuficientes medidas de rehabilitación después del cierre de minas
Hundimiento, agrietamiento y desplazamiento de cerros; inestabilidad de terraplenes y talúdes
Configuración de masas de agua artificiales (lagos, estanques y
charcas) que pueden ocasionar enfermedades (p. ej. Malaria)
Amenazas al suelo, agua y aire a través de:
máquinas, vehículos y demás equipamentos
desagües contaminados (ácidos, metales pesados, sales, desintegración de productos radiactivos) provenientes del procesamiento de minerales; infiltración de agua de los Tailings y socavones
debido a procesos de Leaching en las vetas
procesos tecnológicos bio-genéticos (Leaching)
la contaminación de los lechos de los ríos
escapes de petróleo o materiales industriales
explosiones, ruido, polvaredas
incandescencias en bocaminas
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J) Amenazas a la salud de trabajadores y pobladores, a través de:
- trabajo con materiales tóxicos y/o radioactivos
- la inhalación e ingestión de partículas de polvo y gases en las minas, provenientes de las emisiones de las instalaciones de procesamiento
- la falta prolongada de oxígeno, emisiones de CO y CO2, y otros gases peligrosos; emisiones de gases y polvos peligrosos, derrumbes,
deslizamientos e inundaciones
- problemas fisiológicos debido al calor, ruido, vibración, quemaduras
- insuficientes condiciones sanitarias
(Priester 1991; UNEP 1992; Siepelmeyer 1991, 1993; B M Z 1993)

Calificación de la extracción de materias primas en base a su problemática ecológica
Para poder establecer con precisión la medida en que Bienes Naturales como vida y salud humana, el agua, el suelo, y el aire se ven
amenazados o perjudicados por la actividad minera, se hacen necesarias determinadas escalas comparativas cuyo empleo permita tomar
decisiones sobre contaminación, o eventuales daños a la salud.
Las escalas no deben ser tomadas obligatoriamente como una
medida de la amenaza a los Bienes Naturales. Para obtener un claro resultado en la valoración, y que las necesarias medidas de protección de
los Bienes naturales sean establecidas y practicables política y jurídicamente, ellas deberán ser:
-

convenientemente especializadas
practicables
de acuerdo a las posibilidades, aseguradas jurídicamente
aceptadas científica y políticamente

Usualmente en esas escalas se trata de valores extremos, con los
cuales se establecen los contenidos máximos tolerables de sustancias
dañinas en los medios a ser analizados. Ellos son señalados de manera
diferenciada como standards para el medio ambiente, suelo, agua subterránea. Al ser excedidos se presenta la necesidad de actuar a través de
investigaciones y medidas inmediatas con la finalidad de evitar o mini-
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mizar daños agudos a través de planeamiento e implementación de acciones de saneamiento. Los valores extremos deben ser tomados entonces como la meta del saneamiento.
De acuerdo a la forma a ser determinados y al grado de su relacionamiento se puede diferenciar entre:
123-

Valores de orientación, partiendo desde los valores propuestos
por científicos especializados
Valores exactos, propuestos por gremios especializados y publicados/aceptados con anterioridad
Valores límite, establecidos por la legislación en regulaciones,
cuyo rebasamiento conlleve a sanciones

Los términos 1 y 2 se utilizan actualmente de manera sinónima
y son señalados como valores umbral.
Una pesquisa de valores tolerables en la concentración de sustancias, que garantice la protección de los medios ambientales como
ecosistema, es imposible debido a las actuales dificultades metodológicas. Esto ha llevado hasta el momento hacia tres propuestas de solución:
-

Desde una perspectiva basada en las ciencias geológicas, se propone considerar la sobrecarga a los medios ambientales, Agua
subterránea y Suelo, como valores máximos o valores de saneamiento mínimos. Esta sobrecarga se ha mostrado como muy variable, basándose en los datos geológicos y antropológicos recogidos en distintos lugares.
Estos valores son señalados y buscados en los EEUU a nivel comunal. La oficina medioambiental estadounidense (EPA) y la
industria se enfrentan a este objetivo de manera escéptica, partiendo de criterios económicos.

-

En Holanda se toman valores provisionales basados en el actual
conocimiento científico a manera de hipótesis para el saneamiento de los suelos. Dichos valores deberán ser confirmados en
base al avance de la ciencia.
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-

En la RFA, así como en otros países, se plantea un establecimiento de prioridades en relación a los Bienes Naturales partiendo de
un “procedimiento pragmático”. En las grandes metrópolis se sitúa en primera instancia el Bien Natural “persona”. Esto sin embargo significa que el suelo será considerado más como fuente
de amenazas que como objeto a ser protegido. Al considerar los
diferentes circuitos de carga desde el suelo a las personas, se puede establecer contenidos aceptables de las sustancias en relación
a absorción inhalatoria, oral o cutánea. Estos son valores orientados al uso.

Sólo principios orientados al uso, que aspiren por lo menos a
una multifuncionalidad, pueden servir de protección a los Bienes Naturales en tanto ecosistema. Ellos conducen finalmente a una explotación material de los Bienes Naturales con las inevitables consecuencias
de su progresiva carga (BDG 1990).
Al contrario del caso de la estricta protección al agua subterránea, no existe en la RFA o en la Unión Europea una ley o reglamentación para la protección del suelo, sino sólo los arriba mencionados procedimientos diversos para el manejo de contaminaciones (Ley de protección del suelo en la RFA, en el proyecto de ley presentado en 1995).
Protección de la salud y seguridad en el trabajo en las minas de carbón
y oro en Colombia
En los centros tradicionales de explotación carbonífera en Colombia, con sus innumerables pequeñas unidades de protección, siendo gran parte de ellas de naturaleza familiar, el trabajo infantil constituye una práctica aún muy difundida, IGBE 1993.
Por lo tanto no debe causar asombro que las condiciones de trabajo y seguridad en este sector sean catastrofales: accidentes debido a
una insuficiente o del todo ausente ventilación, ampliación de vetas y
afirmación de los socavones, están a la orden del día. Debido a ésto se
estableció a fines de los anos 70, luego de una serie de catástrofes mineras (p. ej. en la mina Villa Diana en Julio de 1977, con más de 70 víctimas) y a partir de la colaboración de instituciones británicas, un programa de capacitación en la industria minera colombiana.
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Actualmente existe un centro de aprendizaje instalado en un socavón, que está totalmente equipado. En cada una de las cinco regiones con actividad minera se encuentran dos minas piloto en las cuales
se dictan cursos especiales para la capacitación de seguridad en el trabajo.
En Gran Bretaña, por el contrario, las medidas obligatorias por
ley para Seguridad Laboral fueron liberalizadas en el marco del proceso de privatización de los centros de producción de carbón. En ese
contexto tienen ahora validez desde el 1.10.1993 las nuevas “Health
and Safety Regulations”, las cuales consideran actualmente el 70% de
las anteriores ordenanzas para este sector, como “medidas voluntarias”
por parte de las compañías.
Al lado de las problemáticas condiciones de trabajo, salud y seguridad, comprobables en casi todas las minas colombianas, en especial en las pequeñas y medianas instalaciones, son de una significancia
fundamental en la minería de carbón los aspectos de deterioro y destrucción del paisaje. Las minas subterráneas provocan daños especialmente a través del desplazamiento de restos de mineral hacia la superficie. También debido al bombeo hacia la superficie de aguas ácidas,
con la finalidad de mantener secas las instalaciones , el progresivo hundimiento de cerros. Debe señalarse de manera especial los efectos de las
explosiones subterráneas y de superficie. Como ejemplo para un manejo legal del problema de hundimiento de cerros, veamos el caso de
Gran Bretaña:
Hasta 1991 fueron reglamentados en Gran Bretaña los perjuicios por hundimiento de cerros, por medio de la Coal Mining Act de
1957, y la Coal Industry Act de 1975. Con la introducción de la Coal
Mining Subsidence Act de 1991, se mejoraron los derechos de los afectados por medio de una reparación de daños; la Compañía minera British Coal debe acarrear ahora con todos los costos que puedan ser
comprobados hasta 6 años después del suceso y deberá informar a los
hogares afectados antes del inicio de las labores mineras.
No tan claro es el “Water Act” de 1989, el cual contiene regulaciones sobre las aguas contaminadas con ácidos y metales pesados provenientes de minas de carbón; el “permitir” que desagües de aguas contaminadas ingresen a los afluentes de los ríos no constituye un delito,
pero el “causar” ésto, sí. La extensa extracción de carbón en las minas
de tajo abierto de El Cerrejón y La Loma en Colombia, ocasiona en es-
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pecial daños a gran escala en el paisaje. La vegetación que eventualmente se encontraba con anterioridad a la ubicación de los campamentos, debe ser erradicada. Las capas que cubren el carbón deben ser
desplazadas. La relación entre desechos y carbón se sitúa en estas minas entre 5.5:1 y 10:1. Por medio de procesos no especializados se destruye o es desplazada, en caso existir, la capa de humus. De acuerdo al
nivel de agua subterránea, se deberá realizar un manejo de agua y de
acuerdo a la composición química del sistema suelo-agua se puede esperar la aparición de aguas ácidas y contaminadas con metales pesados.
Acerca del problema de la minería open-pit en los EU, se ocupa
de manera especial el Surface Mining Control and Reclamation Act
(SMCRA) de 1977, el cual abarca los problema legales y ecológicos de
la minería a tajo abierto: desde el planeamiento de la instalación hasta
las demandas para la rehabilitación de los terrenos explotados (Strip
Mining Handbook 1990).
A lo largo de los procesos legislativos en el Senado y la Casa de
Representantes de los EU, muchas regulaciones se han visto diluidas
cuando uno las compara con la ley finalmente promulgada. Sin embargo, con esta ley se estableció por primera vez una regulación a la actividad minera, y dentro de ella, a la minería del carbón. En el Code of
Federal Regulation, artículo 30 (III Tomo) de los EU, están comprendidas todas las leyes, reglamentos y recomendaciones sobre las cuestiones de minería, productos para la explotación minera, salud y trabajo.
Aplicables no sólo en las minas de carbón colombianas, son los
así llamados “Codes of Practice” de la Organización Internacional del
Trabajo (OIT), de Ginebra.
Éstas se hallan orientadas hacia la seguridad y la salud en las minas de carbón (1986), así como en minas de tajo abierto (1991). No se
conoce si Colombia ha firmado todas las convenciones respectivas.
El Informe V (1) de la 81a. Sesión de la OIT, 1994, ofrece una
perspectiva del estado actual que a nivel mundial se puede encontrar
en lo que se refiere a seguridad en el trabajo y la salud en la minería.
No sólo las amenazas inmediatas a la salud de los trabajadores de
las minas de carbón son objeto de atención, sino también las amenazas
que las emisiones de las minas de carbón representan para los moradores de los poblados adyacentes. La emisión de CO2 a través de la quema de carbón en centrales de energía, fábricas de cemento o en cualquier industria, se constituye en un elemento causante de enfermeda-
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des de las vías respiratorias. Esto significa una contaminación a gran
escala, en muchos casos más allá de las fronteras.
Los mismos problemas son generados por la fundición de minerales sulfídicos como Hierro, Níquel, o minerales con contenido de
Plomo, Cobre y Zinc (lo cual se hace en Colombia utilizando carbón o
gas natural como fuente de energía). Más del 12% de las emisiones de
CO2 en Norteamérica son provocadas por la fundición de estos metales.
Existen en Colombia casi 4000 minas de oro. Excepto cinco
grandes minas, que en 1991 produjeron 4 de las 35 toneladas (11%) de
oro producidas en Colombia, el resto de minas son instalaciones de pequeña escala, ya sea de explotadores privados o en forma de cooperativas. En este sector se pierde, de acuerdo a estimaciones de INGEOMINAS, el 60% de la producción total de oro del país (21 toneladas) debido a métodos de extracción o procesamiento equivocados o insuficientes. 70% de la extracción minera se sitúa en Antioquía, sobre todo
a partir de yacimientos de roca dura, casi todo el resto proviene de lavaderos de oro en los lechos de los ríos que van a desembocar en la costa pacífica. Estos son yacimientos que se han constituido gracias a la
descomposición o al transporte de productos de la descomposición.
Estas dos formas de minería se distinguen entre ellas por sus efectos
medioambientales. En los lavaderos de oro, éste se encuentra en forma
de polvo, hojuelas o pepitas que son extraídas de forma mecánica y con
el empleo de agua a presión, para luego ser filtradas.
Las consecuencias ecológicas son sobretodo la destrucción del
paisaje debido a la erosión y la destrucción del suelo y su capa de vegetación, así como el arenamiento y enlodamiento de los ríos a través de
la sedimentación. Los yacimientos de roca dura trabajan por medio de
explosiones, perforación y molienda; en el caso del procesamiento y separación del oro de la piedra por medio de amalgamación o cianidación, se utilizan productos químicos como mercurio o cianuro. Otros
materiales son liberados en la fundición y en la oxidación, proceso que
debe ser aplicado para la obtención del oro. A los problemas del lavado de oro se agrega el uso de reactivos de alta toxicidad que serán depositados en el suelo y en los ríos junto a los residuos sólidos y líquidos producto del procesamiento (Priester & Hentschel 1992; Hentschel, Hruschka & Priester 1992; EPA 1993; Mathis & Rehaag 1994).
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La Oficina Norteamericana de Medio Ambiente (EPA) ha elaborado un reglamento para el almacenamiento de residuos provenientes
del procesamiento de oro (Toxicity Charasteristic Leaching Procedure
TCLP), a través del cual todas las combinaciones de arsénico, tóxicas
para cualquier forma de vida, no deberán tener una concentración mayor de 5.0 ppm en Eluat después de la neutralización de los residuos. El
arsénico resultante de este proceso se puede considerar suficientemente estable para su almacenamiento en Tailings especiales, en los cuales
la movilidad del arsénico es muy limitada. Las directivas RAL “Procesamiento y reusaje de suelos y elementos de construcción contaminados” de la RFA, permiten para el reusaje de suelos la presencia de valores Eluat de entre 200 y 1000 ppm de arsénico, de acuerdo a cada categoría de calidad. En la Norma Técnica para almacenamiento de residuos promulgada en Mayo de 1993, se fijaron los criterios Eluat de 200
ppm para los depósitos de la clase 1 y 500 ppm para la clase 2. En la así
llamada lista de Holanda, se encuentran los siguientes valores límite de
arsénico para suelos y agua subterránea:
Suelos de substancia seca:

Agua subterránea

30 mg/Kg- valor de referencia para
exámenes
50 mg/Kg- valor de referencia para
estudios de saneamiento
30 ugl/l- valor de referencia para exámenes
100 ugl/l- valor de referencia para estudios de saneamiento

Convenciones internacionales-multilaterales. Acuerdos en relación al
sector minería, ecología, prevención de la salud y seguridad en el trabajo
En este capítulo serán mencionados los Acuerdos y Convenciones Internacionales y Multilaterales de relevancia para el tema del estudio. Al respecto, me apoyo en el listado de Burhenne 1988 y 1989, que
fue recogido por IUCN 1993, BMZ 1993. De esta forma está asegurado
un registro contínuo y en la medida de lo posible completo, de estos
documentos, así como su ampliación en el futuro a través de la consulta de las colecciones “Derecho medioambiental internacional, Acuer-
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dos Multilaterales” (citado como IURMV) y el “El derecho medioambiental en la Comunidad Europea” (citado como UREG), ambos publicados por Burhenne. En IURMV y en UREG están, impresos en varios idiomas, casi todos los textos de las leyes de manera que es posible
una profundización del acceso. El IURMV contiene además un ordenamiento de acuerdo a países que ha sido recogido en IUCN 1993. La
lista representa la situación al 31.12.1992. La participación de Colombia en estos acuerdos y convenciones fue revisada de acuerdo a esta lista.
En relación a la minería existen a nivel internacional sólo unas
pocas convenciones y acuerdos relacionados entre sí. En esta oportunidad se trata sólo del caso específico de la minería de Fondos submarinos (5 acuerdos en los años ochenta) y el Acuerdo sobre actividades
mineras en la Antártica, por el cual se resolvió una moratoria de 50
años, que prohíbe cualquier actividad minera.
Algunas convenciones contemplan la protección de recursos sólo a nivel regional, de ahí que en casos aislados se deberá probar en qué
medida son aludidas las materias primas minerales. Al ser la minería
una actividad que afecta todas las esferas medioambientales y de la vida humana, las convenciones han sido establecidas para la protección
del Biotopos y la diversidad de especies así como de las aguas, pues estos son sectores que pueden ser fácilmente perjudicados por la actividad minera incontrolada.
-

-

-

Acuerdo para la protección de la naturaleza y la preservación de
animales salvajes en los países de América (Washington) de 1940
(940:76); Acuerdo regional para la protección de Biotopos y especies, suscrito por Colombia.
Fundación de la Organización Mundial de la Salud (OMS) en
New York 1946, Colombia es miembro.
Convenio sobre el Estatuto de la World Conservation Union
(UICN) (Fontainebleu) de 1948 (948:75). Colombia es uno de
los pocos países que no ha ingresado (al 31.12.1992).
Convención sobre protección a los trabajadores en contra de radiaciones ionizantes (Ginebra) (OIT N°115) de 1960 (960:48).
Protección de radiaciones de significancia en minas colombianas cuyos minerales contengan elementos por sobre 100 ppm
(propuesta de Siepelmeyer). Colombia no lo ha suscrito.
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-

-

-

-

-

Tratado de prohibición de armas nucleares en Latinoamérica
(Ciudad de México) de 1967 (967:13). Colombia es miembro.
Convención para la protección a los efectos del Benzol (Ginebra)
de 1971 (971:47). Protección en el trabajo, los productos que
contienen Benzol deberán ser suplantados a través de productos
menos nocivos. La concentración de Benzol en el ambiente no
deberá exceder el valor máximo de 25 ppm (equivalente a aprox.
80mg/m3) Colombia es miembro.
Convenio para la prevención de la contaminación de los mares a
través de la deposición de residuos y otras materias (Londres,
Ciudad de México, Moscú, Washington) del 29.12.1972
(972:96). Modificado el 01.12.1978, 12.10.1978, 24.09.1980; prohíbe la introducción de determinados materiales o desechos en
el mar, como por ejemplo los provenientes de la minería, ya sea
directamente o a través de los ríos: derivados halógenos orgánicos, mercurio y sus derivados, cadmio y sus derivados, aceites y
productos del petróleo, etc. No es válido cuando estas materias
aparecen sólo como vestigios. En los casos del arsénico, plomo,
cobre, cianuro, fluor, cromo, níquel, vanadio y materiales radioactivos, debe ser obtenida una licencia especial. Colombia lo
ha suscrito.
Convenio para la prevención y combate a los efectos y amenazas
de productos cancerígenos (OIT N°139) (Ginebra) del
24.06.1974 (974:48), también conocido como “Convenio sobre
el cancer en el trabajo”; de aplicación preventiva en todas las minas en que se maneje dichos materiales. La duración y grado de
la exposición deberán ser reducidos a las medidas recomendadas
por los dispositivos de seguridad. No son mencionados grupos
de materiales ni posibles acciones. Colombia no lo ha suscrito.
Convenio para la protección de bienes culturales, arqueológicos,
históricos y artísticos de las Naciones americanas (San Salvador)
del 16.06.1976. Los bienes patrimoniales y culturales se declaran
herencia histórica a ser tomada en cuenta en el planeamiento de
minas, así como en el caso de las ya existentes en dichos lugares.
Incluye países de Centro y Sudamérica, excepto Colombia, Brasil, México, Argentina y Venezuela.
Convenio para la protección de trabajadores frente a riesgos profesionales originados por contaminación de aire, ruido y vibra-
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-

-

-

-

-

-

ciones en los centros de trabajo (OIT N°148) (Ginebra) del
20.06.1977 (977:46), véase también las recomendaciones de la
ILO: Working Environment (Air Pollution, noise and vibration)
N°156 de 1977, así como OIT N°139; ninguna concretización al
respecto de determinados materiales, parámetros o unidades de
medida, debe ser fijado a partir de las medidas legales de cada
país. Colombia aún no ha ingresado.
Acuerdo sobre trabajo conjunto en el Amazonas, del 03.07.1978
(978:49) regula la cooperación entre países ribereños, entre ellos
Colombia.
Convenio para la preservación y cuidado de la vicuña (Lima) del
20.12.1979 (979:94). Protección a la especie y el Biotopos. Firmado por Bolivia, Chile, Ecuador y Perú.
Convenio para la protección del Medio Ambiente marino y zonas costeras del Pacífico sud-este, del 20.11.1981 (Lima). La
convención regula de manera pragmática la protección del ambiente marino y las zonas costeras del Pacífico sud-este, así como la protección contra la erosión. Ninguna acción concreta;
firmado por Chile, Ecuador, Colombia, Panamá y Perú.
Convención sobre Seguridad Laboral y Prevención de la Salud
(OIT N°155) de 1981.
Convenio para la protección y desarrollo del Medio Ambiente
marino en el área del Caribe (Cartagena de Indias). Colombia lo
ha suscrito.
Protocolo sobre la protección del Pacífico sud-este contra la
contaminación desde tierra firme (Quito) 22.07.1983 (983:
54,53). Una aplicación regional más estricta que en 972:96. La
lista de materiales ha sido aumentada y las prohibiciones y medidas de control son más estrictas. Está cubierto con los contenidos y anexos del convenio para la protección del mar Mediterráneo contra la contaminación.
Acuerdo Internacional sobre madera tropical -International
Tropical Timber Agreement- ITTA - (Ginebra) del 18.11.1983
(983:85). El carácter del Convenio es claramente utilitario, con
la finalidad de una optimización de la extracción de madera:
maximización de la extracción y procesamiento de madera,
apertura a la explotación de bosques hasta ahora intocados. No
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-

-

-

tiene ninguna relación con la protección a la naturaleza. Colombia no es miembro.
Acuerdo para la protección de la capa de Ozono (Viena) del
22.03.1983 (983:22) Modificado el 16.09.1987. Contiene entre
otros, los aspectos de implementación de una legislación y acciones administrativas adecuadas para la regulación, limitación,
disminución e impedimento de sustancias que pueden provocar
una amenaza a la capa de ozono. Puede tener eventualmente un
significado en relación al empleo de dichas sustancias en la minería. Colombia es miembro.
Convención sobre el establecimiento de servicios de salud en el
trabajo, OIT N°161 de 1985
Convención sobre el Asbesto, OIT N°162 de 1986. Las naciones
firmantes se obligaron a ciertas medidas en la construcción con
asbesto y en su preparación, en especial para la protección del
personal que lo manipula.
Convención sobre el Tráfico extra-fronterizo de Residuos peligrosos y su Eliminación, (Basel) 22.03.1989 (983:22). Convención en contra de la exportación de residuos, la cual acusa muchos vacíos en su reglamentación debido a la influencia determinante de las naciones industrializadas en el proceso de su formulación. Es importante debido a los planes de establecer a nivel
mundial una serie de depósitos en instalaciones mineras clausuradas, destinadas a recibir desechos provenientes de la minería y
otras industrias. Diversos acuerdos regionales han fortalecido la
Convención.
En Noviembre de 1993 tuvo lugar en Santiago de Chile, bajo el
auspicio del UNEP y la Economic Comission for Latin America
and the Caribbean, un Encuentro sobre Desechos Tóxicos en
Sudamérica. Ahí fue acordado “propiciar una Convención regional que prohíba la importación de residuos peligrosos declarados como material de reciclaje”. Esta última cita es importante en
tanto desde las naciones industrializadas cada vez se exporta una
mayor cantidad de sustancias peligrosas bajo la denominación
de “material re-aprovechable”. Colombia ha declarado en el artículo 81 de su nueva Constitución una prohibición total para el
ingreso de desechos.
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Convención sobre aborígenes y pueblos que viven como Tribu
en territorios independientes OIT N°169 de 1989
Convención sobre Químicos (OIT N°170) de 1990; con regulaciones para el empleo de químicos de manera adecuada y segura al medio ambiente, así como para la protección al personal
que trabaja con los materiales.
Acuerdo de principios para la Convención del Clima (New York)
1992 (992:35) en vigencia desde el 21.03.1994 al ser ratificado
por el número necesario de países. En el sector minero tiene relevancia en relación a las emisiones de Dióxido de Carbono.
Convención sobre Diversidad Biológica (Rio de Janeiro) 1992
(992:42) así como (992:35)
Convención 176 la OIT sobre salud y seguridad del trabajo
minero

Directivas y promulgación de leyes en la Comunidad Europea
En la Comunidad Europea no existe ninguna directiva especial en relación a las consecuencias ecológicas de la actividad minera. En todo
caso, en las directivas que siguen a continuación se dan los valores límite y los standards para todas las actividades industriales, las cuales
son también válidas para la industria minera y que consideran de manera particular algunos sectores de la minería como procesamiento o
generación de energía o determinados tipos de producción minera.
Desde 1993 están en vigor medidas concretas y unitarias para la Seguridad y Protección de la Salud en las minas que se encuentran dentro
de la Comunidad Europea.
-

Directivas del Consejo en relación a la contaminación como
consecuencia de la derivación de sustancias peligrosas en las
aguas de la Comunidad (Directivas para la protección del agua)
(76/464). Se refiere a la calidad de todas las aguas (ríos, lagos,
aguas de litoral, aguas subterráneas) y separa las sustancias en
dos listas de acuerdo a su peligrosidad y de acuerdo a su toxicidad y permanencia/bioacumulación. Así como la Directiva del
Consejo para la protección de las aguas subterráneas en contra
de la contaminación a través de distintas sustancias tóxicas (Directiva para Agua subterránea) (80/68).
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Directiva del Consejo sobre “Desechos provenientes de la producción de óxido de Titanio (78/176); así como Directiva del
Consejo sobre las particularidades de la “Supervigilancia y Control del Medio Ambiente afectado por derivaciones provenientes
de la producción de Dióxido de Titanio“ (82/883). Se ocupa de la
derivación de los así llamados ácidos delgados en el mar, lo cual
está prohibido en la EG de manera absoluta en la actualidad. Se
debe emplear otros procesos en el procesamiento de Ti O2.
Directiva del Consejo sobre desechos tóxicos y peligrosos
(78/659).
Directiva del Consejo sobre la “Calidad del agua dulce”, que necesita de protección o mejoramiento con el objetivo de preservar la vida de los peces (78/659). El objetivo de la Directiva es el
mantenimiento de condiciones de calidad en el agua dulce para
la preservación de la vida de los peces. Para esto se emplean parámetros como temperatura, valor pH, valores BSB/CSB, concentración de materiales fluctuantes y diversos elementos químicos. Los valores pueden ser trasladados directamente al Ecosistema de los ríos tropicales de Colombia.
Directiva del Consejo sobre los “Métodos de medición y frecuencia del muestreo en los análisis de agua de superficie para la
obtención de agua potable” en los estados miembros (79/869).
La Directiva se ocupa de los métodos de referencia para la fijación de un total de 46 parámetros de acuerdo al criterio mencionado en la Directiva 75/40/EWG. Así como la Directiva del Consejo sobre la “Calidad del agua para consumo humano” 80/778.
Directiva del Consejo para la “Protección de los Trabajadores
frente a peligros en el centro de trabajo debido a sustancias químicas, físicas o biológicas “ (80/107).
Directiva del Consejo sobre “Valores límite y valores guía en la
calidad del aire en relación al Dióxido de Azufre y el polvo en
suspensión” (80/779). El objeto de esta Directiva es la fijación de
los valores límite y los valores guía para el Dióxido de Azufre y
el polvo suspendido en la atmósfera, que a partir del 01.04.1983
no deberán ser sobrepasados.
Directiva del Consejo sobre “Valores límite y objetivos de calidad para las derivaciones de mercurio provenientes del ramo industrial de Electrólisis alcaloclorhídrica; así como Directiva del
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Consejo sobre “Valores límite con excepción de las derivaciones
de mercurio provenientes del ramo industrial de Electrólisis alcaloclorhídrica”. Estas Directivas establecen valores límite, de
acuerdo a la directiva 76/464/EWG, como normas para la emisión de mercurio en las aguas.
Directiva del Consejo sobre “Valores límite y Objetivos de calidad para derivaciones de Cadmio” (83/513). Afecta particularmente a la minería de Zinc, refinamiento de Plomo y Zinc, la Industria metálica NE y la Industria de producción de Cadmio
metálico. De la misma manera es afectada la producción de fertilizantes a base de fosfatos, ya que estos contienen cantidades
considerables de metales pesados, como el Cadmio o el Uranio
(hasta 1000 ppm).
Directiva del Consejo para el Combate de la Polución del Aire
por Instalaciones Industriales.
Directiva del Consejo sobre la Revisión de la Conciliación medioambiental para determinados proyectos públicos y privados
(85/337). Sustituido en la legislación de la RFA por la ley UVP
(Revisión de la Conciliación medioambiental) de 1990.
Directiva del Consejo para Supervisión del Transporte de Residuos Peligrosos (86/279), véase también (84/631).
Directiva del Consejo para la delimitación del nivel de emisión
de ruidos provenientes de excavadoras hidráulicas, excavadoras
mecánicas, niveladoras, elevadoras y excavadoras-elevadoras
(86/662)
Ordenanza para la seguridad en el trabajo; también aplicable en
la minería, en especial en las minas open-pit. De acuerdo a la
potencia del equipo (bajo 70 hasta sobre 350 kW) son admisibles niveles entre 106 y 118db(A)/1pW.
Directiva del Consejo para la ejecución de acciones para el mejoramiento de la seguridad y la protección de la salud en el trabajo“ (89/654 y 91/383).
Directiva sobre “Derechos ciudadanos a la información en el
sector medioambiental” (90/313) (conocida como “Freedom of
Information”). Derecho a recibir informaciones y acceso a actas
en procesos ecológicos relevantes.
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Directiva del Consejo sobre “Prescripciones mínimas para la Caracterización de Seguridad y Salud en los centros de trabajo”
(92/58).
Directiva del Consejo sobre “Prescripciones mínimas para el
mejoramiento de la Seguridad y Protección a la Salud de trabajadores en empresas de extracción de mineral por medio de perforaciones” (92/91).
Directiva del Consejo sobre “Prescripciones mínimas para el
mejoramiento de la Seguridad y Protección a la Salud de trabajadores en empresas de minería submarina o de superficie
(92/104 92/58, 92/91 y 92/104) son directivas para el sector minero en aplicación de la “Directiva general” (83/391), la cual fue
sustituida por el proyecto de ley sobre protección en el trabajo ArbSchRG-; las Directivas especiales serán proximamente suplantadas por el proyectado ordenamiento en la EG del Ministerio Federal de Economía de la RFA. El plazo para la suplantación
terminó de acuerdo a las leyes alemanas en 1994. El marco legal
y los ordenamientos contienen Directivas sobre las obligaciones
de las Empresas en estos sectores, así como las obligaciones y derechos de los trabajadores. Otros capítulos se ocupan de la prevención médica o la protección en el trabajo.

Hoy en día las condiciones de trabajo y seguridad son normadas
por las siguientes leyes y reglamentos: Ley de Químicos, Ordenanza sobre materiales peligrosos, Ordenanza sobre protección a la salud en la
minería y Ordenanza del Clima.
-

Directiva del Consejo para la Supervigilancia voluntaria en instalaciones de producción (93/97). Las compañías que participan
de la supervigilancia voluntaria de sus instalaciones de producción deben presentar por escrito un estudio sobre la conciliación
medioambiental de su producción. Este puede ser anual o trienal, de acuerdo al potencial de las amenazas medioambientales.
Las firmas y productos, luego de la revisión de sus expedientes
por parte de una comisión independiente, reciben un logotipo
que reconoce por parte de la EG la conciliación medioambiental
de su producto. Para el caso de compañías pequeñas existe un
fondo de apoyo financiero.
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-

European Waste Catalogue - List of Hazardous Waste (94/904),
otorga definiciones unitarias para una amplia gama de desechos,
entre ellos desechos mineros, cuando contienen sales solubles o
metales pesados. El así llamado “red mud” de la explotación de
Bauxita está incluido aquí.

En preparación:
-

EC Green Paper on Remedying Environmental Damage COM
93 (47).
Directive on Integrated Pollution Prevention and Control (IPC)
-6. Draft. Según esta Directiva, en Junio de 1995 deberán ser cerradas aquellas instalaciones industriales que no satisfagan las
exigencias del standard europeo de calidad (EQS) o los valores límite de la OMS. Para los nuevos y más estrictos valores previstos
en IPC, existe un plazo para las modificaciones hasta el año 2005,
84/360, será levantada con la introducción de la nueva Directiva.

Nuevos desarrollos en la promulgación de leyes en países mineros
En esta sección se abordará el desarrollo general de la promulgación de Leyes en el sector de Medio Ambiente, Prevención de la Salud y Seguridad en el trabajo, así como el Derecho Territorial de Pueblos Indígenas en los principales países mineros e industrializados. En
tanto se trate de standards especiales y valores límite para determinados productos de la minería o procesos de extracción o procesado, estos datos se encuentran mencionados en las divisiones que presenta la
produccción colombiana para cada producto.
Australia
La promulgación de leyes y la otorgación de licencias concernientes a la minería y las cuestiones medioambientales, se resuelven en
Australia a nivel particular de los Estados y territorios, así como a nivel del gobierno central (Commonwealth). El Commonwealth tiene un
papel importante para la expansión o restricción de la producción de
determinados productos , de donde se obtiene licencia de exportación.
De esa manera, se practica desde hace años en el sector del Uranio la
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“política de las Tres Minas”, la cual implica que en Australia sólo pueden ser tres minas las que a la vez extraigan Uranio, a pesar de existir
otros yacimientos que podrían ser explotados. Desde 1989 se permite
la explotación en sólo dos minas. Sobre esta limitación hubo y existe
todavía una confrontación política, inclusive a nivel del parlamento federal. Existen asimismo, exigencias para una mayor expansión de la explotación de Uranio tanto como para una prohibición total. Naturalmente que dichas regulaciones para la limitación de la producción-exportación de Uranio, conllevan una relevancia medioambiental debido
a la serie de consecuencias que de ellas se derivan. Al interior de cada
Estado se observa con atención los siguientes puntos:
-

-

-

Establecimiento y mejoramiento del equipamento de la Oficina
Central de Protección Medioambiental (Environmental Protection Authorities, EPA).
Fortalecimiento del control a los centros de producción y los
planes de cierre en concordancia con la legislación medioambiental.
El aumento del empleo de instrumentos legales y multas a los
productores que ignoren la nueva legislación medioambiental.

El Commonwealth también ha instituido a partir de la Federal
Environmental Protection Act, un ente supraestatal llamado EPA, el
cual establecerá en el futuro los standards ecológicos y los valores límite a nivel de toda Australia. Los procesos sobre derecho territorial y los
títulos que las comunidades aborígenes han logrado ganar con ellos en
los últimos años, serán también decisivos (Proceso Mabo de 1992).
En tanto todavía no existe una prohibición automática para la
explotación minera en territorios aborígenes, las compañías se ven
obligadas a entablar negociaciones con las comunidades. Para la apertura de nuevas minas se debe presentar estudios exhaustivos de conciliación medioambiental; las licencias no son más otorgadas de manera
general, sino de manera individual y en forma independiente por parte de cada autoridad (p.ej. para agua, basura y desmonte, contaminación del aire, etc.) luego de una revisión cuidadosa.
Aquí también tiene validez, entre otras, la Mine Management
Act de 1990 y la Water Act de 1992 que mejoró la protección del agua
frente a la contaminación proveniente de minas. La industria minera
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reclamó ya en1988, que un 23% y en el futuro un 50% del territorio
australiano no estará más a disposición de la minería debido a los criterios de protección a la naturaleza y derechos territoriales de los aborígenes.
Fue creada la Autoridad Federal Ressources Assessment Commission (RAC), para dictaminar en casos de conflicto entre el establecimiento de un campamento minero y los consiguientes efectos medioambientales. Algunos grandes proyectos que no satisfacen las demandas medioambientales han sido detenidos por la RAC, p.ej. los yacimientos de oro y platino Coronation Hill.
En Australia fue reconocido por primera vez en1993 el derecho
a compensación de un poblador de una mina de asbesto que enfermó
de cáncer y se encuentra a punto de morir. Antes habían sido indemnizados por la companía minera CSR sólo los trabajadores que tenían
que ver directamente con el transporte y el procesamiento de asbesto,
no así las personas que enfermaron debido a la cercanía de su vivienda
a los centros de producción.
Environmental Management for Mining in Queensland: Programa EMOS-Environmental Management Overview Strategy: más de
4000 concesiones mineras han sido revisadas desde 1992 en consonancia con requerimientos medioambientales basados en la Queensland
Contaminated Land Act de 1992. En el sur de Australia fue establecido
el Extractive Areas Rehabilitation Fund, con recursos provenientes en
parte de la actividad minera. Su objetivo es financiar los costos de la
clausura de minas, así como la investigación para tecnologías ecológicas adecuadas a la minería. En New South Wales existen desde 1990 las
Guidelines for Rehabilitation and Environmental Management Plans,
publicados por el Department of Minerals and Energy, en base a las
cuales se regula la explotación y el cierre de minas.
Canadá
En el Canadá han sido sobre todo la gran cantidad de minas
abandonadas en la última década, las que han conducido a un considerable endurecimiento de las leyes medioambientales y las leyes de indemnización por daños. El control a las empresas mineras fue muy superficial en el pasado. La mayoría de estas minas han dejado una considerable contaminación en las aguas y el suelo, cuya erradicación tu-
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vo que ser asumida por los gobiernos provinciales y/o el estatal al no
existir más , en muchos casos, la empresa minera responsable. Para evitar dichas situaciones en el futuro, fue promulgada la Canadian Environmental Assesment Act (CEAA) de 1992 (Bill C78).
Los requerimientos de cada provincia en el Canadá no son unitarios. British Columbia exige programas de protección y saneamiento
del agua y el suelo, así como para las instalaciones y la etapa de cierre
de una mina. En Julio de 1990 entró en vigor el “Health, Safety and Reclamation Code for Mines in British Columbia” el cual contiene regulaciones para la salud y la seguridad en el trabajo, así como medidas de
protección a la naturaleza y el medio ambiente, a ser observadas en la
puesta en funcionamiento de una mina.
La “Mine Development Assessment Act” de 1990 (Bill 59) ofrece
a la opinión pública interesada, el derecho a la información y reclamo.
Proyectos controversiales pueden ser de acuerdo a CEAA, objeto de
una valoración conjunta por parte de la Provincia y el Estado Federal
en relación a criterios medioambientales. Se requiere entonces de licencias especiales de acuerdo a la Waste Management Act, Water Act, Mines Act y a la Minig Right of Way Act. De manera subsiguiente existen
Directivas que deben ser observadas en la producción, como p.ej. la
Acid Rock Drainage Technical Guide de 1989.
Ejemplo de valores límite para canalizaciones en aguas (British
Columbia):
Zinc 1.0 mg/l; Arsénico 0.05mg/l; Plomo 0.25mg/l; Cadmio
0.05mg/l
En Alberta, son especialmente altas las exigencias a las minas de
carbón. Se exigen planes detallados para la erradicación de daños en el
paisaje, para la protección de aguas de superficie o subterráneas, así como para el control de emisiones.
En Canadá existen una serie de procedimientos relacionados a
las tierras de la población indígena. Los Inuit del delta del río McKenzie, en el ártico canadiense, consiguieron imponer sus exigencias ya en
1984 y poseen el derecho de decidir sobre la explotación de los yacimientos minerales. Para la certificación de proyectos planteados, se estableció el Environmental Impact Review Board (EIRB). Los Denise y
los Metis pudieron imponer en 1988 sus exigencias a la propiedad de
880,600 Km2, en los cuales se incluyen 184.000 Km2 con derechos de
exportación minera. Los Metis consiguieron además en 1990, el reco-
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nocimiento de 5.000 Km2 en Alberta. En última instancia fue reconocido por la Corte Suprema de Canada el contrato firmado en 1760 con los
Hurones como base para los reclamos territoriales en Quebec. Los Inuit
canadienses han conseguido la autoadministración de enormes regiones en los North West Territories. En estas regiones árticas se llevan a
cabo cada vez más y más exploraciones mineras, y son consideradas como una de las regiones más ricas en materias primas de la tierra.
Estados Unidos
En los EE.UU. estan reglamentados prácticamente todos los aspectos de la actividad minera por medio de legislaciones federales, estatales o locales; aun así, se puede comprobar que a veces estas leyes no
se corresponden entre sí. El uso de la tierra, los beneficios que uno
puede obtener de ella, ya no son considerados como la más alta prioridad, como lo fue en la época de la promulgación de la Mine Act en el
siglo pasado. Para la reformulación de la Mine Act de 1872 existe una
peremne confrontación en los EE.UU. En Noviembre de 1993 fue aceptada una reforma de la Ley por parte de una gran mayoría en la Casa
de Representantes, la ratificación en el Senado está pendiente todavía.
Esta reforma sin embargo, no satisface las demandas de los grupos ecologistas. En especial fue suprimida del proyecto de ley la prohibición de
actividades mineras en reservas naturales. La siguiente es una selección
de las leyes y reglamentos que tienen vigencia en la actividad minera:
-

Energy Policy Act (1992)
Clean Air Act - Clean Water Act
National Environmental Protection Act (NEPA)
Resources Conservation and Recovery Act (RCRA)
Toxic Substances Control Act (TSCA)
Surface Minig Control and Reclamation Act (SMCRA)
Uranium Mill Tailings Radiation Control Act (UMCTRA)
Prevention of Significant Detoriation (PSD) de la EPA
Regulaciones para materiales de baja radioactividad: Enhanced
Rule making on Residual Radiation (ERORR)
Comprehensive Environmental Response, Compensation and
Liability Act (CERCLA). Conocido como Superfund - Program,
establecido en 1980 y en un principio pensado sólo para resi-
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duos industriales, fue ampliado luego para desmonte y desechos
de minas en funcionamiento o clausuradas. La mina de oro de
Summitville fue incluida en 1980 en la Superfund Priorities List,
después que la propietaria Summitville Consolidated Mining
Co. (SCMCI) se declaró en quiebra, no sin antes dejar atrás de sí
un desastre ecológico en la región de Rocky Mountains (la mina
está ubicada a 3.500 m.s.n.m).
Los costos para el saneamiento de la mina, (debido a contaminación de aguas subterráneas, ríos y suelos, por obra de desagües ácidos provenientes del procesamiento de oro) se elevaron a cerca de 120
millones de US$ y deben ser asumidos por la EPA en tanto autoridad
nacional, ya que por parte de la firma matriz de (SCMCI), la Galactic
Resources de Vancouver, no se pudo obtener dinero alguno. El responsable de Galactic Resources y del desastre de Summitville se llama Robert Friedland, el cual después de verse impedido de actuar más en el
Norte, se ha dirigido a Sudámerica donde se propone construir una
mina de oro en la frontera entre Venezuela y Guayana, en el campo aurífero “Kilómetro 88” y esta vez con el empleo de un proceso a base de
cianuro.
A raíz de experiencias como la de Summitville, fue reformada en
1993 la Colorado Mined Land Reclamation Act (CMLRA) de 1973. Todos los proyectos mineros en los cuales se utiliza o se produce químicos ácidos o tóxicos, deberán pasar ahora por una serie de procedimientos de verificación antes de obtener licencias. El Estado tiene un
mayor control sobre la tierra otorgada a la prospección minera, han sido elevadas también las sumas de garantía financiera en caso de daños
ecológicos. En el caso de la Summitville, fue criticado también por muchos especialistas el hecho que la gran escala alcanzada por los daños y
la destrucción se haya debido a las carencias de dotación personal, y financiera de las autoridades encargadas de vigilar la actividad minera.
Este estado de cosas no ha sido modificado por la introducción de reformas en el CMCRA (MEM 1993; Danielson 1994).
En el estado de Wisconsin son debatidos actualmente en el parlamento tres Proyectos de Ley que afectan las actvidades de las compañías mineras que actúan en Wisconsin. La Assembly Bill (AB) 542 (Bad
Actor Bill) reclama de éstos un listado de todas las infracciones y procesos de los que se hayan hecho merecedores hasta el momento en los
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EE.UU. y en Canadá. La AB 341 establece como obligatorios para las
compañías mineras el establecimiento de medidas de protección a las
aguas, de las cuales se encontraban hasta hace poco exceptuadas. Con
la AB 732 se les obliga a informar acerca de cualquier escape de sustancias tóxicas proveniente de sus instalaciones.
Nueva Zelanda
Los reclamos de los Maorí por sus tierras, protegidas por el tratado de Waitangi de 1840, han sido explícitamente recogidos en la Environmental Act de 1986. La Crown Mineral Act de 1991 limita las posibilidades de realizar actvidades mineras en las tierras de los Maorí. La
Resources Management Bill de 1993, que regula el aprovechamiento
sostenible de recursos naturales, sustituye otras leyes y reconoce las
exigencias de los Maorí por una protección medioambiental de la cultura y sus derechos territoriales.
Sudáfrica
Algunas modificaciones importantes en la promulgación de leyes relacionadas a la minería y el Medio Ambiente prescriben en el caso de litigios por contaminación ambiental. Los afectados ya no están
obligados a aportar material probatorio, sino que en cambio ahora son
las compañías las obligadas a probar que no son ellas las responsables
por la contaminación. La responsabilidad de aportar pruebas ha sido
invertida.
La Legislación también obliga a las empresas mineras a realizar
pagos a cuenta en previsión al posible cierre de una mina. Estos depósitos son administrados fuera del marco de la empresa con la finalidad
de poder disponer de ellos en caso de una eventual bancarrota por parte de la empresa.
Estas modificaciones son prácticamente ampliaciones de la Mineral Act de 1991. Las mismas pueden ser cerradas en el caso de no ser
probado de manera satisfactoria que se mantienen standards ecológicos o que estos se podrán conseguir luego del cierre de la mina.
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Perú
El gobierno peruano promulgó en 1993 una Legislación medioambiental que se basa en la Ley General de Minería de 1991. El Ministerio de Energía y Minas se constituye luego del decreto 016-93-EM
(DS 016) en la autoridad que determina los standards para la minería
y la industria metalúrgica. El Ministerio lleva a cabo pruebas de conciliación medioambiental, observa los efectos de las actividades industriales en el medio ambiente y puede fijar sanciones para los infractores. Las minas e instalaciones de procesamiento deben encargar la realización de informes anuales a organismos independientes. Algunos
valores límite aún no han sido fijados por el Ministerio, ellos deberán
ser fijados en los próximos años con la ayuda de expertos norteamericanos.
India
Entre los así llamados países en vías de desarrollo, la India ha tenido en los últimos años un rol de avanzada. Ya en 1979 fue establecida una Comisión que en 1981 entregó el informe “Environmental Management of Minig Operations”. Este fue convertido en el reglamento
“Guidelines for Integrating Environmental Concerns Explotation of
Mineral Resources” de 1982/83. En este reglamento se señalan los efectos de la minería en el Medio Ambiente de la siguiente manera:
Limpieza de aguas subterráneas y de superficie, mantenimiento
de suelos, manejo de basura, destrucción del paisaje, contaminación
del aire, ruido y vibraciones, hundimiento de cerros y desplazamiento
de tierras, efectos en poblaciones, influencias sociales y económicas. En
1986 fue emitida la “Environmental Protection Act” la cual otorga el
derecho a personas, junto a las instituciones, de establecer demandas
legales en contra de contaminadores y destructores del Medio Ambiente. De la misma manera se complementó la “Mine Mineral Regulation
Developement Act” de 1956 , la cual prescribe que para cada nuevo
proyecto, independiente de su envergadura y extensión, se deberá confeccionar un “Environmental Management Plan”. La reforestación de
zonas boscosas afectadas por la minería está considerada, así como la
reubicación de personas perjudicadas por la minería en su modo de vida.
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Indonesia
En el ejemplo de Indonesia es cada vez más claro claro que una
legislación Medioambiental sólo posee valor en función de la posibilidad de su puesta en práctica y posterior implementación. Se debe tomar en cuenta siempre las restricciones a esperarse por parte de las
compañías y el aparato estatal.
Los anteriores ejemplos no deberán ser interpretados como si
los graves impactos de la minería en el Medio Ambiente o las infracciones a las leyes y reglamentos, no pertenecieran a la realidad cotidiana; muy por el contrario, las modificaciones legales frente al terrible
balance de destrucción medioambiental y de vida humana por parte
de la minería, recién empiezan a dar cuenta de este problema y a tratar
de modificar la realidad de esta industria.
Indonesia posee desde 1982 una Legislación que garantiza a cada individuo el derecho a un “medio ambiente bueno, sano y valioso”
y obliga al estado a “mantener el medio ambiente y evitar la contaminación y los perjuicios medioambientales”. Quien afecta a otros en su
“derecho a un medio ambiente sano y limpio” y provoca perjuicios, deberá pagar una reparación de los mismos y se hará acreedor a penas
que de acuerdo a la gravedad del hecho pueden llegar hasta los 10 años
de cárcel. Pero la autoridad medioambiental BAPEDAL, prevista por la
ley de 1982, fue instituida recién en 1990; y han sancionado hasta la fecha a muy pocos infractores. Pruebas de conciliación medioambiental,
obligatorias desde 1986 hasta con participación pública, no son practicadas en el sector minero. Hasta ahora han sido discutidas sólo algunas partes de la Prueba de Conciliación Medioambiental de un único
proyecto (Firma Billiton, Holanda; participante en la mina de níquel
Cerro Matoso), (Marr, 1992). Los Parques Nacionales protegidos son
afectados regularmente por incursiones de la actividad minera.
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EL DERECHO INDÍGENA EN
VENEZUELA Y SU APLICACIÓN EN LOS
ESTUDIOS DE IMPACTO AMBIENTAL

Víctor Rafael Sevilla
1. Introducción
En Venezuela existen veinticinco (25) grupos étnicos perfectamente especificados, alcanzando una población de 315.815 indígenas
ubicados en ocho (8) estados que son: Amazonas, Anzoátegui, Apure,
Bolívar, Delta Amacuro, Monagas, Sucre y Zulia, además de una pequeña presencia en otras entidades étnicas.
Las tierras amazónicas en Venezuela alcanzan a 53.000 km2, o
sea un 5,78 % del territorio. Sin embargo, si se toma en consideración
el criterio del dominio del bosque amazónico, se tiene que la superficie
se amplía a 453.950 km2, cuyo porcentaje de la superficie del país representa casi un 50 %, en cuyo concepto se abarca los estados de Amazonas con 175.750 km2, Bolívar con 238.000 km2 y Delta Amacuro con
40.200 km2. La región amazónica venezolana es rica en recursos minerales y prácticamente representa la globalidad de los bosques con que
cuenta Venezuela, en los cuales se dan altas precipitaciones con una elevada humedad ambiental.
La población indígena y no indígena en dicha región totalizó en
el último Censo 1.237.123 personas, siendo un poco más del 6 % de la
población venezolana. En Amazonas hay 44.512 indígenas, en Bolívar
34.977 y en Delta Amacuro 21.125, que conjugan 1.059 comunidades
con promedio de 95 personas y alrededor de 20 familias por comunidad, las cuales en su mayoría están ubicadas a la orilla de los ríos, fuente de alimentos y medio de transporte. Otras comunidades están asentadas en grandes sabanas donde se dedican a la siembra y la recolección
de frutos silvestres.
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En el presente trabajo, se estudia el derecho indígena venezolano
contemporáneo y su relación con el derecho ambiental, dando especial
enfoque a la región amazónica, para lo cual se partirá de las disposiciones constitucionales atinentes a las comunidades indígenas como lo es
el régimen de excepción y su aplicación en el derecho ambiental, para
buscar una fórmula legal que pueda permitir a los indígenas de Venezuela ejercer sus derechos frente a las explotaciones mineras en las tierras que las ocupan de manera ancestral. A tal efecto, se elaboró una
investigación en el Centro de Documentación de Estudios de Impacto
Ambiental de la División de Calidad Ambiental del Servicio Autónomo
Ambiental de Guayana, antes Ministerio del Ambiente y de los Recursos Naturales Renovables, tomando una muestra del 15 %, para determinar si efectivamente se tomó en cuenta la variable humana, y dentro
de ella, a los indígenas, así como si se respetaron sus derechos humanos.
2. El régimen de excepción
La Constitución de la República de Venezuela de 1961, parte de
la garantía de igualdad de todos los ciudadanos sin discriminación de
raza, sexo, credo o condición social. A fin de equilibrar las relaciones
sociales estableció un Régimen de Excepción con la finalidad de proteger a las poblaciones indígenas, que por razones históricas y socio-culturales, se encuentran en desigualdad de oportunidades frente al grupo
mayoritario para ejercer sus derechos y garantías constitucionales.
El artículo 77 reza:
El Estado propenderá a mejorar las condiciones de vida de la población campesina.
La ley establecerá el régimen de excepción que requiera la protección de las comunidades indígenas y su incorporación progresiva a
la vida de la Nación (Fajardo, A., 1980, 69).
El artículo en mención, regula las relaciones jurídicas de dos sectores con realidades socio-culturales muy distintas, e ideológicamente
se sustenta en la asimilación que de la población indígena al campesinado se hacía en la época, como tendencia general latinoamericana.
Ello se ve claramente en la ley de Reforma Agraria, cuyos fines son garantizar la función social de la tierra y la protección al campesino, que
en su artículo 2, literal d, garantiza y reconoce a la población indígena
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el derecho de disfrutar de las tierras, bosques y aguas que ocupen,
siempre que guarden el estado comunal o de familia extensiva.
La sociedad venezolana, multi-étnica como el resto de América
Latina, arrojó en el censo indígena de 1992, un 2 % de población indígena llegando a totalizar 315.815 habitantes, de los cuales 100.614 se
encuentran en la amazonía venezolana, conformada por los Estados
Amazonas, Bolívar y Delta Amacuro.
Frente a esa realidad sociológica, tanto la constitución venezolana como las legislaciones americanas, han buscado fórmulas legales para proteger a los pueblos, poblaciones o comunidades indígenas, a fin
de disminuir los efectos negativos de las desigualdades entre ellos y los
grupos occidentalizados dominantes.
Stavenhagen (1988), explica que el pensamiento filosófico de
inicios del siglo XX, comienza a desarrollar una nueva etapa para reconstruir la identidad latina, la cual había sido aniquilada por el positivismo y la creencia en que debía de copiarse el modelo anglosajón, y
que para ello, debía incorporarse al indígena a la nación homogénea, y
que por tanto, era conveniente que abandonase en beneficio de ésta todos los ideales exclusivos de pertenencia a una raza o clase, sin importar su cultura, conformando políticas que se orientaron bajo los principios de “asimilación e integración”.
Pero esa protección para la asimilación, desvirtuada desde el
principio, origina más desigualdad que igualdad, desconoce los derechos humanos de los indígenas, sus patrones socio-culturales de vida,
su derecho consuetudinario, su organización y funcionamiento político y no permite la autodeterminación socio-política del pueblo indígena. Esta necesidad de integrar a los pueblos que constituyen un Estado, con el pretexto de una sola lengua, una sola cultura, religión y orden legal mismo, ha propiciado la negación y desconocimiento de los
derechos de los pueblos indígenas.
A esta situación no escapa la realidad venezolana, donde a pesar
de los propósitos y anhelos que tuvo la Constituyente del 61, de mantener la igualdad social y jurídica, ha estado muy lejos de llevarse a cabo, puesto que no se han materializado políticas consonantes con los
principios enunciados en el transcrito artículo 77, ni se ha promulgado la legislación especial que pudiera permitir el desarrollo de los mismos, e incluso, en no pocas oportunidades su falta de promulgación ha
servido de basamento para atropellar los derechos de los indígenas.
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Por otra parte, Venezuela no ha ratificado el Convenio 169 de la
Organización Internacional del Trabajo (O.I.T.) sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes de 1989, ni ha dado apertura a
algún proceso de consagración y reconocimiento a nivel constitucional
o legal de los derechos de los pueblos indígenas.
Conscientes de las limitaciones impuestas en el orden legal y sus
basamentos legales, el Ministerio Público (Órgano del Poder Público
vigilante del cumplimiento de la constitución) interpreta que el régimen de excepción debe permitir:
1.
2.
3.

4.

Que los indígenas participen activamente en la toma de las decisiones que les afecten.
Que puedan tener acceso a los mecanismos legales comunes a todos los ciudadanos.
Que su aplicación sea, no un atentado a sus patrones culturales
sino por el contrario, un aliado para la perpetuación de los mismos.
Y finalmente, constituye el compás que permite a los indígenas
convivir pacíficamente con el sistema impuesto por la sociedad
mayoritaria, internalizándolo poco a poco y no a través de una
adopción brusca de patrones que no les pertenecen, que a la larga en vez de ayudar a su cultura lo que hace es deformarla creando situaciones artificiales difíciles de aceptar en una sociedad y
la otra (Ministerio Público, 1993, p. 3).

La aplicación del régimen de excepción debe permitir que el indígena disponga fácilmente de los mecanismos legales comunes al grupo mayoritario, o en su defecto, de procedimientos con características
especiales que se igualen a aquéllos. Pero ello se ve dificultado por
cuanto no se ha promulgado la ley especial que se desprende del art. 77
de la Constitución. Sin embargo, no debe ser un obstáculo para la debida aplicación del principio reconocido en la carta magna, toda vez
que deben interpretarse correctamente las normas disponibles y que favorezcan al indígena, para dar las soluciones más adecuadas a la problemática venezolana.
El Régimen de Excepción no sería una mera ficción jurídica si en
Venezuela existiera un consenso de los poderes públicos para reconocer y respetar los derechos de los pueblos indígenas y estuviera presen-
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te una concientización de la sociedad mayoritaria y dominante de la
existencia e igualdad de los integrantes de aquéllos para con ella, y se
ejecutara una adecuada y coherente política indigenista en los diferentes niveles políticos.
Tal afirmación parte de una simple lectura y análisis de las leyes
que el poder legislativo ha promulgado desde 1961 hasta la fecha, toda
vez que ninguna ha establecido, y menos aún ha desarrollado, las demandas de los pueblos indígenas en el reconocimiento de sus derechos.
Tampoco ha habido políticas que puedan decirse que ejecuten las proclamas de los indígenas.
3. Los estudios de impacto ambiental
En materia ambiental, donde se busca regular la protección del
ambiente frente a los intereses particulares de todos los sectores de la
sociedad, el indígena es tomado únicamente como un objeto individualizado e igualado al animal, vegetal o mineral, sin tomar en cuenta
sus derechos y demandas como ser pensante, con una pluridiversidad
socio-cultural distinta a los otros sectores.
En el plano del derecho penal ambiental, la Ley Penal del Ambiente (1992) exceptúa de la aplicación de las sanciones que contiene a
los miembros de las comunidades y grupos étnicos indígenas, cuando
se den determinadas circunstancias en la materialización de algún supuesto hecho delictual. No obstante que esta ley busca desarrollar el régimen constitucional de excepción, a través de la protección paternalista e integracionista, ella no da cabida para que el indígena pueda utilizar técnicas modernas, con las cuales desarrolle su economía de sustentación, e incluso, explote los recursos naturales. A favor de dicha
ley, pudiera argumentarse que ha abierto la necesidad de la consulta
que debe efectuar el juez penal a las comunidades y grupos étnicos indígenas, lo que lamentablemente no ha ocurrido en la realidad jurisdiccional.
El ambiente está protegido por disposiciones jurídicas emanadas, unas del poder legislativo, y otras del poder ejecutivo a través de
los Decretos y Resoluciones Ministeriales, que en su conjunto establecen los procedimientos administrativos a seguir por toda persona natural o jurídica, tanto del sector público como del privado, que quieran
afectar el ambiente con actividades degradantes.
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La Ley Orgánica para la Ordenación del Territorio establece mecanismos destinados a controlar las actividades que tengan incidencia
espacial e impliquen acciones de ocupación, por parte de los organismos del sector público, así como la ocupación directa del territorio por
los particulares y entidades privadas. Dichos mecanismos se distinguen correlativamente como “aprobaciones “ y “autorizaciones”, ambas
de carácter administrativo.
Las autorizaciones administrativas para la ocupación del territorio requieren la elaboración de una solicitud tramitada conforme a las
normas generales administrativas desarrolladas en la mencionada ley,
adjuntándose un “Cuestionario Básico Ambiental” junto con los títulos
que demuestren la propiedad o el derecho con el cual se fundamente la
solicitud. Una vez aprobada la ocupación del territorio, se ha de cumplir con la elaboración de un “Estudio de Impacto Ambiental (E.I.A.)”,
en los casos que la actividad así lo amerite.
Corresponde al Reglamento Parcial de la Ley Orgánica del Ambiente sobre Estudios de Impacto Ambiental (1992), desarrollar la naturaleza jurídica de los Estudios de Impacto Ambiental, que lo considera como:
...el análisis técnico e interdisciplinario que se realiza sobre un
plan, programa o proyecto propuesto, a fin de predecir los impactos
ambientales que puedan derivarse de su ejecución y operación, y proponer las acciones y medidas para prevenir, controlar o corregir sus
efectos degradantes (Ministerio del Ambiente y de los Recursos Naturales Renovables, 1992, p. 184).
El objetivo principal del Reglamento es servir de medio de control ambiental y mecanismo de planificación y ordenación territorial,
realizado por un equipo interdisciplinario que trabaja en diversos planos, para obtener una integración del conocimiento científico del área
en cuestión, además de permitir el acceso al público mediante la consulta. A más de ello, está destinado igualmente a fomentar el desarrollo de las actividades humanas en relación armoniosa con el ambiente,
y como documental informativo y educativo divulgador del conocimiento científico.
El Estudio de Impacto Ambiental (E.I.A.) como mecanismo y
documento administrativo, ha de cumplirse con la elaboración del mismo en la ejecución de las actividades señaladas en el Reglamento, entre
otras, exploración y extracción de petróleo, extracción y procesamien-
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to de minerales metálicos y no metálicos, explotaciones forestales, minerales y agrícolas, efectuadas conforme a determinados parámetros,
desarrollos turísticos, etc. ajustándose al caso particular, en función de
términos de referencia definitivos, conforme a una guía de contenido.
Se observa que el Estudio de Impacto Ambiental debe precisar el
área local donde se desarrollará el proyecto, pormenorizando las actividades que se realizarán en la misma, si generan ruido, afluentes líquidos, emisiones atmosféricas, desechos sólidos y desechos tóxicos o peligrosos, demanda de recursos naturales como el agua, así como si generan empleos. Tales elementos, de producirse en el área de influencia
de una población, necesariamente tendrán incidencia importante en la
vida de ésta.
Por lo tanto, el Estudio de Impacto Ambiental debe describir los
aspectos sociales y culturales del área a afectarse, los cuales son englobados dentro de la descripción del medio ambiente, a cuyo efecto se
han de identificar, evaluar y predecir los impactos potenciales que la
actividad puede generar, y consecuencialmente, las medidas preventivas y/o mitigantes de dichos impactos.
Existe igualmente la obligatoriedad de establecer un programa
de vigilancia y control para hacer un seguimiento a las medidas, con el
objeto de que éstas cumplan con su objetivo.
Con especial importancia dentro del procedimiento administrativo de las autorizaciones en estudio, se ve el rol que desempeña la sociedad, al poder participar con cualquiera de sus sectores, mediante la
consulta en audiencia pública, con comentarios, opiniones y objeciones, haciéndoles conocer a los entes públicos y privados, las implicaciones y los efectos positivos o negativos que el proyecto les ocasiona directa e indirectamente, así como la posición que tienen al respecto.
Igualmente, los interesados pueden revisar y consultar el Estudio
de Impacto Ambiental en el Ministerio del Ambiente y de los Recursos
Naturales Renovables, organismo que tiene el deber de ponerlo a disposición de cualquier persona en el Centro de Documentación destinada a tal fin. Aunado a ello, pueden presentar sus observaciones y comentarios en el referido Organismo, en forma escrita y con fundamentación técnica, científica y jurídica. Las mismas, se incorporarán total
o parcialmente al Estudio de Impacto Ambiental si así lo determina la
evaluación que se realice.
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4. Análisis de una muestra de estudios de impacto ambiental
A fin de constatar el tratamiento de los derechos de las comunidades indígenas en los Estudios de Impacto Ambiental, en la presente
ponencia se tomó una muestra del 15 % de los estudios consignados
hasta el mes de mayo de 1995, por particulares en la División de Calidad Ambiental, dependencia del Servicio Autónomo Ambiental de
Guayana, antes Ministerio del Ambiente y de los Recursos Naturales
Renovables, con sede en Ciudad Bolívar, capital del Estado Bolívar, para lo cual se consideró que era necesario no tomar en cuenta si los mismos ya habían obtenido la Declaratoria de Impacto Ambiental.
Es así como se obtiene un “Inventario de Documentos relacionados con Cuestionario Básico Ambiental, Términos de Referencia y Estudios de Impacto Ambiental”, llevados por la mencionada División, el
cual se somete a selección previa condicionando la misma únicamente
al factor de ubicación del proyecto en áreas que pudieran pertenecer a
comunidades indígenas. Una vez clasificados, se escogen al azar seis (6)
Estudios de Impacto Ambiental, que fueron sometidos a la extracción
de datos, mediante la esquematización de interrogantes que se estructuraron en un cuestionario de doce (12) puntos tomando en cuenta territorio, opinión, impactos ambientales, aspectos e impactos sociales y
culturales, censo, generación de empleos, beneficios, medidas preventivas y/o mitigantes, control y vigilancia, consulta y audiencia pública
(ver anexo I).
En ese sentido, se tiene que de seis (6) Estudios de Impacto Ambiental, dos (2) corresponden al Municipio Autónomo Gran Sabana,
dos (2) al Municipio Autónomo Raúl Leoni y dos (2) al Municipio Autónomo Sifontes. La población indígena en esos municipios asciende a
13.051, 4.119 y 4.029 habitantes, respectivamente. Se ha de tomar en
cuenta que de esa población, se considera como fuerza de trabajo:
9.093, 2.928 y 2.863 indígenas respectivamente (Oficina Central de Estadística e Informática, 1993, cuadros 4 y 10).
De los tres (3) que tiene declaratoria de impacto ambiental (aun
cuando no se tomó en cuenta esta variable en el momento de la selección), dos (2) corresponden al Municipio Autónomo Sifontes y el otro
al Municipio Autónomo Gran Sabana.
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Los seis (6) respaldan sus derechos de realizar las actividades en
“Títulos Mineros” otorgados por el Estado Venezolano conforme a las
leyes y coinciden en realizar actividades minera de explotación.
El área total de cada título en hectáreas varía de 155 has. a 1.860
has. totalizando 5.580,6 has. establecidas todas en Áreas Bajo Régimen
de Administración Especial (A.B.R.A.E.), indicándose en sólo dos (2)
estudios, que existen comunidades indígenas. Los otros cuatro (4) ignoran que existan tales comunidades. Para establecer si una comunidad indígena se encuentra en el área sometida a explotación se tomó en
cuenta la percepción que tienen los indígenas de su territorio, que corresponde a un área de influencia ubicada generalmente alrededor del
asentamiento de las viviendas, donde han desarrollado, sin barreras
impuestas por el hombre, de manera tradicional y con orígenes ancestrales, actividades socio-económicas y simbólicas que fundamentan su
diversidad socio-cultural. Tal concepción no coincide con la percepción del no-indígena quien visualiza la tierra como una porción económica de mercadeo, y en consecuencia, limitada a porciones determinadas mediante el uso de linderos, dentro de los cuales se establece la
vivienda. Esto puede haber conducido a que se ignore la presencia de
una comunidad, conllevando a fundamentar la necesidad de que obliguen a los concesionarios a reconocer el concepto de tierras para los
pueblos indígenas.
Por su parte, dos (2) Estudios de Impacto Ambiental que reconocen la existencia de las comunidades indígenas, utilizan los datos aportados por el Censo Oficial efectuado a toda la sociedad venezolana
en 1990, del cual extraen información tanto indígena como no-indígena, teniendo como característica principal que ignoran la existencia del
Censo Indígena de 1992. La estadística de los Censos, es utilizada para
justificar la necesidad que tienen las comunidades indígenas de recursos económicos, y extrapolan los impactos sociales en positivos, en vista de que el proyecto generará “ empleo “ a la masa indígena. En ese
sentido, tres (3) Estudios de Impacto Ambiental señalan una estadística de censo, y recurren al término empleo como solución a la crisis social que atravieza el país, que junto a uno (1) más, suman los cuatro (4)
que indican la generación de empleos como beneficios sociales. El total de empleos es de 428 donde se cuenta mano de obra indígena y noindígena. Cabe observar, que la generación de empleos puede derivar
en impactos socio-culturales negativos que a corto, mediano y largo
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plazo incidan perjudicialmente sobre la comunidad, conllevando en
vez de beneficio, un detrimento social que viola los derechos indígenas,
ya que puede introducir conductas no acordes con la cultura indígena,
por ejemplo, el consumo de bebidas alcohólicas, cigarrillos, etc.
Todos los Estudios de Impacto Ambiental revisados, identifican,
describen y evalúan acciones degradantes del ambiente, volcándose a la
implementación de medidas preventivas y/o mitigantes. Se nota a simple vista, que los responsables de su elaboración centran sus investigaciones en el área minera y su incidencia ambiental, en sus vertientes de
suelo, agua, aire, flora y fauna, descartando la presencia del ser humano, y cuando lo toman en cuenta, ignoran al indígena.
Entre los que reconocen la presencia de comunidades indígenas,
uno (1) describe los impactos sociales y señala que son positivos, a pesar de ser el único que esboza con mayores detalles, los aspectos sociales y culturales de la comunidad; se desprende del texto en general que
intenta ser modelo de estudio de impacto ambiental levantado en comunidades indígenas, sin importar el respeto de los derechos humanos
de sus integrantes, quizás por desconocimiento de su existencia. Entre
los que no conocen la existencia de comunidades indígenas, dos (2)
realizan una descripción de impactos sociales en términos generales,
uno (1) indica que son negativos y el otro que son controlables. En
cuanto a las medidas preventivas y/o mitigantes de esos impactos en las
comunidades, el que indicó que son positivos implementa como medida el desarrollo de un programa social. El que arrojó impactos negativos “extrañamente” no indicó ningún tipo de medida. El último simplemente mencionó que la cultura indígena está vinculada con la actividad minera, a pesar de no señalar que existen comunidades indígenas
en el área del proyecto.
En cuanto al tratamiento de los Derechos Indígenas, de los dos
(2) Estudios de Impacto Ambiental que reconocen la existencia de comunidades indígenas, ninguno solicitó la opinión de las mismas, y como nota curiosa, se encontró uno (1) que sin indicar la existencia de
una comunidad indígena solicitó la firma de un acuerdo con un dirigente indígena y una capitana indígena. Se trata del mismo estudio que
describió impactos sociales negativos en la comunidad indígena, para
cuyo efecto elaboró un censo en el seno de la misma.
En ninguno se dio la posibilidad de efectuar la consulta pública
establecida en el Decreto 2.213 que contiene el Reglamento Parcial de
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la Ley Orgánica del Ambiente sobre Estudios de Impacto Ambiental.
Se conoce que ese hecho es reiterado en los Estudios de Impacto Ambiental. No se pudo tener una respuesta clara del órgano competente al
momento de redactar esta ponencia.
Uno (1) de los Estudios de Impacto Ambiental permite la vigilancia y control del proyecto por los organismos oficiales, sin embargo,
dicha vigilancia es de orden legal por cuyo motivo no puede ser reglamentada por el particular. Ninguno de los que reconoce la existencia de
una comunidad indígena declara que los indígenas participarán de manera directa o indirecta en el plan de vigilancia y control. Igualmente,
el que describe los impactos negativos y solicitó la opinión a representantes indígenas, no estableció la posibilidad de vigilancia y control del
proyecto por parte de la comunidad.
Se puede concluir, que los derechos indígenas no fueron tomados en cuenta por los responsables de los proyectos de actividades susceptibles de degradar el ambiente, y cuyo radio de acción está localizado en tierras de comunidades indígenas. Tal afirmación se infiere de los
seis (6) Estudios de Impacto Ambiental, descritos y analizados de manera sencilla en los párrafos precedentes.
La libre determinación y el derecho como minoría étnica de las
comunidades indígenas afectadas, no tuvo ninguna participación directa o indirecta en la evaluación de los Estudios de Impacto Ambiental, e incluso, se puede precisar que éstos derechos son desconocidos
por los responsables de los proyectos, al punto de no tomar en cuenta
tampoco el régimen de excepción establecido en la Constitución, ni
por los órganos competentes del Estado venezolano, corroborando una
vez más que no se reconocen los derechos de los indígenas en Venezuela, tanto por intereses particulares como por la misma desidia e ignorancia de los funcionarios del Estado.
5. Aplicabilidad de los derechos indígenas en las autorizaciones administrativas para actividades susceptibles de degradar el ambiente
La Ley Orgánica para la Ordenación del Territorio, a pesar de ser
de reciente promulgación (1983), se aparta de los lineamientos actuales concebidos en pro del derecho indígena. El indígena es tratado como un elemento más del ambiente, cuya existencia estará supeditada a
la composición de zonas de reserva de biosfera.
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Dicha ley ha sido concebida para promover y regular la distribución razonada de los asentamientos humanos, actividades económicas
y sociales y el desarrollo físico-espacial, teniendo como una de las principales metas la descentralización y descongestionamiento de las grandes urbes del país, incentivando el éxodo hacia zonas geográficas despobladas.
Si la redistribución de la población se hace en tierras de influencia tradicionalmente ocupadas por los indígenas, alejadas de las ciudades e internadas en las zonas fronterizas del país donde todavía no han
llegado las invasiones, y no se toman oportunamente medidas para reconocer y velar por los derechos que éstos tienen sobre las mismas, así
como dotarlos de conocimientos y medios para contrarrestar y combatir esa redistribución, se pondrá en peligro dichas poblaciones indígenas.
En ese sentido, cualquier actividad destinada a realizarse en territorios con ocupación tradicional indígena, que se implemente y ejecute obviando la existencia de la comunidad, sin que los entes públicos encargados de hacer cumplir las normativas ambientales hagan esfuerzos para conocer y dejar establecida la opinión de la comunidad,
estará violando con su omisión el derecho que tienen las mismas de decidir sobre actos que les afectan, implementando de esa manera situaciones discriminatorias.
Es por ello, que el órgano administrativo debe agotar los esfuerzos tendientes a procurar la opinión de las comunidades indígenas con
basamento tanto en el régimen de excepción como en los derechos de
libre determinación y de minorías étnicas. consecuentemente, deben
recurrir a todos los procedimientos establecidos en las leyes procedimentales ordinarias, para verificar los hechos que puedan constituir
impactos sociales sobre dichas comunidades, e incluso, solicitar de las
autoridades u organismos rectores de la política indigenista del Estado,
documentos, informes o antecedentes que estime necesarios y convenientes para instruir el expediente.
Para poder prever, mitigar o evitar los impactos negativos derivados de actividades como la minería, ganadería, industria forestal,
construcción de represas hidroeléctricas, agricultura, entre otras, es necesario que los organismos competentes verifiquen previamente la
existencia de comunidades indígenas en las áreas sometidas a la influencia de esos procesos, para lo cual deberán exigir a los responsables
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de los proyectos, que establezcan los aspectos sociales y culturales de la
comunidad, y a partir de ello, las implicaciones y efectos que sobre ellos
tenga, a fin de poder proponer las alternativas viables, así como las medidas preventivas y/o mitigantes acordes científicamente con la diversidad socio-cultural de la respectiva etnia.
Sin embargo, son los pueblos indígenas quienes se esfuerzan por
hacer valer sus derechos, por omisión, desidia, ignorancia, discriminación o represión de muchos funcionarios de los órganos públicos. Así
es reiterado por los indígenas en los foros regionales, nacionales e internacionales. La defensa de los derechos indígenas exige la búsqueda
de mecanismos que les permitan intervenir activamente y de manera
asertiva en la evaluación de los Estudios de Impacto Ambiental, de manera que puedan tener información sobre las situaciones a generarse y
hagan conocer sus opiniones sobre las mismas.
Una fórmula sería el financiamiento para equipos interdisciplinarios, que se ocuparían de realizar las evaluaciones, objeciones y observaciones técnicas, científicas y jurídicas, atendiendo a los intereses
de los pueblos indígenas afectados, partiendo de la relación entre el
ambiente y las sociedades indígenas, con el derecho de desarrollar su
vida dentro de aquél, permitiendo de esa forma, equilibrar al indígena
con los derechos que tienen los demás elementos como el suelo, la flora, la fauna, el agua, el aire, etc.
El informe del equipo interdisciplinario se consignaría en el Ministerio del Ambiente y de los Recursos Naturales Renovables, para
que conjuntamente con el Estudio de Impacto Ambiental, se sometan
a las evaluaciones a que haya lugar. No se puede negar, que al permitir
que se tomen en cuenta otras posiciones y visiones sobre las actividades del proyecto, se lograría que el ente administrativo avance hacia el
cumplimiento de los derechos indígenas; y a la vez, lo cual constituye
la fundamentación principal se desarrollaría el principio de libre determinación de los pueblos indígenas, respondiendo al régimen de excepción. De esta manera, se podrá tomar decisiones basadas en estudios
objetivos y sin posibles tintes discriminatorios.
Sus integrantes abarcarán el conocimiento de las ciencias como
la ingeniería, en sus múltiples especialidades: Geología, forestal, agronomía, química; biólogos, ecólogos, sociólogos, abogados, antropólogos, y carreras afines con los Estudios de Impacto Ambiental. Es importante señalar, que el antropólogo surge como una necesidad mani-
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fiesta ante las demás profesiones, por cuanto está destinado a precisar
los valores culturales y sociológicos de las etnias, variables específicas a
las cuales no se les ha otorgado el valor intrínseco y extrínseco que tienen para los pueblos indígenas. En casi idéntico fin, el sociólogo y el
abogado abordarán desde sus ámbitos de estudios, los aportes significativos para explicar el ser y el deber ser de los derechos indígenas. El
equipo debe reunir las características cualitativas de la evaluación, y no
detenerse únicamente en los aspectos cuantitativos del proyecto.
La organización y dependencia administrativa de esos equipos
interdisciplinarios, necesariamente deben estar supeditadas, controladas y supervisadas por las organizaciones indígenas, que tengan la suficiente capacidad para gerenciar el proceso, y sean reconocidas regional, nacional y/o internacionalmente, como paladines de lucha de los
derechos de los pueblos indígenas. Ello, por cuanto existen organizaciones incipientes lo que podría derivar en una pérdida de recursos
económicos y humanos.
En Venezuela, la implementación legal de esos equipos interdisciplinarios está abierta, por cuanto existen en el mencionado Decreto
2.213, la posibilidad de que los interesados puedan hacer sus observaciones o comentarios, de forma escrita, con basamentos técnicos, científicos y jurídicos.
Se puede asimismo, establecer programas y talleres de educación
ambiental técnica y jurídica, para capacitar a los representantes y líderes indígenas en la naturaleza, fines, objetivos y procedimientos de evaluación de estudios de impacto ambiental, donde se les haga conocer
los elementos técnicos, científicos y jurídicos, que les permitan tener
basamentos serios a fin de hacer conocer sus opiniones y observaciones
en las audiencias públicas, destinadas a la revisión y consulta de los
mismos.
Dichos conocimientos, les servirán igualmente en la revisión de
los Estudios de Impacto Ambiental que se encuentren en los Centros de
Documentación del Ministerio del Ambiente y de los Recursos Naturales Renovables, donde tendrán una fuente indispensable para conocer y detectar elementos y factores que pudieran aplicar a casos determinados, y que hasta ahora no han podido utilizar, primeramente por
desconocer que son documentos de uso público, y segundo, por no poseer las herramientas adecuadas para interpretar los datos contenidos
en dichos estudios.
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Agregado a ello, les permitirían el lenguaje adecuado para hacer
sus planteamientos escritos ante los organismos competentes, con lo
cual se asegura en gran medida, que sean acogidos y respetados por éstos con la seriedad que ameritan.
Recordemos que una de las principales características del Régimen de Excepción como una vía legal para la aplicación de los derechos
humanos de los indígenas, constituye la posibilidad de que los indígenas puedan tomar parte en los asuntos trascendentales que les conciernan, y en ese sentido, los esfuerzos de todos los entes públicos y privado, nacionales e internacionales y organizaciones no gubernamentales,
deben estar encaminados a la materialización de tan importante derecho, cuyo reconocimiento internacional es el principio de la libre determinación consagrado en el Convenio 169.
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NOTAS SOBRE LA CUESTIÓN DE
TIERRAS Y DE RECURSOS NATURALES
DE LOS INDÍGENAS EN COLOMBIA

Roque Roldán Ortega
Brevísima descripción general del país
Colombia, con una superficie total de 1.141.748 km2, se halla
distribuida, desde el punto de vista de las características salientes de su
territorio, en cinco grandes regiones naturales: la del Pacífico, al Occidente, con tierras que vierten sus aguas a la cuenca del citado Océano;
la Región Andina y de Valles Interandinos, correspondientes a los espacios centrales del país, que se extienden en una prolongada faja que va
del Sur hacia el Nororiente; la Orinoquia u Orinoquía, que cubre las
grandes sabanas que se extienden desde la Región andina hacia el
oriente y límites con Venezuela; la Amazonía, que avanza desde la Región Andina cubriendo todo el territorio Sur del país, y limitando con
las repúblicas del Ecuador, Perú y Brasil; y la Región Caribe, que abarca todas las tierras bajas del Norte del país en la vertiente del Océano
Atlántico. Según su organización político-administrativa, Colombia se
encuentra distribuida en 33 departamentos. De sus 35 millones de habitantes, algo más de un 90% se encuentra asentado en las tierras que
forman las regiones Caribe y Andina y Valles interandinos. El resto de
la población del país se ubica en los diez departamentos que conforman las regiones Orinoquia y Amazonía, en el departamento del Chocó sobre el Pacífico y en la parte costera de los departamentos del Valle, Cauca y Nariño, sobre esta misma vertiente. En términos de su extensión, las Regiones Andina-Valles Interandinos y la Caribe, cubren
cerca de un 30% del territorio nacional.
Como parece explicable, las dos primeras regiones, Andina y Caribe, presentan un mayor grado de articulación a la economía de mercado, mientras las regiones Orinoquense, Amazónica y Pacífica man-
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tienen un relativo grado de atraso en el crecimiento económico. En armonía con lo dicho, en las dos primeras, los recursos naturales renovables de flora, fauna, suelo y aguas, han sido drásticamente afectados,
mientras en las tres últimas hay un mayor grado de conservación e intangibilidad de dichos recursos.
Breve descripción de la Región Amazónica
La Amazonía colombiana cubre una superficie total equivalente
a 403.348 km2, y corresponde, en el mapa de la división político administrativa del país, a seis entidades territoriales con el carácter de Departamentos: Amazonas, Caquetá, Guainía, Guaviare, Vaupés y Putumayo. Tomando en consideración que la superficie total del país es de
1.141.748 km2, se determina que la Amazonía representa, en términos
de porcentajes, aproximadamente un 35% del total de dicha superficie.
En forma comparativa con otros países que comparten la cuenca Amazónica, Colombia posee cerca del 8% de esta última. En la Amazonía colombiana predominan las condiciones físicas de alta precipitación
(2.500 a 4.000 mm), de altas temperaturas (media de 25°C), humedad
superior al 80% y suelos muy pobres que no soportan las tecnologías
de producción empleadas en otras regiones del país1. No obstante sus
limitaciones climáticas y de suelos, para Colombia su Región Amazónica constituye una parte muy importante de su patrimonio territorial,
pues representa cerca del 61% de los 53 millones de hectáreas de bosques que posee el país, 70% de los bosques no intervenidos y uno de los
ecosistemas más diversos del mundo.
Casi hasta mediados del presente siglo, la Amazonía Colombiana fue una región marginada y olvidada. Con la adopción de la Ley de
Reforma Agraria y la creación del Instituto Responsable de ejecutarla
en 1961, se impulsaron programas de colonización semidirigida que
pretendía incorporar a la economía agraria del país amplios territorios
de la Amazonía. La política agraria de los años 60, puso en la más delicada situación a los pueblos indígenas amazónicos de los espacios definidos como zonas abiertas a la colonización en el piedemonte. El impacto inicial fue el de la drástica reducción de los territorios indígenas,
especialmente del sector de indígenas vecinos a los frentes de colonización y, como era de esperarse, significó cambios drásticos en las bases
de su economía, ruptura en sus formas de organización y graves pro-
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blemas de desnutrición y de salud, cuando no fue ocasión de la emigración forzosa y la dispersión total de los grupos2.
Población y poblamiento indígena en Colombia
Según datos del Departamento Nacional de Planeación, DNP,
hay en Colombia 603.000 indígenas pertenecientes a 81 pueblos que
representan algo menos del 2% de la población total nacional. Según la
misma fuente, estos pueblos, “con características socioculturales diversas, desarrollan actividades que van desde la caza, recolección, pesca y
horticultura itinerante, predominantes en regiones de selva, sabana y
desierto tropical, hasta actividades de economía campesina como agricultura y pastoreo de ganado, correspondientes a la zona andina; actividades que en algunas comunidades se complementan con explotaciones mineras a nivel artesanal y con actividades de comercio y trabajo asalariado estacional”. El desarrollo económico del país y los cambios de orden político y económico, han incidido también en estas poblaciones que han ido incorporando muchos de los valores y modos de
vida del resto de la población nacional. No obstante, se hablan aún cerca de 60 lenguas indígenas en Colombia y, aún en pueblos que han perdido sus lenguas, se mantienen en gran parte los sistemas de organización social y de gobierno, se conservan los esquemas de reciprocidad y
de intercambio como eje de funcionamiento de su economía y se mantienen en mayor o menor grado las cosmovisiones de cada cultura que
le dan cohesión a los diferentes componentes de sus sistemas de vida y
de manejo de sus territorios.
La población indígena amazónica, según la información disponible, alcanza un total de 72.822, lo que en porcentajes representa el
12% de la población indígena total del país y el 0.2% de la población
del país. Por razón de su pertenencia étnica, los indígenas de la Amazonía Colombiana se distribuyen en 53 grupos, con un promedio de
1.374 personas por grupo. El 54% de los grupos tienen una población
inferior a los 500 habitantes, un 28% presenta cifras superiores a los
1.000 habitantes, y solamente un 11% de tales grupos presenta volúmenes de población superiores a los 5.000 individuos. Las mayores concentraciones de grupos étnicos se encuentran en los departamentos del
Amazonas, que tiene 26, y El Vaupés, que cuenta con 19.
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No obstante su bajo volumen demográfico, en relación con la
población nacional, e incluso con la población indígena del país, se dan
factores de diversa índole que justifican la importancia atribuida a población indígena amazónica. Entre ellos, es necesario aludir al aporte
cultural de estos indígenas, parcialmente representado en la variedad
de conocimientos y tecnologías de manejo sobre su propio medio, ya
que conforman 53 grupos étnica y lingüísticamente diferenciados que
habitan y, por lo regular, aprovechan económicamente, las áreas útiles
de las terrazas que se extienden a todo lo largo de los grandes ríos de la
región. Una de las bases fundamentales de la economía y la alimentación de los indígenas amazónicos ha sido la yuca, de la que poseen y
aprovechan muchas variedades y que cultivan, con otros muchos productos nativos y algunos introducidos (como el plátano, la caña y algunos frutales), en un modelo de chagras o huertas de gran complejidad,
adaptado a las condiciones ecológicas del medio.
Entre la población indígena amazónica de Colombia se observa,
además y por encima de las distinciones étnicas y geográficas, una diferenciación marcada, resultante del grado de afectación que han sufrido sus espacios tradicionales de uso por efecto de la colonización y
otras expresiones de la presencia foránea, entre indígenas vecinos a las
avanzadas externas e indígenas distantes de las avanzadas externas. Las
consideraciones que sustentan un reciente programa oficial “para el
Desarrollo y conservación de la Amazonía” en Colombia, apuntan que
aproximadamente unos 16.000 (22.22%) entre los indígenas amazónicos colombianos, se hallan localizados en las áreas más drásticamente
afectadas por los fenómenos de la colonización y la acción extractivista en general, especialmente en los frentes que avanzan sobre tierras del
Guainía por el norte, el Guaviare y el Caquetá sobre el sector noroccidental, el Putumayo en su zona central, y Amazonas en el extremo sur,
en límites con Brasil y ribera del Amazonas3.
Un fenómeno nuevo que ha venido a constituir un serio elemento de perturbación en la vida de las comunidades, en especial en el quebrantamiento de su economía, sus formas de organización doméstica y
política comunitaria y su dominio territorial, ha sido el avance del narcotráfico impulsado por gentes forasteras que invaden espacios indígenas para el establecimiento de cultivos ilícitos e, incluso, comprometen
a las propias comunidades, vinculándolas en esta actividad. También,
en algún grado, y especialmente en los departamentos del Putumayo y
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del Guaviare, la presencia de grupos insurgentes ha motivado un clima
de zozobra entre muchas comunidades indígenas, afectadas por la presencia y las confrontaciones de los destacamentos armados.
Reconocimiento legal de tierras
Un 80% de los indígenas Colombianos, según los datos oficiales,
tienen legalizada su ocupación territorial. La forma de reconocimiento
hecha por el Estado es el Resguardo, una figura jurídica que entraña
para los indígenas la plena propiedad sobre la tierra. Hay en el país en
la actualidad 408 resguardos. Las áreas entregadas en propiedad a los
indígenas hasta hoy suman un total aproximado de 28.000.000 de hectáreas, lo que representa un 24.52% de la superficie del país.
No obstante esta cifra significativamente alta, persisten entre las
comunidades graves problemas de tierras: núcleos numerosos que ocupan tierras sin título en áreas de colonización; comunidades que carecen en absoluto de tierra y otras, con resguardo o sin él, cuyas áreas son
claramente insuficientes; comunidades que ocupan tierras del Fondo
Nacional Agrario que aún no han conseguido la transferencia del dominio de dichas áreas, no obstante la existencia de claras normas legales que así lo determinan; comunidades cuyas tierras tradicionales, entregadas o no como resguardos, han sido definidas legalmente por el
Estado como parques naturales o puestas bajo otras modalidades de
áreas protegidas con fines de defensa del medio ambiente; y se da, para señalar solamente otro problema, el de muchos resguardos que se
encuentran parcialmente ocupados por gentes no indígenas, muchas
de ellas dedicadas a la actividad de los cultivos ilícitos.
En la Amazonía colombiana, distribuida desde el punto de vista
político-administrativo en los departamentos del Amazonas, Guaviare,
Guainía, Putumayo y Vaupés, con una superficie total de 403.348 km2,
el Estado colombiano ha reconocido legalmente a los pueblos indígenas el pleno dominio de buena parte sus territorios tradicionales o, al
menos, de una parte de ellos. En este propósito, se ha concretado, entre grandes, medianos y pequeños, la creación de un total de 94 resguardos que suman un total de 206.906 km2. Esta última cifra corresponde, en porcentajes, al 51.3% del territorio amazónico colombiano
total, y representa el 73.9% de la totalidad de la tierra entregada legalmente a los indígenas colombianos. Con estos resguardos se han aten-
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dido las demandas de tierra de un total de 56.263 indígenas amazónicos. 16.516, equivalente en porcentaje al 22.7% de la población indígena total de la región, carecerían aún del dominio sobre la tierra, según
las cifras del D.N.P.
Régimen legal sobre tierras y materias complementarias
Normas que garanticen los derechos territoriales:
A pesar de las frecuentes contradicciones que, a lo largo de la vida republicana en Colombia, se han registrado en el manejo legal de la
cuestión indígena, en este país ha sido reiterada la voluntad de reconocer a los pueblos indígenas que han ocupado territorios en regiones de
selva o de sabana, y en general tierras baldías o fiscales, el derecho a obtener del estado el reconocimiento del pleno dominio colectivo sobre
ellas. Así aparece acreditado en diversos ordenamientos legales del pasado y del presente siglo. Como fundamentos actualmente vigentes de
este reconocimiento, se puede hablar de normas de origen nacional y
normas de origen internacional.
Entre las normas de origen nacional, se tiene que hacer mención,
en primer lugar, por su jerarquía, de la Constitución Nacional adoptada en 1991 que, en su artículo 63, estatuye cómo “las tierras comunales
de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico
y los demás bienes que determine la ley, son inalienables, imprescriptibles e inembargables”. Esta disposición, a su turno, se apoya e inspira en
la del artículo 7o. del mismo ordenamiento que señala al Estado la función fundamental de reconocer y proteger “la diversidad étnica y cultural de la Nación colombiana”. En un segundo orden debe hacerse mención, entre otras disposiciones, de los artículos 12 (numerales 9 y 18),
31 (numeral 1o.) 38 (literal b), 69, 85 y 86, de la última Ley Agraria (No.
160 de 1994) en virtud de los cuales no sólo se renuevan las atribuciones del Instituto de Reforma Agraria, para la adjudicación de tierras a
las comunidades indígenas en forma de Resguardos, sino que tales atribuciones se hacen más claras y hacen también más explícitas las facultades para afectar tierras y mejoras de propiedad privada con dicho fin
y con el fin de sanear los resguardos ya existentes, para devolverlos libres de ocupación extraña a sus legítimos dueños. Igualmente se reafirma el carácter gratuito que deberán tener todas las transferencias de
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tierras a los indígenas y la prohibición de adjudicar a particulares no
indígenas, las tierras que han constituido espacios tradicionales de las
comunidades indígenas. Dignas también de mención en la nueva Ley
Agraria son las medidas que extienden a las antiguas reservas territoriales indígenas la condición constitucional de territorios étnicos y las
que señalan la obligatoriedad de reconocimiento en propiedad a sus
ocupantes tradicionales de las áreas tradicionales de las poblaciones indígenas cazadoras y recolectoras que aún practican algún tipo de nomadismo.
Como normas de origen internacional, acogidas por el Estado
colombiano, conviene aludir fundamentalmente a las disposiciones
adoptadas en las últimas décadas por la Organización Internacional del
Trabajo -OIT-, para la protección de los derechos de las poblaciones indígenas. Por virtud de la Ley 31 de 1967, Colombia ratificó el Convenio 107 de 1957 en cuyo artículo 11 se dispuso la obligación de “… reconocer el derecho de propiedad colectivo o individual, a favor de los
miembros de las poblaciones en cuestión (indígenas) sobre las tierras
tradicionalmente ocupadas por ellas”. Echando mano de esta norma, se
dio en gran parte la fundamentación para la entrega de tierras a los indígenas amazónicos colombianos, desde 1967 hasta finalizar la década
de los años 80. En el año 1991, Colombia ratificó por medio de la Ley
21, el nuevo Convenio de la OIT, número 169 de junio de 1989, que actualizó y, en buena parte, reformó, fortaleciéndolas, las disposiciones
del Convenio 107 en materia de tierras. De acuerdo con los artículos 13
y 14 del Convenio 169, en efecto, entre otras responsabilidades en esta
materia, los gobiernos tienen las de “…respetar la importancia especial
que para las culturas y valores espirituales de los pueblos interesados
reviste su relación con las tierras o territorios”, se hace indispensable
aceptar que el “término tierras deberá incluir el concepto de territorios,
lo que cubre la totalidad del hábitat de las regiones que los pueblos interesados ocupan o utilizan de alguna manera”, y “deberá reconocerse a
los pueblos interesados el derecho de propiedad y posesión sobre las
tierras que tradicionalmente ocupan” y “tomarse medidas para salvaguardar el derecho de los pueblos interesados a utilizar tierras que no
estén exclusivamente ocupadas por ellos, pero a las que hayan tenido
tradicionalmente acceso para sus actividades tradicionales y de subsistencia”.
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Las señaladas disposiciones, de origen nacional e internacional,
no sólo constituyen el fruto de un largo proceso de reclamaciones, esfuerzos y ensayos del Estado y las comunidades indígenas, sino que se
encuentran sancionadas y considerablemente justificadas y aclaradas,
en sus objetivos y su cobertura, por una larga cadena de pronunciamientos constantes de los altos tribunales de justicia, que, en el contexto de la legalidad colombiana, representan doctrina de imprescindible
consulta para la interpretación y aplicación de las leyes.
Normas de procedimiento para el reconocimiento territorial
A partir del inicio de los programas de titulación colectiva de tierras a las poblaciones indígenas en desarrollo de las normas de Reforma Agraria, es decir aproximadamente en 1966, por lo menos durante
16 años, las adjudicaciones de estas tierras se hicieron a título de simple usufructo, bajo el criterio de que la ocupación comunitaria o colectiva indígena de la tierra constituía una fase temporal de vida de estos
pueblos, que, con el paso del tiempo y la acción integradora del Estado,
entrarían a recibir asignaciones individuales o familiares, según el modelo de propiedad civil generalizado en el País.
Hacia fines de la década de los años setenta (70), los requerimientos de las propias comunidades indígenas y los cuestionamientos
hechos por el equipo de trabajo responsable de los estudios para las adjudicaciones en el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria -INCORA-, al modelo de transferencia de tierras a los indígenas, llevaron al
Ministerio de Agricultura y a la Junta Directiva del nombrado Instituto a revisar la política y a señalar la conveniencia de que, en adelante,
las adjudicaciones de tierras a las comunidades indígenas se hicieran en
propiedad plena bajo la figura jurídica de Resguardo, una forma de
propiedad que regía para los supérstites territorios indígenas delimitados durante la Colonia y que se regían por un ordenamiento del año de
1890 (Ley 89).
Durante el período comprendido entre 1961 y 1986, las adjudicaciones realizadas por el Estado Colombiano a favor de indígenas se
adelantaron exclusivamente con fundamento en las normas sustantivas
de reforma agraria entonces vigentes (arts. 29 y 94 de la Ley 135 de
1961) y del Convenio 107 de la OIT (art. 11), sin apoyo en un procedimiento escrito especial. El trámite acogido de hecho por el Instituto
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Colombiano de la Reforma Agraria -INCORA- representaba el cumplimiento de los siguientes pasos:
1.

2.

3.

4.

5.

6.

7.

Realización de una visita a la Comunidad solicitante por una comisión de funcionarios del Instituto (abogados, topógrafos, antropólogos, etc.), que adelantaba un estudio sobre las condiciones económicas, sociales, culturales del grupo, y, sobretodo, de
las circunstancias en que este último se hallaba en relación con
la tierra. En dicha visita se adelantaba, con participación de la
comunidad y de sus autoridades, la delimitación tentativa del territorio indígena y se elaboraba un croquis del mismo.
Con la información de terreno, los comisionados rendían a la
Subgerencia Jurídica del Instituto un informe y proporcionaban
a la Oficina de Ingeniería los elementos de juicio para la elaboración de un plano técnico del territorio.
Con los materiales anteriores y los demás con que contara el Instituto, sobre la comunidad interesada, se formaba por la Secretaría Jurídica del Instituto un expediente que pasaba a estudio de
la División de Adjudicación de Tierras.
Si la División de Tierras encontraba ajustados al derecho la solicitud de la comunidad y los trámites adelantados, enviaba el
proceso en consulta a la oficina de Indígenas del Ministerio de
Gobierno, para que se pronunciara sobre la viabilidad jurídica y
la conveniencia social de la adjudicación de la tierra.
Si el criterio de la División de Asuntos Indígenas era negativo, se
procedía por el Instituto (División de Adjudicación de Tierras) a
enmendar los errores o a subsanar los vacíos, y si fuere el caso, a
archivar definitivamente el expediente. Si el concepto era positivo, se entraba a preparar el proyecto de resolución de adjudicación que contemplaba una parte motiva y una parte resolutiva.
El proyecto por la División de Adjudicación de Tierras pasaba a
la Subgerencia Jurídica del Instituto, para su presentación a la
Junta Directiva, organismo que procedía a su estudio y a impartir su aprobación o reprobación.
Aprobado el texto de una nueva resolución constitutiva de un territorio Indígena (reserva o resguardo), pasaba a consideración
de la Presidencia de la República para su sanción ejecutiva. Este
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8.

requisito fue suprimido cuando se inició la entrega de tierras bajo la modalidad de resguardo.
Finalmente, el acto o los actos constitutivos de transferencia de
la tierra eran publicados en el Diario Oficial y en la cabecera municipal a la cual pertenecía el nuevo territorio adjudicado. Además, la resolución o resoluciones eran inscritas en la Oficina de
Registro de Instrumentos Públicos y Privados del distrito correspondiente.

En el año de 1988, a raíz de la expedición de la Ley 30 de ese año,
que introducía modificaciones al Ordenamiento Agrario Nacional, el
Gobierno creyó conveniente fijar un régimen escrito para el trámite de
las adjudicaciones o titulaciones a indígenas y expidió el Decreto No.
2001 de 28 de septiembre. Este decreto recoge, con ligeras variantes, el
procedimiento no escrito que se había hecho usual en los años anteriores de la Reforma Agraria. Este procedimiento no sólo contempla lo
concerniente a la adjudicación de tierras consideradas como “baldías”,
sino la adjudicación de superficies adquiridas en compra por el Estado
a particulares, con destino a indígenas; e, igualmente, la conversión de
las primeras adjudicaciones hechas por el Estado, bajo el título precario de reservas, en resguardos, de acuerdo con la política trazada en las
leyes. Aunque en el año 1994 vino a adoptarse en Colombia una nueva
Ley Agraria (No. 160 de 1994) que, como vimos, introdujo algunos
cambios importantes en la legalidad hasta entonces vigente sobre territorialidad indígena, aún no han sido expedidos los ordenamientos reglamentarios que determinen nuevos procedimientos en esta materia.
No está demás señalar que, en virtud del nuevo Convenio de la
OIT sobre poblaciones indígenas (169 de 1989), adoptado por Colombia a través de la Ley 21 de marzo 4 de 1991, el reconocimiento legal de
tierras a los indígenas no debe ser de la simple propiedad (o titularidad) sino, además, de la posesión, lo que representa el compromiso de
asegurar que las comunidades indígenas entren de manera efectiva a
gozar de las tierras que les pertenecen.
Normatividad en materias complementarias al reconocimiento y entrega
legal de las tierras indígenas:
- Recursos naturales:
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Existe en Colombia una legislación relativamente amplia, no
siempre coherente, en materia de recursos naturales, renovables y no
renovables, que cubre los aspectos de propiedad, uso y aprovechamiento, cuidado y defensa de los mismos. Al considerar y presentar esta gama de materias, en su relación con los territorios de las comunidades
indígenas, se puntualizan algunas observaciones de interés prioritario.
Como preámbulo a toda otra consideración, conviene señalar que la
nueva Constitución Política del año 91 no sólo le asigna una gran trascendencia al manejo de los recursos naturales en general, sino que, en
lo tocante con los recursos de los territorios indígenas, le otorga a las
comunidades dueñas de tales áreas un amplio espacio de participación
en la toma de decisiones que tienen que ver con su cuidado y administración. En efecto, la nueva Carta Política, en el título II “De los Derechos, las Garantías y los Deberes”, desarrolla el Capítulo 3, entre los artículos 78 y 82, consagrado a los derechos colectivos y del ambiente, entre cuyas normas se impone la forzosa referencia al artículo 80 cuando
dice que “El Estado planificará el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales, para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución”. Y en lo que concierne a recursos de
los territorios indígenas, el artículo 330, de una parte, atribuye a los
consejos administrativos de las entidades territoriales indígenas la función y responsabilidad de “velar por la preservación de los recursos naturales”, y, de otra, dispone que “La explotación de los recursos naturales en los territorios indígenas se hará sin desmedro de la integridad
cultural, social y económica de las comunidades”, y que “en las decisiones que se adopten respecto de dicha explotación, el Gobierno propiciará la participación de los representantes de las respectivas comunidades”.
- Recursos naturales renovables:
Al hablar de la propiedad de esta clase de recursos en los territorios indígenas, se registran diferencias en el tratamiento jurídico, según
el tipo y la calidad del recurso. Como norma general, podría apuntarse que en Colombia, la condición de propietario con pleno dominio de
un globo de tierra, dentro de la legislación civil, entraña la propiedad
de los recursos de suelos y de flora. En desarrollo de estos principios, es
claro que al haberse reconocido a las comunidades y pueblos indígenas

128 / Derechos Indígenas

la condición de plenos propietarios de los territorios que ocupan, con
títulos escriturarios e incluso con posesión tradicional, se concluye que
también acreditan pleno dominio del recurso de suelos y de bosques
existentes en los espacios cubiertos por las propiedades de que son titulares.
En lo que concierne a los recursos de aguas, fauna silvestre y fauna acuática, el asunto no está suficientemente claro. Estos recursos, en
efecto, al tenor de lo establecido, entre otras disposiciones, por los artículos 677 del Código Civil; 80, 248 y 267 del Decreto Ley 2811 de 1974;
6o. del decreto 1608 de 1978; y 4o. del Decreto 1681 de 1978, son de dominio de la Nación. Sin embargo, no debe olvidarse que todas estas disposiciones fueron expedidas antes de ser aprobada la nueva Constitución Política del año 91 y antes de ser acogido como ley de la República el Convenio Internacional de la OIT sobre pueblos indígenas (Convenio 169 de 1989, ratificado por la Ley 21 de 1991), ordenamientos
ambos que, además de sancionar el derecho de propiedad patrimonial
de los indígenas sobre sus tierras, le asignan a éstas la condición de territorios étnicos, inembargables, imprescriptibles e inenajenables, y le
otorgan a las poblaciones indígenas la condición de grupos étnicos y de
pueblos. En su conjunto, estas disposiciones que, entre otras consideraciones, se fundamentan en la de que los indígenas han ejercido sobre
sus tierras una posesión histórica, ancestral, están señalando que estas
áreas representan una condición esencial para su supervivencia y que el
dominio sobre ellas se extiende, por fuerza, a los recursos con los cuales han proveído y demandan seguir proveyendo a sus requerimientos
como sociedades diferenciadas de la sociedad nacional a la que pertenecen. Sin hacer explícitas las razones o fundamentos de su pronunciamiento, la Corte Constitucional, en fallo reciente, señala a las comunidades indígenas dueñas de tierras como dueñas también de los recursos naturales existentes en ellas4.
Al hablar del uso y/o aprovechamiento de los recursos naturales
renovables de los territorios indígenas, por no existir normas que dispongan cosa distinta, habría que deducir que los pueblos o comunidades indígenas tienen en sus espacios territoriales las mismas opciones y
limitaciones que rigen para los propietarios particulares de tierras. Tales opciones y limitaciones se encuentran señaladas en el texto del Decreto Ley 2811 de 1974 (ordenamiento central en materia de recursos
naturales) y en los decretos que lo desarrollan. Arriesgando una gene-
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ralización, podría señalarse, como norma general en relación con estos
recursos, que los indígenas tienen la capacidad discrecional de uso,
cuando se trata de proveer a las necesidades básicas de su supervivencia como personas y como grupo, sin la exigencia de obtener licencias,
permisos o concesiones gubernamentales. Pero, tratándose de usos o
aprovechamientos que representen perspectivas de explotación comercial y por consiguiente modificaciones significativas en el estado de los
recursos, deberán someterse a los requisitos establecidos para los propietarios de tierras en general. Aunque no existen normas explícitas sobre esta materia, y precisamente por esta carencia, les son aplicables las
normas generales. Así por ejemplo, en materia de pesca, sin duda alguna esta actividad practicada por individuos o comunidades indígenas,
se regirá por lo previsto en el artículo 275 del Decreto 2811 de 1974 que
obvia todo permiso para ella; y la caza adelantada por indígenas o comunidades de indígenas, se regirá por la norma del artículo 31 del Decreto 1608 de 1978 que también excluye la condición de los permisos.
Dos observaciones más parecen imprescindibles. Una se refiere
a la exclusividad del derecho de uso y aprovechamiento de los recursos
naturales renovables de los territorios indígenas, en beneficio de los titulares del dominio sobre dichos territorios. Tal exclusividad se establece de manera concluyente en el artículo 221 del Decreto 1608 de 1978,
cuando se trata de la actividad de la caza, al apuntar que “en los resguardos o reservaciones indígenas sólo podrán cazar los aborígenes de
los respectivos resguardos o reservaciones…”. No se dice igual cosa de
la pesca y del aprovechamiento de las maderas y demás recursos o frutos del bosque. Aún bajo el régimen de la Constitución anterior, no era
necesaria una norma similar a la vista para poder también afirmar el
derecho de exclusividad para los indígenas en el uso de las maderas y
los frutos del bosque, por la indiscutible propiedad que sobre este recurso han tenido los indígenas propietarios de tierras. Tampoco parece que fuera necesaria en estricto derecho una disposición relativa a la
exclusividad del derecho de los indígenas a la pesca en las aguas de sus
territorios (por lo menos en los de resguardos), considerando la condición que aún bajo regímenes constitucionales anteriores han tenido tales espacios como propiedades de carácter colectivo, inembargables e
imprescriptibles y excluidos en absoluto de la aplicación de las leyes generales de la República, en virtud del régimen de excepción que los rige (Ley 89 de 1890, art. 2o.). Hoy bajo el nuevo orden constitucional en
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materia de indígenas, a cuyas proyecciones se aludió al hablar de la propiedad de los recursos de los territorios indígenas, no parece sobrevivir
duda alguna sobre la exclusividad en el derecho de uso que apareja para sus dueños la titularidad sobre sus territorios.
La segunda observación se refiere a los derechos de los indígenas
en el uso de los recursos en territorios que revisten la doble condición
de tierras indígenas y áreas protegidas. De manera particular, se hace
referencia, porque en la práctica representa tal vez la única eventualidad en la que se registra la concurrencia de ambas figuras jurídicas, al
caso de los territorios indígenas (resguardos o no) que han sido legalmente constituidos total o parcialmente como parques naturales. Y
acerca de este caso, cabe señalar como premisa que la compatibilidad
entre reservas indígenas y parques nacionales naturales, de que habla el
artículo 7o. del Decreto 622 de 1977, no es viable tratándose de resguardos. Tal compatibilidad se daba y se da con las reservas porque éstas no entrañan la propiedad sobre la tierra para los indígenas. Tratándose de resguardos, no sería viable tal compatibilidad, porque resultaría improcedente predicar de un mismo territorio una doble titularidad en su dominio, teniendo en cuenta que el resguardo implica la propiedad en cabeza de los indígenas, y que, en los términos del artículo
335 del Decreto Ley 2811 de 1974 y del artículo 9o. del decreto reglamentario 622 de 1977 (que hacen expropiables las tierras y mejoras de
propiedad privada incorporadas en áreas de parques y que dan a estos
espacios la condición de “zonas de utilidad pública”), los territorios de
parques nacionales naturales no pueden ser sino del dominio de la Nación. Sobre la base de esta última evidencia jurídica, y siendo obligatorio y no discrecional para el Estado el reconocimiento del derecho de
propiedad de los indígenas en las tierras tradicionalmente ocupadas
por ellos, parece que en el evento de concurrencia de títulos de resguardo y parque sobre un mismo globo de tierra, tendría prevalencia el título del resguardo que excluiría cualquier otra alternativa de dominio.
Y en tales condiciones es claro que sobre estas áreas, en lo concerniente al uso y aprovechamiento de los recursos naturales renovables, los
indígenas tendrían las mismas atribuciones que tienen de ordinario en
sus territorios. Las observaciones de este punto y de los que con él se
relacionan, tienen gran interés tomando en consideración el hecho de
que en la Región Amazónica, el Estado colombiano ha definido, con el
carácter de parques naturales y reservas naturales nacionales, un total
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de 9 grandes territorios que cubren una superficie superior a las
5.700.000 hectáreas. La totalidad de estos espacios, según las investigaciones arqueológicas realizadas, fueron territorios indígenas ancestrales; y en la actualidad, por lo menos en cinco de tales áreas, algunas comunidades indígenas mantienen asentamientos económicos y culturales5.
Al hablar de administración de los recursos naturales renovables de los territorios indígenas, conviene apuntar que, desde el punto
de vista legal, este asunto ha tenido un cambio drástico entre el modelo vigente hasta junio de 1991 y el que se acogió en el texto de la Constitución Política adoptada en los citados mes y año. Bajo la vigencia del
modelo anterior, las comunidades indígenas, como cualquier propietario particular de un predio, tenían su capacidad de manejo y administración condicionada por entero a las orientaciones que pudieran impartir y decisiones que pudieran tomar los organismos o instancias gubernamentales responsables de ejercer control y vigilancia sobre la
conducta de los particulares en el manejo de los recursos. De manera
específica, al menos desde el punto de vista formal el INDERENA, las
Corporaciones Regionales y las autoridades administrativas locales, según los lugares y los asuntos, tenían la responsabilidad total de decisión. Aunque en los términos del artículo 1o. del Decreto Ley 2811 de
1974, “El ambiente es patrimonio común” y “el Estado y los particulares deben participar en su preservación y manejo que son de utilidad
pública e interés social”, el mismo ordenamiento, en el Título II, entre
los artículos 44 y 46, define la “actividad administrativa relacionada
con los recursos naturales” como una labor eminentemente pública.
Con la creación que hace la nueva Constitución de las llamadas Entidades Territoriales Indígenas, como organismos político administrativos, investidos de atribuciones que comprenden la de “Velar por la preservación de los recursos naturales”, podría decirse que las propias comunidades asumen la función estatal directa y primordial de administrar sus propios recursos, sin que ello signifique que tal función haya
perdido su carácter público, ya que en el nuevo orden constitucional las
llamadas Entidades Territoriales Indígenas (o Etis) han entrado a formar parte de la estructura político-administrativa del Estado.
-

Sobre recursos mineros y recursos no renovables en general, en
Colombia, como en la totalidad de los países amazónicos, el Es-
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tado se reserva el dominio. La nueva Constitución Política del
país, en efecto, establece en su artículo 332 que “El Estado es propietario del subsuelo y de los recursos naturales no renovables,
sin perjuicio de los derechos adquiridos y perfeccionados con
arreglo a las leyes preexistentes”. Sin embargo, el Código Minero
actual (Decreto Ley 2655 de 1988) y su decreto reglamentario en
materia de recursos mineros de territorios indígenas (No. 710 de
1990) determinan un amplio poder de los pueblos indígenas en
el ejercicio del control sobre las eventuales explotaciones de minerales en sus territorios, para reclamar el derecho preferencial
de su aprovechamiento, salvo cuando se trata de los llamados
minerales estratégicos (carbón, sal y minerales radiactivos), e incluso para objetar por razones culturales o económicas serias las
actividades extractivas.
Existe en Colombia, como en los demás países del Continente,
una legislación petrolera independiente de la legislación minera general. Las normas de la primera no hacen referencia a las actividades de
exploración y explotación de petróleos que puedan cumplirse en territorios indígenas. Sin duda esto representa un serio vacío, considerando
el potencial de perturbación y daño que comporta regularmente este tipo de empresas y considerando las inevitables posibilidades de afectación de comunidades indígenas que podrán suscitarse en el futuro sobre la considerable superficie de territorio que estas tienen hoy bajo su
dominio (cerca de 30 millones de hectáreas). No existiendo en la legislación petrolera del país esta normatividad especial sobre recursos de
esta índole en territorios indígenas, creemos que, de conformidad con
las disposiciones generales de interpretación y aplicación de la ley que
rigen en Colombia6, la carencia podría ser resuelta, tratándose en el caso del petróleo de uno de los llamados recursos estratégicos, dándole
aplicación a las disposiciones del Código Minero, con las salvedades
que, para el caso de este tipo de minerales traen las disposiciones del artículo 125 del Decreto 2655 de 1988 y el artículo 15 del Decreto 710 de
1990.
Por lo demás, el fundamento de estas disposiciones mineras sobre indígenas, que ha sido el de asegurar que el eventual aprovechamiento de recursos en los territorios indígenas se haga sin mengua de
su integridad cultural, económica y social y asegurando la participa-
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ción de las comunidades en la toma de decisiones, fue acogido de manera categórica y clara en el texto de la nueva Constitución Política, al
señalar en el parágrafo del artículo 330: “La explotación de los recursos
naturales en los territorios indígenas se hará sin desmedro de la integridad cultural, social y económica de las comunidades indígenas. En
las decisiones que se adopten respecto de dicha explotación, el Gobierno propiciará la participación de los representantes de las respectivas
comunidades”. En el mismo sentido de la norma constitucional, el artículo 15 del Convenio 169 de 1989 (Ley 21 de 1991) señala que “Los
derechos de los pueblos interesados (indígenas) sobre los recursos naturales existentes en sus tierras deberán protegerse especialmente. Estos derechos comprenden el derecho de esos pueblos a participar en la
utilización, administración y conservación de dichos recursos”. Y añade que “en caso de que pertenezca al Estado la propiedad de los recursos minerales o recursos del subsuelo, o tenga derechos sobre otros recursos existentes en las tierras, los gobiernos deberán establecer o mantener procedimientos con miras a consultar a los pueblos interesados,
a fin de determinar si los intereses de esos pueblos serían perjudicados
y en qué medida, antes de emprender o autorizar cualquier programa
de prospección o explotación de los recursos existentes en sus tierras.
Los pueblos interesados deberán participar siempre que sea posible de
los beneficios que reporten tales actividades, y percibir una indemnización equitativa por cualquier daño que puedan sufrir como resultado
de esas actividades”.
Gobierno interno y participación
-

En cuanto a espacios de participación de que puedan hacer uso
las comunidades indígenas, como tales, en la vida pública, debe
señalarse que en Colombia, antes de la Constitución Política
adoptada en 1991, las comunidades indígenas estaban regidas
fundamentalmente por un estatuto especial del siglo pasado (la
Ley 89 de 1890). En esta ley se les otorgaba la capacidad de darse sus propias formas de gobierno interno, eligiendo los llamados cabildos indígenas, organismos compuestos por varios
miembros de la comunidad respectiva que asumían la administración interna de los grupos, de manera especial en lo tocante
con la distribución y administración de las tierras comunales y
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la adopción de medidas policiales menores para el mantenimiento del orden interno. Estos cabildos tenían el reconocimiento estatal como entes públicos de carácter especial, es decir como
organismos articulados a la estructura político-administrativa
del país. Como órganos de gobierno y de representación de las
comunidades, los cabildos tenían la doble función de dirección
de las comunidades y de participación, en nombre de éstas, en
asuntos externos a la vida comunitaria aunque siempre ligados a
la defensa de los intereses del grupo. Hay que anotar que si eran
cortas las atribuciones de gobierno interno de los cabildos, más
cortas aún eran sus funciones externas, como que prácticamente se limitaban a representar el grupo ante los poderes estatales o
ante terceros (particulares), para formular reclamaciones, cuando los derechos del grupo habían sido vulnerados o existía riesgo manifiesto de que llegaran a serlo. Pero ni en el terreno de la
toma de decisiones estatales de carácter administrativo que pudieran afectarlas, ni mucho menos en el campo del acceso a los
órganos de representación popular, las comunidades indígenas
tuvieron, antes de la Constitución Política del 91, ninguna posibilidad de participación con apoyo en disposiciones legales.
La Constitución del 91 estableció pautas muy claras de participación ciudadana en el manejo de los asuntos públicos. En desarrollo
del principio fundamental contenido en los artículos 1o. y 2o., que define a Colombia como “un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizado, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en
el respeto de la dignidad humana…”, y que le señala al Estado, entre sus
fines esenciales, el de “facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica social, política, administrativa y cultural de la nación…”, se adoptaron otra serie de normas que
abren amplios espacios y oportunidades a los habitantes del país y a las
comunidades que éstos conforman, para intervenir, de manera directa
o indirecta, en la gestión de los asuntos que comprometan de alguna
manera el interés público. Esta opción de participación se quiso hacer
particularmente explícita para ciertos sectores tradicionalmente marginados en la toma de decisiones, entre ellos las comunidades indígenas.
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Espacios concretos abiertos a los indígenas para la participación,
adicionales a los que tienen a disposición como todos los colombianos,
se hallan en el campo político, cuando la Constitución, en los artículos
171 y 176, abre a los grupos indígenas y a los grupos étnicos en general, la posibilidad de llevar sus propios representantes al Congreso de la
República, a través de circunscripciones especiales; en el campo de la
administración y gobierno de sus propios territorios, cuando les otorga a éstos últimos, en virtud de lo señalado en el artículo 286, la condición de entidades territoriales de carácter político administrativo con
autonomía, derechos y funciones que aparecen señaladas en normas
posteriores (arts. 287, 329, 330, 339, 340, 341, 342, etc.); y se encuentran en el conocimiento y sanción de los asuntos jurisdiccionales que
llegaren a suscitarse entre indígenas en el seno de las propias comunidades indígenas, como lo determina el artículo 246 de la Constitución
Política al dar vida a la jurisdicción especial indígena para que sea ejercida, por las propias “autoridades de los pueblos indígenas”, dentro de
los lineamientos legales que han de definirse.
El Desafío de la explotación de recursos forestales y mineros
En muchos de los territorios indígenas colombianos, se adelanta, frecuentemente con violación de las normas legales y amenaza de la
estabilidad, la tranquilidad y la vida de las poblaciones nativas, la extracción de recursos forestales y mineros. Apenas por vía de ejemplo se
procede a relacionar enseguida algunos de los casos que a nuestro juicio revisten una mayor gravedad:
Las explotaciones forestales y mineras del Pacífico
El largo y selvático territorio designado en Colombia como “Corredor del Pacífico”, que se extiende entre las vecinas Repúblicas de Panamá al Norte y Ecuador al Sur, ha representado tradicionalmente para el país una importante reserva de maderas finas y de minerales preciosos. La extracción de unas y otros en el pasado hizo de estos espacios una especie de colonia interna que era entregada en concesiones
por el Estado a empresas nacionales o extranjeras. Pero las explotaciones de maderas y minerales, por las dificultades de transporte y la inclemencia del clima muy húmedo y tropical, no llegaron a tener mag-
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nitudes extremadamente grandes. En la medida en que estas limitaciones han sido superadas con la apertura de vías, el acopio de dispositivos de salud y la aparición de tecnología más flexibles para la extracción de los recursos, esta última se ha ido convirtiendo en una verdadera amenaza para la vida de las poblaciones indígenas y de comunidades negras, y para el mantenimiento del ecosistema que caracteriza a
toda la región.
Diversas iniciativas del gobierno central y de los Gobiernos regionales vecinos, buscan afanosamente impulsar la construcción de
vías carreteables de acceso a la región. Algunas ya se encuentran en
marcha y otras en proyecto. En forma paralela con estas obras y proyectos ha ido el ingreso, con permisos legales y sin ellos, de mineros que,
con maquinaria liviana, avanzan en el arrasamiento para la extracción
del oro. Pese a la expedición de nuevas normas en defensa del medio
ambiente, continúan de otra parte otorgándose permisos y licencias de
explotación a empresas nacionales que extraen enormes volúmenes de
madera de alta calidad. La acción de unas y otras empresas quebrantan
seriamente la vida de las poblaciones indígenas y negras, porque dañan
los suelos, contaminan las aguas, ocasionan la desaparición de la fauna,
reducen los espacios de uso agrícola de indígenas y campesinos y afectan drásticamente el medio ambiente, ocasionando daños a la vida de
los habitantes en su salud y en las posibilidades de supervivencia.
La explotación de oro en la Amazonía
Desde hace aproximadamente una década, viene incrementándose en diversas regiones de la Amazonía Colombiana la afluencia de
mineros que buscan y explotan yacimientos auríferos en territorios
amazónicos. Muchos de estos yacimientos se encuentran en territorios
indígenas, lo que ha significado para estas poblaciones el enfrentamiento de los problemas que la presencia masiva de agentes externos
ocasiona entre las comunidades: pérdida de la tranquilidad, rapto de
mujeres de las malocas indígenas, robo de los productos de sus sementeras, envenenamiento de las aguas con los residuos tóxicos de los procesos de limpieza del oro, reducción de sus espacios de uso y muchos
más.
Alentados por el ejemplo de los advenedizos, muchos indígenas
se han incorporado también a estas actividades mineras, con graves
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consecuencias para la vida de las comunidades, en ruptura de la vida
de familia, descomposición de las personas que se vinculan a este tipo
de actividades, conflictos internos por poder en los organismos tradicionales de gobierno.
Dignos de mención, además de otros, son los centros mineros:
del Taraira en el Amazonas, al Nororiente del río Apaporis, en territorios limítrofes entre Brasil y Colombia, donde llegaron a concentrarse
hasta tres mil rebuscadores de fortuna, con gravísimas consecuencias
para las poblaciones indígenas y para la protección del ecosistema
amazónico, sin que ninguno de los gobiernos de Colombia y Brasil, llegase a tomar medidas que procurasen solución al problema; de la Serranía del Naquén, en el Departamento del Guainía, donde han confluido, en territorios del gran Resguardo Indígena, mineros colombianos y garimpeiros del Brasil, a la explotación de oro, sin que llegaran a
ponerse en marcha las medidas legales de protección para impedir el
daño social, cultural y económico en la vida de las comunidades indígenas, que de hecho se ha venido ocasionando.
Explotaciones mineras en la Zona Andina:
Como un ejemplo de los casos más inquietantes de explotaciones mineras en territorios indígenas, puede mencionarse el caso de Industrias Puracé, una empresa de capital colombiano y norteamericano,
dedicada a la explotación de azufre en tierras de los Indígenas Coconuco, del Departamento del Cauca, al Sur del país. La presencia de esta
Compañía a través de casi medio siglo en el ámbito de ese territorio indígena, ha dejado una honda secuela de deterioro en las tierras del Resguardo, hoy por hoy inaprovechables en un alto porcentaje como efecto de los sistemas antitécnicos de extracción y transporte del material.
Reiterados esfuerzos de los indígenas, como dueños del territorio y como trabajadores de la empresa, han fracasado en sus intentos de hacer
más técnica la explotación del azufre y su transporte, de asegurar una
compensación justa a los inmensos daños sufridos en su patrimonio
territorial como efecto de los errores y fallas técnicas cometidos por la
empresa, y de negociar un sistema de remuneración justo para los trabajadores indígenas. Como resultado de sus movimientos reinvindicatorios se han concretado y suscrito algunos acuerdos entre la Empresa
y los indígenas representados por su Cabildo y su sindicato. Sin embargo, las informaciones que dan los indígenas aseguran que a ninguno de
tales acuerdos se ha dado cabal cumplimiento.

138 / Derechos Indígenas

Explotaciones mineras en la Región Caribe
Se puede mencionar entre los proyectos mineros de esa Región,
porque sin duda es el de mayor impacto entre la población indígena
que la ocupa, el gran proyecto de explotación carbonífera del Cerrejón,
que se adelanta en la Península de la Guajira, en el extremo Nororiente del país, casi en límites con la República de Venezuela. Aún no se ha
hecho una evaluación detenida y técnica sobre el impacto de la labor
que, desde hace cerca de dos décadas viene realizando, el consorcio de
una multinacional (la Exxon-Intercol) con el Gobierno Colombiano
(Carbocol), entre la población indígena Wayú que ocupa tradicionalmente el territorio de la Península. Se tienen indicios muy serios, sin
embargo, de que el desarrollo de este gigantesco proyecto, cuyo cumplimiento ha resultado ruinoso para el Estado y la Sociedad colombianos, ha traído también serios problemas a la Sociedad Indígena. No hace más de dos años, para señalar un solo indicio, la Corte Constitucional al decidir en consulta sobre un recurso de tutela interpuesto por los
indígenas, encontró que los sistemas antitécnicos de extracción y transporte del carbón venían ocasionando gravísimos daños en la salud de
las poblaciones indígenas de la Región. Útil y necesario sería precisar
los avances que la presencia de las empresas del carbón han ocasionado en la vida económica, social y cultural de estas mismas poblaciones.
La actividad petrolera
En interés de dimensionar mejor el impacto actual y las proyecciones del aprovechamiento de recursos naturales en territorios indígenas, conviene aludir brevemente a lo que ha venido sucediendo en los
territorios indígenas afectados por la presencia de las Compañías petroleras. Baste para el efecto señalar algunos casos de la historia reciente y dos de la actualidad, entre las varias experiencias enfrentadas por
los indígenas colombianos en sus relaciones con las empresas petroleras.
-

Entre las experiencias del pasado cabe mencionar dos casos: el de
los indígenas Carares de la Región de Barrancabermeja en tierras
vecinas al río Magdalena, cuyos indígenas, según las referencias
históricas disponibles, desaparecieron como efecto de las activi-
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-

dades de la Standard Oil of New Jersey en poco más de dos décadas a partir del momento en que dicha multinacional inició
actividades en la zona; y el caso de la llamada Concesión Barco,
en la región llamada del Catatumbo, al norte del departamento
de Santander, en límites con Venezuela, cuyos trabajos de exploración y explotación, durante décadas, fueron paralelos con una
guerra sin cuartel contra el Pueblo Motilón Barí que ocupaba el
territorio, poniendo en serio riesgo las posibilidades de supervivencia del mismo.
Entre las experiencias recientes, los casos más conocidos son: el
de la Región del Medio Putumayo, en la frontera con El Ecuador,
donde han actuado la Texas Petroleum Company y Ecopetrol en
tierras tradicionales de los indígenas Inga, Siona y Kofán; el de la
Kelt, asociada de Ecopetrol, en sus actividades del Municipio de
Orocué, sobre la margen izquierda del río Meta, en el Departamento de Casanare, con trabajos adelantados en tierras de las
Comunidades Indígenas Sáliva; el de algunas empresas, contratistas de Ecopetrol y de alguna compañía extranjera asociada,
que pretendían penetrar a cumplir actividades de exploración
sísmica en territorios de los indígenas Nukak del Departamento
del Guaviare, tal vez el pueblo más tradicional de los que sobreviven en Colombia; y el caso de los trabajos de la Occidental de
Colombia en el llamado Bloque Samoré, en la región limítrofe
de los departamentos de Santander, Arauca y Boyacá, donde se
encuentra el territorio tradicional de los U’WA, últimos sobrevivientes de los chibchas, que han hecho público su rechazo al ingreso de esta compañía señalando como una violación de su territorio sagrado.

Tal vez por sus efectos ya perceptibles, el primero de los casos señalados, el del Putumayo, parece el de mayor gravedad y riesgo actual.
Los indígenas Inga y Kofán, ocupantes tradicionales de los Valles de los
ríos Guamuez, Orito, Quebrada La Hormiga y otros afluentes del río
Putumayo, se encuentran hoy privados de la casi totalidad de sus territorios. Han perdido las fuentes tradicionales de subsistencia de la cacería y de la pesca. Han perdido sus formas tradicionales de gobierno interno. Y, como única opción de vida han tenido que optar por sumar-
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se a la gran masa de campesinos que se dedican a la actividad de los cultivos ilícitos.
Las opciones indígenas frente a la realidad actual
No están muy claras tales opciones ni para el Estado que frecuentemente hace pública su voluntad de apoyo a los pueblos indígenas, ni para los propios pueblos indígenas que, de manera extremadamente sorpresiva, han visto cambiar las condiciones de su vida en el pasado y se han tropezado con fuerzas desconocidas que les amenazan.
Pero, sin duda, habrá dos factores que tendrán un peso significativo en
la posibilidad futura de enfrentar las actuales dificultades: estos factores son el de los instrumentos jurídicos de que puedan disponer en el
futuro y el grado de coherencia y solidez que logren darle a sus organizaciones representativas.
-

-

En lo concerniente al primer factor, en Colombia se han registrado importantes avances en los últimos años, especialmente con
la adopción de normas constitucionales muy claras y algunos logros en los ordenamientos especiales sobre régimen de la actividad minera. También se han concretado algunas disposiciones
de interés en la protección de los recursos naturales renovables.
Sin embargo, se mantienen grandes vacíos. La Constitución Nacional del 91 aún no ha tenido ningún desarrollo en sus ordenamientos sobre pueblos indígenas. En la legislación forestal se
mantienen grandes contradicciones e incoherencias con los ordenamientos sobre indígenas. La legislación petrolera desconoce
en absoluto la existencia de pueblos indígenas como sociedades
con derechos especiales. Y podrían señalarse, de la misma índole, muchos otros vacíos o carencias.
En lo concerniente al factor de la Organización, representa sin
duda un motivo de satisfacción y esperanza el avance conseguido por los pueblos indígenas colombianos en las últimas décadas. Sin embargo, lo cierto es que hasta hoy la mayoría de los esfuerzos organizativos han estado orientados a la concreción de
derechos fundamentales, como la tierra, la educación y la salud,
frente al Estado. La experiencia de manejo de relaciones con
grandes empresas que se mueven con el interés del lucro es bas-
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tante reciente y ha tomado a la mayoría de estas organizaciones
por sorpresa. Las mismas experiencias de negociación de los Estados Suramericanos con las grandes empresas han sido regularmente una larga historia de fracasos y daños para los países. Los
pueblos y comunidades indígenas parecen abocadas a redefinir
en parte sus esquemas organizativos pensando en la perspectiva
de adecuarlas para enfrentar con éxito las relaciones con toda la
gama de empresas que extraen recursos de sus territorios.
NOTAS
1
2
3
4

5
6

Departamento Nacional de Planeación -DNP- Documento 2545 -UDT, agosto 1
de 1991.
Departamento Nacional de Planeación -DNP- “Política para el Desarrollo y
Conservación de la Amazonía”. Documento citado, pág. 5.
Departamento Nacional de Planeación -DNP-, “Política para el Desarrollo y
Conservación de la Amazonía”. Documento citado anteriormente.
El pronunciamiento de la Corte Constitucional dice: “El reconocimiento del derecho de propiedad colectivo de los resguardos (CP art. 329) en favor de las comunidades indígenas comprende a la propiedad colectiva de éstas sobre los recursos naturales renovables existentes en su territorio. Lejos de usurpar recursos
de la Nación, el acto de disposición de bienes baldíos para la constitución de resguardos indígenas es compatible con el papel fundamental que estos grupos humanos desempeñan en la preservación del medio ambiente” (Corte Constitucional, Sentencia T-380/93, M. P.).
INDERENA - “Nuevos Parques Nacionales de Colombia”, Edic. Inderena, Bogotá, 1990.
Estas normas señalan, entre otras pautas, la que trae el artículo 8o. de la Ley 253
de 1887, relativa a la llamada aplicación analógica de la Ley, y según la cual
“Cuando no hay ley exactamente aplicable al caso controvertido, se aplicarán las
leyes que regulan casos o materias semejantes, y en su defecto, la doctrina constitucional y las reglas generales de derecho”.

LA SITUACIÓN DE LAS MINORÍAS
ETNICAS EN LA AMAZONÍA
ECUATORIANA

Ramón Torres
Secoyas se han convertido al evangelio, aunque aún algunos ancianos mantienen las creencias ancestrales.
Para algunos Secoyas la actual situación de su pueblo les resulta
desfavorable, especialmente para los viejos y para otros que prefieren
mantener una forma de vida más parecida a la de sus ancestros. Frecuentemente, los viejos Secoyas, se quejan de vivir a orillas de un río
correntoso y de escasa pesca, recuerdan con gran nostalgia su vida en
Cuyabeno o en Huajoya, de hecho muchos jóvenes nacidos en el Aguarico no conocen el sabor del Paiche o del Tucunari. Por estos motivos,
desde un grupo de ancianos como: Cesáreo Piguaje, Delfín Payaguaje,
Belisareo Piguaje, Matilde Payaguaje y otros, ha nacido la idea de recuperar una parte de su territorio ancestral de Pë´quë´ya, donde poder vivir de una manera tradicional y poder transmitir sus conocimientos a
los jóvenes que deseen aprender, en un lugar alejado de la colonización
y lleno de historia y mitología de su pueblo.
Justificación
Importancia de proteger a las minorias étnicas de la Amazonía Ecuatoriana
De los grupos étnicos de la Amazonía Ecuatoriana, dos son mayoritarios, el denominado de los Jíbaros (Shuar, Achuar y Shiwiar) con
45.000 personas y el de los Quichuas con 70.000 personas. Estos dos
grupos acaparan todo el poder político dentro de las organizaciones
indígenas del Oriente, así como las relaciones políticas y económicas
con la sociedad mestiza ecuatoriana. Por otro lado, la gran mayoría de
los miembros de estas étnias, han abandonado los sistemas tradicionales de subsistencia y practican una agricultura de excedentes del tipo
mestizo.
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Los Sionas, Secoyas, Huaorani, Cofán y Záparo, constituyen
minorías sin representatividad y son oprimidas por las etnias mayoritarias o por los colonos. Sin embargo, estas minorías son depositarias
de una impresionante cantidad de conocimiento y sabiduría del medio
ambiente en el que viven y conservan idiomas, tradiciones y cosmovisiones desarrolladas durante milenios. En estos pueblos reposa el mayor conocimiento de la medicina natural y del uso de la biodiversidad.
Particularmente, los Secoyas son los habitantes ancestrales de un área
que incluye la Reserva Cuyabeno, donde se ha encontrado la diversidad
vegetal más alta del mundo (Korning 1992). Los ancianos de esta cultura son los conocedores máximos de este medio ambiente y en conjunto se los puede considerar una especie de megabiblioteca de los conocimientos de la biodiversidad, de la ecología y del manejo sostenido.
Todas las personas e instituciones preocupadas por la conservación y el
manejo sostenido de los bosques tropicales deben esforzarse en procurar que estos conocimientos se mantengan y se transmitan. Ayudar a la
supervivencia de estos pueblos es tarea de todos los que queremos, como el maestro ecuatoriano Benjamín Carrión, que el Ecuador sea un
país grande, talvez no en territorio, pero por lo menos en cultura.
Los derechos ancestrales de los secoyas sobre el río Pë´ quë´ya o Lagarto Cocha
Los Secoyas se pueden considerar como los únicos habitantes
ancestrales del río Lagarto Cocha, su presencia allí es evidente en su
historia y tradición oral así como en los relatos de misioneros y viajeros. Además de ser los únicos nativos de ese lugar, son los únicos que lo
han habitado, ya que después de que los secoyas abandonaron al río
ningún otro pueblo ha vivido en ese lugar.
Según Matilde Payaguaje, una anciana Secoya, sus abuelos vivieron en Lagarto Cocha y están enterrados en los alrededores de la laguna de Emuña (Inmuya). Cesáreo Piaguaje, dice que sus abuelos están
enterrados en la quebrada de Aguas Negras, en las cabeceras del río Lagarto Cocha. Otros informantes, como Toribio Piaguaje, Basilio Payaguaje, Erico Payaguaje dicen haber escuchado a sus padres y abuelos sobre su vida en Lagarto Cocha e inclusive ellos mismos han trabajado recogiendo Huansoca (Chicle) y caucho para su patrón Mauricio Leví, en
ese lugar. Todos los ancianos Secoyas, coinciden en que esta fue una de
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las áreas principales de vida de su pueblo y que fue abandonada a principios de siglo por las tensiones entre militares ecuatorianos y peruanos y talvez colombianos. Desde ese entonces nadie ha habitado regularmente este río.
Luego del conflicto armado de 1941 y de la posterior demarcación por el Protocolo de Rio de Janeiro, el río Lagarto Cocha se ha convertido en límite internacional entre Ecuador y Perú y una zona bajo
control militar.
Los Secoyas, consideran al río Lagarto Cocha como su territorio
ancestral y que no lo abandonaron por propia voluntad, sino por la
presión derivada de la conquista, la explotación de su tierra y de su
gente por parte de los Anques (Gente Blanca). Además, dicen con orgullo, que a pesar de que en casi ochenta años, nadie ha vivido allí, que
en ese río no se ha enterrado muerto que no sea Secoya ni se ha parido niño que no sea Secoya.
El río Pë´quë´ya, está presente en la historia y mitología Secoya
de manera muy intensa. Leyendas como la del poderoso Shamán traidor Sionse, quien según la historia oral Secoya, ayudó a los portugueses contra los secoyas y que sólo pudo ser vencido por un Shamán Secoya de Pë´quë´ya o el mito* de Ñacomasira, la boa tuerta de dos cabezas tienen su orígen en este río. Los ancianos secoyas, mantienen una
extensa historia y tradición oral acerca de este río, con leyendas para
prácticamente cada laguna. Lo mismo se puede decir de su conocimiento geográfico y particularmente de los antiguos asentamientos de
sus ancestros. Matilde Payaguaje, a pesar de nunca haber vivido en Lagarto Cocha, reconoció por los relatos de sus abuelos el lugar donde estos habían vivido. Precisamente, en ese lugar cercano a la laguna de
Emuña (Inmuya), los secoyas han encontrado un toasa* (ver foto y significado mitológico anexo 1) posiblemente utilizado por los abuelos de
Matilde.
Problemas actuales que afectan a la cultura
La vida de los Secoyas está sufriendo una transición dentro del
proceso de una nueva adaptación, ya no a su medio natural, sino a la
influencia de afuera, estos gremios han sufrido en los últimos años
contactos a todo nivel.
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El desarrollo de pueblos cercanos a los territorios indígenas,
acentados en base a la economía del petróleo, brinda una forma de producción a miles de personas que vienen de muchas diferentes regiones
de nuestro país, algunos indígenas se han acoplado a esta forma de economía, vendiendo productos que la selva les ofrece. Han aprendido a
talar el bosque para monocultivos como el café y para extender pastizales, que sirven de alimento al ganado vacuno.
Pero la problemática nace con la explotación petrolera a partir
del descubrimiento de yacimientos petroleros, en gran parte de este territorio actual. Se debe señalar que esta actividad se la viene realizando
de una manera que ha afectado al medio ambiente y los habitantes de
esta región. La mala práctica en la extracción de este recurso ha vertido, a los principales ríos, desechos de producción desde hace más de 20
años. Actualmente el medio ha sido muy contaminado, en sus ríos no
se encuentran peces y esta agua no es apta para el consumo.
Por otro lado, vías de acceso han sido abiertas en la selva, para facilitar las operaciones de transporte de petróleo y el fácil acceso a estos
centros de producción. Estos caminos se convierten en receptores de
muchas personas que se asientan en estos lugares, este grupo de personas se denominan colonos e intervienen directamente en la alteración
del ambiente natural, estas vías han permitido un mayor acercamiento
de los nativos hacia los nuevos integrantes de este medio.
*

Leyenda se refiere a hechos históricos transmitidos por la historia oral con un fuerte simbolismo mientras que el mito es mucho más antiguo y no tiene origen histórico.

*

Soporte para las ollas de barro sobre el fuego, este utensillo es fabricado exclusivamente por los pueblos Tucano Occidentales,
adicionalmente estos toasa son los soportes de la tierra en la mitología Secoya.

La cultura Secoya se ve amenazada por esta influencia, prácticamente los colonos son sus nuevos vecinos, los indígenas han aprendido
muchas formas de vida occidentales, que por ser extrañas a este medio
sólo contribuyen a la aculturación del pueblo secoya.
Entre las actividades más devastadoras encontramos la tala indiscriminada del bosque, algunos indígenas han aprendido esta forma
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de explotación, sin embargo, su impacto en relación a la explotación
que realizan los colonos, es menor. Esta actividad está provocando que
la gente pierda la idea del valor real del bosque, productor de recursos
necesarios para la sobrevivencia.
Estas son algunas presiones, que llevaron a los Secoyas a pensar
en sus territorios ancestrales, donde ellos puedan luchar por mantener
su cultura “intacta” sin más influencia negativa.
Pë’ quë’ya o Lagartococha, se convierte en el lugar ideal para poder cumplir el deseo de este pueblo, que sueña con mantener su cultura.
Conflictos entre secoyas y otros grupos étnicos por el uso del río Lagarto Cocha en la actualidad
Las poblaciones indígenas más cercanas al lugar de construcción
de la casa son: la de Zancudo (Quichua) que se encuentra a 80 Km (Ver
mapa anexo 2) de distancia por río del lugar donde los secoyas piensan
construir sus casas, con una canoa de madera y motor de 40HP toma
un día entero de navegación llegar de un punto a otro debido a lo angosto, serpenteante y lleno de vegetación acuática flotante que presenta el río Lagarto Cocha. El costo de dicho viaje en gasolina es de
450.000 sucres ida y vuelta (100 gal de gasolina ligada a 4.500 cada galón). Esta distancia salva cualquiuer tipo de conflicto de comunidades,
a no ser de que una de ellas tenga una desmesurada ambición de territorio.

EL PERÚ
Y LOS PUEBLOS INDÍGENAS
en la nueva escena contemporánea

Christiam Beteta Menacho
Presentación
El Perú es uno de los más importantes escenarios de la cultura
indígena. El mayor porcentaje de su población originaria, algo más de
cinco millones de habitantes, se encuentra en la parte andina y en la
costa nucleadas en las denominadas Comunidades Campesinas, sin
duda la organización socio-económica más sólida y resistente de la sociedad peruana desde donde han surgido importantes acciones y cuestionamientos al sistema de tenencia de la tierra y las injusticias sociales, dando origen a corrientes de reflexión, acciones políticas y obras de
arte. Debo advertir al lector que no es sobre esta inmensa mayoría que
trata este texto.
El presente trabajo, se ocupa de los no menos significativos e importantes pueblos indígenas de la amazonía. El texto aborda referencias
al Perú, su espacio y organización humana, el desafío natural, la población, división política, rasgos vigentes de la sociedad peruana a finales
del siglo XX. Los pueblos indígenas su pasado y presente, las comunidades nativas, marco conceptual, número, territorio comunal, población, situación geográfica, proyectos de desarrollo, la emergencia ecológica en la amazonía, el impacto social y ambiental, el régimen legal,
general y específico, las normas internacionales, un enfoque crítico sobre la inversión privada en tierras, las demandas indígenas, los ejes
consensuales y un resumen.
Parafraseando al maestro decimos: volveremos a estos temas
cuantas veces nos lo indique el curso de nuestra investigación y nuestra polémica. Tal vez hay en estas notas el esquema, la intención de un
libro autónomo. Ninguna de estas anotaciones se encuentra terminada; no lo estarán mientras yo viva y piense y tenga algo que añadir a lo
por mí escrito, vivido y pensado.
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Perú: espacio y organizacion humana
El desafío natural
El territorio del Perú está situado en la parte centro occidental
del continente sudamericano y en la parte sub-oriental de la cuenca del
Pacífico. Tiene una extensión continental de 1´285.215,6 Km2, una línea costera de 3.079,5 Km, un dominio marítimo de 200 millas adyacentes a la costa y tres macro regiones naturales: La costa, que comprende el 10 % del territorio total; la sierra, constituida por el paso de
la cordillera de los Andes, que abarca el 31 %; y la Selva, o región amazónica, que abarca el 60 % del territorio nacional.
La configuración del territorio peruano ha sido profundamente
influenciada por las corrientes marinas del Pacífico, la fuerza tectónica
de elevada actividad sísmica, volcánica y glacial, y la cordillera de los
Andes, que al atravesar longitudinalmente su territorio origina diversidades fisiográficas y agroclimáticas que no hacen del Perú un país privilegiado para la actividad agrícola. La costa desértica con suelos salinos y grandes limitaciones de recursos hídricos, la sierra de topografía
agresiva y de extremos climáticos rigurosos con estrechos valles y la selva o amazonía, una amplia formación natural conocida como bosque
húmedo tropical que se inicia en los contrafuertes orientales de los Andes y se expande hacia el llano amazónico, con drásticas limitaciones de
suelos y con frágil equilibrio ecológico.
Sin duda, el Perú es uno de los países más diversos y heterogéneos del planeta, es un universo en síntesis.
La respuesta humana
El Perú hoy
Población:
Son alrededor de 22.5 millones de habitantes que se distribuyen
desigualmente en el territorio cuya diversidad y heterogeneidad dan lugar a formas variadas en los asentamientos. Se dan formas de máxima
dispersión familiar y caseríos de la selva baja u otras formas de asentamientos pequeños y dispersos rurales en la costa y sierra, hasta llegar a
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los asentamientos intermedios y mayores con su máxima expresión en
el área metropolitana de Lima-Callao.
División política:
Su extensa superficie está dividida en 24 departamentos, una
provincia constitucional, 179 provincias y 1.753 distritos.
La nueva situación social y política
Iniciemos este punto de nuestro trabajo preguntándonos: ¿ En
qué tipo de sociedad los indígenas tienen que afirmar y/o conquistar
sus derechos? Conviene llamar la atención sobre algunos rasgos nuevos
de la situación social y política que, desde nuestro punto de vista, se
precisa observar atentamente.
1. La Cambiante situación social
Desde tiempos muy remotos la sociedad peruana está signada
por una marcada pluralidad social, lo que la hace un universo multifacético donde la dinámica social es marcada y las clases sociales desarrollan una movilidad que tiene sus antecedentes en la década de los cincuenta. Al finalizar el siglo XX, tiene a Lima y a otras grandes ciudades
como las amazónicas de Pucallpa, Iquitos, Tarapoto absorviendo el capital humano de las incesantes corrientes de inmigración que fluyen
desde la región andina hacia la costa; o desde la costa y sierra hacia la
amazonía. Estas grandes corrientes migratorias circulan siguiendo diferentes rutas por todo el Perú.
No obstante, conviene remarcar que las profundas raíces culturales indígenas se mantienen, pero indudablemente, ya hay algo más
que esas raíces. La cultura aborigen resulta contra todos los vaticinios
y pronósticos de su desaparición, un medular y fuerte componente entre muchas otras influencias contemporáneas.
Hacen falta estudios que nos proporcionen una imagen dinámica del Perú en este complicado proceso social. Mucha razón tiene Manuel Scorza cuando afirma “creo que el Perú es un país poligonal, poliédrico; tiene varias caras: la cara criolla sobre la cual se ha instalado
toda clases de mentiras desde la Conquista, dividida en clases sociales;
la cara india sobre la cual no hay prácticamente noticias salvo las de
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Garcilaso, Guaman Poma, de Arguedas, de Alegría, y de otros entre los
que me incluiría yo. Hay la cara negra, la cara china, la cara selvática.
Todos estos países tienen diversos tipos de sensualidad, de moral, de actitudes ante el mundo”. (Manuel Scorza. Entre la esperanza y el desencanto, en Palabra viva, p. 89 T1).
Sobre comportamientos en el Perú de hoy, podemos decir que se
dan desde los heroicos y ejemplares en diversos campos que sin duda
mañana la historia absolverá y reconocerá; hasta los ambiguos (sobre
todo en la vigente clase política) que van desde el oportunismo y arribismo a la agresividad.
Cuando se trata temas indígenas, es correcto anotar estas características sociales para evitar que los mitos nos maten y así servir mejor a nuestros pueblos originarios respecto de los cuales, dijimos, son
raíz y destino en el Perú.
2. Rasgos de la situación política e institucional
Continúa vigente el asfixiante centralismo administrativo, resultando la institucionalidad del Perú de hoy obsoleta. Se impone la necesidad de la construcción de una nueva institucionalidad a partir del
carácter plural de la sociedad peruana, y la opinión y la acción conciente de los diversos sectores sociales hoy marginadas como las comunidades campesinas y nativas.
Las instituciones ejecutivas, legislativas, administrativas y judiciales han sido calco y copia de otras realidades; jamás respondieron a
la realidad diversa y plural de la sociedad peruana. Son honrosas las excepciones. Para el caso indígena que estamos tratando, cabe mencionar
en el campo de la administración de justicia a los Juzgados de Paz No
letrados, ejercidas por personas no profesionales en leyes, elegidas (en
el caso de las comunidades campesinas y nativas) por la Asamblea Comunal, postulada al Poder judicial, y nombrada por este organismo.
Por otra parte, el Fuero Privativo Agrario, creado en 1969 en el marco
del proceso de reforma agraria, y que funcionó como organismo jurisdiccional independiente encargado de resolver, con la categoría de cosa juzgada, los conflictos devenidos de la tenencia de la tierra inspirado en los postulados revolucionarios del Derecho Agrario Indoamericano y los principios del Proceso Contemporáneo que introdujo cambios sustanciales en la actitud y actividad de los jueces y consagró sin-
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gulares aportes al desarrollo del derecho y ha sentado la jurisprudencia
más creativa y audaz del país. Sólo en este fuero, las Comunidades de
indígenas ganaron litigios.
El fuero Privativo Agrario ha desaparecido en el contexto de la
política neo liberal y en aras de la “modernización” los litigios sobre tierras han retornado como en tiempos pasados al obsoleto Poder judicial
que jamás solucionó los conflictos sobre tierras de las comunidades indígenas.
3. Economía
En el Perú, (Como en toda America Latina) se implementa programas económicos que agreden la singularidad y especificidad de los
modos de producción y existencia de los indígenas. La población indígena ocupa los primeros lugares de pobreza, mortalidad, desnutrición y
enfermedades. Para un mejor conocimiento de la realidad del Perú se
impone una profunda renovación en los estudios de investigación en
materia indígena. No basta las descripciones cuantificadas cada vez más
precisas de los mismos. Esto no ha corrido paralelo con la elaboración
de un marco de análisis que permita reconocer la naturaleza de los problemas producidos en las relaciones de dependencias de los indígenas
con la sociedad exterior y del país con el exterior. Esa forma de analizar
la crisis, que se caracteriza por desvincular las dimenciones económicas
y políticas de la misma, ha conducido a generar, ciertamentemente
diagnósticos económicos cada vez más precisos pero al precio de la pérdida de un diagnóstico global y por tanto político sin el cual no es posible formular una acción nacional constante de apoyo a las demandas de
las comunidades campesinas y nativas (pueblos indígenas).
Pueblos indígenas
Pasado
Teniendo como escenario las características geofísicas y morfológicas descritas, difíciles para el desarrollo de grupos humanos y mucho más para el florecimiento de grandes culturas, los pueblos originarios del Perú realizaron grandes proezas, tuvieron el valor y la audacia
de vencer obstáculos y hacer de ámbitos totalmente inapropiados luga-
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res florecientes, con grandes poblaciones en óptimas condiciones de salud, educación y alimentación. Los altos niveles culturales y de organización alcanzados por múltiples y diversas culturas como Chavín, Tiahuanaco, Mochica, Wari, Chimu, Nazca, Paracas y el Incario, a los que
sumamos los pueblos amazónicos, así lo confirman.
Estos pueblos han dejado un gran legado. Quizá el más precioso
lo constituya el conjunto de enseñanzas que nos brindan, la solidaridad
comunal entre los miembros de la sociedad, algunas pautas de previsión social y, sobre todo, la planificación de un desarrollo económico
que se efectuó respetando a la naturaleza.
La práctica indígena por mantener un desarrollo equilibrado, es
milenaria. La llegada del sistema colonial español hace 500 años rompió un proceso de adaptación que no llegó a su madurez. Interrumpió
uno de los experimentos más avanzados de adaptación cultural a los
ecosistemás de la costa, sierra y selva. El uso y manejo que hacían los
pueblos indígenas de sus espacios, se vio invadido por prácticas que nada tenían que ver con las suyas. Vistos desde nuestro tiempo, los cristerios de suntentabilidad y/o sostenibilidad tan de moda en los últimos
años, eran la vida cotidiana de las poblaciones indígenas.
Presente
Los pueblos indígenas del Perú (como en muchos puntos de
América), han resistido la asimilación durante siglos, y aunque se hayan adaptado, permanecen separados y diferentes. Ante la creciente adversidad han consolidado sus costumbres y formas de vida. Ahora están exigiendo modos alternativos de desarrollo que sean aceptados por
su diversidad cultural.
Viven en zonas rurales y en territorios frágiles desde el punto de
vista ecológico. Aún conservan sus sistemas tradicionales de tenencia de
la tierra. La tierra y sus recursos representan la principal o la única fuente de subsistencia de esa población. La tierra constituye para los pueblos
indígenas la fuente de su identidad y origen como sociedades diferenciadas, junto con su lengua, leyes, instituciones y tradiciones propias.
Las Comunidades Campesinas y Nativas, que son organizaciones
sociales de los pueblos indígenas, reconocidos por la ley, expresan con
mayor propiedad, integralidad y vigor las opciones mayoritarias de la
población proveniente de las vertientes culturales Andina y Amazónica.
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Comunidades nativas
Definición
Las comunidades nativas son conceptuadas como organizaciones que tienen su origen en los grupos tribales de la selva y ceja de selva, constituídas por un conjunto de familias vinculadas por elementos
principales como idioma o dialecto, caracteres culturales y sociales, tenencia y usufructo común de un mismo territorio, asentamiento nucleado. Esta es la definición jurídica contenida en el DL 22175(Art. 8).
Conviene destacar que las constituciones políticas del Perú de
1920 y 1933, emplearon la denominación de comunidades indígenas
para referirse a las comunidades de sierra y costa. En 1974 el DL 20653
denominó comunidades nativas a las organizaciones básicas de los
pueblos amazónicos indígenas. Este dispositivo legal porta singular significación histórica: a) Es la primera ley en el Perú y el continente americano en reconocer a los indígenas de la selva o amazonía; b) A partir
de esta ley, se emprendió una amplia titularización de las tierras forestales indígenas.
Por las razones señaladas, en el Perú se designa a las comunidades
indígenas de la costa y sierra comunidades campesinas (Ley 17716, Art.
115); y comunidades nativas, a las ubicadas en la selva y ceja de selva.
Número
Se calcula un universo de aproximadamente 1.000 comunidades
nativas. De éstas, se tiene información a diciembre de 1993, de la inscripción de 928 distribuidas en 6 departamentos, en áreas correspondientes a selva y ceja de selva.
Territorio Comunal
De aproximadamente 1000 comunidades nativas, las demarcaciones de tierras y titulación favorecen a 760, que manejan una extensión de 2´248.811Has. tituladas en propiedad, y 840.284 Has. cedidas
en uso, cifras que hacen un total de 3´089.095 Has.
Queda un aproximado de 327 comunidades a beneficiarce por la
titulación de tierras.
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Se calcula que, de las 673 comunidades nativas que tienen tierras
de propiedad en uso, el 80 % carece de espacios suficientes que les permita ejercer sus actividades de subsistencia y que garantice su desarrollo autónomo reconocido por la Constitución y la legislación específica.
Población indígena amazónica
La población asentada en la amazonía peruana asciende a
1´972.000 habitantes, de los cuales el 11 % corresponde a la categoría
de población indígena: aproximadamente 250.000 personas. Esta población está compuesta por 13 diferentes familias lingüísticas que comprende a 64 pueblos indígenas. (Ver mapa).
La existencia de los pueblos indígenas, grupos culturales anteriores a la formación y constitución de los actuales Estados en sudamérica, hace que existan pueblos indígenas amazónicos peruanos de la misma identificación étnica en países vecinos.
Situación geográfica de la selva peruana
La selva peruana comprende una extensión de 75´594.588 Has,
aproximadamente el 60% del territorio nacional. Abarca la totalidad de
los departamentos de Loreto, Ucayali, San Martin y Madre de Dios, y
parte de los departamentos de Amazonas, Cajamarca, Huanuco, Pasco,
Junin, Ayacucho, Cusco y Puno.
Convencionalmente se divide en Selva alta o Ceja de Selva (rupa
rupa), que tiene como altitud máxima 1.000 y como mínima 400
m.s.n.m. Esta subregión se ubica en el flanco oriental de los Andes, se
desliza entre las últimas estribaciones andinas y su clima varía de ligeramente frío en la noche y en la mañana, a muy cálido en el día, entre
los 14 y 32°C, con precipitación pluvial que supera los 2.000 cm3; y en
selva baja o llano amazónico (omagua), con alturas de 400 a 80
m.s.n.m. El clima aquí es cálido, con temperaturas mínimas promedio
de 24°C a máximas de 40°C, sumamente húmedo y con violentas lluvias, sin alcanzar los volúmenes métricos de la selva alta.

Christiam Beteta Menacho / 157

GRUPOS IDIOMATICOS DE LA SELVA PERUANA
INSTITUTO LINGÜSTICO DE VERANO
A BASE DEL MAPA DE SELVICOLAS DEL PERU
COMPILADO POR EL DR. HUGO PESCE

Mapa 1
Grupos idiomáticos de la selva peruana
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La selva o amazonía presenta también como principal carascterística, sus ríos caudalosos. El Amazonas con su cuenca fluvial, es el
principal; en segundo término, está la cuenca del río Madre de Dios.
Todo este complejo de subregiones o pisos ecológicos, constituye el territorio amazónico peruano. Ecológicamente, pertenece a la categoría de trópicos húmedos de América del Sur, y funciona como un
delicado ecosistema.
Está determinado que sólo un 52 % del área es aprovechable,
mientras que el resto del bosque debe ser necesariamente mantenido
como zona de protección, al margen de todo uso directo. En relación
con las tierras aprovechables, según la clasificación por capacidad de
uso mayor, se tiene que el 2,7 % de los suelos de la amazonía puede ser
dedicado a agricultura intensiva, un 13 % puede soportar cultivos, y
otro 45 % permite explotación forestal y pastoreo, bajo ciertas formas
de protección.
Es en esos territorios donde viven y se desarrollan desde hace milenios numerosos pueblos indígenas.
Muchos de los espacios que actualmente ocupan los pueblos en
mención, contienen diversas riquezas naturales como fauna silvestre,
recursos primarios y secundarios del bosque, peces, minerales, bellezas
históricas y paisajistas. A lo señalado, debemos destacar que los indígenas se encuentran vinculados física e ideológicamente a un territorio, a
una cultura que con la llamada conquista colonizadora, ha sido quebrada y fragmentada, extraídos sus recursos naturales, y aprovechada la
fuerza del trabajo del hombre originario de la selva en la explotación
del caucho, forestal y del petróleo.
Proyectos de desarrollo en la Amazonía
Los proyectos y políticas de desarrollo nacional hacia la amazonía, han postulado un conjunto de principios que han impactado negativamente en los modos y calidad de vida de los pueblos indígenas y
población rural amazónica en general, así como del medio ambiente y
de los recursos naturales.
Las grandes políticas de colonización, tanto como los sistemas de
aprovechamiento irracional, el uso inadecuado de recursos naturales,
las tecnologías indebidamente implantadas, las relaciones arbitrarias
de poder y control sobre las poblaciones indígenas, la segregación y
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discriminación de todo orden hacia la población selvícola, ha generado en conjunto un sistema social de funcionamiento que no garantiza
adecuada y justas condiciones de vida para los pueblos indígenas.
Casos de impactos ecológicos y sociales en la Amazonía peruana
Son numerosos los casos de impactos ecológicos y sociales dañinos que se dan en la amazonía peruana por la explotación de los recursos naturales renovables y no renovables. La creciente explotación de
maderas y la consecuente destrucción de los bosques y posterior desertificación de amplias áreas; por la explotación del oro se produce la
destrucción de suelos y la contaminación de aguas, básicamente por el
empleo de mercurio. En tiempos actuales la creciente explotación de
los hidrocarburos (sobre este punto nos ocuparemos más adelante).
No se debe dejar de mencionar la nefasta acción del narcotráfico que
emplea diversidad de productos químicos en la elaboración de sus productos con graves consecuencias a nivel ecológico y social.
1. Dos casos de deforestación y consecuencias en el sistema hídrico
En la Selva alta del Departamento de San Martín e Hidroeléctrica:
La deforestación masiva de la selva alta de San Martín está provocando la ruptura del sistema hídrico de la cuenca amazónica.
En el valle de Altomayo, la más importante obra efectuada por el
Estado en los últimos 20 años, la Central Hidroeléctrica del Gera está
por colapsar.
Sin el bosque protector, las laderas de los cerros se han desestabilizado, se han producido huaycos (aluviones) y el caudal del río ha
disminuido. Hoy, esta central hidroeléctrica produce menos del 50 %
de su capacidad.
Jaén, un caso de destrucción ecológica:
En Jaén, región nor oriental del Marañón, se está produciendo
una destrucción ecológica marcada. Hace una década la región estaba
cubierta por 35.000 Has. de bosque, ahora tiene 3.000 Has. El volumen
de agua de la quebrada ha descendido a niveles mínimos, y finalmente, si se talan las 3.000 Has. que restan, la quebrada se secará irremedia-
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blemente. Esto afecta a la población indígena y no indígena, a la región
en su conjunto.
2. El caso de un pueblo indígena y la exploración de petróleo
El pueblo indígena Candoshi ocupa un territorio de unos
10.000 Km2 entre las cuencas del río Morona y el Tigre. La mayoría de
la población Candoshi vive en las orillas del río Chapuli, hay otras comunidades en el río Chuinda, el otro afluente del lago Rimachi (Musa
Karusha, en lengua Candoshi) y en el propio lago. También encontramos población Candoshi en los afluentes del Pastaza, en el alto Ncura,
y en el río Copal.
Desde el mes de setiembre de 1993, la empresa de explotación
petrolera Occidental Petroleum Corporation Peru (OXI), por medio de
una empresa subsidiaria SEREAL (Servicios de apoyos logísticos), realizó una campaña de prospección en el área de contrato de observaciones petrolíferas. Para ello precisó la instalación de un campamento y lo
hizo en los terrenos de propiedad de la comunidad indígena de Candoshi, del puerto Barranquillo, en el río Chapuri (distrito de Pastaza,
provincia de Alto amazonas, departamento de Loreto). Los compromisos que establecieron las comunidades indígenas Candoshi y la dirección de la OXI, tendentes a minimizar el impacto ambiental y de favorecer de alguna manera a la población afectada, no fueron respetados
por la compañía; muy al contrario, los equipos de trabajo desplazados
en la zona mantuvieron con la población indígena relaciones caracterizadas por un trato humillante, el abuso y la prepotencia.
Los territorios que se verían afectados son los que se encuentran
a las orillas del río Chapuri. Este río forma un sistema hidrológico con
más de 40 lagos donde las aguas fluyen muy lentamente. De hecho el
río desemboca en el lago Rimachi, donde dada su gran magnitud y estancamiento, un escape de petróleo contaminaría toda la zona sin que
la corriente pudiera evacuar la marea negra.
Una catástrofe como la mencionada en el punto anterior degradaría la zona de riqueza ecológica excepcional, que cuenta con parajes
únicos como el formado por el lago Rimachi, el más grande en superficie de la amazonía peruana, reserva de numerosas especies animales
en peligro de extinción. Ese territorio es de los más preservados de la
selva debido a un uso moderado que siempre el pueblo Candoshi ha
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hecho de él. Este es un ejemplo de lo que sucede y puede suceder con
la explotación y exploración petrolera en la amazonía, de no tomarse
en cuenta severas medidas de protección ambiental y respeto a los derechos humanos.
A continuación presentamos la relación lotizada de todo el territorio amazónico para ofrecerla como concesiones a las empresas petroleras. Algunos lotes se encuentran en negociación y otros como zonas
de estudio, los cuales se superponen afectando los territorios indígenas.
Concesiones petroleras otorgadas y en negociación en la Amazonía
peruana
La presente relación es un apunte, en realidad el esqueleto referencial de un futuro trabajo, que debe ser completado con la sustancia
proteica de próximos estudios.
1.

El lote 1 A-B, con una extensión de 497.000 Has., ubicado en la
frontera con el Ecuador, departamento de Loreto, Región Loreto, hace varios años ha sido otorgado a la empresa norteamericana OCCIDENTAL PETROLEUM CORPORATION, cuyas
actividades petroleras vienen afectando seriamente la vida y la
salud de la población indígena Kichwa-alama del río Alto Tigre,
organizadas en la Federación de Comunidades Nativas del Alto
Tigre, FECONAT, la que sigue denunciando estos hechos, sin ser
atendidos hasta la fecha.

2.

Lote 4, con una extensión de 881.000 Has., ubicado en la cuenca Marañón, distrito de Pastaza y Morona, provincia de Alto
Amazonas, departamento de Loreto, ha sido otorgado a la empresa OCCIDENTAL DEL AMAZONAS INC., sucursal del Perú,
la que actuara en sociedad con la empresa RANGER OIL PERU
LIMITED, sucursal del Perú, para exploración y explotación de
hidrocarburos, afectando a las comunidades Candoshi, organizadas en la Federación de Comunidades Nativas Candoshi del
distrito del Pastaza, FECONACADIP.

3.

El lote 8, con una extensión de 697.000 Has., sobre el que ha sido otorgado contrato de licencia a la Empresa estatal PETROPE-
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RU para la explotación de hidrocarburos, ubicado en el Área del
Río Corrientes, departamento de Loreto, región del mismo nombre en la selva norte del Perú, afectando a las comunidades
Achuar, organizadas en la Federación de Comunidades Nativas
del río Corrientes, FECONACO.
4.

Lote 8X, otorgado a la empresa estatal de Petróleo PETROPERU,
para iniciar sus operaciones de 175 Km de líneas sísmicas ubicado en las áreas Tigre, Pucayacu y Sugaruyacu en el departamento del Loreto, afectando a las comunidades Kichua-Alama, organizados en La Federación del Alto Tigre, FECONAT.

5.

Lotes 31-B, 31-C, 31-D, concedidos como contrato para la explotación de hidrocarburos entre el Estado peruano y la empresa
MAPLE GAS CORPORATION DEL PERU, Sucursal del Perú,
sobre una extensión de 88.000 Has. para desarrollar el “Proyecto Integral Aguaytía” que explotara las reservas de gas de esta zona. El lote 31-D se encuentra ubicado en el distrito de Aguaytía,
provincia de Padre Abad, departamento de Ucayali, región del
mismo nombre, afectando a la población indígena Cacataibo,
organizada en la Federación de comunidades Nativas Cacataibo,
FENACOCA. El Lote 31-B ubicado entre las quebradas de Inuya
y Cashibuya en la zona del bajo Ucayali, distrito de Contamana,
provincia de Ucayali, departamento de Loreto, región del mismo
nombre, afecta a las comunidades Shipibas de la zona, organizadas en la Federación de Comunidades Nativas del Ucayali FECOCAU.

6.

En los Lotes 40, 41, 44, 45, 47 y 48 se han iniciado las operaciones de prospección sísmica por parte de la empresa MOBIL EXPLORATION AND PRODUCING PERU INC., sucursal peruana, lotes ubicados en los departamentos de Ucayali y Madre de
Dios, Región Ucayali e Inca, afectando a las comunidades Indígenas Amarakaeri, Arasaeri, Huachipaeri, Yine, Sapiteri, Toyeri,
Esse-ejja, Shipibo-Conibo, organizadas en la Federación de Comunidades nativas de Madre de Dios, FENAMAD. La zona también afecta el área natural protegida de Tambopata Candamo,
para lo cual se contó con la aprobación de la Dirección General
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de Áreas Protegidas y Fauna Silvestre del Instituto Nacional de
Recursos Naturales, INRENA, mediante autorización No. 10-94
AG-INRENA-DGANPFS-DANP, con fecha 2 de mayo de 1994,
que aprueba el estudio de impacto ambiental y autoriza el inicio
de operaciones sísmicas de 337 Kms. a la empresa MOBIL EXPLORATION AND PRODUCING PERU INC., sucursal del Perú, en el área comprendida entre los ríos Tambopata, Malinowki e Inambari, ubicada en los departamentos de Madre de Dios
y Puno.
7.

El Lote 50, con una extensión de un millón de has., ha sido otorgado al consorcio Argentino YPF-QMC, sobre territorio de las
comunidades indígenas Huambisa del ríos Santiago, organizadas en el Consejo Aguaruna de Huambisa, CAH, ubicado en la
provincia de Condorcanqui, departamento de Amazonas, región
Nor-Oriental del Marañón.

8.

Lote 42 y 52, en negociación con la empresa holandesa Shell para la explotación de gas conocido como el gas de Camisea. El lote se encuentra ubicado en el distrito de Echarate, provincia de
la Convención, departamento del Cusco, Región Inca, afectando
a la población Machiguenga, Yine, y los indígenas no contactados Kugapakori y Nahuas, en los territorios de las comunidades
Cashiriari, Segakiato; además a las comunidades Camisea, Shihuangorenin Nuevo Mundo, Nueva Vida, Nueva Luz, Miaria, Sepahua, Puija, Bufeo Pozo, Nueva Unión, Pucani, Rimac, Huao,
Ramón Castilla, organizadas en la federación de comunidades
Yine-Yami, FECONAYY, y a la organización Central de Comunidades Nativas Matsiguenga, CECONAMA, para lo cual se estudia la construcción del oleoducto que atravesaría territorio de
los asháninkas, machiguengas y yiines, hasta Lima.

9.

Para el Lote 62 y 67, se aprueba el Estudio de Impacto Ambiental y autoriza el inicio de operaciones de prospección de 600 Km
de líneas sísmicas a la empresa MOBIL EXPLORATION AND
PRODUCING PERU INC., sucursal peruana, ubicada en los ríos
Tangarama y Curaray en el departamento de Loreto, región del
mismo nombre, afectando a las comunidades indígenas Kichwas
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del Napo, organizadas en las Organización Kichuaruan Wangurina, ORKIWAN. Las operaciones se llevarán a efecto por un
consorcio petrolero conformado por las siguientes empresas:
-

CHIEFTAIN INTERNATIONAL (Bermuda) LTDA, Sucursal
del Perú.
MINNOWBURN sucursal Peruana.
PLAIN RESOURCES INTERNATIONAL INC, sucursal del
Perú
MARPHY PERU OIL Co. sucursal del Perú
ADVANTAGE RESOURCES INTERNATIONAL, sucursal
del Perú
MOBIL EXPLORATION AND PRODUCING PERU INDC.,
sucursal peruana (quien será operadora del contrato).

10. Lote 64 otorgado a la empresa norteamericana ARCO, ubicada
en la frontera peruano-ecuatoriana en la cuenca del río Huitoyaco, provincia del alto Amazonas, departamento de Loreto, región
del mismo nombre, afectando a las 24 comunidades Achuales,
organizadas en la Federación Achuarti Ijundramu, ATI.

11. En el Lote 65-M, con una extensión de un millón cuatrocientos
setenta y siete mil has. aprueban el estudio de impacto ambiental y autorizan el inicio de actividades exploratorias a la empresa
GREAT WESTERN LTDA, sucursal del Perú, respecto a las plataformas de perforación de las locaciones de Zorro y Diana Mae,
ubicadas en los distritos de El Tigre y Urarina, respectivamente,
en la provincia y departamento de Loreto, afectando a las comunidades Kichwa-Alana, organizadas en la Federación de comunidades Nativas del Alto Tigre, FECONAT.
12. El Lote 66, ubicado entre las cuencas de los ríos Ene y Perené,
se encuentra en condición de solicitado, afectaría a las comunidades Ashánincas organizadas en la Central de Comunidades
nativas de la selva central, CECONSEC.
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13. En el Lote 71, aprueban contrato de Licencia para la exploración
y explotación de los hidrocarburos a la empresa MURPHY PERI OIL Co., sucursal del Perú, en una extensión de un millón
doscientos cincuenta y nueve mil has., ubicadas en la selva central, departamento de Ucayali.
14. En el Lote 74, aprueban el contrato que otorga licencia a la empresa COASTAL PERULTD, sucursal del Perú para exploración
y explotación de hidrocarburos sobre la extensión de un millón
doscientos cuatro mil Has., ubicada en la selva central, departamento de Ucayali.
Total de territorios amazónicos concedido a las empresas petroleras: 7’103.000 (siete millones ciento tres mil hectáreas).
NOTA: Cuando se redactó el presente documento (1995), ése era
el hectareaje concedido a las empresas petroleras. Estudios posteriores
(1997) dan la cifra de 13’642.130 (trece millones seicientos cuarenta y
dos mil ciento treinta hectáreas).
Impactos de la exploración y explotación de hidrocarburos en los
pueblos indígenas y sus comunidades
Los procesos de reconocimiento geológico, la exploración sismica, perforación de pozos exploratorios, producción y transporte, generan varios impactos en la población indígena y en las regiones que las
habitan.
Impacto Económico
La población indígena es impactada por la rápida y sorprendente presencia de empresas o compañías petroleras que imponen una
economía mercantil, que choca con los modos de producción económica y consumo, alterando significativamente la vida en las regiones de
las comunidades indígenas.
Al producirse el impacto ambiental, los que más sufren son los
pueblos indígenas a causa de la extinción de plantas, peces, aves y animales que su hábitat les proporciona; se ven obligados al consumo de
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productos extraregionales, y al no tener los recursos económicos necesarios para ello, se genera la pobreza extrema. Eso trae como consecuencia que numerosos contingentes de varones emigren en busca de
trabajo y se dediquen a actividades económicas que el mercado de
consumo impone, desantendiendo las de pesca y caza, necesarias para
la subsistencia de la población en la comunidad indígena.
Impacto Social
El impacto económico anteriormente señalado trae como consecuencia la desestructuración social en las familias y la organización comunal del pueblo indígena en general. Se produce la desarticulación de
las formas tradicionales de cohesión humana. Penetran formas de comportamiento social de marcado signo individualista, contrarios al colectivismo y normas de solidaridad social que a lo largo de siglos han
permitido la perdurabilidad indígena.
Impacto cultural
Los impactos anteriormente mencionados repercuten en lo cultural. La cultura originaria de los indígenas, base de su identidad étnica, se ha visto seriamente afectada. Otra cosmovisón, otras formas de
comportamiento y de descomposición social de la sociedad exterior se
van imponiendo o asimilando al interior de la población nativa.
Impacto en la salud
Con el arribo de numerosos contingentes humanos para realizar actividades de exploración o explotación de hidrocarburos, se introduce en las regiones habitadas por indígenas enfermedades infecto
contagiosas como la tifoidea, la gripe, tosferina, neumonía, venéreas y
muchas otras que producen serios impactos en la vida y salud de la población nativa; agravadas porque su sistema inmunológico no se encuentra preparado para resistir estas enfermedades, y porque en las
áreas rurales, se carece de servicios de salud adecuados para los pueblos
indígenas.
Debe destacarse que los pueblos indígenas con poco o nulo contacto con la sociedad exterior son los más vulnerables a las enfermeda-
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des anteriormente mencionadas. El caso de los Nahua, pueblo al borde
del exterminio, digno de tener en cuenta para en el futuro implementar una política de salud preventiva.
La degradación de las áreas de cultivo, la disminucion de la caza
y pesca por el impacto ambiental de actividades de explotación petrolera significa para la población indígena el empobrecimiento de su régimen alimenticio, poniendo en riesgo su existencia.
Impacto ecológico
Se produce una variabilidad de impactos ecológicos con la exploración y explotación de hidrocarburos.
Para estas actividades los derechos territorales indígenas son
vulnerados con o sin dispositivos legales sufriendo la alteración de su
propiedad o derecho posesorio por la imposición de servidumbres, la
expropiación y otras formas de alteración patrimonial; ocasionando
impactos en el ecosistema: suelos, bosques, aguas y cultivos . Desde la
etapa de reconocimiento geológico, exploración sísmica, perforación
de pozos exploratorios hasta la producción y transporte se van generando impactos ecológicos de diversa naturaleza y magnitud.
Estudios de impacto ambiental
De acuerdo a lo establecido en el Decreto Supremo 046-93-EM
Título IV del Estudio de Impacto Ambiental (EIA) se dispone identificar las características medio ambientales sensibles e impactos potenciales. Controlar, inspeccionar e informar respecto de los impactos
moderados o importantes, evitables, inevitables o sobre los que existe
cierto grado de servidumbre con la finalidad de compensar o controlar, informar y solucionar.
El Art. 12 del D.S en mención dispone que “Cuando un proyecto pueda afectar a comunidades nativas o campesinas, se incluirán en
el EIA las medidas necesarias para prevenir, minimizar o eliminar los
impactos negativos, sociales, culturales, económicos y de salud”.
Con este artículo específico sobre impacto ambiental y social y
otros dispositivos legales que veremos más adelante se establecen las
relaciones entre el Estado, las empresas petroleras y las Comunidades
nativas y campesinas (pueblos indígenas).
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Debe señalarse que algunas compañías petroleras se han visto
motivadas a mejorar sus prácticas en materia ambiental en vista de que
la legislación actual exige la presentación de Estudios de Impacto Ambiental y algunas han considerado la problemática de los pueblos indígenas con mayor énfasis en sus E I A.
Sin embargo, las organizaciones indígenas sostienen que los procedimientos para la presentación de dichos estudios deberán considerar medidas adecuadas para asegurar su participación y acceso a los
mismos con suficiente antelación, de manera de que se les garantice
una consulta efectiva y adecuada.
Régimen legal sobre pueblos indígenas recursos naturales y medio
ambiente
Los pueblos indígenas (comunidades campesinas y nativas) en
el Perú cuentan con los siguientes instrumentos legales:
Régimen constitucional
Reconocimiento Legal y Personería jurídica la vigente Constitución Política del Perú (1993) establece en el articulo 89 que las comunidades campesinas y nativas “tienen reconocimiento legal y son personas jurídicas”. Este dispositivo tiene su antecedente en las constituciones peruanas de 1920 (Art 58), 1933 (Art 207), y 1979 (Art 161). Es decir se establece su plena capacidad jurídica por el hecho de su existencia.
Autonomía
¨Las comunidades campesinas y nativas son autónomas en su
organización, en el trabajo comunal y en el uso y la libre disposición de
sus tierras, así como lo económico y administrativo dentro del marco
que la ley establece( Art 89 de la constitución).
Sin duda en el marco normativo constitucional de América Latina, el Perú es uno de los pocos Estados que reconoce Autonomía a las
comunidades indígenas.
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Tierras
Al igual que en anteriores constituciones peruanas del siglo XX
se encuentran garantizadas las diversas formas de propiedad sobre la
tierra entre ellas la comunal ( Art 88 ). “Se establece la garantía de Imprescriptibilidad de las tierras comunales” (Art 89).
Lamentablemente la vigente constitución peruana en esta materia retrocede al siglo pasado al haber eliminado el carácter inalienable
e inenbargable de las tierras comunales establecidas en las constituciones de 1933 y 1979.
Pluralismo
El Perú, país eminentemente plural en todos los aspectos, por
primera vez es reconocido en ésta su característica en la norma constitucional, el Art. 2 numeral 19 dispone: “el Estado reconoce y protege
la pluralidad étnica y cultural de la nación”.
Plurilinguismo
Se reconoce el carácter multilingue de la sociedad peruana: “Son
idiomas oficiales el Castellano y en las zonas donde predominen, también lo son el Quechua, El Aymara y las demás lenguas aborígenes”(Art
48). En materia Administrativa se dispone que: “todo peruano tiene
derecho a usar su propio idioma ante acualquier autoridad” (Art 2,numeral 19, tercera disposición).
Educación bilingue e intercultural
“El Estado fomenta la educación bilingue e intercultural, según
las características de cada zona, preservará las diversas manifestaciones
culturales y linguísticas del país” (Art 17 última parte).
Administración de justicia y derecho consuetudinario
El nuevo texto constitucional en el capítulo VIII ( Poder judicial), Art. 139, establece entre los principios y derechos de la función
jurisdiccional en el numeral 8 : “el principio de no dejar de administrar
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justica por vacío de la ley en tal caso debe aplicarse los principios generales del derecho y el derecho consuetudinario” (subrayado nuestro).
Función jurisdiccional de las autoridades comunales
El vigente texto constitucional en el artículo 149 expresa : “las
autoridades de las comunidades campesinas y nativas, con el apoyo de
las rondas campesinas pueden ejercer las funciones jurisdiccionales
dentro de su ámbito territorial de conformidad con el derecho consuetudinario siempre que no viole los derechos fundamentales de la persona. La ley establece las formás de coordinación de dicha jurisdicción
especial con los Jusgados de Paz y las demás instancias del Poder Judicial” .
Aún no se ha llegado a elaborar la ley que manda este dispositivo constitucional.
Código civil
Contiene numerosos dispositivos sobre las comunidades campesinas y nativas a quienes considera organizaciones tradicionales y estables de interés público.
Legislación específica
Existe un regimen jurídico especial para las Comunidades Campesinas Ley No. 24656 y la ley de deslinde y de titulación del territorio
de las comunidades campesinas N. 24657.
Las comunidades nativas se rigen por la ley denominada de Comunidades Nativas y de desarrollo agrario de las regiones de selva y ceja de selva, ley Nº 22175.
Recursos naturales y medio ambiente
La Constitución política (1993), establece la obligación del Estado a promover la conservación de la biodiversidad ecológica y de las
áreas naturales protegidas (Art 68). El Estado promueve el desarrollo
sostenible de la amazonía con una legislación adecuada (Art. 69). Con
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relación a los recursos naturales, el Estado determina la política nacional del medio ambiente y promueve el uso sostenible de sus recursos
naturales (Art 67). Por ley orgánica se fijan las condiciones de su utilización y su otorgamiento a particulares (Art 66 ).
Legislación específica
Código del medio ambiente y recursos naturales (Decreto legislativo 613). Este instrumento señala que el Estado, a través de las entidades políticas competentes, brinda apoyo técnico a las comunidades
nativas en cuanto a la utilización, recuperación y conservación de los
recursos naturales (Art 29 ). Reconoce el derecho de propiedad de las
comunidades nativas sobre las tierras que poseen dentro de las áreas
naturales protegidas y en su zona de influencia, promueve la participación de dichas comunidades para los fines y objetivos de las áreas naturales protegidas donde se encuentren (Art 54).
Ley forestal y de fauna silvestre (d.L. 21147)
Dispone que la extracción de madera dentro de las comunidades
nativas sólo podrá ser realizada por éstas (Art 35), y que la extracción
de la fauna silvestre dentro de las comunidades en mención sólo podrá
ser realizada por sus integrantes (Art 55).
Reserva comunal
El reglamento de conservación de fauna y flora silvestre
(D.S.158-77-ag) crea reservas comunales para la conservación de fauna y flora silvestre. Los indígenas están impulsando la creación de la reserva comunal de El Sira, la de Yanesha y otros que tienen en proyecto.
Normas internacionales
A Nivel de la OIT
-El gobierno peruano mediante decreto legislativo Nº 26253 del
5 de noviembre de 1993, ratificó el Convenio 169 de la OIT, sobre pueblos indígenas y tribales.
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A Nivel de la ONU
El Perú ha ratificado la Declaración Universal de los Derechos
Humanos, el Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos y el
Pacto Internacional sobre derechos económicos, sociales y culturales y,
el respectivo protocolo facultativo a estos dos pactos; la Convención sobre prevención y castigo a delitos de genocidio, la Convención Internacional sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial, y muchos otros instrumentos.
Debemos destacar que el Gobierno Peruano tiene compromisos
internacionales en materia indígena como la revisión de la Convención
Patzcuaro, La Agenda 21, y la subscripción del Convenio sobre Biodiversidad.
Desencuentro entre la ley y la realidad
El desencuentro entre la norma jurídica y la realidad, es un problema que atañe no sólo a la estructura jurídica peruana sino también
al Derecho Moderno. Es decir, la ley se incumple por omisión o por acción. A ello debemos agregar las ambigüedades, imprecisiones y vacíos
legales que se dan en el ordenamiento legal debilitando la seguridad jurídica de los derechos establecidos sobre Comunidades Nativas y Campesinas (indígenas).
Vacíos legales
Sin duda en el ordenamiento legal peruano sobre comunidades
indígenas existen logros históricos y aportes importantes que han servido de inspiración continental y en el plano interno han permitido
justos reconocimientos de los derechos indígenas a la tierra, educación, cultura.
Sin embargo, la normatividad legal sustantiva sobre Comunidades indígenas y el manejo de recursos naturales renovables y no renovables que conlleva una singular complejidad por la diversidad de circunstancias en las cuales pueden hallarse las comunidades nativas (indígenas) respecto a la tierra: en propiedad,cedidas en uso, en áreas sometidas a régimen de protección especial, en áreas de reserva comunal
y en territorios poseídos centenariamente pero sin título, requiere un
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nuevo marco legislativo que conjugue la considerable variedad de situaciones señaladas.
Otro vacío legal a tener en cuenta sobre comunidades indígenas
y el manejo de recursos naturales es lo referente a las normas procesales que regulan, de un lado, el acceso a la adminitración pública, y de
otro, el acceso a la tutela jurisdiccional frente al Poder Judicial. Normas
procesales de vital importancia para prevenir o solucionar factores de
perturbación del dominio, uso y administración de la tierra y los recursos naturales. Es importante destacar que las leyes procesales deben ser
disposiciones claras y operativas.
Vacíos administrativos y jurisdiccionales
Por la especial vulnerabilidad de los pueblos indígenas, el carácter marcadamente plural de la sociedad peruana y los retos que imponen la actual restructuración de la sociedad con relación al desarrollo
sustentable, el manejo de los recursos naturales, y defensa del medio
ambiente se impone crear una nueva institucionalidad que contemple
estas situaciones y las formas de prevenir y sancionar los impactos sociales o ambientales.
En materia de comunidades campesinas y nativas (indígenas), se
cuenta con normas constitucionales (anteriormente señaladas) que necesitan ser desarrolladas, por ejemplo el Art. 149 que reconoce la capacidad jurisdiccional de las autoridades comunales en su ámbito territorial. Con relación a los recursos naturales el Art. 15 del Convenio 169OIT: “Los derechos de los pueblos interesados (indígenas) a los recursos naturales existentes en sus tierras deberán protegerse especialmente. Estos derechos comprenden el derecho de esos pueblos a participar
en la utilización, administración y conservación de dichos recursos”.
El Instituto Indigenista Peruano ha sido desactivado. El Perú como país suscriptor de la Convención de Pátzcuaro (México-1940) reconoce que el problema indígena atañe a toda América, y resolvió la
creación de Institutos Indigenistas Nacionales en el año 1946. Desde
entonces (salvo entre los años 1969-1980, que fue reemplazado por tro
tipo de instancia administrativa), funcionó esta institución -claro estácon muchas limitaciones. En la actualidad no cuenta con una institución especializada en materia de derechos indígenas. En el marco de la
institucionalidad estatal son diversas las instancias administrativas en-
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cargadas de ver los asuntos de las comunidades indígenas como el Programa de Titulación de Tierras, el Instituto de Recursos Naturales, y
otras.
Creemos que es de vital importancia la creación de una institución que cuente con mecanismos apropiados para administrar los programas que afecten a las comunidades indígenas. Los programas deben
incluir, como lo dispone el Convenio 169-OIT sobre Pueblos indígenas:
la planificación, la coordinación, la ejecución y la evaluación de planes
y programas, en cooperación con los indígenas. Al mismo tiempo, esta
nueva institución deberá proponer medidas legislativas y de otra índole a las autoridades competentes y velar por el control de la aplicación
de las normas legales sustantivas y procesales en cooperación con las
comunidades campesinas y nativas.
Demandas indígenas
Las demandas indígenas son complejas, múltiples y variadas. La
insuficiencia y falta de un diagnóstico global y particular que conlleve
una interpretación de la presente realidad indígena en el marco de la
realidad peruana es notoria. Si el presente no está dominado intelectualmente, la cuestión fundamental ¿ Qué hacer ? no tiene fundamento ni respuesta. Ese conocimiento y ese aprendizaje deben permitir en
última instancia dominar el ahora-aquí, como garantía de que los
pueblos indígenas se conviertan algún día en sujetos de su historia.
Señalamos las principales demandas indígenas:
1.

2.

Territoriales: a) Culminar con la titulación de los derechos de
propiedad; b) Atender las demandas de ampliación de sus territorios titulados -esta es una problemática post titulatoria- que se
está presentando; c) Solución al problema de invasión a sus tierras por parte de empresas, colonos y compañías transnacionales ; d) La creación de reservas comunales.
Recursos Naturales: Las políticas de desarrollo impuestas para la
amazonía ignoran los intereses sociales, locales y regionales, los
que más sufren son los pobladores indígenas al generarse alteraciones profundas en sus bases económicas y culturales. Los indígenas reclaman sus derechos a los recursos forestales, hídricos,
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3.

4.

5.

6.

7.

energéticos, tanto como a la conservación y el aprovechamiento
de la diversidad biológica de los recursos genéticos y del germoplasma.
Administrativos: Frente a la inexistencia de una política indigenista por parte del Estado, las comunidades reclaman la creación de instancias adminitractivas y gubernamentales que impliquen planificación, coordinación, ejecución y evaluación, vía
la participación y consulta a los pueblos indígenas.
Jurisdiccionales: Demandan superar las causas estructurales e
históricas que generan objetivas violaciones a los Derechos Humanos de la mayoría de la población indígena. El cumplimiento
de los mandatos constitucionales que reconocen capacidad jurisdiccional a las autoridades comunales en su ámbito territorial
y la promulgación de normas sustantivas y procesales especiales
para la solución de los conflictos con terceras personas, empresas y el Estado.
Derechos Consuetudinarios: Estos Derechos son diversos según
su ubicación, relaciones con el mercado, grupos culturales, procesos históricos, entre otros elementos que determinan su vigencia y posibilidad de recreación. Constitucionalmente está reconocida la norma consuetudinaria. La demanda indígena es
que las instancias administravas y jurisdiccionales se reestructuren reconociendo y respetando los órdenes jurídicos consuetudinarios existentes en las regiones amazónica y andina. Esto está normado en la Constitución, lo hemos especificado en páginas anteriores.
Reformas Legales: Proponen la modificación de aquellas normas
legales que desconozcan los derechos y órdenes jurídicos indígenas, como por ejemplo, restituir las garantías constitucionales
del carácter inalienable e inembargable de las tierras comunales
modificando el art. 89 de la Constitución vigente; modificar el
art 88 de la Constitución que configura “el abandono” de tierras
comunales y la modificación sustantiva de la vigente ley de tierras N° 26505.
Salud y educación: A lo señalado se suman demandas de tipo
educativo (por una educación bilingüe e intercultural); en salud,
la creación de postas médicas, hospitales y la implementación de
la medicina preventiva y curativa.
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8.

Equipos de apoyo: Las comunidades nativas y campesinas solicitan disponer de asesoría y de información técnica y jurídica para solucionar sus problemas.

Los ejes consensuales o el arte de sumar fuerzas
Los problemas indígenas no son una isla. Reducir la defensa de
los intereses de las comunidades campesinas y nativas a las sedes andinas o amazónicas, desconociendo los articulables intereses a otros sectores nacionales e internacionales, es sentenciar al aislamiento y a un
lento pero inevitable proceso de desestructuración a las comunidades
indígenas.
Ubicar los problemas indígenas en estos términos obliga igualmente a enraizar la visión de los problemas del país dentro de una escala regional y mundial en la nueva escena contemporánea. Con ello
queremos significar que el Perú y América Latina, a efecto de la forma
internacional adoptada por la crisis y el surgimiento de un nuevo y común tipo de relación con los organismos financieros y el mundo desarrollado, precisan para la solución de sus problemas y el desarrollo interno de las sociedades nacionales -en las que están incluídos pueblos
indígenas- la elaboración de una compartida visión latinoamericana
del cambio y el desarrollo y el establecimiento gradual de estrategias
políticas y económicas concomitantes.
Tienen singular significado y trascendente valor los esfuerzos
que se viene realizando vía organismos internacionales, en instituciones académicas, entre Europa y América, en la defensa de los derechos
indígenas, los derechos humanos, defensa del medio ambiente y el desarrollo sustentable. Estos puntos consensuales son sin duda de mucho
significado y proyección futura.
A nivel nacional son numerosos los puntos que pueden y deben
articularse entre los intereses indígenas y los plurales intereses sociales
del País. Por ejemplo, la creación de nuevas instancias jurisdiccionales,
la descentralización administrativa, la solución de problemas de salud,
vivienda y educación.
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Resumen
1.

2.

3.

4.

La amazonía es el último pulmón natural que le queda al planeta; en este escenario se ha venido y viene aplicando modelos de
desarrollo y estilos de vida no sustentables y que han agravado la
situación de pobreza de los pueblos de la región en particular los
indígenas.
En el Perú se dispone de valiosos instrumentos legales para la defensa de las comunidades campesinas y nativas, y del medio ambiente; se requiere de mayor difusión y orientación sobre estos
instrumentos legales y de voluntad administrativa, jurídica y política para su cumplimiento. Sin embargo, se necesita nuevos
instrumentos legales sustantivos y procesales que cubran vacíos
legales.
La exploración y explotación de los recursos energéticos como el
petróleo y el gas en la amazonía peruana para los pueblos indígenas significa: a) Desconocimiento de sus ancestrales derechos
territoriales; b) Violación del sistema jurídico vigente que los
ampara; c) El exterminio de su población, como el caso del pueblo Nahua, afectados por enfermedades del mundo exterior a las
cuales su sistema inmunológico no está preparado; d) Sentenciar a la pobreza, al desarraigo, y al exterminio de nuestros pueblos originarios. e) Es urgente implementar rigurosas medidas
de protección del medio ambiente.
Es necesario y es posible realizar trabajos conjuntos a nivel nacional, continental y mundial para ejercer la defensa de los indígenas, frenar el deterioro del medio ambiente, generar nuevos
modos de vida y hacer realidad las normas jurídicas que protejan los derechos humanos y el medio ambiente a nivel planetario.

Decimos finalmente, el camino es largo y difícil, pero no imposible. La humanidad tiene etapas gloriosas y ha de extraer de su presente la lección de las líneas de fuerza que aseguren a las futuras generaciones un mundo mejor, un futuro que logre de algún modo materializar los ideales de lo mejor entre lo bueno de sus hijos.
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BOLIVIA:
PROPUESTA DE RECONOCIMIENTO Y
DEMARCACIÓN DE TIERRAS INDÍGENAS

Alcides Vadillo
I. POLÍTICAS DE GOBIERNO SOBRE LOS PUEBLOS INDÍGENAS
A pesar de que en Bolivia la población indígena constituye el
59.4% del total del país, ocupa la mayor parte del territorio nacional y
tiene en sus manos el aprovechamiento productivo del mismo, hasta
hoy los pueblos indígenas viven una situación de marginamiento político y económico, y de discriminación cultural. El Estado no ha logrado atender adecuadamente sus necesidades básicas de salud, educación
y de servicios, ni frenar el creciente proceso de pérdida de sus tierras y
empobrecimiento de su capacidad productiva, lo que ha llevado a una
crítica situación en los niveles de pobreza, mortalidad y analfabetismo.
Frente a ello el Gobierno de Bolivia se ha propuesto revertir esta situación dando una atención particular a este grupo poblacional, a
través del reconocimiento de sus derechos en la Constitución Política
del Estado, y de la creación de la Secretaría Nacional de Asuntos Étnicos, de Género y Generacionales, como instancia responsable de esta
problemática.
La política gubernamental está orientada a hacer efectivos los
principios constitucionales recientemente reconocidos:
1. Desarrollar una sociedad democrática, multiétnica y pluricultural (Art. 1 C.P.E.).
2. Hacer efectivo el reconocimiento de los derechos “sociales, económicos y culturales de los pueblos indígenas que habitan el territorio nacional, especialmente los relativos a sus tierras comunitarias de origen, garantizando el uso y aprovechamiento sostenible de los recursos naturales, su identidad, valores, lenguas,
costumbres e instituciones (…)”. (Art. 171 CPE).
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Así mismo, ésta busca alcanzar la participación política y económica de los pueblos indígenas a través de la Ley de Participación popular, y promover una educación intercultural-bilingüe, respetando la diversidad socio-cultural a través de la Ley de Reforma Educativa.
Finalmente, esta política se propone lograr un nuevo orden de
relaciones entre el Estado Nacional y Pueblos Indígenas en base al Desarrollo Humano Sostenible de estos últimos y en el marco de sus propias definiciones culturales. Estos objetivos están directamente relacionados con la necesidad de asegurar:
-

-

Una sostenibilidad institucional basada en una alta capacidad de
gestión de las organizaciones indígenas.
Una sostenibilidad económica-productiva, basada principalmente en garantías de acceso y propiedad de sus tierras comunitarias de origen y el uso sostenible de sus recursos naturales.
Una sostenibilidad cultural a partir de la continuidad de instituciones, valores, normas y prácticas que permiten una relación
equilibrada con la sociedad y el medio natural.

II. PARTICIPACIÓN INDÍGENA
“Ha inspirado a este proyecto la certidumbre de que Bolivia requiere de
un cambio radical en su estructura política, económica y administrativa porque, en las condiciones actuales. el nuestro es no sólo un país
atrasado y dependiente sino profundamente injusto. El abismo que
separa a los más ricos de los más pobres, al campo de las ciudades, a las
provincias de las capitales, es demasiado grande. El proyecto de ley de
participación popular, pretende corregir esta grave deficiencia de nuestra sociedad”.(Lic. Gonzalo Sánchez de Lozada, PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPÚBLICA DE BOLIVIA, cuando se dirigía al
Congreso Nacional 21/02/94).

Las políticas de participación es parte del proceso de modernización del Estado Boliviano, reformas políticas, jurídicas y económicas,
están generando un nuevo tipo de relaciones entre el Estado y la Sociedad Civil. Como parte de este proceso se ha producido la Reforma
Constitucional, la Ley de Educación que ha modificado al Código de la
Educación Boliviana (Reforma Educativa), la Ley de Participación Popular, la llamada Ley Blatman y otras disposiciones legales como es el

Alcides Vadillo / 181

proyecto de Ley de modificación del Servicio Nacional de Reforma
Agraria, la implementación de una judicatura de paz, etc.
Este proceso político está dando curso a una nueva realidad jurídica que parte del reconocimiento y fortalecimiento de los derechos
económicos, sociales y culturales de los pueblos indígenas, “especialmente los relativos a sus tierras comunitarias de origen y el uso sostenible de sus recursos naturales, la identidad, valores, lenguas, costumbre e instituciones…” (Art. 171 CPE).
1. Ley de participación popular
En aceptación y reconocimiento de la diversidad étnica y cultural, la Ley de Participación Popular reconoce a los Pueblos Indígenas y
a sus diferentes formas de organización y representación (Art. 3 LPP),
otorgándoles Personería Jurídica.
Este reconocimiento de los pueblos indígenas no se queda únicamente en el campo del derecho privado, sino que la L.P.P. crea los
mecanismos para lograr su participación en las instancias de administración pública:
1.

2.

3.

A través de los Comités de Vigilancia tienen participación directa en el control de las instancias de planificación y administración del municipio (Art. 10 L. 1551 y 14 al 20 D.S. 23858).
Como OTBs o Asociaciones de OTBs se constituyen en sujetos
de derecho, tienen derecho a ser consultados antes de la aprobación y ejecución de cualquier obra o servicio que pretenda ser
realizados en sus pueblos o comunidades y participan en las definiciones de los planes de desarrollo municipal. (Arts. 4, 7, 9 de
la Ley 1551 y arts. 1 al 4 del D.S.23858).
Como DISTRITO MUNICIPAL indígena tienen la posibilidad
de asumir por delegación del Gobierno Municipal de la Sección,
la administración directa de los recursos de la Participación Popular, de los servicios públicos transferidos a las alcaldías, la administración de su territorio y fundamentalmente convertirse en
una instancia de administración pública para la planificación del
desarrollo de sus comunidades o pueblo. (Art. 17 INC. III de la
L. 1551 y 26, 27 y 28 del D.S. 23858).
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Los DISTRITOS MUNICIPALES INDÍGENAS, tienen las siguientes características:
-

La Jurisdicción debe de estar en correlación con la población étnica y su organización social.
Se les respeta sus propias formas de elección y representación.
La autoridad tradicional asume las funciones del Subalcalde del Distrito Municipal.

Esta figura jurídica ha despertado mucho interés en las poblaciones indígenas que quieren asumir la administración de sus territorios;
en este sentido, ya contamos con cuatro DISTRITOS MUNICIPALES
INDÍGENAS en el país.
2. Inversión pública y desarrollo rural
Es importante comprender que la participación Popular es un
programa de gestión del desarrollo local. Por tanto, el rol de las entidades indígenas en el proceso de desarrollo e inversiones del municipio, no sólo es parte de la planificación y ejecución de esos proyectos,
sino que además tienen un Rol de control en la gestión de los mismos.
Rol en la planificación:
Ha sido asumido por el Gobierno Nacional que la forma de planificación del Desarrollo Municipal y Regional debe realizarse en un
proceso de participación de abajo hacia arriba, a través de la Planificación Participativa. Los planes de desarrollos aprobados constituyen el
punto de encuentro entre la demanda que se articula desde abajo y la
oferta del Estado (recursos disponibles) que vienen desde arriba.
Rol en el control:
Este Rol de control se desarrolla a través de la participación de
las organizaciones Territoriales de Base en los Comités de Vigilancia.
Rol de ejecución:
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A partir del hecho de que cuentan con Personería Jurídica, cualquier comunidad indígena o campesina puede asumir la ejecución de
programas, obras o proyectos, siempre que tenga la capacidad técnica
de ejecutarlos.
Por el Reconocimiento de capacidad jurídica que les otorga el
Art. 171 de la CPE las comunidades o pueblos indígenas pueden asumir por delegación del Gobierno Municipal o del Gobierno Central
atribuciones de administración pública. En este sentido la experiencia
más importante que se ha desarrollado ha sido con los Distritos Municipales Indígenas.
Los planes de desarrollo de los Distritos Municipales Indígenas
son considerados como prioridad para la inversión pública, por lo que
el Fondo de Desarrollo Campesino así lo contempla para la aprobación
y financiamiento de proyectos.
3. Ley de reforma educativa
Por su parte, la Ley de Educación 1565 define explícitamente que
la educación boliviana: “Es intercultural y bilingüe, porque asume la
heterogeneidad socio-cultural del país en un ambiente de respeto entre
todos los bolivianos, hombres y mujeres”. Art. 5, Título I.
La modalidad bilingüe se plantea “…en lengua nacional originaria como primera lengua; y en castellano como segunda lengua”. Art. 9,
Cap. IV, Título II.
A través de la Reforma Educativa no sólo se pretende lograr la
educación de los niños indígenas en su propia lengua (durante los primeros años) y una educación bilingüe posterior, en una política de respeto y revalorización de las diferentes culturas en el país, sino que además, establece los mecanismos de participación de los pueblos indígenas en las definiciones de los contenidos curriculares, hasta el control
de los aspectos administrativos de cada escuela, a través de los Consejos Educativos de Pueblos Originarios y las Juntas Escolares.
4. Proyectos de ley
A) Administración de tierras:
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Este es un proyecto de Ley que se ha venido trabajando en forma
conjunta entre Gobierno, Cámara Agropecuaria Nacional (CAN. Organización de los empresarios agropecuarios), Confederación Indígena
del oriente, Chaco y Amazonía de Bolivia (CIDOB), Confederación
Única de Trabajadores de Bolivia (CSUTCB), Confederación Sindical
de Colonizadores de Bolivia (CSCB).
Este proyecto -concertado- considera una serie de aspectos dirigidos a garantizar en forma efectiva los derechos de los pueblos y comunidades indígenas sobre sus tierras comunitarias de origen, pero
además establese una instancia de participación social, la Comisión
Nacional Agraria.
La Comisión Nacional Agraria está conformada por las instituciones señaladas anteriormente, con una representación proporcional
de tres instituciones Estatales y cuatro de la sociedad civil, y con funciones de definición de las políticas agrarias en el país.
B) Justicia tradicional:
Se está trabajando un proyecto de Ley por el cual la Justicia Tradicional de los pueblos y comunidades indígenas sea considerado por
el Derecho Nacional, dentro de una Judicatura de Paz, respetando las
autoridades tradicionales, sus procedimientos y resoluciones en el marco del acuerdo y consenso entre las partes y la comunidad.
5. Consejo consultivo SAE - CIDOB
A partir del mes de abril de 1994 la SAE y el CIDOB han suscrito un Convenio por el cual se establece el Consejo Consultivo, el mismo que está conformado por representantes de todos los pueblos indígenas afiliados al CIDOB. Este Consejo tiene como finalidad el definir
políticas conjuntas en relación a los pueblos indígenas.

III. SITUACION TERRITORIAL
Es en este momento de cambios estructurales en el país que se
está discutiendo las condiciones de vida, el tratamiento jurídico y polí-
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tico que han tenido y que deberán tener los pueblos indígenas, este es
el momento para que los derechos de estos pueblos, reconocidos en algunos instrumentos jurídicos internacionales como el convenio 169 de
la OIT, se implementen en el conjunto de la legislación nacional.
1. Pérdida de sus espacios de vida
Los problemas más importantes con que se enfrentan hoy los
pueblos indígenas en todas las partes del mundo son las pérdida de sus
tierras y territorios tradicionales y la falta de control sobre los proyectos de desarrollo ejecutados en ellas.
Sus tierras y su base territorial están cada vez más amenazadas
con la realización progresiva de programas de desarrollo a gran escala,
patrocinados a nivel gubernamental por organismos financieros internacionales o por la iniciativa privada, tales como prospecciones petroleras, programas de asentamientos humanos y colonización, concesiones de explotación forestal, mineras, proyectos ganaderos y planes de
modernización de la agricultura, buscando la expansión de los cultivos
comerciales con gran intensidad de capitales en zonas ocupadas por los
pueblos indígenas quienes ven cómo día a día la llamada civilización, a
nombre del progreso y desarrollo, les despoja de sus medios indispensables de reproducción vital condenándolos a la muerte como pueblos.
Frente al desastre del desarrollo, los pueblos indígenas han venido desarrollando diferentes actos de resistencia, y muy particularmente los pueblos indígenas de la región amazónica. Sin embargo, recién
hoy esa lucha alcanza resonancia en los medios no indios. Ello parece
ocurrir como consecuencia de la destrucción sistemática de los bosques, la erosión y los desequilibrios ecológicos en la región, cuyas derivaciones económicas y ambientales afectan a todo el planeta. En tal
sentido la defensa de la naturaleza que realizan sectores políticos e intelectuales se ha encontrado con la defensa que desde hace muchos
años vienen practicando los diferentes pueblos indígenas a fin de preservar sus principales medios de subsistencia.
Lamentablemente, no ha sido la preocupación por los seres humanos que habitan esta región la que ha llevado a la preocupación por
los bosques, sino que mas bien ha ocurrido lo contrario: la amazonía
es una región que ha pasado a situarse en el centro de la opinión pública mundial cuando se hizo evidente que la destrucción de los bos-
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ques ponía fin a uno de los pulmones que todavía quedaban al planeta. Como consecuencia de todo ello, la revalorización de la naturaleza
ha hecho posible la revalorización de las culturas indígenas.
2. El acaparamiento de tierras en las tierras bajas del país
El problema de la tierra tiene muchas diferencias entre la parte
andina y la de las tierras bajas del país; mientras que en la primera zona el problema más sentido es el del minifundio, el empobrecimiento
de las tierras y la falta de tecnologías apropiadas; en las regiones de las
tierras bajas los problemas de la tierra están originados por el acaparamiento de grandes extensiones por parte de sectores empresariales productivos y de especuladores que valiéndose de influencias políticas en
el pasado lograron hacerse dotar de grandes extensiones de tierras en
forma gratuita con fines especulativos.
Datos:
A) Algunos datos de dotación de tierras
Según Miguel Urioste1 “Bolivia tiene una superficie de 108 millones de hectáreas, de las cuales hasta 1985, el Consejo Nacional de Reforma Agraria ha dotado 32 millones a 40 mil unidades empresariales.
Únicamente 4 millones de hectáreas fueron dotadas a 550 mil unidades
campesinas. Setenta y dos millones de hectáreas no son de uso agrícola o ganadero y constituyen áreas forestales, reservas forestales o eriales
improductivos”.
“En Santa Cruz, según datos del censo agropecuario, se han censado y distribuido 9.000.000 de hectáreas. El 96% son pequeños productores y ocupan el 28% de las tierras, mientras que las propiedades
grandes y medianas son el 4% y son dueñas del 72% de la tierra.
En el Beni se ha distribuido 10.000.000 de hectáreas, el 57% son
pequeños productores y ocupan solamente el 0.4% de la tierra, mientras que las propiedades mediana y grandes, que son el 43% de ellas,
son dueñas del 96.6% de la tierra.
En Pando, ocurre algo similar que en el Beni. Se ha dotado
1.700.000 hectáreas. Los pequeños productores campesinos e indígenas
solo tienen el 0.9% de la tierra”2.
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B) Áreas de corte como concesiones forestales
Los datos sobre dotaciones agrarias deben ser complementados
con algunos datos disponibles sobre las concesiones forestales existentes en las tierras bajas del país:
Santa Cruz
La Paz
Beni
Cochabamba
Tarija
Tarija-Chuquizaca

14.255.569
3.319.336
4.137.454
340.347
286.240
172.380

has
“
“
“
“
“

63.326%
14.745%
18.379%
1.512%
1.272%
0.766%

TOTAL

22.511.326

“

100.000

Este cuadro del Ing. López muestra como prácticamente el 25%
del territorio nacional se encuentra entregado a 150 empresas forestales, en zonas en las cuales viven los pueblos indígenas del oriente, chaco y amazonía de Bolivia.
Este proceso real de pérdida de sus territorios que están sufriendo los pueblos indígenas de las tierras bajas, obedece a las necesidades
del mercado. Si el Estado no toma acciones inmediatas en dirección a
proteger las tierras que aún poseen estos pueblos y a recuperar las posibles de hacerlo, dentro del marco de la ley, nos estaremos enfrentando al mayor acto de etnocidio a partir de la pérdida de sus espacios de
vida.
3. La importancia de la tierra para los pueblos indígenas
El espacio físico, la tierra y sus recursos naturales para los pueblos indígenas es el espacio donde la cultura nace, se desarrolla y se recrea, constituyéndose en un factor indispensable para la preservación
de la vida como pueblos; sus dioses y sus muertos están ahí presente; es
el espacio histórico de posesión y dominio del grupo, su referencia
constante y seguridad.
Es aquí donde se adquieren los alimentos, los vestidos, las armas,
los elementos necesarios para la vivienda; es en este espacio de vida
donde se produce, tanto para el autoconsumo, como para el intercam-
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bio con el mercado para adquirir los productos que la naturaleza no los
puede brindar.
La identidad misma de un pueblo indígena, su articulación social y política es proyectada en su territorio y representada por él. El valor del territorio sobresale de cualquier otro, mucho más si tomamos
encuenta que existen muchos pueblos que consideran a la tierra como
la Madre o diosa tierra, estableciendo una relación de individuo a individuo y no de individuo a cosa.
Cuando los indígenas hablan de territorio, se refieren a esta concepción global y no sólo a la propiedad de un espacio físico, con más o
menos derechos de propiedad sobre él y los recursos naturales que allí
se encuentran. El territorio es el espejo de la vida social y cultural del
grupo, por lo que se lo debe relacionar con toda la comunidad y no solamente con individuos; dividir este espacio en derechos sobre parcelas
o en diferentes derechos sobre suelo, subsuelo o sobresuelo es cortar la
historia y la cultura de ese pueblo.
4. Derechos sobre tierras y recursos naturales
En relación a la tierra y recursos naturales la Constitución Política del Estado reformada, en forma expresa señala que “se reconocen,
respetan y protegen las tierras comunitarias de origen”, es decir las tierras tradicionalmente poseídas y ocupadas por los pueblos indígenas. A
renglón seguido, el mismo texto constitucional del artículo 171, garantiza el uso y aprovechamiento sostenible de los recursos naturales.
El reconocimiento expreso a los pueblos indígenas y el derecho a
sus tierras comunitarias de origen y a los recursos naturales en ellas
existentes, supera el problema de la fragmentación del territorio en diferentes derechos: derechos sobre el suelo, subsuelo y el suelo. En virtud a este artículo el derecho sobre la tierra, garantiza a los indígenas el
derecho sobre los recursos naturales.
Es importante además aclarar que cuando se habla de derechos
sobre los recursos naturales renovables no se está hablando de derechos
de propiedad, sino de utilización, administración y conservación de dichos recursos, tal como lo plantea el art. 15 del convenio 169 de la OIT;
esto implica:
Primero, que el Estado no puede dar derechos a otras personas
sobre los recursos naturales existentes en estas tierras; y
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Segundo, que los pueblos y comunidades indígenas, para hacer
un uso comercial de cualquiera de estos recursos deben regirse por la
ley especial que regula dicha actividad.
5. Problemas de tramitación
Los indígenas enfrentan grandes problemas y dificultades para
gestionar y tramitar la solución de problemas agrarios, fundamentalmente de titulación de tierras, por las distancias, el costo de traslado de
comisiones que tienen que ir a las capitales de departamento y luego
hasta la ciudad de La Paz, la carencia de asesoría adecuada, el costo de
los servicios profesionales de abogados, la lengua y otros problemas.
Por todos estos inconvenientes los pueblos indígenas no pueden
tramitar el título de propiedad sobre sus tierras, motivo por el cual colonizadores, madereros y empresarios agropecuarios los despojan de
sus territorios esenciales, traduciéndose en una permanente inseguridad jurídica, en una imposibilidad de mejorar sus condiciones de vida
y en muchos casos en violencia.
IV. POLÍTICAS DEL GOBIERNO NACIONAL SOBRE TIERRAS
Sobre la base del saneamiento técnico y jurídico de la propiedad
agraria la identificación de mapas temáticos de distribución de tierras,
esto es, mapas de ubicación exacta de las diferentes áreas protegidas, territorios indígenas y otras áreas clasificadas que puedan existir el gobierno pretende:
1.
2.
3.
4.

Cuantificar parcialmente las tierras baldías y aquellas sujetas a
reversión.
Establecer un Catastro Rural.
Establecer un Plan de ordenamiento Territorial, estableciendo
las categorías de uso.
Proyectar una nueva Ley Agraria o reformular la existente, como
fruto de una amplia concertación y participación; esta ley debe
normar a largo plazo el uso óptimo de la tierra en función a una
estrategia de desarrollo rural integral.
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Como se puede observar, en este momento se está trabajando en
la elaboración de las políticas generales sobre tierras, aunque para ello
tenemos bien claro -dice la Dra. Lavadenz, Interventora de Reforma
Agraria- que vamos a priorizar la dotación de tierras a las comunidades indígenas y campesinas y que la dotación de tierras va a seguir criterios técnicos, se la va a realizar en función de la vocación de uso de
los recursos naturales.
Se van a establecer dos modalidades de dotación de tierras: Una
gratuita para campesinos e indígenas, y otra onerosa para las mediana
y gran propiedad agraria.
Colonización. En relación a la Colonización se tiene decidido
que no se establecerán programas de Asentamientos Humanos como
en el pasado; pero que sí es necesario la identificación de áreas baldías
o tierras fiscales donde poder dirigir a la Colonización espontánea respetando así la capacidad de uso de la tierra. Estas áreas van a ser decididas como producto del ordenamiento territorial.
Dentro del ordenamiento territorial se establecerán normas de
uso, y el no cumplimiento de estas o el uso inadecuado de la tierra será causa de reversión de la propiedad agraria.
Indígenas. El tema de las tierras o territorios indígenas será considerado en la futura ley de tierras, bajo el nombre de Tierras Comunitarias de Origen, concepto que reconoce y respeta las tierras que ellos
poseen y su sistema de ocupación; como también a la titulación agraria de los territorios indígenas.
V. PROPUESTA DE ELABORACIÓN DE UN PLAN NACIONAL
DE TITULACIÓN DE TIERRAS COMUNITARIAS DE ORIGEN
1.

Se debe realizar un plan nacional de titulación de las tierras comunitarias en todo el Oriente, Chaco y Amazonía de Bolivia, el
cual debe contemplar todas las situaciones de tenencia y posibilidades de obtención y legalización de tierras para los pueblos indígenas.
El plan debe comprender:

a) identificación de las tierras en actual posesión.
b) identificación de tierras posibles para ampliación.
c) identificar tierras para posibles reasentamientos.
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d) identificación de zonas donde se debe realizar el catastro y saneamiento de propiedad.
e) definir metodologías.
f) presupuestos y cronograma de trabajo.

NOTAS
1
2

“Fortalecer las comunidades” una utopía subversiva, democrática… y posible.
Editado por AIPE, PROCOM, TIERRA - LA PAZ.
idem.

EL CONVENIO INTERNACIONAL
SOBRE LA DIVERSIDAD BIOLOGICA
¿Protección o amenaza para los
guardianes de la tierra?

René Kuppe
1. El Convenio sobre la Diversidad Biológica: fundamentos y objetivos
Mientras que a nivel mundial la atención de las Organizaciones
Indígenas estuvo centrada de manera preferente en el proceso de formulación de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos
de los Pueblos Indígenas, se puede decir que ya desde el inicio de la década del noventa fueron desarrolladas a nivel internacional otras normas que implican a su vez, una serie de efectos significantes en relación
a la vida y la realidad de los Pueblos Indígenas.
Uno de estos Instrumentos, acerca del cual nos ocuparemos a
continuación, es el Convenio Internacional sobre la Diversidad Biológica. Este Convenio sin embargo no fue preparado en su mayor parte
en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo de 1992 en Rio de Janeiro (UNCED). La Conferencia proporcionó en todo caso la oportunidad para redactar el texto del Convenio
aunque de manera apresurada y con una participación mínima de los
Pueblos Indígenas, dentro de un “marco diplomático”.
De esa manera y en forma prevista, el Convenio pudo ser presentado para su aprobación el 5 de Junio de 1992.
El Convenio representa la respuesta institucional frente a una
compleja problemática medioambiental que recién en el transcurso de
la década de los ochenta empezó a ser tematizada y a adquirir relevancia en la opinión pública: la progresiva destrucción de la diversidad
biológica a nivel mundial.
Diversidad biológica es un marco conceptual, el cual se refiere a
la diversidad genética, de especies y de zonas ecológicas que existen en
el mundo. El término abarca no sólo la gama genética dentro de las va-
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riedades tomadas de forma aislada y la diversidad de variedades dentro
de determinadas regiones, sino también las complejas formas de interrelacionamiento entre las variedades y las interacciones que tienen lugar entre la naturaleza animada e inanimada.
El peligro, comprobable a nivel mundial, de empobrecimiento y
destrucción de esta diversidad biológica, fue uno de los temas centrales
a nivel de políticas medioambientales en el marco de la Conferencia de
Rio. A través del Convenio se le dio una nueva dimensión al derecho
medioambiental internacional, en tanto se reconoció por primera vez
el valor que tiene la conservación de la biodiversidad. Con esto, se acepta una perspectiva del ambiente que toma en cuenta las interrelaciones
ecológicas, y se abandona una vieja política ambiental limitada a la pura protección de especies aisladas.
El reconocimiento de la Biodiversidad como objeto a ser protegido, lo cual se establece en el Convenio, es algo que no fue solamente
motivado por razones idealistas basadas en la importancia que tiene esta diversidad percibida como un valor en sí mismo (de acuerdo a la primera frase de los Preámbulos). En el fondo, se trata de que la Biodiversidad está siendo reconocida de manera creciente como un factor para
la obtención de productos lucrativos para el Mercado Global. De esta
manera, las diversas especies vegetales provenientes de los reductos
ecológicos en todas partes del mundo, proveen la base para la fabricación de productos farmacéuticos; además el retorno a la Biodiversidad
es importante para el mejoramiento de las plantas utilizadas por el
hombre.
Es evidente que no sólo la cuestión acerca de la preservación de
la diversidad biológica marcó la discusión para la elaboración de un
instrumento de derecho internacional sino también el cómo establecer
los principios bajo los cuales el acceso a los recursos y el uso de los mismos debería ser reglamentado.
De manera frecuente se pudo constatar, que al plantearse la cuestión de la protección y el uso de la biodiversidad apareció una faceta del
así llamado Conflicto Norte-Sur:
Influyentes consorcios provenientes del Norte que operan a nivel
mundial (como por ejemplo del sector farmaceútico), se encuentran
interesados en mantener abierto el acceso a un Sur rico en biodiversidad. Desde su punto de vista, la biodiversidad constituye un Bien otorgado de manera libre por la naturaleza, el cual puede ser explotado li-
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bremente por cualquiera. La misma opinión sostienen los estados del
Norte (Norteamérica, Europa y Japón), en cuya posición se esconden
los intereses de las “Biomultis”, pretendiendo reconocer en la biodiversidad un Bien que en principio no es propiedad de nadie. Los recursos
se mantienen por tanto, disponibles para la apropiación “originaria”
hasta el momento en el cual sean objeto de una modificación por obra
de los consorcios industriales y pasen a encontrarse bajo la protección
de una patente.
Por otra parte, la posición de los estados del Sur tiene sus propias características; partiendo de una fuerte presión por el endeudamiento externo, están a la búsqueda constante de nuevas fuentes de recursos que puedan proporcionar divisas provenientes de los mercados
internacionales. El Sur ve así en la biodiversidad una riqueza que puede ser ofrecida a estos mercados. De esta manera, la biodiversidad
constituye para los estados del Sur una parte de las “riquezas naturales”
que se encuentran en sus territorios, sobre las cuales desean disponer
en la forma menos restringida posible. Este acceso de los estados del
Sur a la Biodiversidad se expresa de manera ideologizada bajo la premisa que es a través de esta Diversidad Biológica que se conseguirá la
base material para la realización de las reivindicaciones del Sur al desarrollo.
Este conflicto de intereses entre Norte y Sur se traduce en el
Convenio como un arreglo:
Por un lado, queda garantizado el libre acceso a la variedad de
recursos. Sobre ésto se refiere el Convenio en forma patética al presentar la preservación de la Biodiversidad como una “herencia comunitaria de la humanidad” (Preámbulo, parágrafo 3).
Por otro lado, el Convenio apoya el concepto de que los países
tienen “derechos soberanos sobre sus propios recursos biológicos”
(Preámbulo, parágrafo 4). En otro punto (Artículo 3), el Convenio habla más claramente todavía acerca de los “recursos propios”, aludiendo
los recursos que se encuentran dentro de los territorios nacionales, y
que los diferentes países podrán utilizar de acuerdo a sus respectivas
políticas medioambientales. No obstante, se puede deducir una restricción a este derecho soberano de los países sobre los recursos, en la medida en que éste debería ser vinculado a la Carta de la Naciones Unidas
y a los Principios del Derecho Internacional (compárese el Art. 3, primera parte del parágrafo).
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Las posiciones oficiales, tanto de los países del Sur como del
Norte, a pesar de lo diferentes que son, se basan en un punto de partida común: que la Diversidad Biológica es otorgada por la naturaleza a
la humanidad. La naturaleza vista como un Gen-pool, como un reservorio de complejas relaciones bio-ecológicas, cuya apropiación y utilización se desenvuelve dentro de ellas mismas, hasta el momento sin la
intervención del hombre.
Dado que el Convenio también establece principios para la
transferencia internacional de tecnología y para los mecanismos financieros internacionales, a través de los cuales se proporcionarán estímulos y mejores posibilidades para la preservación de la biodiversidad, ella
se convierte en algo más que en un instrumento sobre política ambiental: es también un Convenio de políticas de desarrollo que establece deberes y derechos entre los así llamados países desarrollados y los no-desarrollados.
2. Biodiversidad y pueblos indígenas
¿Cuál es entonces el rol que se le adjudica a los pueblos indígenas dentro de este Convenio? Frente a la pregunta acerca de si las empresas transnacionales deben o no apropiarse de las riquezas biológicas, o si éstas pertenecen a los estados en cuyos territorios se encuentran, el punto de vista de los Pueblos Indígenas parece ser ignorado, a
pesar de ser en sus territorios en donde se encuentra la mayor diversidad de recursos biológicos del mundo actual. ¿Cómo ven los Pueblos
Indígenas su propio rol y significado en relación con la protección y el
uso de la diversidad Biológica?
Con motivo de la promulgación del Convenio, se ha establecido
una Red Mundial de Pueblos Indígenas dedicada al tema de la Biodiversidad. El principal objetivo de esta asociación es lograr la difusión de
las cuestiones planteadas por los Pueblos Indígenas en relación a la diversidad biológica y cultural, los derechos de propiedad intelectual y
del saber tradicional. En una declaración entregada en Octubre de 1993
a los países ratificantes del Convenio fue presentada la posición de la
Red:
“Nosotros, los Pueblos Indígenas de toda la Tierra, somos los
únicos guardianes de aquellos vastos y en parte aún intactos espacios
vitales, de los cuales las sociedades modernas son más dependientes de
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lo que quieren reconocer. Estos espacios vitales regulan el ciclo del
agua, mantienen la estabilidad del clima y proporcionan valiosas plantas, animales y genes. Es en nuestras tierras donde se encuentra una
mayor cantidad de especies de animales y vegetales en peligro de extinción, que en todas las Reservas Naturales del mundo. Nosotros poseemos un conocimiento ecológico de incalculable valor, el cual refleja la
diversidad biológica de la Tierra, de la cual depende cualquier clase de
vida. En nuestra cultura se encuentra depositado tanto conocimiento
sobre la naturaleza como en las modernas bibliotecas científicas”.3
A continuación encontramos una posición aún más clara por
parte de los Pueblos Indígenas:
“Diversidad biológica y diversidad cultural son mutuamente dependientes. Nosotros, los Pueblos Indígenas, no somos apenas los
guardianes de la Biodiversidad; nuestras diversas culturas la han propiciado de manera activa. Los ecosistemas más ricos en contenido, la gama más amplia de variedades biológicas y genéticas se encuentra normalmente en nuestros territorios ancestrales. Al mismo tiempo, nosotros dependemos de esta diversidad debido a nuestro modo de vida. La
preservación de esta diversidad es por eso inseparable de la protección
de nuestros derechos. (...)
El mundo necesita (para su futuro desenvolvimiento) de un
cambio de paradigmas, el cual se base en aquellas prácticas de preservación ecológica que nosotros practicamos desde hace siglos”.4
Con estas palabras reclamaron los Pueblos Indígenas el reconocimiento de su aporte al mantenimiento de la Diversidad Biológica
Global. Sus experiencias culturales nos muestran el absurdo de pretender asumir esta diversidad como un don puramente natural, así como
su relación con la naturaleza nos impide considerar aquella como un
bien hasta ahora “de nadie”. Muy por el contrario, la Biodiversidad está estrechamente ligada con la existencia histórica de las culturas indígenas. Aquella no es sólo custodiada a través de éstas, sino más aún, su
configuración ha sido influenciada por los Pueblos Indígenas. Ellos ponen en cuestión el punto de partida de los estados y de los consorcios
transnacionales, en tanto éste se basa en pretender que en el fondo se
trata del acceso a una naturaleza entendida como “libre”.
Los centenares de Pueblos Indígenas, que viven en los bosques
tropicales de América, Africa, Asia y Oceanía, practicando una agricultura de rotación de terrenos, han realizado a través de una amplia ga-
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ma de actividades económicas un gran aporte para la preservación y la
configuración de la variedad de especies en aquellas regiones.5
Hasta los mismos cazadores o pastores nómadas que no trabajan
la tierra y que desde siempre han sido poco considerados por parte de
los colonialistas europeos y los gobiernos neo-colonialistas, representan una suma de altamente diferenciadas y exitosas estrategias de vida.
Las así llamadas tribus errantes, son portadoras del conocimiento humano sobre las relaciones con la naturaleza acumulado a lo largo de
milenios, como por ejemplo en zonas con una fuerte fluctuación en la
presencia de agua. Las formas de vida nómadas son la expresión de una
relación sensible hacia el medioambiente, y son precisamente estas formas de vida las que han aportado considerablemente a la variedad de
recursos en sus respectivos espacios vitales.6
El mantenimiento de la función de protección, ejecutada por un
Pueblo Indígena sobre la variedad de recursos que se encuentran en su
territorio, se basa en varias premisas importantes:
Debe ser posible para ese pueblo el mantener un control y la responsabilidad sobre ese espacio vital. Bajo espacio vital deberá entenderse aquí una área geográfica en el sentido más amplio del término;
incluyendo la superficie terrestre, los recursos depositados en el subsuelo, las plantas que crecen en la superficie y los animales que en ella
viven, así como las aguas que se encuentran en ese espacio vital.
Control y responsabilidad por el Medio Ambiente, entendido de
manera unitaria como el territorio de un Pueblo Indígena, no equivalen a las atribuciones que en derecho occidental se encuentran relacionadas con el concepto de “Propiedad”. Este término se refiere a la utilización de un objeto como factor de producción, el cual será utilizado
partiendo de una óptica de maximización de utilidades. La propiedad
implica que un objeto puede ser enajenado en el caso que, desde la
perspectiva del propietario, pueda ser reemplazado por inversiones
más lucrativas.
Los Pueblos Indígenas, por el contrario, consideran sus territorios como algo inseparable de su propio destino, algo que no puede ser
enajenado. A pesar de que algunas comunidades, grupos familiares o
también individuos -en tanto integrantes de un Pueblo Indígena- se
ven en la situación de poseer derechos de utilización de partes de un territorio, estos usuarios no tienen derecho a disponer sobre estas partes.
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Es más, las riquezas del espacio vital serán preservadas a través
de la responsabilidad colectiva de un pueblo indígena y de esta forma
entregados a las generaciones futuras.7
Finalmente, un Pueblo Indígena deberá poder mantener el control sobre su propia sabiduría relacionada a la diversidad biológica. Esta premisa implica por lo menos dos cuestiones: primero, al pueblo no
deberá escapársele de las manos el control sobre su sistema de educación, de manera que su conocimiento no pueda ser transmitido a las
futuras generaciones. La sabiduría de los pueblos indígenas no se puede mantener en forma de libros, ella debe mas bien continuar siendo la
base para la praxis diaria de las generaciones venideras. Segundo, el
pueblo deberá mantener el control acerca del traspaso de esta sabiduría a elementos ajenos a la comunidad, así como de la forma en que estos elementos ajenos hagan uso de esos conocimientos. En este sentido, los conocimientos que un Pueblo Indígena posee, p.e., en relación
a las capacidades curativas de una determinada planta, están enmarcados dentro de un sistema de reglas que también impide la sobreexplotación de esta planta, y de esa forma se asegura una existencia duradera para la misma. Al ser transmitido hacia afuera el conocimiento sobre las capacidades curativas de una determinada planta, y a continuación ser empleada por extraños como un mero conocimiento técnicofarmacéutico sin tomar en cuenta la necesaria regulación para preservar esa especie, la existencia de la misma estará amenazada y con ello la
Biodiversidad se verá reducida.
En el área de Derechos Humanos de las Naciones Unidas están
consideradas tales especiales relaciones de los Pueblos Indígenas con su
espacio vital tradicional y los recursos que en él se encuentran. En el
Proyecto de Declaración de las NU sobre los derechos de los Pueblos
Indígenas 8 está reconocido el derecho de esos pueblos a la libre determinación, en virtud del cual podrán emprender libremente su desarrollo económico, social y cultural (Art. 3).
Bajo el reconocimiento de las especiales relaciones espirituales y
materiales que dichos pueblos tienen con sus territorios, les corresponde también el derecho al poseer, controlar y utilizar sus espacios vitales, incluyendo los recursos que allí se encuentran (Art. 25 y 26).
Los Pueblos Indígenas tienen además derecho a la conservación,
reconstitución y protección del medio ambiente total y de la capacidad
productiva de sus territorios y recursos (Art. 28), y finalmente, les co-
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rresponde el derecho al reconocimiento de sus derechos de propiedad
intelectual y cultural (Art. 29).
En todo caso, el Convenio sobre la Diversidad Biológica se plantea como opuesta a esta Declaración, en la cual se hace hincapié en el
reconocimiento de los derechos de los Pueblos Indígenas. La Alianza
Mundial de los Pueblos Indígenas-Tribales de los Bosques Tropicalesuna agrupación de cerca de 30 organizaciones representativas de pueblos de regiones selváticas tropicales, provenientes principalmente de
Latinoamérica, Africa central y sud-Asia- hace por ello énfasis en que
el Convenio ha quedado muy por detrás de las expectativas de los Pueblos Indígenas.9 Mientras que estos pueblos hubieran deseado que el
Convenio hubiese reflejado de manera clara el rol que ellos desempeñan en la preservación de la Biodiversidad, así como la importancia del
reconocimiento de sus derechos para lograr ese objetivo; tuvieron que
comprobar que sólo en algunos pasajes de las resoluciones del Convenio se encuentran menciones al significado de sus culturas en relación
a la preservación y cuidado de la Biodiversidad. Una de estas disposiciones se encuentra en el artículo 8 del Convenio sobre la Diversidad
Biológica, que en principio contiene regulaciones primarias sobre otra
temática, y está inadvertidamente titulada como conservación “in-situ”.
3. Conservación “in-situ” de la biodiversidad
De manera general, se entiende por conservación “in-situ” el
mantenimiento de ecosistemas y espacios vitales naturales, así como la
custodia y el reestablecimiento en su ambiente natural de especies aptas para la supervivencia, y en el caso de especies domesticadas o producto de la cría en el medio en el cual sus particularidades pueden ser
desarrolladas.10 En este sentido, conservación “in-situ” es el término
contrario de conservación “ex-situ”, es decir el mantenimiento de partes integrantes de la diversidad biológica fuera de sus espacios vitales
naturales, como por ejemplo en laboratorios, bancos genéticos o jardines zoológicos.
3.1. La problemática de las zonas protegidas
Los diversos reglamentos del artículo 8 consideran que la conservación “in-situ” debe ser seguida por el establecimiento de zonas
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protegidas, así como por la protección y el saneamiento de ecosistemas
y la regeneración de especies amenazadas. El establecimiento de zonas
protegidas es sin embargo, y de manera especial, una medida que no
siempre genera un gran entusiasmo entre los Pueblos Indígenas.
Las zonas protegidas, en especial los parques nacionales, juegan
a nivel mundial un rol muy importante al asegurar ecotopos y reservas
de diversidad biológica frente a la acción de una agroindustria altamente tecnificada, a la colonización masiva y a una extracción de recursos naturales que eventualmente podría generar perjuicios ecológicos. El establecimiento de parques nacionales u otros tipos de zonas
protegidas debe ser seguido por una línea de acción que permita alejar
de los valiosos Biotopos a las formas de actividad económica humana
no-sostenibles.
¿Cómo es, sin embargo, la situación en torno al establecimiento
de zonas de protección en los espacios vitales de los Pueblos Indígenas?
Para el mantenimiento de los modos de producción específicos
de los indígenas -a través de los cuales está asegurada la Biodiversidad
de sus espacios vitales- son importantes dos aspectos:
1.

2.

Por motivos evidentes, no deberán ser ilegalizadas las actividades tradicionales de subsistencia como p. e. la caza, recolección,
extracción de madera, etc.
Los derechos de un Pueblo Indígena a su propio territorio y a los
recursos naturales que en él se encuentran deben ser reconocidos y asegurados. Solamente si se garantiza a largo plazo la validez de estos derechos, podrá ser evitada la suplantación de la
forma de aprovechamiento de recursos practicada por los indígenas, por cuenta de una explotación centrada en la maximización selectiva de rendimientos.

Hasta hace relativamente poco tiempo, los “Patrocinadores” de
Proyectos de Parques Nacionales (sobre todo el importante conjunto
de las organizaciones medioambientales WWF/UICN) mostraron escasa sensibilidad para la cuestión del modo de vida y los derechos de
los Pueblos Indígenas afectados por el establecimiento de zonas de protección, es decir por los así llamados pobladores “locales”. A partir de
los años 80 han comenzado a ser tematizadas de manera creciente las
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relaciones entre naturaleza y modos de vida locales, en el marco de los
estudios de UICN 11.
Combinado con una disposición positiva de los responsables del
cuidado de los Parques Nacionales, y a pesar de la hasta ahora frecuente percepción de los modos de producción tradicionales como factor
nocivo al medio ambiente, les ha sido posible a los Pueblos Indígenas
el influenciar la configuración de las normativas del derecho ambiental
de algunos países, de manera que la creación de un Parque Nacional no
perjudique necesariamente los modos de aprovechamiento que a ellos
les son tradicionales. De esta forma por ejemplo, de acuerdo al derecho
de la Commonwealth australiana, la creación de un Parque Nacional
no restringe necesariamente el Título Aborígen reconocido por el estado12. Al mismo tiempo, al interior de un Parque Nacional siguen siendo posibles las prácticas productivas de los grupos indígenas.
Por el contrario, en el caso de muchos países latinoamericanos,
son paradójicamente frecuentes las figuras jurídicas al interior del derecho ambiental que cumplen la función de garantizar a los Estados el
acceso irrestricto a los recursos naturales en determinadas regiones estratégicas. De manera característica, es a través de la creación de Parques Nacionales que se descarta la validez de derechos de particulares
sobre los territorios. Así se impide también el reconocimiento formal
de los derechos territoriales indígenas en los Parques Nacionales. Caza,
recolección y otras actividades serán en consecuencia consideradas como actividades económico-productivas por parte del Estado, y en consecuencia sujetas a restricciones al interior de zonas protegidas; y su
práctica, en el caso de ser permitida, será dependiente de una autorización estatal 13.
En tanto los Estados se apoyaron en el derecho medioambiental
para tipificar las prácticas productivas de los indígenas en sus tierras,
como infracciones o delitos, los Pueblos Indígenas de Latinoamérica
han pasado por la experiencia de ser reprimidos de diversas maneras.
Al mismo tiempo, en algunas Reservas Naturales al interior de
territorios indígenas operan firmas transnacionales del sector maderero o de minería, en parte gracias a concesiones otorgadas por el Estado,
o simplemente de manera ilegal y sin ser objeto de sanciones. En esos
casos resulta decisivo el que debido al no-reconocimiento de derechos
territoriales en las Reservas Naturales, los indígenas carezcan de un acceso a protección legal, en especial en lo que se refiere a las demandas
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en contra de empresas que expanden sus actividades al interior de los
espacios vitales indígenas.
Debido a esto, en el Congreso Internacional de la UICN sobre
Parques Nacionales que tuvo lugar en Caracas en 1992, las Organizaciones Indígenas hicieron clara su exigencia:
“No queremos ningún parque, sino el reconocimiento del Derecho Territorial Indígena”.
Sin embargo, no por esto se debe llegar a una condena global de
un instrumental jurídico destinado a proteger Biotopos naturales amenazados.
Los Parques Nacionales juegan un papel importante en la protección de espacios naturales en contra del avance de formas de explotación no sostenible. Sin embargo, su establecimiento (y su promoción
a nivel internacional) en el espacio vital de pueblos cuyo mismo modo
de vida constituye una garantía para la preservación regional de la Biodiversidad, debe ser dependiente de que no ocurra un despojo de los
Pueblos Indígenas, o una decadencia de los modos de vida de los mismos. A través del corte de la relación de estos grupos con su espacio vital, no sólo se violan sus derechos humanos sino también es puesta en
entredicho su cultura y el rol que ella tiene como factor importante para la preservación de la diversidad biológica. El establecimiento de Zonas Protegidas no deberá por lo tanto conducir al despojo de los Pueblos Indígenas de la riqueza de su espacio vital y a una intromisión en
su propia relación con la naturaleza y todo esto precisamente cuando
de acuerdo al artículo 8 del Convenio sobre la Diversidad Biológica su
objeto es la conservación “in-situ” de la diversidad biológica.
Los Pueblos Indígenas, en colaboración con organizaciones como el WWF, se hallan abocados en conseguir la aprobación de reglamentos que deberán ser observados en el establecimiento de Zonas
Protegidas. De acuerdo a un proyecto de reglamento del año 199514, el
establecimiento de Zonas de Protección deberá ocurrir sólo después de
una aprobación libre e informada por parte de las etnias afectadas. El
establecimiento de tal Zona deberá estar precedido necesariamente por
un análisis realizado en conjunto con los grupos indígenas, el cual deberá concentrarse en el aspecto de la conciliación social frente a la nueva situación originada por el proyecto.15 Finalmente, la Zona Protegida deberá erigirse sobre la base de un acuerdo entre la organización
ecológica patrocinadora y el/los Grupo(s) Indígena(s). Este acuerdo
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deberá establecer de manera clara el objetivo de protección del área a
ser establecida y deberá asegurar la participación indígena en la toma
de decisiones sobre planeamiento y administración. Un aspecto de
gran importancia reviste la necesidad que los indígenas permanezcan
como los principales beneficiarios de las medidas de protección ecológica. Ellos deberán tener la preferencia en el otorgamiento de los puestos de trabajo que se creen a partir del establecimiento de las Zonas
Protegidas. Al interior de las mismas deberá ser posible un aprovechamiento sostenible de los recursos por parte de los indígenas, en el cual
ellos definirán los criterios básicos acerca de lo que “sostenible” significa. Actividades inducidas desde afuera, como por ejemplo la investigación científica y el ecoturismo deberán ocurrir sólo bajo control local.
Está por verse si los Estados se encuentran dispuestos a observar
estos principios al aplicar las reglamentaciones contenidas en el artículo 8 del Convenio sobre la Diversidad Biológica, el cual se ocupa del establecimiento de Zonas Protegidas, ya que sólo así será posible que los
objetivos del Convenio sean cumplidos.
3.2 Pueblos indígenas y soberanía nacional
Como mencionamos arriba, se encuentra en el artículo 8 (el que
regula la conservación “in-situ”) una norma que se relaciona explícitamente con el tema de los Pueblos Indígenas; el artículo 8, parágrafo j,
establece que cada parte contratante con arreglo a su legislación nacional, respetará, preservará y mantendrá los conocimientos, las innovaciones y las prácticas de las comunidades indígenas y locales que entrañen estilos tradicionales de vida pertinentes para la conservación y la
utilización sostenible de la diversidad biológica y promoverá su aplicación más amplia, con la aprobación y la participación de quienes posean esos conocimientos, innovaciones y prácticas, y fomentará que los
beneficios derivados de la utilización de esos conocimientos, innovaciones y prácticas se compartan equitativamente”.
A continuación se debe señalar que a través de esta formulación,
los Pueblos Indígenas no sólo están protegidos frente a la destrucción
o el despojo de su acervo intelectual. Ya que se habla de conocimientos,
innovaciones y prácticas, se incluye por tanto la relación de los Pueblos
Indígenas con su medio ambiente natural; así por ejemplo, las costumbres, es decir las prácticas de un Pueblo Indígena del Amazonas en el
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aprovechamiento del bosque húmedo tropical sólo podrán ser “preservadas y mantenidas” si al mismo tiempo se protejen sus relaciones con
sus respectivos espacios vitales y los recursos que en ellos se encuentran.
Los conocimientos indígenas, y sus aplicaciones técnico-prácticas no son posibles de ser separados de aquellos recursos biológicos, en
cuyo aprovechamiento ellos se preservan de manera cotidiana. El artículo 8 va más allá, entonces, de la pura protección de la “propiedad intelectual”, lo cual es un aspecto positivo.
Sin embargo, el parágrafo j incluye una serie de formulaciones
que podrían dar lugar a interpretaciones problemáticas. Así, encontramos al inicio del parágrafo, que éste se remite al marco legal de cada
país y de ahí podría derivarse que toda la validez de las garantías mencionadas, como por ejemplo el cuidado de los conocimientos y prácticas de los Pueblos Indígenas o la participación en los beneficios que de
su uso se deriven, dependen de si éstas se encuentran previstas dentro
de la legislación imperante. La promulgación de una legislación que
contemple estas normas no aparece en el artículo 8j como prevista de
una manera obligatoria.
De esta forma se refuerza una interpretación que convierte el reconocimiento de los derechos nombrados en el artículo 8 en una cuestión totalmente dependiente de la voluntad del Estado; al apoyarse en
el principio enunciado en el artículo 3 del Convenio, en el cual se reconoce el derecho soberano de los Estados a hacer uso de sus recursos naturales de acuerdo a sus respectivas políticas medioambientales. El establecimiento de una soberanía definitiva, es para los indígenas el aspecto más conflictivo de todo el Convenio, cuya estricta puesta en
práctica acarrearía la desaparición de la diversidad cultural que se encuentra estrechamente ligada a la diversidad biológica.15
Una interpretación más dinámica de las normas del Convenio
en los artículos 3 y 8, para ser más ajustada a la perspectiva de los Pueblos Indígenas, deberá partir del contexto en el que se formula el “derecho soberano” de los Estados.
El énfasis puesto en dichos derechos soberanos al uso de los recursos por parte del Estado ocurrió, como mencionamos al comienzo,
en el contexto conflictivo de los intereses entre los países del Sur y los
consorcios transnacionales del Norte. El principio consagrado en el artículo 3, es una parte integrante del compromiso del Convenio que
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apunta a impedir que la Biodiversidad en el Sur esté a disposición de
los poderes económicos del Norte sin ninguna limitación. El artículo 3
somete la Biodiversidad a la competencia regulativa del Estado dentro
de cuya área geográfica ella se encuentra.
El reconocimiento de la soberanía de los Estados deberá por ello
dirigirse hacia afuera, y no hacia la propia población, sobre todo no en
contra de determinados grupos poblacionales de las naciones en desarrollo. En este sentido, una interpretación más reservada de los derechos de soberanía estatal puede apoyarse en algunos pasajes del Convenio. Precisamente en el artículo 3 se encuentra atenuado el principio de
soberanía sobre los recursos naturales, cuando se menciona que la explotación de los recursos deberá ser practicada “de conformidad con la
Carta de las Naciones Unidas y con los principios del derecho internacional”. En el artículo 22 se señala que el Convenio no afecta a los derechos y obligaciones de las partes contratantes derivados de cualquier
otro acuerdo de derecho internacional.
Sin tratar de analizar aquí particularidades, se puede asumir que
de la Carta de las Naciones Unidas y de una serie de instrumentos jurídicos del derecho internacional, se pueden derivar importantes principios referentes a la protección de grupos étnicos, en especial de Pueblos
Indígenas, que pueden ser útiles en función de restringir el concepto de
soberanía estatal.
De manera general, se puede decir que el derecho internacional
reconoce el derecho de todos los pueblos a la autodeterminación, en
base a la cual cada pueblo podrá emprender de manera libre su propio
desarrollo económico, social y cultural.17 De acuerdo al artículo 27 del
Pacto de las Naciones Unidas de Derechos Civiles y Políticos, a los integrantes de minorías étnicas “no se negará, en común con los demás
miembros de su grupo, a tener su propia vida cultural”.
El anteriormente citado proyecto de declaración de las NU sobre
los derechos de los Pueblos Indígenas contiene una serie de regulaciones detalladas, cuyos aspectos más importantes ya hemos mencionado;
dichas regulaciones deberán servir de fundamento para establecer un
standard en lo que se refiere a las relaciones entre Estados y Pueblos Indígenas. Finalmente, el Convenio N°. 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) fue ratificado en especial por una serie de países latinoamericanos18. De acuerdo a esta Convención, los Estados se
encuentran obligados a reconocer importantes derechos de los Pueblos
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Indígenas y Tribales, como por ejemplo el derecho de dichos pueblos a
decidir sus propias prioridades en lo que atañe al proceso de su desarrollo (art. 7); la reivindicación de una consideración de sus usos y costumbres, así como de su sistema de normas, frente a la aplicación del
sistema jurídico de los respectivos Estados (art. 8); finalmente, el derecho a las tierras tradicionalmente ocupadas por ellos y a los recursos
naturales que en ellas existen (art. 14 y 15).
Todos estos standards en lo referente a Derechos Humanos, restringen en alguna manera el ejercicio de la soberanía por parte de los
Estados. De esta manera, dichos Estados se ven impedidos de ejercer
derechos ilimitados sobre la diversidad biológica al interior de sus territorios, aún en el caso de invocar al artículo 3 del Convenio sobre la
Diversidad Biológica.
La formulación del artículo 8j del Convenio sobre la Diversidad
Biológica, el cual parte del concepto de los “arreglos de la legislación
nacional” (de cada país), al ser interpretado de manera correcta no
puede dar motivo a la formación de una opinión de que el Estado quede en total libertad de promulgar o no leyes en este sector. Una interpretación del mismo basada en su contexto general promueve mas
bien, que cada Estado tiene que promulgar un mínimo de disposiciones a través de las cuales las áreas mencionadas en el artículo 8j sean reglamentadas como por ejemplo, la preservación de conocimientos, innovaciones y prácticas de las comunidades indígenas o la repartición
equitativa de los beneficios derivados de la utilización de estos conocimientos.
3.3. Protección de comunidades con modos de vida “tradicionales”
El artículo 8j puede dar lugar a interpretaciones equivocadas en
tanto solamente se refiere a la protección de los conocimientos, innovaciones y prácticas de comunidades con estilos de vida tradicionales.
De esta forma podrían alimentarse reparos en relación a la protección
legal especial para indígenas, pues de esta manera se plantea la cuestión
de si ese derecho a la protección sólo debe ser reivindicado por pueblos
que desenvuelven un modo de vida arcaico, sin considerar además, que
sería practicamente imposible el establecer una separación de dicha
forma de vida “arcaica” con una “no-tradicional”. La misma Alianza
Mundial de los Pueblos Indígenas-Tribales de los Bosques Tropicales,
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expresa de manera plausible cómo se debe enfrentar la pretensión de
restringir los derechos de los Pueblos Indígenas: “Lo tradicional se refiere, en principio, no sólo a los contenidos de una cultura, sino a la forma en que un pueblo preserva su identidad; la expresión “tradicional”
no deberá ser utilizada para fortalecer concepciones aislacionistas o
primitivistas destinadas a presentar los pueblos como entidades estáticas...., debería sobre todo adquirir un sentido dinámico, a través del
cual se hagan visibles las continuidades, en lugar de un determinado
contenido estable” 19.
De esta manera se hace clara la reivindicación indígena de poder
seguir desarrollándose, sin que a través de ello se ponga en cuestión su
identidad como Pueblo Indígena. A través del artículo 7 del Convenio
de la OIT Nr. 169, se establece el derecho de dichos pueblos a definir
prioridades propias en lo que a su desarrollo se refiere. Este concepto
de desarrollo ya experimentó una negativa, proveniente de la actitud de
imponer a los Pueblos Indígenas modelos de desarrollo externos. Es
precisamente a través de un proceso de desarrollo manejado de manera autónoma en el marco de la propia identidad cultural, que aquellos
conocimientos, innovaciones y prácticas que constituyen la ligazón de
los Pueblos Indígenas con la Biodiversidad, podrán ser transmitidos a
futuras generaciones. De esta forma, la protección prescrita por el Convenio debe referirse no sólo a los pueblos “pre-modernos” sino también
a aquellos pueblos que a pesar de su propio desarrollo y adaptación aún
mantienen una continuidad cultural y reafirman su identidad indígena.
3.4. Biodiversidad y protección de los conocimientos indígenas
El artículo 8j contiene además otras importantes menciones sobre la cuestión de la “aplicación más amplia” de los conocimientos, innovaciones y prácticas indígenas que resulten de significancia para la
conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica. Aquí se
puede encontrar un aspecto positivo en el texto de nuestro Convenio:
La así llamada “aplicación más amplia” sólo podrá tener lugar
bajo aprobación del poseedor de estos conocimientos. La aprobación
(en ingles “approval”) haría necesaria, sin embargo, la obtención de un
consenso por parte de los grupos afectados. En líneas anteriores ya fue
mencionado que un Pueblo Indígena deberá mantener el control sobre
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la forma en la cual su saber colectivo podrá ser entregado a terceros, así
como la forma en que esos conocimientos serán aplicados. Sólo así podrá mantener su rol como protector y guardián de la Biodiversidad en
su espacio vital. El Convenio encarna este principio y establece por lo
menos un punto de partida que impide el que se ignore esta cuestión
principal acerca del uso legítimo del conocimiento indígena.
Además, el artículo 8j establece que aquellos beneficios derivados de la aplicación más amplia de los conocimientos, innovaciones y
prácticas de las comunidades indígenas y locales, deberán ser compartidas en forma equitativa. Queda abierta sin embargo, la pregunta clave acerca de cómo estos beneficios provenientes del uso y de la aplicación de ese saber indígena sobre la Biodiversidad, puede ser repartido
equitativamente entre dichas comunidades y las empresas comerciales.
Los potenciales “usuarios” externos de conocimientos indígenas
procurarán en la práctica optimizar sus ganancias a través de la utilización de dicho saber. La solución que se presenta como la más fácil, es
decir el establecimiento de una participación financiera para los indígenas en razón del aprovechamiento que terceros obtengan de su saber,
muy probablemente ignorará la relación especial de los grupos indígenas con su medio ambiente. Los conocimientos y tradiciones en los
cuales se expresa la función protectora de los Pueblos Indígenas para
con la biodiversidad, no son fáciles de considerar como un factor de
mercado con un valor claramente definido en forma similar a lo que
ocurre con los recursos que se encuentran en su espacio vital. Y aún en
el caso en que determinados Pueblos Indígenas se encuentren de hecho
interesados en una “ganancia” financiera, y siempre asumiendo que
exista anteriormente la aprobación para el uso de dicho saber por parte de terceros, es un hecho que al interior de dichas comunidades se carece de los necesarios mecanismos para poder asumir la administración de un flujo súbito de capital. Como consecuencias podrían darse
diversos conflictos y una artificial orientación al mercado de algunos
sectores de la sociedad indígena.
Junto a compensaciones puramente “financieras” por el uso de
conocimientos indígenas, se puede citar otras experiencias, como el caso de la firma Shaman Pharmaceuticals, que trabaja con Pueblos Indígenas en la búsqueda de nuevas substancias curativas. Dicha firma
conduce de vuelta al país de origen una parte de las ganancias provenientes de la comercialización de las substancias desarrolladas. Estas
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ganancias benefician a los indígenas de manera indirecta; ya que la firma Healing Forest Conservancy, fundada por la Shaman Pharmaceuticals, tiene como objetivo poner a los indígenas en condiciones de tomar
parte en el “desarrollo... y administración de los recursos naturales... en
especial de aquellas plantas... que son empleadas tradicionalmente para fines medicinales”.20 Shaman Pharmaceuticals ha proporcionado
“durante una expedición científica”, asistencia médica a Pueblos Indígenas. En todo caso no queda claro en qué medida a través de todo esto pueden establecerse nuevas dependencias y demandas que a largo
plazo probablemente no puedan ser atendidas.
La cuestión de si a través de la “comercialización” de su saber,
grupos de interés externos pueden arrastrar a grupos indígenas hacia el
mercado global, y gracias a ello desencadenar procesos que probablemente estarán fuera del control de esos pueblos, reviste no sólo aspectos jurídicos, sino también una serie de complejos aspectos económicos y de ética. En el momento en que un grupo indígena pone su saber
a disposición del uso comercial, y al mismo tiempo carece de suficientes conocimientos del mercado, sólo podrá percibir el valor de su saber
de manera insuficiente. Finalmente serán los intermediarios ubicados
entre los grupos indígenas y las grandes empresas los que determinen
el equilibrio entre los intereses tradicionales y comerciales en torno a la
Biodiversidad.21
De hecho, el “saber indígena” se ha convertido en “la nueva ‘frontier’ del occidente... en la nueva gran cacería de recursos”.22 La compleja problemática de la protección y las respectivas compensaciones por
cuenta de la propiedad intelectual de los Pueblos Indígenas no puede
ser minimizada en medio de este contexto.
Un aspecto histórico, que en relación a la cuestión de la utilización amplia del saber indígena continúa sin ser aclarado, es la atribución de complejos conocimientos a diversos posibles autores. Es de
consideración, que en muchos casos el uso comercial de las substancias
activas de una especie botánica no sólo se basa en saber indígena; en el
caso de productos farmacéuticos por ejemplo, antecede a la utilización
comercial normalmente un “aislamiento” científico de la substancia activa de la planta utilizada tradicionalmente por un Pueblo Indígena. La
compañía farmacéutica señalará su aporte precisamente en esta etapa
de aislamiento (y posterior “purificación”) de la substancia activa, la
cual, de acuerdo a las necesidades podrá posibilitar la reproducción

René Kuppe / 211

sintética de la substancia activa para su empleo en un producto farmacéutico de marca. Por otra parte, ha sido a raíz de la observación del
uso tradicional de una planta, que los investigadores encargados por las
compañías llegaron a la idea de analizar las substancias activas con la
perspectiva de un uso farmacéutico.
El saber de los Pueblos Indígenas sobre hechos biológicos es por
esto importante, cuando no un factor esencial en la búsqueda de nuevas substancias médicas o químicas destinadas a diferentes áreas de
aplicación.
Los investigadores modernos observan el empleo de plantas por
parte de Pueblos Indígenas como punto de partida para su búsqueda
de nuevas substancias.23 “Al ser aplicadas por el saber indígena, esto les
proporciona a los investigadores no sólo la oportunidad de formarse
una idea acerca de la identidad de la planta que les resulta interesante,
sino también reconocer la parte específica de la planta que contiene la
substancia de época del año, en la cual la substancia se encuentra disponible en la planta, así como los métodos para obtenerla...”.24 De esa
manera, las compañías pueden ahorrarse costos considerables al concentrar sus actividades de investigación en aquellas aplicaciones con
efectos comprobados, provenientes del saber indígena sin tener que
verse obligados a la búsqueda aleatoria de substancias curativas a través de las innumerables especies “silvestres”. A pesar de que en el producto terminado que se ofrece al mercado se incluye también una labor de investigación y desarrollo por parte de la firma comercial, el conocimiento indígena juega un rol importante en el éxito del producto
en el mercado.
La relación entre la substancia comercializada y el “conocimiento biológico indígena” puede ser de una naturaleza muy diferenciada.
Cuando -como Lester Yano refiere 25- en el caso de la medicina popular tradicional de los nativos de Hawaii, una papilla elaborada a base de
la fruta “Noni” (morinda citrofolia) que es empleada para calmar dolores, es tomada como base para un analgésico producido por la industria farmacéutica, entonces esta relación está claramente marcada. De
otro lado, al desarrollar una firma un producto anticancerígeno a partir de una planta utilizada tradicionalmente como antidiabético -un
caso mencionado por Sarah Laird 26- la relación entre el producto final y el conocimiento indígena es entonces menos evidente.
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La diferencia de los casos haría impracticable la “repartición justa”, a la cual el artículo 8j del Convenio sobre la Diversidad Biológica
hace referencia, partiendo de un común acuerdo adecuado a cada uno
de los casos individuales. En ese caso, todo dependerá de la experiencia
y la capacidad de negociar de los Pueblos Indígenas para conseguir garantizar sus derechos a través de acuerdos realmente correctos, adecuados a los respectivos usos de su conocimiento.
4. La relevancia de los estudios de impacto ambiental
Junto a las regulaciones contenidas en el artículo 8j, existen otras
normas del Convenio sobre la Diversidad Biológica que revisten un significado especial para los Pueblos Indígenas.
De acuerdo al artículo 14, está previsto que cada parte contratante establezca en la medida de lo posible, procedimientos apropiados
para la evaluación del impacto ambiental de sus proyectos que puedan
tener efectos adversos importantes para la diversidad biológica. Estos
estudios deberán ayudar a evitar dichos efectos o por lo menos minimizarlos. Esto significa en especial, que dado el caso deberá ser posibilitada la participación de la opinión pública en dichos procesos.
4.1. Generalidades
Aquí se trata de la conciliación ecológica (impact assesment), a
través de la cual se podrá establecer la prevención de impactos inesperados y negativos, ocasionados por proyectos de desarrollo propuestos
o en ejecución. Junto con los dictámenes y valoraciones de los efectos
negativos de los proyectos planteados, un estudio de conciliación ecológica deberá plantear -dicho de manera general- medidas que atenúen
los efectos negativos, así como las ventajas y desventajas de proyectos
alternativos, inclusive de la “variante cero”. De manera regular, dichos
estudios de conciliación ecológica deberán ser ejecutados antes de la
aprobación definitiva del proyecto por parte de las autoridades.
Mientras que los estudios de impacto ambiental provienen, en
sentido estricto, del derecho medioambiental27, poco a poco se fue ampliando su campo de aplicación hacia el sector de la “conciliación social” de proyectos. En el curso de la ejecución de dichos estudios deberán ser puestos en conocimiento de la población también los efectos
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negativos de los proyectos planteados y se deberá involucrar a dicha
población en la toma de decisiones para el planeamiento. Esta extensión de los estudios de conciliación en dirección al sector social está relacionada con los principios generales para un desarrollo democrático
y el así llamado “good governance”.
La prevención de impactos sociales negativos no es sin embargo
únicamente resultado de una actitud democrático-participativa por
parte del estado. A partir del momento en que se reconoce que los usos,
costumbres y prácticas de las poblaciones indígenas (y otras locales)
deben ser mantenidas y protegidas en razón a la relevancia que poseen
para la preservación y la utilización sostenible de la biodiversidad, de
manera análoga deberán ser localizados y en la medida de lo posible
evitados, los posibles efectos negativos de los proyectos estatales sobre
las culturas indígenas.
Los estudios de impacto ambiental, al partir de una puesta en
práctica seria, pueden generar un mecanismo que posibilite la incorporación constructiva del “saber local” sobre la biodiversidad en el planeamiento de proyectos. Los Pueblos Indígenas poseen de manera general un conocimiento mucho mayor sobre las relaciones ecológicas
con sus espacios vitales, que cualquier autoridad encargada del planeamiento, financiación y ejecución de proyectos en gran escala. Su incorporación se muestra como esencial para alcanzar los verdaderos objetivos de un estudio de impacto ambiental en el sector de la biodiversidad, específicamente la prevención de daños.
Al mismo tiempo, es conocido que los estudios de impacto ambiental muchas veces adquieren apenas una función de legitimación
hacia afuera para proyectos que se encuentran ya completamente diseñados y aprobados. Para evitar la desvirtuación de estos procedimientos, es necesario un diseño de los mismos que incluya y haga valer la
perspectiva de los Pueblos Indígenas en relación a proyectos que alteren sus modos de vida en relación con el ambiente.
4.2. Los Estudios de impactos ambientales y los pueblos indígenas
A continuación señalaremos algunos puntos que deberán ser tomados en consideración en la ejecución de un estudio de impacto ambiental:
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a. Un estudio de impacto ambiental perdería validez en el caso de
no prestar atención a sectores en los cuales sería de esperarse
efectos provenientes de la ejecución de un proyecto. Luego de la
presentación de un proyecto, deberá ser decidido por parte de
una instancia oficial el marco de referencia que le corresponde al
estudio de impacto ambiental (impact assessment scoping); en
otras palabras, se fijará el tipo de impactos en los que dicho estudio se deberá concentrar. Estos marcos de referencia deberán
ser dados a conocer hacia afuera de manera objetivizada.
Un marco de referencia adecuado a la perspectiva de los Pueblos
Indígenas sólo puede ser obtenido cuando es posible determinar
de manera clara si un proyecto afecta a un grupo indígena. Esta
certificación debe ser producto de consultas entre Organizaciones Nacionales de Pueblos Indígenas, Organizaciones no-Gubernamentales y en el caso de existir ellas, Organizaciones Indígenas
locales. En el caso de ser comprobado que un proyecto va a afectar a una población indígena, el estudio de impacto ambiental
deberá incluir los efectos que tal proyecto tendrá sobre las relaciones de estos grupos con su espacio vital.
b. La instancia que decide sobre el “scoping” deberá ser independiente de la instancia que otorga la aprobación para el proyecto,
ya que esta última frecuentemente se encuentra predispuesta de
manera positiva frente a los proyectos que examina. Debe ser
evitado que debido a semejante negligencia, las áreas en las que
se puedan presentar impactos negativos no sean incluidas en el
estudio.
c. En los procesos de evaluación en cuyo marco puedan comprobarse efectos de proyectos sobre sociedades indígenas, en especial en lo concerniente a las relaciones tradicionales de éstas con
su espacio vital, se deberá prestar especial atención a una inclusión adecuada de estas poblaciones bajo una perspectiva cultural. En la mayoría de los casos no será suficiente el plantear audiencias “públicas” singulares, o breves consultas a los así llamados “líderes” o algún otro representante de las sociedades indígenas. Más que nada, deberá prestarse atención a las formas características que le son propias a una cultura indígena para la obtención de consenso dentro de sus comunidades así como la forma más indicada en que esos puntos de vista se pueden comuni-
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car hacia fuera. Se debe ser consciente que los estudios de impacto ambiental y social, a través de los cuales se comprobará la
existencia o no de efectos sobre las comunidades indígenas, revisten en todo caso cuestiones muy complejas de comunicación
intercultural. Se deberá prestar especial atención a dos aspectos:
- De manera general, sólo luego de una profunda confrontación
con los miembros de una sociedad indígena, puede ser posible
determinar si los proyectos planteados tendrán efectos sobre esferas de la vida cotidiana que poseen un significado religioso o
mitológico. Se requiere de procesos especiales, que posibiliten a
los afectados el poder comunicar a extraños sobre semejantes
impactos originados por los proyectos (en muchas sociedades, el
hablar con extraños acerca de temas religiosos constituye un tabú). Lo trabajoso de determinados procedimientos se justifica,
en el sentido de que sólo de esta forma se podrá considerar de
manera seria los estudios de impacto ambiental como base para
la toma de decisiones en lo concerniente al planeamiento de proyectos.
- En la comunicación con grupos indígenas, se deberá prestar especial atención al hecho de que no en todas las circunstancias se
podrá confiar a ciegas en las opiniones de determinados “representantes para el exterior”, en lo que se refiere a una evaluación
satisfactoria de los impactos ocasionados por los proyectos dentro de las comunidades.
Se debe tomar en cuenta que dichos interlocutores o portavoces
son muchas veces personas que ocupan dicho lugar como consecuencia directa de la implementación de políticas estatales
“para aborígenes”. Una adecuada decisión acerca del uso de determinadas zonas o la discusión sobre las consecuencias de influencias foráneas sólo puede tener validez cuando ésta es alcanzada en el marco de la organización tradicional, la cual supone
una participación amplia de la población. Sólo al ser tomadas en
cuenta dichas estructuras se podrán determinar hasta qué punto ciertas influencias pueden ejercer un impacto gravitante sobre
las culturas y modos de producción indígenas existentes.
d. Durante el transcurso del estudio de impacto ambiental, la población local deberá estar informada de manera comprensible
acerca de los efectos que son esperados. De ninguna manera de-
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berá presentarse a dicha población una serie de datos técnicoabstractos como explicación para los impactos (como sería por
ejemplo, datos químicos sobre contaminación de agua y aire); la
población afectada deberá estar en condiciones de poder evaluar
de manera autónoma los efectos estimados de un proyecto sobre
su vida cotidiana, partiendo de sus propios criterios culturales.
En este sentido, poseen una importancia especial las informaciones sobre los efectos comprobados en proyectos ya realizados
que guarden una semejanza con los proyectos analizados, tanto
en su concepción como en lo que se refiere a la zona ecológica en
la que se encuentran.
e. Luego de la comprobación de impactos desfavorables, los encargados del proyecto deberán estar obligados a plantear proyectos
alternativos de efectos menores, ésto con anterioridad a la decisión definitiva sobre el proyecto.
Una instancia independiente deberá decidir acerca de la forma
en la cual un estudio de impacto ambiental ha sido desenvuelto,
y en especial en relación a los principios que garantizan una ejecución correcta del mismo; en el mejor de los casos, una comisión que sea independiente de las autoridades administrativas. Se
debe tomar en cuenta el ejemplo de los Estados Unidos, donde
precisamente la acción de control de la instancia judicial suprema ha sido el factor por el cual una normativa tan poco definida
como la “Environmental Impact Statement” fuera convertida en
un requisito ecológico estricto para la aprobación federal de proyectos de alcance nacional 28.
La observancia de esos principios puede convertir a los estudios
de impacto ambiental, de acuerdo a como está previsto en el artículo 14
del Convenio sobre la Diversidad Biológica, en un instrumento importante para la implementación de los derechos sociales y culturales de
los Pueblos Indígenas. En muchos casos, las autoridades estatales, ya
sea por ignorancia frente a las particularidades de las culturas indígenas o por puro cálculo político, aplican en la ejecución de estudios de
impacto ambiental sólo de manera muy reservada aquellos principios
que podrían permitir el detectar impactos negativos sobre las prácticas
indígenas que tienen una calidad protectora de la biodiversidad. Para
conseguir en ésto una mejora en el sentido planteado por los objetivos
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del Convenio, es necesario que los Pueblos Indígenas puedan exigir por
sí mismos una revisión crítica de las posibilidades de los estudios de
impacto ambiental.
5. Cooperación para el desarrollo con el objetivo de promover la diversidad biológica
Como fue mencionado antes, el Convenio sobre la Diversidad
Biológica contiene también regulaciones para la cooperación internacional en las áreas técnica y financiera, a través de las cuales los objetivos básicos del Convenio, es decir, la preservación y uso sostenible de
la diversidad biológica, puedan ser promovidos y mejorados. Esas partes del Convenio sólo han recibido una aprobación escéptica por parte
de los Pueblos Indígenas. “Las resoluciones (ligadas a política de desarrollo) del Convenio están más relacionadas a las necesidades de los estados que a las de los Pueblos Indígenas. (Esta situación) debería ser
enfrentada con una reflexión y un planeamiento preciso para determinar la necesidad de los fondos de manera que éstos mejoren de manera real las capacidades de los Pueblos Indígenas en la defensa de la Biodiversidad y no sirvan para fortalecer a los Estados y a las compañías
transnacionales en seguir explotando la Biodiversidad de manera nosostenible y de esta manera seguir ignorando los derechos de los Pueblos Indígenas”29.
Los indígenas pueden referirse a una larga y sufrida experiencia
con los así llamados Proyectos de Desarrollo, que no fueron planteados
sólo en base a sus propias necesidades y de cuyo planteamiento quedaron excluidos, habiendo sido violados a través de ellos sus derechos civiles, económicos y sociales. La literatura referente al tema de los efectos catastrofales de proyectos, en especial los así llamamdos “megaproyectos”, sobre los Pueblos Indígenas, se ha convertido en algo que no
puede ser más ignorado30. Sólo se precisa agregar que la lucha contra
el “desarrollo forzado” se ha convertido en un punto de articulación de
todos los Pueblos Indígenas del mundo.
Para poder enfrentar fatales proyectos de desarrollo puede ser
útil el señalar alternativas positivas concretas. ¿Cómo podría entonces
tener éxito una cooperación31 internacional a través de la cual se fortalezcan de hecho las capacidades de los Pueblos Indígenas para preservar la diversidad biológica en su espacios vitales?
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En este contexto quiero referirme a la promoción del empleo de
técnicas modernas de geografía y cartografía por parte de comunidades
indígenas, lo cual podría originarse en el marco de la Cooperación para el Desarrollo.
El avance técnológico alcanzado en los últimos años en el área de
métodos de cartografía computarizada y con apoyo de satélites (en especial el Global Positioning System - GPS, el cual consigue una identificación precisa de los datos disponibles sobre una determinada área en
base a coordenadas geográficas) ha permitido a los Pueblos Indígenas
un acceso creciente a dichas técnicas, con el objeto de fortalecer la relación con sus territorios tradicionales. En la literatura especializada se
menciona frecuentemente “el poder de los mapas”32, ya que estos precisos datos cartográficos poseen una fuerza de argumentación nada
desdeñable en la confrontación de los Pueblos Indígenas con los invasores estatales y privados de sus espacios vitales.
A través de la GPS es posible trasladar a los mapas modernos los
puntos de referencia basados en el conocimiento tradicional de un grupo indígena que se encuentran relacionados a sus territorios. También
la dimensión espacio-geográfica de conocimientos sobre biodiversidad
territorial se hace perceptible de esta manera. A continuación, los datos
culturales y ecológicos específicos de una comunidad indígena pueden
ser relacionados con otros datos anteriormente geo-codificados (por
ejemplo datos sobre áreas deforestadas, modificaciones en el microclima, etc.). Será posible establecer la relevancia del conocimiento local
para contextos ecológicos más amplios; por otro lado, los datos sobre
áreas en relación a factores externos (como por ejemplo aquellos datos
obtenidos y almacenados a través de sistemas de satélite) podrán ser
utilizados por grupos indígenas para sus propios fines. El empleo de
métodos modernos de cartografía puede ser útil tanto para los propósitos a nivel local de una comunidad, como para las interacciones con
el aparato administrativo estatal, y representa de forma particular la
puesta en práctica del Convenio sobre la Diversidad Biológica. De manera concreta, dicho empleo se relaciona con por lo menos tres áreas
temáticas:
1.

Los Pueblos Indígenas han señalado con razón, que para ellos sólo es posible percibir como real su responsabilidad por la tierra y
sus recursos, cuando se asegura la prevalencia de sus modos de
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2.

3.

relación con su propio espacio vital. Para conseguir el reconocimiento de sus derechos territoriales es esencial el detallar en los
mapas, y de la manera más exacta posible, todas la formas de relación con dicho territorio. El empleo de GPS y otras técnicas en
el uso de métodos de cartografía que son fácilmente disponibles,
ha hecho posible demostrar de manera detallada la relación de
diversos grupos indígenas con sus territorios, en una escala antes no alcanzada. El GPS fue utilizado de manera exitosa para
geo-codificar los relatos proporcionados por ancianos sobre
prácticas tradicionales de uso de la tierra y la ubicación de lugares de significado cultural.33 Partiendo de esta base, es posible
apoyar las reivindicaciones planteadas sobre derechos territoriales, contando con ilustraciones realistas de la relación de una sociedad indígena con su propio espacio vital y la diversidad de recursos que en ella se encuentra.
Cuando un territorio indígena ya se encuentra geo-codificado,
es posible combinar con dichos datos una serie de informaciones geográficas y de esta manera determinar rápidamente la presencia de agentes modificadores externos. Por ejemplo, se puede
determinar claramente si un territorio está siendo ocupado en
forma excesiva por parte de concesiones para la exploración de
yacimientos mineros. Datos sobre extracción ilegal de maderas
en zonas de bosque tropical registrados desde aviones (videopatrolling) pueden ser comparados con mapas que contienen
datos geo-codificados sobre uso de tierras por parte de grupos
indígenas.
Dichas demarcaciones posibilitarían a los grupos indígenas ejercer un control sobre grandes territorios y reaccionar a tiempo
frente a perjuicios para proteger la Biodiversidad de esos territorios.
El empleo de cartografía computarizada impulsa la capacitación
de Pueblos Indígenas (capacity building) con el objetivo de ejercer un control sobre sus territorios. La combinación de GPS con
registros en video, en los cuales se muestran prácticas culturales
relacionadas con puntos determinados del territorio indígena,
posibilitan a los Pueblos Indígenas el registro y archivo de un saber tradicional local amenazado de desaparecer, para más tarde
ser empleado en el marco de su sistema de enseñanza. Grupos
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indígenas en diferentes partes del globo han comenzado a emplear informaciones geo-codificadas como una extensa base de
datos sobre el propio territorio. De esta manera se pueden hacer
visibles la serie de relaciones cruzadas entre los sistemas de uso
de tierras y las variables ecológicas.
A esta información se le puede otorgar también un importante
rol de fundamento en relación con formas de economía sostenible en
territorios indígenas.
Un análisis minucioso del uso actual de dichos métodos cartográficos por parte de numerosas comunidades indígenas en todo el
mundo34, promueve una amplia gama de motivaciones e intereses por
parte de cada comunidad. En todos los casos, el uso de dichas técnicas
aumenta la capacidad de las comunidades locales para proteger en un
nivel comunitario la Biodiversidad de sus espacios vitales.
La difusión del uso de dichas técnicas significa un aporte (precisamente en los espacios vitales de Pueblos Indígenas que albergan la
mayor Biodiversidad) hacia la protección y preservación de la misma.
En este sentido el aporte de la Cooperación Internacional para el Desarrollo debe ser, como una aplicación del Convenio sobre la Diversidad
Biológica, la promoción del empleo de dichas técnicas por parte de los
Pueblos Indígenas, y en el marco de los proyectos, establecer posibilidades de acceso a técnicas cartográficas como el GPS.
A pesar de ser necesario proporcionar una guía y formación en
lo referente al manejo de dichas técnicas, éstas se han vuelto entretanto tan sencillas en su aplicación que podrían ser fácilmente controladas
por las comunidades indígenas y empleadas de acuerdo a sus propias
necesidades, de manera que la promoción del uso de esas técnicas podría motivar efectos sostenidos. Otra ventaja sería una cooperación basada en el intercambio intensivo de información y no en la inversión
intensiva de capital, lo cual redundaría en una relación favorable entre
medios empleados y efectos obtenidos.
6. Conclusiones
El derecho ecológico internacional se ha desarrollado en los últimos años en forma paralela al creciente conocimiento científico relacionado a aspectos ecológicos. Un claro reflejo de este desarrollo pue-
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de encontrarse en el Convenio sobre la Diversidad Biológica. Frente al
significado que poseen las culturas de los Pueblos Indígenas para la
Biodiversidad, la explícita implicación en el Convenio de la necesidad
de proteger el saber indígena y sus prácticas relacionadas al uso de recursos tiene un carácter oportuno.
Para alcanzar los objetivos del Convenio -es decir, la protección
y el uso sostenible de la diversidad biológica Global- será necesario
aplicar el Convenio en forma tal, que las prácticas y conocimientos de
los Pueblos Indígenas que revisten importancia para la preservación de
la diversidad biológica sean protegidas y también fortalecidas. Con este fin, la interpretación del Convenio deberá darse a la luz de aquellos
standards en Derechos Humanos desarrollados en los gremios internacionales más relevantes, de acuerdo a los cuales se reconoce a los Pueblos Indígenas el derecho a un desarrollo autodeterminado y al control
y libre uso de los recursos naturales de sus espacios vitales.
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LOS NIVELES DEL TRABAJO
JURÍDICO PARA EL APOYO DE LOS
ECOSISTEMAS DEL AMAZONAS
(Europa/ Las Organizaciones
Internacionales/ USA)

Lothar Gündling

Planteamiento
En esta contribución, se hace referencia a los mecanismos que
podrían ser utilizados para el control de las actividades económicas internacionales. Un aspecto esencial son las reglamentaciones y procedimientos para el Estudio de Impacto Ambiental, que entretanto fueron
creados en muchos países y en organizaciones internacionales. La pregunta que cabe hacerse, es la siguiente: ¿De qué forma pueden contribuir estas reglamentaciones para controlar las actividades internacionales, para lograr que éstas jueguen un papel más importante? Se tematizarán las formas en que los juristas de los países amazónicos, de
Europa y USA podrían colaborar en conjunto para el desarrollo de los
procedimientos legales o en acciones político-legales.
Europa/Miembros de la Unión Europea
El derecho acerca del Estudio de Impacto Ambiental se ha unificado en los países europeos, a través de la norma 85/337/EWG del 27
de Junio de 1985. La norma tiene por objetivo la unificación del Estudio de Impacto Ambiental para proyectos dentro de los países, pero no
para actividades internacionales. Por lo tanto, los fundamentos legales
que imponen esta norma en los estados miembros de la UE sólo pueden ser aplicados a las actividades al interior del país. Los proyectos de
cooperación internacional o de ayuda estatal para el desarrollo no son
siquiera mencionados, sobre todo están ausentes en las listas de los
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proyectos que se ven obligados a cumplir con el Estudio de Impacto
Ambiental.
En la medida en que las listas de las leyes del Estudio de Impacto Ambiental de los estados miembros de la UE son definitivas, no se
puede, aún con ayuda de una interpretación “progresiva”, lograr incluir
a las actividades internacionales. En los casos en los que existen países
con reglamentaciones no definitivas, es decir con leyes con cláusulas
abiertas, se podrían proponer las interpretaciones correspondientes. La
norma europea no prescribe sistemas legales cerrados.
La norma habla por tanto en el artículo 7 de aspectos que traspasan las fronteras, sin embargo visualiza sólo el trabajo en conjunto
que va más allá de las fronteras de los países miembros de la UE y no
otras relaciones internacionales.
Como no existen obligaciones legales en los países miembros de
la UE que reglamenten el Estudio de Impacto Ambiental en el marco
de las actividades económicas internacionales, no son posibles los procedimientos legales. Los Estudios de Impacto Ambiental, que a pesar de
esta situación, se llegan a realizar en estos países, se fundamentan en
decisiones políticas, de forma que aquí sólo se puede pensar en mecanismos políticos. Como tales sólo pueden ser consideradas las acciones
parlamentarias (Encuestas y Solicitudes), en las cuales se pueden tematizar casos concretos, en Alemania sobre todo a través de la colaboración del gobierno federal.
Se podría pensar también en las iniciativas político-legales, en el
sentido de formular leyes o reglamentos, que tuvieran como meta el incluir formalmente las actividades económicas internacionales en los
Estudios de Impacto Ambiental tanto de la parte privada como de la
estatal. Propuestas de este tipo podrían incluir reglamentos materiales
y legales y también reglamentos para el procedimiento (es decir, precisar quién puede imponer los reglamentos y a través de qué instancia, y
en este caso habría que pensar en la demanda de la asociación).
Para la preparación de estas propuestas podrían trabajar juristas
de los países amazónicos y de Europa en conjunto.
La Unión Europea y/o Actividades a nivel europeo
Hasta hoy día no hay un instrumento legal centralizado que
obligue a los proyectos internacionales de la Unión Europea a realizar
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el Estudio de Impacto Ambiental, tampoco para los proyectos que pudieran tener efectos masivos. Así como en los Estados, a nivel europeo
no existe la necesidad de tal instrumento. Aquí también sería importante asegurar que se incluyan no sólo a los proyectos al interior de la
Unión Europea, sino también a sus proyectos internacionales.
Lo que hasta hoy existe al nivel de la Unión Europea, son las siguientes reglamentaciones:
-

-

En el marco del Tratado de LOME IV (1991) existe la obligación
bajo contrato de la UE frente a los estados AKP, de someter a
prueba todas las actividades a la tolerancia medio ambiental. En
Sudamérica son miembros del tratado de LOME Guayana y Surinam. Para poder imponer el Estudio de Impacto Ambiental, se
tendrá aquí también que pensar más en iniciativas políticas y
menos legales. Los procedimientos deberán ser realizados por
los órganos especiales de LOME. Serían también posibles iniciativas (Encuestas y Solicitudes) en el Parlamento Europeo, en los
cuales se podrían observar muy de cerca las actividades de la Comisión.
Para la cooperación con los estados del ALA (Asia/Latinoamérica) existen desde 1991 ordenamientos para la cooperación en
torno al medio ambiente. Esos ordenamientos, que podrían ser
comprendidos como un instrumento político, calculan que 10%
de la ayuda técnica y financiera se debe gastar en la protección
del medio ambiente. Además, se exige un Estudio de Impacto al
Medio Ambiente para las actividades que se realicen en términos
de cooperación. De qué forma se ha realizado esto en la práctica, debería ser también investigado.

En la medida en que las iniciativas para imponer los Estudios de
Impacto Ambiental son posibles, sobre todo en el Parlamento Europeo, donde también se puede exigir el cumplimiento de los ordenamientos del ALA, debería darse nuevamente una cooperación de juristas de los países amazónicos y de Europa.
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La introducción del Estudio de Impacto Ambiental para las actividades internacionales por razones de obligación con el derecho internacional
Está claro que un mandato del Derecho Internacional que compromete a todos los Estados (Derecho Internacional Consuetudinario), es aquel en el que todos los Estados deben impedir, que partiendo
del área de su jurisdicción, surjan daños de gravedad al medio ambiente en otros Estados o más allá de su jurisdicción. No importa cómo se
defina el concepto de “daños graves”, queda pues absolutamente claro
que de este mandato surgen obligaciones de procedimiento y a ellas
pertenecen las obligaciones de determinar los posibles efectos para el
medio ambiente e informar y consultar a los Estados afectados.
De esta forma se puede fortalecer, a partir del Derecho Internacional, las iniciativas político-legales para la introducción de Estudios
de Impacto Ambientales en el marco de proyectos internacionales. El
problema que se presenta siempre, para la creación de un Estudio de
Impacto Ambiental a nivel internacional, es que los estándares de protección son posiblemente muy diversos. Los Estados tienden a juzgar o
evaluar los riesgos de formas muy diferentes. Al mismo tiempo, se deben evitar las intervenciones externas y la tutela. Sin embargo, a estas
preguntas se les puede responder con los mecanismos de cooperación
correspondientes.
Banco Mundial
Desde 1989 se someten en principio en el marco del Banco Mundial todos los créditos al Estudio de Impacto Ambiental. El fundamento que hoy día es válido es la Operational Directive 4.01 del 3 de octubre de l991. En algunos juicios críticos se ha dicho que los Estudios de
Impacto Ambiental se han realizado de forma muy diferente y no para
todos los créditos. Por ejemplo, se ha señalado que los créditos que se
otorgan para ajustes económicos con frecuencia no se someten a dicho
estudio.
Así mismo, desde 1989 el Banco Mundial exige ahora para el
otorgamiento de créditos, la preparación de planes para hacer acciones
en favor del medio ambiente. Este tipo de planes han sido elaborados
de muy diversas formas para un gran número de Estados. En muchos
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casos se dice que los planes se hicieron en muy poco tiempo y que no
tuvieron ninguna repercusión política para la protección del medio
ambiente.
La praxis actual del Banco probablemente no se puede juzgar ni
fácil ni claramente. En algunos casos se considerarán los Estudios de
Impacto Ambiental como insatisfactorios, en otros serán aceptables;
pero esto es válido para cada sistema que aplica este estudio. Todo dependerá de cada proyecto y del país en cuestión. Se ha llegado a dar el
caso que al Banco se le acuse de imperialismo ecológico, porque se insiste en el sostenimiento de los estándares ecológicos o en la elaboración de planes y algunos de los países destinatarios son de la opinión
que las presiones sociales y económicas no son tomadas debidamente
en consideración.
No se podrá hacer un juicio correcto fácilmente en una u otra
dirección sobre las actividades del Banco; es decir, si es en sí destructor
o protector del medio ambiente. Hoy día nos vemos obligados a observar las cosas con mucha precisión.
Las posibilidades de ejercer influencia se dan en tres niveles: en
el país destinatario, en el Banco Mundial mismo, y en el país de origen
de las contribuciones financieras. Esencialmente se trata de medios políticos. Los más efectivos deben ser sin duda, las iniciativas parlamentarias en los países donadores porque cuentan con un efecto mayor en
la opinión pública.
El Banco Interamericano de Desarrollo
El Banco Interamericano de Desarrollo dispone desde Febrero
de 1990 de “Procedures for Classifing and Evaluating Environmental
Impacts of Bank-Operations.” Sobre la praxis no tengo ninguna información.
USA
En Estados Unidos desde hace 25 años existen a nivel federal y
estatal procedimientos formales para el Estudio de Impacto Ambiental. Desde 1979 deben evaluarse a nivel federal también las actividades
internacionales en torno a su grado de preservación ambiental (“major federal actions having environmental effects abroad”). El procedi-
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miento es considerado en Estados Unidos, como cualquier otro Estudio de Impacto Ambiental, un procedimiento legal, de forma que se
mantienen los derechos de procedimiento comunes como lo son el
proceso administrativo y el proceso de juicio.
La Introducción del Procedimiento de Estudios de Impacto
Ambiental es clave en los estados amazónicos para la protección del
medio ambiente del Amazonas.
La clave para la protección del medio ambiente en la Amazonía
está en manos de los Estados mismos. En estos Estados se les debe obligar a las actividades internacionales, a obtener un permiso y los permisos deben ser forzosamente vinculados a los procedimientos del Estudio de Impacto Ambiental.

EL ESTUDIO DE IMPACTO
AMBIENTAL EN LA COOPERACIÓN
ALEMANA PARA EL DESARROLLO

Stefan Summerer
Introducción
El hecho de que la calidad de la preservación ambiental de los
proyectos de la Cooperación para el Desarrollo deba ser un elemento
central del examen justo de estos mismos proyectos, fue reconocido relativamente tarde, tanto por el Ministerio Federal para la Cooperación
Económica (Bundesministerium für Wirtschaftliche Zusammenarbeit)
así como por sus organizaciones, sobre todo por el Banco de Crédito
para la Reconstrucción (Kreditanstalt für den Wiederaufbau) y por la
Sociedad para la Cooperación Técnica (Gesellschaft für technische Zusammenarbeit). Fue necesaria una enorme presión por parte de grupos
ecologistas y asociaciones de protección al medio ambiente para que el
Ministerio se decidiera a hacer de la preservación del medio ambiente
uno de los aspectos esenciales de su política para el desarrollo.
En este contexto, en 1984, un grupo de trabajo de expertos introdujo una serie de “Materiales para el Registro y la Evaluación de los
Efectos al Medio Ambiente” en los planes de la Cooperación para el
Desarrollo. Tras casi cuatro años de trabajo, este grupo de trabajo interdisciplinario, elaboró un manual sobre el Estudio de Impacto Ambiental con grandes ambiciones. Este manual debería ser la base para el
Estudio de Impacto Ambiental de los proyectos de Cooperación para el
Desarrollo. La finalidad fue catalogar con las llamadas “Categorías-U”
(“Categorías de preservación del medio ambiente”). En esta escala U O
significa que no hay efectos nocivos que esperar, y la U 4 que los efectos nocivos al medio ambiente esperados, no pueden ser sostenidos. De
esta forma se le otorga a este manual un peso decisivo para la realización de los proyectos. La intención de este artículo es cuestionar estos
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“Materiales”, es decir, probar si son realmente capaces de sostener lo
que se proponen.
¿Qué puede ofrecer el Manual de Estudio de Impacto Ambiental?
Esta pregunta, es sobre todo una pregunta sobre el criterio con el
cual se mide a un manual de este tipo o a toda la problemática de preservación del medio ambiente de los proyectos en el marco de la Cooperación para el Desarrollo.
Antes de confrontar a los “Materiales” con un criterio, dejando
de lado cómo este se haya concebido, se deben reflexionar sus condiciones político administrativas, con las respectivas restricciones de procedimiento, de su contenido y método. La finalidad de un Estudio de Impacto Ambiental para proyectos de la cooperación financiera y técnica,
se orienta analógicamente al Estudio de Impacto Ambiental, bajo el
modelo de la norma europea. Esta es: “un examen de proyectos sistemático y completo de los efectos al medio ambiente, realizado sobre la
base de conocimientos científicos actuales”, y esto se exige antes de decidir si el proyecto es merecedor de apoyo.
Por lo menos en relación al marco del procedimiento, se diferencia esencialmente el Estudio de Impacto Ambiental de la Cooperación
para el Desarrollo, de los sistemas de examen en el área nacional. En el
caso de proyectos de ayuda para el desarrollo, participan en la decisión
dos socios soberanos. También cuando el país donador financia un
proyecto concreto, este no puede imponer simplemente sus concepciones nacionales sobre el Estudio de Impacto Ambiental o traspasar su
reglamentación al país destinatario. Más aún, es recomendable para el
país donador, el coordinar sus conceptos e intereses con los del país
destinatario para llegar finalmente a una decisión llevadera para ambos.
Con frecuencia se da, que los pasos en el procedimiento están llenos de carencias o simplemente faltan. Entre ellos cabe mencionar:
-

la participación de la opinión pública, es decir, de los grupos a
quienes incumben los proyectos.
la participación de otras autoridades competentes.
la publicación de los resultados del Estudio de Impacto Ambiental.

Stefan Summerer / 233

-

la posibilidad de una prueba legal de los Estudios.
la posibilidad de realizar un control subsecuente (es decir, la posibilidad de examinar si en realidad se dieron los cambios dentro del marco de los cambios pronosticados por los Estudios de
Impacto Ambiental y como consecuencia de la aplicación de las
medidas).

Más allá de esto no existen en muchos países normas legales a las
cuales se deba someter el Estudio de Impacto Ambiental.
Por esta razón, los Estudios de Impacto Ambientales que debe
realizar el país donador no es la solución perfecta. A mediano y largo
plazo se debe intentar, a través de la cooperación económica entre los
países altamente industrializados y los países en vías de desarrollo, que
éstos últimos adquieran la capacidad de someter a prueba la calidad
ecológica de los proyectos que ellos mismos solicitan y habrá que considerar esta prueba como parte del Estudio de Factibilidad. En muchos
países en vías de desarrollo, las autoridades competentes en la preservación del medio ambiente, están de tal manera adiestradas, que ellas
mismas se ven en condiciones de someter a prueba dichos proyectos.
Las restricciones de un Manual abstracto y generalizado
El Estudio de Impacto Ambiental, debe consistir en tres niveles
para proyectos de la Cooperación para el Desarrollo:
1.
2.
3.

Estimación de la gravedad del estado del medio ambiente.
Registro y Evaluación de los efectos al medio ambiente.
Si se da el caso, la elaboración de estudios medio ambientales.

Contando con esto, es claro que un Manual de Estudio del Impacto Ambiental, lejos del lugar de los acontecimientos, se debe conformar con el hacer listas de los criterios de preservación del medio
ambiente que estén relacionados con proyectos específicos y por tanto
sólo podrá ser adecuado para la estimación de la gravedad. Cada intento de ir más allá de la prueba de gravedad del estado del medio ambiente, se topa con las restricciones fundamentales de un manual abstracto
y generalizado. Sin tener los conocimientos de los hechos concretos y
de las tendencias de desarrollo en el lugar de los acontecimientos, es ca-
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si imposible hacer un registro y evaluación de los efectos al medio ambiente, que están ligados a un proyecto.
Esta situación es la que motivó a los representantes del Círculo
Alemán de Protectores de la Naturaleza (DNR) y de la Oficina Federal
del Medio Ambiente (UBA), como participantes en el grupo de trabajo que instituyó el Ministerio Federal para la Cooperación Económica,
a hacer hincapié en que los resultados del trabajo del grupo eran exclusivamente válidos para el examen de la gravedad medio ambiental de
estos proyectos y de ninguna manera para el examen de la preservación
del medio ambiente.
Si se pregunta sobre la capacidad de rendimiento de estos materiales, la respuesta sólo puede referirse razonablemente al primer nivel
del Estudio de Impacto Ambiental.
Las ventajas y desventajas de la articulación por sectores
En su fase inicial los “Materiales” consistían en tres partes concentrados en los siguientes temas:
Tomo I: El sector agrario
Tomo II: La infraestructura, la energía, la minería y la industria
Tomo III: Recomendaciones para el contenido de un Estudio
sobre el Medio Ambiente
-

Un catálogo de las organizaciones que protegen al medio ambiente en los países en vías de desarrollo.
Una clasificación de los estándares relevantes para el medio ambiente proveniente de países industrializados y de países en vías
de desarrollo.

A todo esto se le añadió en los años 1992 y 1993 la introducción
del llamado “Suplemento sobre Medio Ambiente” y un Manual para los
laboratorios que realizan análisis del medio ambiente.
El tomo I , “El sector agrario”, contiene un catálogo de efectos dividido en 14 subsectores orientados a la pregunta “¿Qué es lo que tiene
efectos?, ¿cómo y sobre qué?” Este catálogo, contiene una matriz de indicadores de los efectos que tienen las actividades agrarias en cada uno
de los componentes del medio ambiente.
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En su primera versión, el tomo II consistía en 46 catálogos de los
sectores en los cuales se registraron los efectos esperados sobre el medio ambiente de importantes proyectos de la Cooperación para el Desarrollo, en forma de listas de control o de criterios. El tomo se ha extendido entretanto a otro tipo de proyectos, por ejemplo las lecherías.
También se ampliaron las listas de criterios, sobre temas que van más
allá de los proyectos y que se refieren a la planeación regional y urbana.
Ante todo, la pluralidad de tipos de proyectos tan diferentes es la
que llevó al grupo de trabajo a organizar los catálogos en sectores, con
lo cual, cada sector a su vez correspondía a un aspecto central de la ayuda alemana para el desarrollo de entonces.
La ventaja de este planteamiento es su claridad. Esto ayuda a los
principiantes, a los encargados de proyectos, también ayuda el hecho
de utilizar la competencia especializada de los que lo elaboraron. La
desventaja se da en la particularización de los problemas, así como en
su permanente orientación a los medios de comunicación. Tanto para
las cuestiones en materia de medio ambiente, así como con respecto a
la repercusión, hubiera sido una estructuración funcional mucho más
adecuada.
Los catálogos de proyectos específicos representan una unidad
cerrada en sí misma. Sus proposiciones centrales deben ser comprendidas sin ayuda adicional para poder ser leídos en un tiempo razonable. Por este motivo, se limitan a 12 o 15 páginas. Incluso debido a la
iniciativa del DNR y de la UBA, se le dio preferencia a la exposición argumentativa antes que a la lista de controles. De no ser así, se hubiera
provocado el peligro de que en lugar de lograr una sensibilización del
usuario, éste se diera por satisfecho con un chequeo puramente formal
de la lista.
Para que la creación de redes de los efectos al medio ambiente que van más allá de los límites de los medios de comunicación y de los
catálogos de los sectores- sea reconocida y tomada en cuenta, se le ofrece al usuario bajo el punto 4 de la estructuración modelo, y en cada
uno de los catálogos, una serie muy amplia de conexiones temáticas
transversas.
La calidad profesional de los casi 38 catálogos de los sectores difiere mucho entre sí. Si se dejan de lado los prejuicios ligados a ciertos
intereses y los casos de negligencia, se les puede reconocer la compe-
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tencia y el esmero, aún cuando hubo algunos casos (escasos) de gente
que recibió contratos de la Sociedad para la Cooperación Técnica y del
Banco de Crédito para la Reconstrucción, y que a pesar de una crítica
masiva no estaban dispuestos a reaccionar de forma adecuada. Ciertamente disminuye cada vez más lo estricto y concreto de las proposiciones objetivas, comenzando con el tipo de proyectos definidos en su espectro de influencia y relativamente claros, como serían los relacionados con el cemento y la cal, pasando al tipo de proyectos mas complejos y con muchos niveles, como lo son por ejemplo la construcción hidráulica o la minería, hasta los que sólo son accesibles dentro de una
planeación interdisciplinaria e integrativa, como serían por ejemplo el
abastecimiento de agua y el saneamiento.
Igualmente pobre es el beneficio de estos últimos catálogos de
sector para sus potenciales usuarios. Mas allá de esto, la UBA ha sostenido permanentemente la opinión de que el espectro inmenso de problemas de la planeación urbana y del espacio o del abastecimiento de
energía no puede ser comprimido en un catálogo de sector. Es aquí
donde ya la denominación “catálogo de sector” conduce al error. La
planeación urbana y del espacio, la planeación de la economía energética, la planeación de la economía hídrica, pudieran caracterizarse justamente por el hecho de que no pueden ser abarcadas en el marco de
un catálogo. Estas exigen un planteamiento integrador que sobrepasa el
sector.
Los aspectos esenciales de los efectos al medio ambiente esperados por la producción de hierro y acero se pueden todavía exponer en
un documento de 12 a 15 páginas, pero la exposición de la planeación
del sitio de la industria y del comercio, ya no es posible dentro de este
marco.
Especialmente poco adecuado resulta ser este planteamiento que
tiende a aislar y por tanto a absolutizar partes del sistema de los proyectos de infraestructura, como serían por ejemplo la construcción de calles, de líneas de ferrocarril, el abastecimiento de agua urbano y rural,
el abastecimiento de energía. La planeación de las calles no debería realizarse jamás sin tomar en cuenta al sistema de tráfico en su totalidad.
Sólo en el marco de una planeación de la vialidad, se puede determinar
adecuadamente la importancia de las calles, por ejemplo, frente a las
vías de tren o las vías hidráulicas. Se trata de un establecimiento de
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prioridades, que puede tener repercusión hasta en la planeación de
proyectos especiales para las calles o las vías de tren.
Sobre todo, debido a la iniciativa de la UBA, son necesarios los
llamados catálogos adicionales de planeación, elaborados para los catálogos de sectores correspondientes, por ejemplo:
-

Planeación de vialidad
Planeación de economía hídrica
Planeación de energía
Planeación del espacio de desarrollo regional

Cualquier persona que tenga que ver con un proyecto de abastecimiento de agua urbano o rural, de desagüe o de recolección o eliminación del agua de lluvia, puede consultar el catálogo profesional de
planeación de energía hidráulica para informarse de problemas y cuestiones que rebasan el área de los sectores pero que están relacionados
con la medida infraestructural que se esté realizando.
Las restricciones en las condiciones de aplicación
Como dice un dicho alemán, se puede hacer algo, pero también
puede omitirse. El uso de los catálogos de planeación, así como el recurrir a materiales adicionales para el examen de la preservación del
medio ambiente en proyectos de la Cooperación para el Desarrollo, no
es obligatorio. Un ejemplo es el catálogo de los estándares relevantes
para el medio ambiente o el catálogo sobre las organizaciones para la
protección del medio ambiente de los países en vías de desarrollo.
En la medida que nosotros -la Oficina Federal para el Medio
Ambiente- nos ocupábamos del Manual de Estudio de Impacto Ambiental del Ministerio Federal para la Cooperación Económica y de sus
organizaciones, se iba haciendo cada vez más patente, que los déficits
más importantes y las debilidades de este Manual no se encuentran por
el lado de su contenido y de su método, sino por el lado de sus condiciones de aplicación. Si suponemos una descripción más o menos precisa, se puede con ayuda de estos Materiales llegar a determinar las
consecuencias más importantes que puedan esperarse para el medio
ambiente. A pesar de que la traducción de las informaciones relevantes
para el medio ambiente no siempre es fácil, la descripción de los pro-
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yectos y los catálogos del sector correspondiente, o la matriz correspondiente del catálogo agrario, no representa para un usuario más o menos competente, un problema que no pueda ser superado. Siempre y
cuando el usuario, por su parte, se deje guiar por las propuestas de los
“Materiales”, éstos proporcionan un inicio provechoso en el área de los
problemas del medio ambiente y desarrollo.
Por otro lado el usuario debe mostrarse lo necesariamente soberano en el manejo de las proposiciones o comodaciones objetivas, sobre todo en el impulsar la reflexión para profundizar en el estudio de
los efectos al medio ambiente.
Los Materiales son suficientes para el primer nivel del Estudio de
Impacto Ambiental, para el cálculo de la gravedad de daños al medio
ambiente. También son útiles para otorgar los llamados “terms of reference” para el estudio subsecuente del medio ambiente, en el caso de
que sean esperadas consecuencias considerables para el medio ambiente. El problema consiste en que el Ministerio Federal para la Cooperación Económica y la Sociedad de Cooperación Técnica exigen más de
los Materiales o del primer nivel del Estudio de Impacto Ambiental de
lo que éstos pueden dar: una clasificación de los proyectos investigados
en las ya mencionadas “Categorías U”. El encargado de un proyecto debe con esta catalogización hacer declaraciones sobre los efectos del proyecto que está investigando, y estas declaraciones no pueden ser avaladas en su totalidad por los Materiales. El catálogo agrario con sus preguntas sobre los efectos que causan 1.100 actividades diversas a cada
uno de los componentes del medio ambiente natural, abarca casi todas
las actividades que son conocidas en el marco de la ayuda para el desarrollo y por tanto también sus posibles efectos al medio ambiente natural y sin embargo, es de cualquier forma imposible deducir, de esta
visión monocasual de una actividad singular sobre un solo componente del medio ambiente, el espectro total de efectos de un proyecto
agrario o su intensidad. La categoría medio ambiental correspondiente,
no sede automáticamente de las connotaciones o matices del catálogo
agrario o de las afirmaciones del catálogo de sector de los problemas
medio ambientales predecibles en cada proyecto.
Justo este automatismo, por lo menos en las exposiciones de las
matrices del catálogo agrario, puede ser sugestivo para el usuario ingenuo o con prisa. Frente a los múltiples datos aparentemente exactos de
cada uno de los campos se seduce al usuario, a igualar los efectos al me-
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dio ambiente del proyecto a su cargo, con la suma de las declaraciones
de la matriz. En este caso, se olvida, que estos datos sin tener las informaciones necesarias de trasfondo sobre las condiciones del lugar, así
como el modelo prevaleciente de uso del suelo, son sólo orientaciones
para un análisis a profundizar.
En la Sociedad para la Cooperación Técnica, el examen de un
proyecto dura normalmente de una a dos semanas. A los efectos al medio ambiente se les dedica cuando mucho un medio día. Bajo condiciones tan restrictivas es imposible hacer un examen detallado de la
gravedad de los daños al medio ambiente; su catalogización en una
“Categoría U” no es muy responsable.
Si se debe realizar -en contra de todo argumento- en un lapso de
tiempo tan corto, no le queda al portavoz del proyecto en cuestión otra
cosa, que armar un rompecabezas con las connotaciones de las matrices del catálogo agrario o por lo menos formular la argumentación
aparentemente suficiente, para hacer la catalogización respecto a las
afirmaciones del catálogo de sector. Ya que él sabe perfectamente, que
él no es un portavoz del proyecto lleno de escrúpulos, que usa ésto como recomendación para obtener mayores y ambiciosos proyectos, sino
el que deja pasar los proyectos sin mayores objeciones, tenderá a clasificar en los casos dudosos con la nota U 2 (efectos al medio ambiente
tolerables), que con la nota U 3 (efectos sólo tolerables, con medidas de
protección al medio ambiente adicionales), o la U 4 (Efectos no tolerables). Y esto ocurrirá con mayor frecuencia cuando él, partiendo de informaciones incompletas pueda con la conciencia tranquila igualmente otorgar la nota U 2 que la U 4.
Las reacciones de la Sociedad para la Cooperación Técnica y del Banco de Crédito para la Reconstrucción
Uno podría cometer una injusticia con el Ministerio Federal para la Cooperación Económica y con sus organizaciones, si uno afirmara o presupusiera que éstas no hubieran visto o hubieran reprimido en
bloque las debilidades metódicas y de contenido, de la organización interna de su Manual de Estudio de Impacto Ambiental. Desde su introducción en el año de 1988, el procedimiento del Estudio de Impacto
Ambiental en la Cooperación para el Desarrollo, fue con frecuencia objeto de discusiones, observaciones sobre su influencia y de desarrollo.
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Entre los resultados de estas observaciones se cuentan entre otros, el
que se siga ampliando el Manual del Medio Ambiente, la introducción
de un Suplemento sobre Medio Ambiente y un nuevo folleto sobre el
Estudio de Impacto Ambiental.
Estas mejoras, vistas en general, se dieron de forma específica, se
referían sobre todo a la parte metódica y de contenido y menos a las
condiciones de aplicación. No reaccionaban, ni al cambio de la importancia en la política para el medio ambiente de ciertos programas y
proyectos de la Cooperación para el desarrollo, ni tampoco a la transformación de la demanda dentro y fuera de sus organizaciones.
Sobre todo en la Sociedad para la Cooperación Técnica estas debilidades fueron vistas muy claramente. Para superarlas, se constituyó
en Julio de l995 un grupo de trabajo sobre el Estudio de Impacto Ambiental, cuya finalidad fue analizar sistemáticamente dentro de un espacio de tiempo de un año y medio toda el área del Estudio y elaborar
propuestas para su actualización, su mejora y su facilitación, sobre todo para el manejo del proceso. Estas propuestas deberán ser tomadas
en cuenta en la nueva versión del folleto del Estudio de Impacto Ambiental de 1995. También el proceso de inspección deberá ser analizado
en detalle y críticamente.
Se consideran los siguientes aspectos de importancia para el desarrollo progresivo y la adecuación del Estudio de Impacto Ambiental
a nuevos desarrollos y tendencias:
-

-

Ciertos complejos de temas de la “Agenda 21” (sobre todo de las
Convenciones Internacionales).
La conciencia y el saber crecientes sobre temas ecológicos.
La enorme significación ecológica de ciertos desarrollos económicos, sociales y demográficos y de la utilización de recursos naturales ligados a ellos.
El desarrollo del Derecho del Medio Ambiente nacional e internacional.
El desarrollo de la administración del medio ambiente empresarial.
Las exigencias a la administración de conflictos y de participación.
La promoción de mayor eficiencia y facilitación de los procesos
de planeación.
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De todo esto resultan no sólo exigencias más altas, sino también
exigencias nuevas y de un tipo distinto al Examen de Impacto Ambiental, sobre todo en lo referente a la articulación de los procedimientos y
métodos y de un trabajo de publicidad orientado a grupos específicos.
Por ejemplo:
1.

2.

3.

4.

5.

Aumento de las exigencias al rendimiento práctico del Estudio
de Impacto Ambiental (sobre todo la exigencia a las informaciones sobre los fines referidos a la calidad del medio ambiente, a
los indicadores del medio ambiente, a los métodos de construcción de diversos campos de trabajo o de ciertos tipos de proyectos, al llamado “Monitoring”).
Desarrollo del complejo de la “Planeación del Estudio de Impacto Ambiental” como un instrumento de la planeación para el desarrollo de la esfera urbana y regional en países del Tercer Mundo.
Aumento del tamaño y de los gastos para el asesoramiento y el
cuidado de la Documentación sobre el Medio Ambiente (para
establecer el acoplamiento de portadores de información y de
bancos de datos y hacer una utilización mas reforzada de redes
electrónicas).
Aumento de la necesidad de apoyo de los países en vías de desarrollo para afianzar el Estudio de Impacto Ambiental legal y administrativamente así como la organización de su realización.
La renovación sistemática de los conocimientos de diversas investigaciones sobre el procedimiento del Estudio de Impacto
Ambiental en la Cooperación para el Desarrollo, con la finalidad
de mejorarlo.

TERRITORIOS INDÍGENAS Y
GRANDES PROYECTOS EN COLOMBIA
(Libros y mapas)

Roque Roldán
Yo quiero hacer unas breves observaciones sobre lo que ha sido
el proceso de trabajo alrededor de este proyecto. Yo trabajo con una
Fundación Privada que presta servicios de asistencia técnica a comunidades indígenas. Nuestro interés surgió, a través de Clarita de la experiencia que se había tenido en el Brasil. Con Clarita, fuimos a visitar algunas entidades de gobierno y se visitó también las oficinas de la Organización Nacional Indígena de Colombia.
Hay que señalar que frente a la propuesta de la elaboración de
estos mapas -a este instrumento gráfico que permite a los indígenas a
visualizar su propia realidad- se plantearon serias dudas a comienzos
de este proyecto. Especialmente por personas o representantes del Estado que inicialmente alegaron presuntas objeciones de orden legal en
el sentido que la única entidad autorizada a realizar este tipo de esfuerzos era una unidad del gobierno. Sin embargo, estudiado el caso, no encontramos que hubiera objeciones válidas y encontramos sí que este
proyecto no sólo correspondía a una necesidad del momento sino a
una necesidad realmente histórica de los pueblos indígenas.
Hacía poco, en el año 1991, se había aprobado la nueva Constitución política de Colombia. En su texto se habían consignado disposiciones muy importantes para los pueblos indígenas. Algunas disposiciones de la nueva carta política del país abren la posibilidad para estos
grupos de organizar su proprio modelo de orden administrativo y de
orden jurisdiccional creando lo que allí se denomina entidades territoriales indígenas que vienen a ser una expresión de la división políticoadministrativa del país. Colombia está dividida en departamentos y en
municipios. Esta era la división tradicional hasta 1991. En la nueva car-
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ta política se abre la posibilidad de una tercera expresión de esta división politico-administrativa: las entidades territoriales indígenas.
Esta perspectiva de creación de las entidades territoriales indígenas plantea serios requerimientos a los pueblos indígenas en la medida
que les compromete a asumir la responsabilidad de planificar su proprio funcionamiento en el futuro, y si se quiere, de planificar su proprio
desarrollo.
Se requiere saber, qué tierras tienen, qué problemas están afectando estas tierras, hacer un inventario de sus recursos, los factores que
están perturbando la posibilidad de ocupar pacíficamente estos territorios. Se inició entonces esta experiencia considerando que el manejo de
los asuntos indígenas no está solamente orientado por el Estado sino
por las propias comunidades indígenas. Entonces se planteó la posibilidad de adelantar este proyecto con la participación activa de las propias comunidades indígenas directamente representadas por la ONIC
que aglutina la mayor parte de los pueblos indígenas del país. Se convocó también a participar en este proyecto a las entidades del Estado
que han venido cumpliendo tareas de alguna dimensión y alguna importancia. en este sentido se llamó al Ministerio del Gobierno que es la
entidad responsable de coordinar la política indígena, al INCORA que
maneja todo lo relacionado con la entrega de tierras a los pueblos indígenas y se convocó a otras entidades como el Instituto Geográfico
Augustín Codarri que maneja toda la parte técnica y a todas las entidades que tenían algún grado de responsabilidad directa con los asuntos que se consideraron como elementos fundamentales a tratar.
Es decir, se pensó que no era suficiente sacar unos mapas muy
técnicos sino que era importante que este esfuerzo fuera cumplido con
la participación activa y reflexiva de todas estos agentes que han venido trabajando con los indígenas, las agencias del Estado, algunas entidades no gubernamentales, e incluso profesionales que han venido trabajando como personas comprometidas con la causa de los indígenas
en forma independiente.
En este proceso se realizaron dos seminarios donde se reflexionó
acerca de los que se consideraron como temas fundamentales que están
en este momento afectando la condición de los indígenas, o que potencialmente pueden afectar el disfrute pleno de sus derechos, y condicionar el cumplimiento del logro de estos objetivos por los cuales han ve-
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nido luchando los pueblos, los cuales quedaron plasmados en ordenamientos constitucionales.
Se convino entonces trabajar sobre algunas materias especiales
que podríamos resumir en cuatro aspectos fundamentales:
1. Una reflexión histórica de la situación actual de los pueblos indígenas desde el punto de vista cultural, desde el punto de vista
económico, desde el punto de vista político. Se pensó entonces
que en esta materia es necesario adelantar un esfuerzo reflexivo
y se contrató los servicios de un experimentado antropólogo que
estuvo trabajando durante varios meses en la elaboración de
unas propuestas. Las propuestas fueron discutidas y como fruto
de estos debates la persona comprometida concluyó su trabajo
haciendo los ajustes convenientes.
Un aspecto que se entendió como muy importante y complementario de esta reflexión general sobre la situación general de
la población indígena fue el de reflexionar la actual coyuntura
que enfrentan los pueblos indígenas en la región pacífica del
país. Esta zona que durante muchos años fue una zona totalmente marginada, está siendo objeto de una inmensa presión de
diversas empresas, de diversos gobiernos regionales con el fin de
abrir esta zona de inmensos recursos mineros y forestales a la explotación. Entonces se consideró importante hacer una reflexión
en la cual una persona ampliamente conocedora estuvo trabajando y participando también activamente con la colaboración
del equipo de colaboradores del proyecto de los dos seminarios
en los cuales tuvimos oportunidad de reunirnos.
2. Otro aspecto muy importante fue el manejo de los recursos naturales renovables. En esta materia se consideró fundamental
hacer una evaluación actual del grado de avance de la reforestación sobre los territorios indígenas. Ante la dificultad de un acopio de información total, se determinó finalmente tomar un caso representativo del fenómeno del avance de la explotación forestal, y la evaluación de los daños que se vienen ocasionando
entre las poblaciones indígenas: la región de Urabá del Atrato en
la región limítrofe entre los departamentos de Antioquía y Choco. Una zona de gran riqueza forestal pero que ha sido objeto de
explotación inmisericorde por diversas compañías nacionales y
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3.

4.

extranjeras que han venido saqueando las riquezas forestales en
el área. Es importante señalar que en esta zona las poblaciones
indígenas han adelantado procedimientos legales en los últimos
años que han concluido con decisiones jurisdiccionales a su favor en las cuales se ordenó la suspensión de las explotaciones
madereras y se comprometen a las entidades del gobierno que
patrocinaron estas licencias y permisos a que remedien la
situación de deterioro que se creó hoy y convencen a las poblaciones indígenas. Estos fallos en estos momentos no han sido
cumplidos pero se está demandando el cumplimiento de ellos
por parte de las poblaciones indígenas.
Otro aspecto es el de las acciones de grandes obras que se han venido cumpliendo en este país, ya Clarita les habló del caso de las
hidroeléctricas. En este esfuerzo de reflexión, hubo el compromiso de dos comunidades indígenas que espontáneamente decidieron hacer un esfuerzo colectivo para recoger la historia de lo
sucedido con motivo de la construcción de estas obras. La narración de los hechos reviste un conmocionante dramatismo que
realmente refleja el alto grado de responsabilidad y de compromiso que ha tenido el Estado con las acciones de deterioro y de
ruptura de las condiciones de vida tradicionales que tenían estas
poblaciones.
Otro aspecto considerado fue la extracción de los recursos mineros y de hidrocarburos en territorios indígenas, fundamentalmente la explotación de oro en algunos de los territorios indígenas en la zona del Pacífico, en algunas regiones de la Amazonía
donde se da la presencia de avanzada de los colonos, de los mineros nacionales de otros países que han entrado a explotar recursos en estos territorios de oro con graves consecuencias. Finalmente se trabajó también en la elaboración de un ensayo sobre la situación de los indígenas que han enfrentado problemas
con empresas petroleras desde comienzos del presente siglo hasta el presente, y se llamó la atención, como conclusión de este
trabajo, sobre la necesidad en que se encuentran los pueblos
indígenas de asumir con gran seriedad y con un esfuerzo el
análisis de las perspectivas de amenaza real que representa la
presencia de estas compañías teniendo en cuenta la dolorosa
experiencia de pueblos indígenas que han desaparecido en
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Colombia con efectos de esta explotación petrolera y de otros
como las poblaciones limítrofes con la República del Ecuador
que realmente están en serio riesgo de desaparición. Esto en términos generales es el contenido del libro.
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TERRITORIOS INDÍGENAS Y
CENTRALES HIDROELÉCTRICAS
EN COLOMBIA

Clarita Müller-Plantenberg
¿Qué procedimiento analítico hemos elegido?
Como primer paso intentamos encontrar cuáles centrales hidroeléctricas han tenido o tendrán consecuencias sobre los territorios
indígenas; es decir, aquellas que fueron planeadas o que se encontrarán
en construcción, así como las ya existentes. Esta no fue una tarea fácil
y tampoco sabemos si encontramos todos los casos. De cualquier forma hicimos una lista de los que encontramos. Fue muy difícil recolectar datos específicos en relación a los planes para estas obras, ya que los
Estudios de Impacto Ambiental, sólo en pocas excepciones, son retenidos por las administraciones. Este caso es muy común, aún cuando de
acuerdo a la ley colombiana estos documentos son considerados del
dominio público.
Al inicio pudimos observar que las grandes centrales hidroeléctricas, que más consecuencias tendrán y de hecho ya tienen, son Urrá I
y II, Salvajina y Calima III. Salvajina fue construída hace muchos años,
Urrá está en construcción. Urrá II y Calima III están en la fase de planeación. Dos grandes centrales hidroeléctricas que se encuentran en
construcción fueron incluídas en nuestro análisis: la Gabarra y Arrieros del Micay. Tampoco dejamos por fuera algunas centrales hidroeléctricas pequeñas, ya que éstas también pueden generar conflictos.
Alcibiades Escué del Consejo Regional de los Indios del Cauca
(CRIC) dió un reporte de la experiencia del CRIC con la central hidroeléctrica Salvajina. También se organizó un seminario de trabajo
con las comunidades indígenas de la región, en cuyo transcurso fueron
sistematizadas estas experiencias. Escué documentó estas experiencias
en el libro “Territorios indígenas y Grandes Proyectos en Colombia”.
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La comunidad indígena Wasiruma de los indígenas EmberaChami, que fue desplazada de su territorio en el Valle del Calima con
motivo de los planes de construcción de Calima III documentó a su vez
esta experiencia, algo que fue profundamente conmovedor para todos
quienes le escucharon.
Las organizaciones indígenas experimentan el hecho de que
cuando se planean centrales hidroeléctricas en sus territorios, con frecuencia no se les informa ni tampopo se les solicita su consejo. Por esta razón en los últimos años se han hecho públicas las siguientes peticiones (los datos a continuación son citados de la unidad Indígena, el
diario de la Organización Nacional de Indígenas de Colombia):
-

-

-

El respeto a la soberanía de su territorio.
Participación en el proceso de planeación y de los contactos, ya
que de otra forma se corre el peligro que puedan perder su tierra
-muy frecuentemente su mejor tierra de cultivo y sobre todo las
zonas pesqueras privilegiadas-, o arriesgan la legalización de su
tierra.
Acceso amplio a la información.
El que los futuros cambios de clima producidos por los embalses
sean tomados en cuenta y que los pagos compensatorios necesarios sean retribuidos cuando el cambio de clima trae consecuencias para productos tradicionales de cultivo.
Protección contra la amenaza de pérdida de la herencia cultural.

Este tipo de planeación, sin información previa es altamente
riesgosa para los pueblos indígenas, significa que la sobrevivencia de las
comunidades se pone literalmente en peligro.
Todos los autores del tomo adjunto al libro de los mapas titulado “Territorios indígenas y Grandes Proyectos en Colombia” deberían
señalar la posibilidad de nombrar a un representante de sus intereses y
de analizar qué posibilidades ofrece la ley colombiana para la participación de las comunidades indígenas y de otros afectados, para que
puedan intervenir a tiempo fortaleciendo la defensa de sus intereses. En
Colombia se prevé esto dentro de la ley que reglamenta los Estudios de
Impacto Ambiental y Social (Ley 99 de 1993).
El marco específico para este proceso es la reestructuración del
sector energético donde el sector privado debe ser atraído para hacer
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grandes inversiones. Las funciones del Ministerio de Energía y Minas
serán descentralizadas y transferidas a instituciones regionales menores, con excepción de la función de regulación y planeamiento. La nueva Ley de electricidad (Ley 143 del 11 de julio de 1994) prevé la autorización de personas privadas para surtir la red con energía eléctrica,
etc.
Desde hace 11 años existe una amplia bibliografía internacional
acerca de las consecuencias sociales y al medio ambiente de grandes
centrales hidroeléctricas. Sobre esta base analizamos los Estudios de
Impacto Ambiental y Social: de Urrá I (en construcción, 340 MW) de
Urrá II (en planeación 860 MW) de Calima III (en planeación, 240
MW) y la pequeña central hidroeléctrica Bahía Solano (2.400 kW).
En el curso de la investigación constatamos que en tres casos,
después de la realización de Estudios de Impacto Ambientales (EIAs)
para centrales hidroeléctricas en Colombia, la primera solicitud para el
permiso de construcción era negativa (Calima III, Arrieros del Micay y
PCH Bahía Solano). En estos casos ya se realizó un nuevo EIA o va a
realizarse.
Subsecuentemente pudimos constatar los comentarios críticos
del Ministerio Energía y Minas y de las empresas que tienen a su cargo
las conexiones eléctricas (ISA). En su opinión, los Exámenes de Impacto Ambiental y Social “hasta hoy día no contaban con un planteamiento sistemático para el registro de los efectos a nivel comunal, además de
que los efectos dentro de las economías de subsistencia no fueron consecuentemente investigados” (p. 137).
¿Quiénes son los actores sociales en el Valle del Sinú, en donde
se construye la central hidroeléctrica Urrá I ?
Los afectados no son sólo aquellos que debieron ser trasladados
porque vivían el la región de la represa del embalse, sino mas bien
aquellos grupos sociales que viven en la cuenca hidrográfica del río Sinú y que padecen las consecuencias de la construcción de la presa. Después de tal construcción se dan diversas cadenas de impactos que cambiarán por completo el sistema hidrológico del Valle:
La presa impide la migración de los peces. Los peces son el alimento básico de la población del Valle. De acuerdo a los autores del
primer EIA, Dames y Moore, se debe tomar en consideración que debido a esto, la reproducción de la especie del pescado más común, del
bocachico, está en peligro.
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-

-

En el Valle del Sinú la producción de pescado alcanzó la cifra de
400 a 450 toneladas por año (148 especies).
En un lago conectado con el río a través de un canal, la ciénaga
Grande, la producción de pescado alcanzó 255,4 toneladas por
año.
En la extensa región de los manglares que cuenta con 7900 hectáreas ubicada en la antigua desembocadura del Sinú en la Bahía
de Cispatá, la pesca alcanzó 676,5 toneladas por año, incluyendo
el consumo doméstico de pescado. Todo esto se expone ampliamente en el libro.

En enero el diario El Espectador escribió: “la obstrucción del río
debido al inicio de la construcción de la presa, vuelve locos a los peces,
ya que están acostumbrados a nadar rumbo a la parte superior del río
para desovar en el Alto Sinú” (26 de Enero de 1996).
La presa obstruye además la navegación de los indios en el río, la
cual era su vía de comercio y comunicación. Cabe mencionar que los
planes de una futura posibilidad de comercialización fueron elaborados con mucho retraso.
La construcción y el inicio del funcionamiento de la presa ocasionan entre otras cosas: una inundación del bosque en la zona de embalse, la tala del bosque para la instalación de una línea de transmisión
de larga distancia, así como la deforestación del bosque como consecuencia de la desestabilización de las economías de subsistencia de muchas familias en el Valle. A través de la migración estas familias intentarán asegurar su sobrevivencia conquistando un pedazo de tierra en el
bosque que pobla la parte superior del Sinú. Estas familias se ven obligadas a talar y a desmontar el terreno para poder organizar una pequeña economía agrícola.
Observemos de conjunto los efectos producidos en la cuenca hidrográfica:
-

Las comunidades indígenas Emberá que habitan en la parte superior de la presa

Estas comunidades tras haber luchado 24 años por el reconocimiento de su territorio, perdieron una parte de la tierra que hacía poco había sido reconocida legalmente debido a las inundaciones. Aún no

Clarita Müller-Plantenberg / 253

saben qué forma de comercialización será posible y tampoco cuentan
con una información detallada. Las comunidades esperan que su territorio sea liberado de los habitantes que se asentaron en contra de su
voluntad.
-

Los indios que fueron desplazados y los habitantes de la región

Las familias de pescadores y campesinos que vivían en la zona de
embalse fueron desplazados. El traslado fue entonces muy elogiado por
ser el más efectivo y el más prudente. El resultado es que estas familias
viven ahora en casas muy lindas pero que se sobrecalientan. Además no
cuentan con posibilidades de realizar sus actividades tradicionales como la pesca y el cultivo. A fines de marzo de 1996 participaron en una
marcha en Tierralta, una ciudad pequeña de la región cercana a la presa, para exigir el cumplimiento de aquellas promesas que la empresa
había hecho. Hoy sufren una epidemia de malaria que se extiende en la
zona de la desviación del río, donde tiene lugar la construcción de Urrá
I. Hay familias completas de los indios desplazados, ingenieros y obreros de las empresas que se ven afectados por la epidemia.
-

Las comunidades de pescadores y campesinos a lo largo del río

Estos padecen los efectos de la erosión de las orillas del río, el
empeoramiento de la calidad del agua y la interrupción de la migración del pescado. Ya que además Urrá I es una presa con un embalse relativamente pequeño, no podrá estar en condiciones de regular las
inundaciones, lo que este proyecto multipropósito prometía solucionar. Las inundaciones sólo podrían ser reguladas con la construcción
de Urrá II. Ya que los planes de construcción de Urrá II están congelados, puede significar que la existencia de estos pescadores y campesinos está en peligro.
-

La población de la antigua desembocadura del río

Esta población se alimentaba de la riqueza de pescado, camarón
y mariscos de la región de los manglares. Muchos de ellos realizaban
una economía de subsistencia. Debido al aumento del nivel de agua en
el lago de embalse, se disminuirá la corriente del Sinú. La concentra-

254 / Derechos Indígenas

ción de sal aumentará la sedimentación va a crecer de forma que la producción pesquera no podrá sostenerse. Se calculan más de 24 mil afectados en la zona. Aunado a esto se verá afectada una zona de riego por
la saturación de arena en la región.
-

Las comunidades indígenas y campesinas en los lagos que están conectadas con el río por un canal

Éstas habían buscado ayuda contra el desecamiento de los ríos.
Los indios Zenú se ven afectados por los efectos en el Lago Lorica y el
Lago Momil. La desecación puede empeorar debido al aumento de arena en los canales que conectan a los lagos con el río. Además, después
de la construcción de la presa, está amenazada la reproducción de la especie del bocachico. La empresa Urrá propone introducir la cría de pescado para neutralizar estos efectos. Las comunidades ponen en duda si
será realmente posible conservar la tradición pesquera, cuando el alimento para el pescado es más caro que el precio al cual pueden venderlo.
Por estos motivos es claro que sólo una alianza de todos los afectados en la cuenca hidrográfica puede tener influencia en el desarrollo
futuro.
Cabe mencionar que durante el proceso de planeación del proyecto no hubo posibilidad de participación para todos estos grupos de
afectados, faltando así la responsabilidad necesaria para comprometerse con el futuro de la región. Debido a esto no podían tomar conciencia estos grupos, sobre la forma en que se verían afectados por este proyecto. Los otros grupos no tenían idea de lo que pasaba. Por esta razón
no se pudo alcanzar un saber y una conciencia común sobre las posibles alternativas que podrían demandarse. Tampoco era factible pensar
que estas alternativas pudieran ser del dominio público.
Sin embargo, la Universidad Regional de Montería hizo contribuciones considerables. Entre ellas se encuentran los seminarios de trabajo, y los debates que organizaba sobre la situación de los grupos sociales del Valle y sobre las posibles formas de cultivos alternativos.
Ya que entre los grupos sociales del Valle faltaba la información
y la comunicación, se hicieron una serie de propuestas, aún sin tener
una perspectiva en común. A continuación las menciono:
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-

-

-

-

Los indios en la parte superior de la presa exigen: Que los habitantes que invadieron sus territorios en Río Verde y Karagavi
sean desplazados.
Que se ofrezca una alternativa para su transporte. Ellos buscan
una alternativa para la alimentación y cuestionan la cría de pescado en el lago de embalse. Reclaman la prevención contra enfermedades, exigiendo centros de salud así como la formación
de trabajadores sociales en el área de salud pública. Además piden a la empresa el financiamiento para un grupo de apoyo a las
comunidades indígenas.
Las comunidades de los lagos buscan un apoyo para la limpieza
de los canales que comunican los lagos con el río. Quieren que
se realice un programa de reforestación en las orillas de los lagos. Piden que los pequeños productores sean apoyados a través
de la concesión de títulos de propiedad de la tierra, ya que estos
se ven presionados por latifundistas. Además demandan créditos y programas de formación.
Las comunidades en la antigua desembocadura piensan lo que
podrían hacer para combatir el aumento de sal.
Los pescadores que viven a lo largo del río dudan si será posible
a través del fomento de la cría de pescado repoblar el río de forma duradera.

¿Quién tiene interés en la construcción?
Nosotros investigamos qué empresas y qué bancos apoyan la
construcción. Como pioneros en este aspecto destacan el capital y la
mano de obra suecas que se complementan con el capital y el equipo
técnico de Canadá y Rusia.
En la costa del Atlántico, afirma la oficina regional de energía,
que la energía térmica es cara y que por tanto los costos promedio de
la industria, en concreto, de proyectos de minería disminuirían, si se
utilizará una energía más barata. Por esta razón tendría más sentido
para la Costa Atlántica (que hasta ahora importa energía) el producir
su propia energía hidráulica.
Además, las asociaciones de empresarios de la Costa Atlántica
son de la opinión que la empresa Urrá iniciará un desarrollo agroin-
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dustrial que podría exportar energía a los países vecinos así como abastecer a la población de la región.
¿Qué papel juega la política de protección de la naturaleza en este contexto?
En estas zonas de acceso al agua, así como en otras zonas ya estudiadas, son declarados los parques como zonas bajo protección antes
de que los territorios indígenas hayan sido reconocidos legalmente. Esto ocurre en el momento en que se decide la planeación de una central
hidroeléctrica.
En este caso se opina que el interés en la protección de la región
con acceso al agua se deduce del deseo de conservación del agua. La tala del Parque Paramillo en la parte superior del Sinú muestra sin embargo, que por parte de las administraciones cambiantes no existe una
política y actitud de protección consecuentes.
¿Cómo pueden ser pensados los mecanismos de regulación?
Un paso en dirección a un control y a una defensa contra proyectos que traen consecuencias sociales irreversibles, lo constituyen en el
Brasil los Comités de Afectados por represas (CRAB) que se conformaron primeramente en el fructífero Valle del río Uruguay. Los campesinos se organizaron para impedir que se construyeran una serie de presas. Esta forma de organización territorial se inició en el sur del Brasil
donde hay una densidad de población relativamente alta. Ahora se ha
extendido a las zonas mucho menos pobladas del país.
Podemos concluir con la idea de que sólo una sociedad con acceso a la información, es decir, con instituciones y organizaciones que
están bien informadas y conscientes, se verá en condiciones de actuar
en interés del bienestar común. Para ello, será absolutamente indispensable hacer públicos los Estudios de Impacto al Medio Ambiente y de
Impacto Social; también será necesario informar ampliamente a las organizaciones indígenas y campesinas en sus regiones sobre el carácter
de los proyectos, además de recopilar las experiencias hechas hasta hoy
día e iniciar debates referentes a las construcciones que serán realizadas. Sólo así la población podrá hacer un examen profundo de lo que
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puede ser bueno para sus comunidades y no sólo a corto sino a mediano y largo plazo.
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NOTA: A inicios de 1996 se hizo el desvío del río Sinú y se inició la construcción de la
represa Urrá I. Muchos grupos a lo largo del río quedaron afectados por la gran
pesca, la cual sufren ya el segundo año.
Sufren también la falta de proyectos pequeños antes prometidos por la empresa Urrá S.A. Por falta de sustento de las familias se iniciaron acciones de tutela
de parte de los indígenas y pescadores. A finales de julio de 1998 la Corte
Constitucional suspende el llamado del embalse previsto para el 1º de agosto.

TERRITORIOS INDÍGENAS Y
ENTIDADES DE PROTECCIÓN
DE LA NATURALEZA EN COLOMBIA

Klaus Rummenhöller
Durante la fase de preparación del proyecto quedó claro que la
instalación de Unidades de Protección de la Naturaleza en grandes
áreas, como serían los Parques Nacionales, amenazan los derechos a la
tierra así como la preservación y la integridad de territorios indígenas.
En las instituciones estatales que fueron consultadas (INCORA, INDERENA y el Instituto Geográfico “Agustín Codazzi”) no había material
cartográfico adecuado que permitiera hacer visible la dimensión real
de la sobreposición de Unidades de Protección de la Naturaleza en los
territorios indígenas.
De las Entidades de Protección de la Naturaleza que se crearon
en Colombia, sobre todo en los años setenta y en los ochenta, se sobreponen 17 de ellas en su totalidad o parcialmente con territorios indígenas. Aquí es importante distinguir entre los “resguardos indígenas” que
fueron constituidos legalmente y aquellos territorios que la población
indígena habita sin tener derecho. En este último caso el proceso de reconocimiento administrativo está en vías de realización o aún no se ha
concluido. Hay también los resguardos indígenas, que aspiran a una
expansión de su propiedad de la tierra porque la superficie que se les
ha reconocido no es suficiente.
En Colombia, todas las Entidades de Protección de la Naturaleza fueron creadas por decreto, sin un procedimiento público en el que
se determinaran los asentamientos en planeación, sin ninguna interrogación y sin la participación de la población afectada. Los límites fueron determinados por parte del Estado a través del Instituto Nacional
de los Recursos Naturales Renovables y del Ambiente (INDERENA)
primeramente en torno a criterios ecológicos. Los componentes socioeconómicos, étnicos, culturales, demográficos o de la historia regional no fueron tomados en consideración.
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Después del Decreto Nr. 622 de 1977 se declara como legal la sobreposición de ambas corporaciones, del Parque Nacional y del resguardo indígena. En estos casos se ha previsto un reglamento, que le
permite a la población indígena el uso tecnológico de los recursos naturales, siempre y cuando éste sea compatible con la finalidad de la Entidad de Protección de la Naturaleza.
De acuerdo con los reglamentos internacionales (la definición
del IUCN sobre Parques Nacionales de Nueva Delhi, 1969) el decreto
de ley 2811 de 1974 (Código de los Recursos Naturales Renovables de
Protección al Medio Ambiente) permite actividades exclusivamente turísticas y recreativas, científicas, educativas, culturales y de protección,
en Entidades de Protección de la Naturaleza. La administración de estas regiones está a cargo del INDERENA (tras la disolución del INDERENA en 1996 se han transferido sus funciones a una sección del Ministerio de Medio Ambiente que fue especialmente fundada para ello).
Después de la nueva Constitución de 1991, los pueblos indígenas
dentro de sus Entidades Territoriales Indígenas, tienen el derecho a la
administración autónoma de acuerdo a sus normas y procesos culturales específicos, siempre y cuando no contradigan las leyes de la República. Bajo esta categoría se entiende explícitamente la administración
de los recursos naturales y las medidas para su protección. El Acuerdo
de ILO 169, que en Colombia tiene fuerza legal (Ley Nr. 21/1991), les
otorga a los pueblos indígenas el derecho a administrar por sí mismos
los recursos naturales en sus territorios, a usarlos y a protegerlos. Visto
legalmente, los resguardos indígenas no se consideran como Entidades
de Protección de la Naturaleza.
Bajo la nueva constitución, en el caso de una sobreposición territorial de las Entidades de Protección de la Naturaleza con los resguardos, se consideran ambas corporaciones inalienables, no embargables e intransferibles. Debido a esto se plantea el siguiente problema:
¿quién administra estas regiones?, ¿la oficina de protección de la naturaleza o la población indígena? ¿En qué medida y bajo qué condiciones
puede ser limitada la autonomía indígena? No existe claridad sobre la
interpretación de diversas leyes, así como de la aplicación de los criterios y normas que de ahí puedan deducirse.
De acuerdo con el mandato de ley, la administración de los Parques Nacionales prevé medidas de protección rigurosas en las regiones
de protección de la naturaleza. Sin embargo, cabe mencionar, que de-
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bido a carencias financieras y a otros motivos, la construcción de una
infraestructura operativa sólo ha sido posible en un número limitado
de parques. En los Parques Nacionales con población indígena se procede de acuerdo a un reglamento interno, el cual pone la explotación
de recursos bajo un control estricto de la administración del parque.
Para el cultivo del campo, la cacería y la pesca se determinan ciertos espacios y cuotas para la economía de subsistencia. Un uso comercial de
estas u otras actividades como son la tala de árboles y la cría de ganado están prohibidas o requieren de un permiso de la administración
del parque. El uso de tecnologías no tradicionales como lo son motores fuera-bordo, sierras de motor, redes de pescar sintéticas o escopetas
de largo alcance, requieren de permiso. También la avicultura y la cría
de cerdos se considera como incombatible con la finalidad de la protección de la naturaleza.
El reglamento del parque que se deduce de la legislación para la
protección de la naturaleza, considera a los pueblos indígenas como
simples productores de subsistencias, lo cual demuestra una incomprensión muy grave de los procesos y estructuras sociales así como de
sus potenciales para el desarrollo. Los pueblos indígenas no son objetos de museo.
En la mayoría de los resguardos se ha desarrollado desde hace
mucho tiempo una economía mixta de producción de subsistencia y
producción para el mercado. Existe la necesidad de ganar dinero para
poder cubrir las necesidades básicas de vestido, instrumentos de trabajo, transporte, medicina occidental, educación escolar de los niños, etc.
Las condiciones del mercado regional significan mayor desigualdad y
explotación para los pueblos indígenas mientras que la dimensión de
la producción indígena para el mercado es poco significativa.
A través de la colonización en sus diversas formas se ha reducido considerablemente la disponibilidad territorial para muchos pueblos indígenas. A todo esto se aúna, que en las regiones de protección
de la naturaleza, la degradación ilegal de recursos naturales es inducida por factores externos.
Desde una perspectiva centrada en la protección de la naturaleza se argumenta que en la medida en que el proceso de aculturación
avanza, las reglas de la economía capitalista se imponen y que además
tiene lugar un crecimiento demográfico. La población indígena en los
Parques Nacionales se considera como una especie de “bomba de tiem-
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po” para la protección de la naturaleza que de vez en cuando debe ser
desactivada.
En los últimos años se ha impuesto un discurso (por ejemplo en
el Congreso IUCN de 1992; 1994), que propaga el integrar a los pueblos indígenas a través de proyectos de participación, de educación sobre el medio ambiente y de un desarrollo sostenible del concepto del
parque. Críticos de este discurso parten de incompatibilidades fundamentales y recomiendan el traslado de pueblos indígenas de las zonas
de protección de la naturaleza en las categorías del IUCN I y II a zonas
especialmente designadas, ya sean marginales o de amortiguamiento.
Como un fenómeno insólito se hicieron a finales de los años setenta desplazamientos forzados de las comunidades Emberá en Colombia que habitaban el Parque Nacional Los Katíos. En los últimos años
el INDERENA ha impedido en muchos casos el proceso administrativo de otorgamiento de tierra a los resguardos indígenas en los Parques
Nacionales, o ha hecho valer su influencia para determinar las fronteras. Esto trae como consecuencia que el otorgamiento de tierra se dé
preferentemente fuera de los Parques Nacionales.
Como consecuencia de una nueva política “democrática” para la
protección del medio ambiente en Colombia se han definido nuevas
exigencias para los donadores financieros internacionales (entre otros
el Banco Mundial). Estas se refieren a los proyectos de protección de la
naturaleza y del medio ambiente, a la participación de la población local, así como a la influencia cada vez mayor de las organizaciones indígenas y de sus representantes parlamentarios. Esto ha contribuido a
que los traslados de poblaciones indígenas o la anulación de sus títulos
de propiedad de la tierra en los Parques Nacionales no puedan imponerse ni jurídica ni políticamente.
La política de la administración del parque se orienta por lo menos verbalmente a acciones concertadas y a la creación de mecanismos
de participación. En la praxis no puede darse un procedimiento coherente, porque las dependencias estatales no están preparadas para estas
tareas sociales. En la mayoría de los Parques Nacionales con población
indígena se manifiesta la “participación” en visitas de información de
los directores del parque, durante las cuales se les enseña a los habitantes sus obligaciones, las prohibiciones y las sanciones. En la praxis, la
calidad de la comunicación y la consecuente implementación de prohi-
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biciones depende de la comprensión social del director de parque en
turno.
En un caso insólito (Parque Nacional Utría) el INDERENA, bajo la mediación de una ONG para la protección de la naturaleza, firmó
un acuerdo con una organización regional de los Emberá (OREWA),
que entre otras cosas, prevé que todos los proyectos en el parque requieran de la aceptación y participación de los resguardos y de sus organizaciones. También los resguardos deberán participar en las tareas
de control y deberán ser recompensados por las restricciones de sus actividades económicas. Investigaciones en estos sitios han demostrado
que los indígenas hasta hoy día no han sido recompensados y que los
mecanismos de participación son inexistentes. Tras una fase de confrontación se dio el paso al status quo de la coexistencia pacífica, en la
que los indígenas y la administración del parque se pusieron de acuerdo sobre la forma de uso de ciertos espacios para la cacería y la pesca.
El INDERENA examinó la realización de acuerdos similares en
otros Parques Nacionales, para manejar la sobreposición a través de
una “administración cooperativa”.
Los “terms of reference” que ofreció el INDERENA para este tipo de acuerdos se pueden primeramente leer como un catálogo de
obligaciones para la población indígena. Estas fomentan tareas de control de la administración del parque en torno a la protección de la naturaleza y al cumplimiento de las condiciones impuestas a sus actividades de producción. Si los indígenas cumplen con sus obligaciones, reciben casi como recompensa la oferta de algunos puestos de trabajo como vigilantes del parque y ayudantes, así como mecanismos de consultación, apoyo a proyectos para un desarrollo sostenible y la formación
de candidatos adecuados en tareas calificadas para la protección de la
naturaleza.
El colocar a indígenas como vigilantes del parque y considerar
esto como una modalidad de participación es un absurdo. Sabido es,
que las dependencias estatales tienen estructuras jerárquicas muy claras, que no dan espacio para la participación. Un puesto como vigilante de parque corresponde en la jerarquía estatal administrativa al de un
trabajador sin capacitación y se le paga de acuerdo al nivel salarial más
bajo.
Los proyectos que se orientan al uso sostenible de recursos en los
Parques Nacionales, no tienen efectos duraderos con referencia al me-
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joramiento de los ingresos monetarios de sus habitantes debido a las
condiciones de protección estrictas.
Una solución prometedora para esta situación sin salida, la contemplan los protectores de la naturaleza por parte del Estado en el fomento de un “turismo ecológico”. El turismo es compatible con la finalidad de la recreación en el concepto del Parque Nacional, aumenta su
valor económico y finalmente puede ofrecerle a la población local posibilidades de ingresos también compatibles con la protección de la naturaleza.
Los responsables en el proceso de realización de los proyectos turísticos se orientan a una perspectiva centrada en la protección de la
naturaleza, dentro de la cual las intromisiones sociales y culturales, la
compatibilidad y los riesgos, no son tomadas en cuenta. Los estudios
correspondientes no se realizan, del mismo modo que no se ofrece una
información imparcial a la población afectada sobre las posibilidades
reales de participación y de ingresos.
En la literatura antropológica se encuentra una multitud de estudios de caso que formulan una crítica a actividades turísticas que se
planean externamente afectando a los pueblos indígenas. Entre las consecuencias inmediatas se describen el clientelismo, las dependencias
económicas, la coacción (el tener que someterse a las exigencias del
operador turístico), la desarticulación social y cultural y el aumento de
la pobreza.
En el Parque Nacional Amacayacu, INDERENA construyó un
proyecto modelo, o sea, un centro de visitantes orientado al fomento
del turismo ecológico. El proyecto perseguía la finalidad de vincular las
exigencias de la protección de la naturaleza con participación indígena
en el proyecto y la compensación económica de los resguardos afectados de los Ticuna. Una visita al lugar dejó ver claramente que se trataba de un proyecto que estaba controlado exclusivamente por el INDERENA. Para la población indígena se crearon algunos puestos de trabajo “participativos” como los de sirvientas y de trabajadores eventuales;
también se les ofrece a los Ticuna la posibilidad de trabajar como guías
de turismo y el vender artesanías.
Una población (San Martín de Amacayacu) está integrada a un
sendero ecológico de excursionistas. Los ingresos (en 1994 se esperaban
aprox. 2.500 visitantes) se calculan por las entradas al parque, el hospedaje y por la concesión de restaurantes al INDERENA. Para incremen-
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tar el atractivo turístico del centro de visitantes, la administración del
parque planea la instalación de un jardín zoológico integrado en un territorio de los Ticuna, en cuyo efecto se abrirá la posibilidad de dar plazas de trabajo, entre otras como cuidador de animales. La insatisfacción sobre la forma y las consecuencias de este turismo ecológico afirma comprensiblemente a los afectados indígenas Ticuna en su actitud
de rechazo frente al Parque Nacional.
El discurso internacional centrado en la protección de la naturaleza va en una dirección contraria. No puede ser que se quiera integrar
a los pueblos indígenas en un concepto clásico del Parque Nacional.
Entre los fundamentos de este concepto se cuenta la administración
centralizada por una dependencia gubernamental y la limitación del
uso a actividades turísticas recreativas y educativas. La presencia de los
pueblos indígenas es compatible con este concepto sólo en casos excepcionales, por ejemplo cuando se trata de pueblos que viven en situaciones de aislamiento extremo (como serían los Nukak en el Sur de Colombia). La existencia de un parque puede significar para estos pueblos
una cierta protección de ataques externos, o por lo menos el retardarlos. Una condición para ello es contar con un plan antropológico claramente definido como suplemento adicional de un “masterplan” del
parque afectado.
La sobreposición de Parques Nacionales con resguardos indígenas coloca a los habitantes inevitablemente bajo una especie de tutela
del INDERENA y crea una situación legalmente insostenible. Bajo estas condiciones se les ofrece a los indígenas en su propio territorio, una
perspectiva de vida en cargos dependientes de la administración del
parque. Las ventajas del uso científico y económico de un parque nacional son claramente disfrutadas por otros.
La realización del concepto de Entidades de Protección de la Naturaleza se debe orientar primordialmente a la existencia de territorios
indígenas y a la consolidación y al fortalecimiento de la administración
autónoma de sus habitantes. Esto quiere decir en la praxis: los territorios indígenas y las Entidades de Protección de la Naturaleza como corporaciones jurídicas deben ser claramente diferenciadas. La supervivencia de los pueblos indígenas depende de sus derechos a la propiedad de la tierra y del derecho a un desarrollo autónomo de su administración. Estos pueblos se han caracterizado históricamente por un uso
sostenible de la diversidad biológica. En favor de esto se revela el hecho

266 / Derechos Indígenas

de que más de un tercio de las Entidades de Protección a la Naturaleza
fue legalizada sobre territorios indígenas. Los resguardos indígenas y
sus organizaciones necesitan hoy día un apoyo urgente en la consolidación de sus derechos a la tierra y en el saneamiento de los daños al medio ambiente que causaron colonizadores y taladores de bosques, etc.,
y finalmente ayuda frente a la explotación comercial de sus territorios,
por ejemplo a través de un uso sostenible de los recursos del bosque.
Bajo los indicios mencionados, se ofrecen perspectivas para una
complementación y un fortalecimiento mutuos de los intereses de la
protección de la naturaleza y de los intereses indígenas, que por parte
de la Oficina de Protección del Ambiente y de los ONGs respectivos
han sido hasta hoy muy poco estudiados.
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EXPLORACIÓN Y
EXPLOTACIÓN DE PETROLEO
EN EL ECUADOR

Heidi Feldt
Desde hace más de 25 años se produce petróleo en el Oriente, la
región amazónica del Ecuador. El petróleo transformó el país agro-exportador en un país que exporta energía y cuya economía depende, en
gran medida, de la producción de petróleo y de las inversiones extranjeras en este sector; pero el petróleo no creó el fundamento para lograr
el bienestar económico de la mayoría de la población.
La producción de petróleo plantea graves problemas porque se
realiza en territorios indígenas que, además, se encuentran en una región ecológicamente muy sensible. La venta del petróleo se paga con la
destrucción de otra riqueza del país: de la selva tropical.
La población
La población de la Amazonía ecuatoriana alcanza entre 350.000
y 500.000 habitantes. Es la región de los Shuar, Achuar, Cofanes, Quichua, Huaorani, Secoya, Shiwia y Siona. Se calcula que la población indígena comprende entre 85.000 y 150.000 personas; las etnias más numerosas son los Shuar y los Quichua. En el Oriente viven además 1.580
Huaorani, 600 Shiwia, 650 Cofanes y 350 personas entre Secoya y Siona.
El boom del petróleo aceleró la “conquista” del Oriente y confrontó los pueblos indígenas cada vez más con el mundo industrializado. La política del Estado pretende la integración de las provincias
amazónicas en la economía nacional. Pero a pesar del avance de la economía del mercado, la economía indígena sigue siendo una economía
de subsistencia que depende en gran medida de los productos de la selva y, por lo tanto, de un medio ambiente intacto. El acoso desde afuera y la formación de una fuerte conciencia étnica dieron lugar a la crea-
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ción de organizaciones indígenas que actualmente defienden los intereses de los pueblos indígenas frente al Estado y las empresas petroleras
y que formulan un camino de desarrollo propio.
En esta región viven, además, muchos colonos atraídos por la
promesa de obtener tierras. La política agraria desacertada indujo a
muchas personas del altiplano densamente poblado a seguir las huellas
de la industria petrolera. En la región amazónica viven actualmente entre 150.000 y 300.000 campesinos a lo largo de las rutas y en las localidades construidas para la producción de petróleo. En 1990 la densidad
demográfica en el Oriente era de 3,3 habitantes / km2 (Kimerling,
1993). Las tasas del crecimiento demográfico anual alcanzan los 4 a 8%
como consecuencia de la migración a la región. En vista de que los suelos no son aptos para el cultivo permanente por la escasez de sustancias
nutritivas, muchos de los colonos que migraron a la región viven a la
sombra de las torres petroleras en una extrema pobreza.
Las reservas petrolíferas del Ecuador
Ya en el año 1911 el petróleo empezó a jugar un rol en la economía ecuatoriana: en la península de Santa Elena en el Pacífico se alumbró la primera fuente. Sin embargo, este hallazgo no fue muy importante y las exploraciones siguientes no dieron los resultados esperados.
Pero en los años 60 se encontraron nuevos yacimientos en el este del
país. El consorcio Texco-Gulf dio con un gran yacimiento cerca de Lago Agrio, seguido por otras reservas en Shushufindi en el sudeste, y en
Sacha en el sur de la selva tropical ecuatoriana. Una verdadera fiebre
petrolera atrajo otras empresas petroleras internacionales.
En 1991 la producción petrolera anual (incluido el gas natural)
ascendió a 15,7 millones t. (en comparación: Venezuela 128,7 millones
t., México 154,8 millones t.) (Financial Times International Yearbook,
1994). Los 300 pozos en el Oriente del Ecuador producen actualmente
un promedio de 300.000 barriles de crudo por día. La superficie del territorio abarca 1 millón de hectáreas.
Un informe del año 1988 calcula que las reservas aptas para la
explotación ascienden a unos 185 millones t (Bundesanstalt für Geowissenschaften und Rohstoffe, 1989) equivalentes a un 0,1 % de las reservas mundiales seguras (en comparación: Venezuela dispone de 7.958
millones t., Argentina de 309 millones t). Exploraciones recientes y los
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hallazgos de los yacimientos en el triángulo de Colombia, Perú y Ecuador motivaron un aumento de las reservas calculadas de petróleo apto
para la explotación a 550 millones t.
En 1972 se finalizó la construcción del oleoducto SOTE (Sistema de Oleoducto Trans Ecuatoriano) por el consorcio Texaco. Los costos se elevaron a 150 millones US-$. Con una extensión de 498 km, el
SOTE une los yacimientos petrolíferos de Lago Agrio con el puerto petrolero de Esmeraldas. 391 oleoductos secundarios completan el sistema de transporte del crudo. Otro oleoducto se encuentra en planificación, pero existen dudas si las reservas petroleras del Ecuador son suficientes para justificar las enormes inversiones en un nuevo oleoducto.
(El Comercio 30.08.1996)
El impacto de la exploración y producción de petróleo en el medio
ambiente de la Amazonía ecuatoriana
A diferencia de la opinión sostenida en diversos manuales de
geología y otras publicaciones, se producen serios daños ya en la fase
de la exploración. Así una comisión de indígenas y de representantes
del gobierno que investigó los daños en los alrededores de la localidad
quichua de Sarayacu constató que en el territorio concesionado con
una superficie de 200.000 hectáreas:
-

existen 36 líneas sísmicas de 1.200 km de largo y 3 m de ancho;
se construyeron 1.368 campos de aterrizaje para helicópteros de
0,5 has cada uno;
se talaron 1.046 ha de la selva;
se realizaron 9.186 detonaciones.

Los peones, muchas veces indígenas, trabajaron en condiciones
laborales indignas. Los efectos colaterales de los trabajos de exploración fueron: la transmisión de enfermedades desconocidas para los indígenas contra las que los métodos curativos tradicionales resultaron
inútiles, el contacto repentino con otra cultura y la introducción de los
mecanismos de mercado. Además, los Quichuas se quejaron que las
trazas y los pozos de explosión se hicieron sin tomar en cuenta los lugares sagrados. (Ruffing, 1992)
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Las fases de la exploración y producción de petróleo
1.
2.
3.

4.

5.

6.

Sobre la base de conocimientos geológicos y/o fotos infrarrojas se clasifican los territorios con potenciales yacimientos petrolíferos.
Se evalúa el territorio mediante fotos aéreas.
Análisis geofísicos -con frecuencia mediciones sísmicas- proveen informaciones detalladas sobre la geología y permiten conclusiones
acerca del tamaño del yacimiento. Durante esta fase de prospección
se abren pozos de 5 a 10 m de profundidad a distancias regulares en
las que se detonan pequeñas dosis de explosivos. En los límites de las
capas geológicas las ondas sísmicas se refractan de distintas maneras
lo cual registran los aparatos de medición.
Después de los análisis geofísicos se realizan perforaciones de sondeo.
La profundidad promedia alcanza 150 metros. De los pozos se extraen muestras para analizar las capas geológicas y así calcular el contenido de petróleo y de gas extraible y la calidad del crudo.
Si el yacimiento resulta lo suficientemente rico para permitir una explotación rentable, se empieza con la producción. A distancias de entre 500 y 2000 metros se realizan las perforaciones para la extracción.
Si la formación de los yacimientos lo permite, el crudo se explota mediante sondas que lo extraen en flujo libre utilizando la presión del
yacimiento mismo. Si la energía del yacimiento no es suficiente, se
utilizan procesos secundarios para producir artificialmente la presión
necesaria (inyección de agua y sustancias químicas o de gas). La última posibilidad consiste en el uso de bombas.
Antes de transportar el crudo a las refinerías es necesario tratarlo: en
una combinación de un proceso de sedimentación y de un tratamiento térmico se separa el petróleo del agua de formación, del gas natural y de los sedimentos.

En todas las fases de la exploración y producción de petróleo se produce un grave impacto en el medio ambiente, si no se observan medidas de
seguridad muy estrictas y no se implementan tecnologías limpias. En este
contexto hay que diferenciar entre los efectos directos e indirectos, p.e. la
construcción de la infraestructura.

Generalmente se reprocha a las empresas petroleras el realizar
sus sondeos sin tener en cuenta los territorios poblados. Por perforación se talan 15 m2 de la selva; los pozos/estanques para los efluentes y
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el barro se abren sin cuidar el agua subterránea y sin armaduras adecuadas. El crudo extraído en los sondeos (hasta 42.000 galones por pozo) se quema.
Todos los residuos son canalizados a estanques sin ningún tratamiento previo (aprox. 4.165 m3 de barro, agua sucia etc.). En los residuos se encuentran combinaciones tóxicas de aluminio, antimonio, arsénico, cadmio, bario, cromo, cobre, plomo, magnesio, mercurio, níquel, zinc, benzol, naftalina, fenatrena y otras combinaciones de hidrocarburos así como cantidades tóxicas de sodio y de cloro (Ruffing,
1992). Los estanques no disponen de protección alguna contra la lluvia, es decir desbordan después de las lluvias tropicales y contaminan
las aguas subterráneas y superficiales causando así un serio peligro para la salud humana y para la flora y la fauna acuática.
Los problemas mencionados se agravan aún más en la fase de la
producción de petróleo. Actualmente los 300 pozos en la región amazónica producen casi 300.000 barrilles de crudo por día. Las consecuencias para el medio ambiente de la selva amazónica son:
-

-

-

-

-

De las estaciones de separación se canalizan 4,3 millones de galones de efluentes sin tratamiento previo a los estanques abiertos que desbordan regularmente a causa de las fuertes lluvias.
El mantenimiento de los equipos de perforación produce 5 millones de galones de aguas servidas tóxicas que no son tratadas
adecuadamente.
Tan sólo los agujeros en los tanques y oleoductos causan pérdidas que se calculan en 34.000 a 42.000 galones de crudo por mes.
Los agujeros no se controlan ni se limpian.
Sólo entre el 12 y el 15% del gas natural producido se transporta en el gasoducto de Shushufindi a Quito. El resto es quemado
sin control del calor y de las emisiones. La combustión libera
NO2, SO2, CO2, metales pesados, hidrocarburos y hollín. Se calcula que por día se queman 1.750.000 m3 de gas en el Oriente
(Kimerling, 1993).
El proceso de separación de agua/petróleo/gas y otras sustancias
produce un líquido tóxico y salinero, una mezcla de residuos de
petróleo, agua de formación y sustancias químicas, que se echa
sin tratamiento a los ríos o al suelo.
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-

El terremoto de 1987 destruyó partes del oleoducto SOTE; grandes cantidades de petróleo fluyeron a los ríos Quijos, Coca, Aguarico y Napo (se derramó más petróleo que en el accidente de la
Exxon Valdez). En mayo de 1989 un corrimiento de tierras en Papallacta dañó la SOTE. 210.000 galones de crudo fluyeron al río
Papallacta (Kimerling, 1993). Los agujeros en los oleoductos secundarios produjeron importantes contaminaciones a nivel local.

La USAID calcula que la industria petrolera construyó más de
500 km de rutas en la región amazónica del Ecuador que a su vez dieron lugar a la colonización de medio millón de hectáreas de selva tropical por colonos, grandes terratenientes, especulantes, empresas madereras, etc.
Las torres de perforación y las rutas se encuentran en su gran
mayoría en territorios indígenas; destruyen las superficies utilizadas en
forma de una economía de subsistencia, ahuyentan los animales y destruyen los recursos naturales. Con frecuencia, la tala de la selva causa la
erosión de la fina capa de humus.
El boom del petróleo acelera la integración de la región amazónica en el mundo industrializado y la destrucción de las culturas autóctonas. La influencia de la producción de petróleo socava las tradiciones
económicas de los indígenas y sus derechos territoriales. Si no pueden
controlar los recursos naturales y sus territorios, no podrán adaptarse
a un mundo que cambia.
La contaminación de las aguas les quita una parte de su base nutricia (pesca) y el agua potable.
Las empresas petroleras siguen el lema del “divide et impera”.
Juntos, con los misioneros p.e. de la Summer School of Linguistics tratan de “pacificar” a los indígenas. Dividen a las organizaciones indígenas que resisten la invasión de las empresas petroleras: con regalos,
contratos de trabajo etc. se trata -y, en parte, con mucho éxito- de ganar las comunidades indígenas para los intereses de las empresas petroleras. Esta estrategia se sigue implementando hasta hoy en día. En julio
de 1996 la organización de los Secoya (OISE) firmó un contrato con
Occidental Petroleum en el que cinco comunidades Secoya y Siona permiten que Occidental realize todas las actividades petroleras en su territorio. Reciben de Occidental 5 bombas de agua, 5 botiquines de medicina y la promesa de emplear, si es posible, temporariamente perso-
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nal de las comunidades. El testigo del contrato es un militar. Posteriormente Humberto Piaguaje, Presidente de OISE, afirmó que durante las
negociaciones se les dijo que el gobierno les quitaría su tierra si no firmaban el contrato (Acción Ecológica, 2.8.1996).
En las ciudades construidas para la industria petrolera y en las
localidades de los colonos y de los indígenas que se encuentran a la
sombra de los yacimientos petrolíferos reina el lema “bonanza y quiebra”, riqueza y decadencia. Pero la riqueza dura muy poco, porque generalmente se emplea personal local descalificado sólo durante la fase
de exploración; en la fase de la producción se emplea casi exclusivamente personal no local.
Acuerdos internacionales y reglamentos
Hasta ahora no existen acuerdos internacionales que fijen standards ecológicos para la explotación de materias primas metálicas y
no-metálicas.
Sin embargo, rigen los acuerdos internacionales para la protección de la naturaleza y de la biodiversidad que comprenden declaraciones indirectas sobre la explotación de recursos en las selvas tropicales.
-

-

-

-

La convención sobre la protección de la naturaleza y la preservación de la fauna y la flora en el hemisferio occidental (1940) prohibe la utilización comercial de las materias primas en las reservas naturales.
La World Heritage Convention de la UNESCO de 1972 protege
las regiones naturales y culturales que tienen un valor universal
excepcional.
El acuerdo de los países amazónicos, que pretende armonizar y
desarrollar la región amazónica, preservar el medio ambiente así
como conservar y utilizar a nivel nacional los recursos naturales
de estos territorios, creó varias comisiones para elaborar planes
gerenciales para la selva tropical y la elaboración de planes de desarrollo en el sentido del desarrollo sostenible, pero hasta el momento estas iniciativas no superaron la fase piloto.
La convención sobre la protección de la biodiversidad celebrada
por la UNCED en Rio de Janeiro y ratificada por la cantidad suficiente de Estados para tener vigencia como derecho internacio-
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nal, prevé la protección de las especies y la preservación de la diversidad genética.
La Convención 169 de la Organización Internacional del Trabajo OIT trata un tema muy distinto pero de importancia directa para la
preservación de la selva tropical: defiende el derecho de auto-determinación de los pueblos indígenas y su derecho de controlar sus territorios. Esto implicaría, por lo menos, el derecho de los pueblos indígenas
a participar en las decisiones sobre la utilización de las materias primas
en sus territorios.
No existen standards internacionales para la exploración y la
producción de petróleo. Organizaciones internacionales, entre ellas la
Exploration and Production Forum (E & P Forum) de la industria petrolera, sin embargo, fijaron pautas para una producción de petróleo
compatible con el medio ambiente. Se detallan las medidas necesarias
para una explotación cuidadosa en cada fase de la exploración y producción.
En estas pautas se enumeran medidas detalladas para una economía petrolera compatible con el medio ambiente. Se orientan en los
standards de la mejor tecnología posible y muestran escasas diferencias
en sus recomendaciones técnicas. Las diferencias en las recomendaciones sobre el trato con los pueblos indígenas, sin embargo, son llamativas. Parece que estas recomendaciones se desarrollaron sin la participación de los afectados y se mantienen -a diferencia de las técnicas- a un
nivel general.
Las pautas tienen un carácter de exhortación o constituyen una
especie de auto-obligación como en el caso del E & P Forum, y por lo
tanto no son obligatorias para las empresas petroleras. Son las leyes nacionales y los contratos de concesión los que constiuyen el marco de los
requerimientos ambientales que rigen la producción de petróleo.
Las leyes nacionales
Las leyes petroleras
La ley de petróleo (Ley de Hidrocarburos) cuyos fundamentos
datan del año 1932 y que fue reformada varias veces, define que los recursos minerales y fósiles son propiedad del Estado y fija el sistema de
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la adjudicación de concesiones. El Estado define la política petrolera y
las normas que rigen la utilización y la conservación de las reservas. El
Estado representado por la empresa estatal Petroecuador celebra con
las empresas extranjeras contratos de cooperación (joint venture) o
contratos de riesgo/servicio (risk service).
Desde la 7º ronda de concesiones (1994) se negocian también
contractos de participación (participating contracts). Las empresas que
firman uno de estos contratos con Petroecuador deben, en prinicipio,
pagar derechos de acceso, impuestos sobre los ingresos, aportes para el
sector de educación estatal, derechos para el uso de los oleoductos y
aportes a las instituciones en las regiones afectadas. El gobierno ecuatoriano se reserva el derecho de fijar el precio y los costos para el consumo interno. Hay que añadir que la transformación de los contratos
de concesión en contratos de cooperación es voluntaria, que los impuestos sobre los ingresos son mucho más bajos que los del Oriente
Medio, que el gobierno garantiza a las empresas extranjeras una tasa de
ganancia mínima del 15% sobre la suma de inversión y que el plazo de
los contratos es de 20 años. (Martz, 1987). Este tipo de contratos permite las empresas petroleras transnacionales una producción más económica que en la mayoría de los países de la OPEP.
Hasta hace poco tiempo los contratos de concesión no comprendieron cláusulas obligatorias y verficables respecto al medio ambiente.
Desde el año 1992 las empresas son obligadas de encargar un análisis
de compatibilidad ambiental antes de empezar las perforaciones de
sondeo y de desarrollar un plan de manejo ambiental.
Las leyes ambientales
La Constitución ecuatoriana garantiza “el derecho a la vida en
un medio ambiente libre de contaminación” y obliga al gobierno hacer
valer este derecho aún en el caso de que signifique la limitación de
otros derechos y libertades. La ley de reservas forestales y naturales de
1990 prohibe toda forma de contaminación ambiental en las reservas
naturales independientemente de su fin.
En 1984 se creó en el ámbito del Ministerio de Energía y Yacimientos una Dirección General de Medio Ambiente (DIGEMA) que,
sin embargo, no dispone ni de influencia política ni de los recursos necesarios para una política ambiental eficiente. En 1990 el sector fue
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reestructurado y se creó la Subsecretaría de Medio Ambiente (SMA) en
el ministerio mencionado a la que se integró la DIGEMA (ahora DINAMA). A pesar de la reestructuración no se dió más importancia a la
protección del medio ambiente; el presupuesto de la subsecretaría para
el año 1990 alcanzó solo 10.000 US-$. Las iniciativas de la DIGEMA de
fijar un catálogo obligatorio de medidas ambientales para la industria
petrolera no encontraron eco alguno. Tras negociar con la empresa petrolera estatal Petroecuador y las empresas extranjeras, la SMA decretó
las pautas ambientales para la producción de petróleo y de gas natural
(Reglamento ambiental para las actividades hidrocarburíferas en el
Ecuador). Estos requerimientos exigen que, antes de empezar con las
actividades económicas, las empresas deben presentar un análisis de
compatibilidad ambiental y un plan ambiental para su revisión y análisis por la SMA. Pero la SMA no dispone de medios legales para hacer
valer las medidas. Tampoco se prevé la participación de los afectados o
del público en general.
Por primera vez el reglamento define valores máximos para la
emisión de efluentes, pero estos valores son muy altos y no tienen en
cuenta la calidad del agua en cada caso. Permiten enterrar los residuos
sólidos sin previo análisis de la composición química.
Para los efluentes que se producen en las perforaciones las normas prescriben un sistema de tres estanques unidos, pero no fijan pautas respecto al tratamiento y la disposición final de las combinaciones
tóxicas. Sigue siendo permitida la combustión del gas, sólo hay que medir el hidróxido de sulfuro.
Se invita a los afectados y al público en general denunciar los casos de contaminación, sin embargo no queda claro cuales serían los
mecanismos para realizar las denuncias.
Las empresas petroleras transnacionales
Las empresas transnacionales siguen siendo las productoras más
importantes del petróleo ecuatoriano. Los contratos para la exploración y la producción se negocian con el Estado ecuatoriano sobre la base de la Ley de Hidrocarburos que prevé distintas formas de contratos.
Texaco y City firmaron contratos de joint venture, las empresas que llegaron más tarde tienen los llamados contratos de risk service: la empresa o el consorcio se hace cargo de los costos de la exploración y en el ca-
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so de hallar petróleo pueden explotar el yacimiento y así amortizar sus
costos y lograr cierta ganancia (Ruffing, 1992).
Según las afirmaciones del Ministro de Energía, Alfredo Adum,
la consecuencia es que Maxus trabaja desde el año 1986 en el Ecuador,
pero hasta el momento no entregó ni un litro de petróleo al Estado (El
Comercio 21.8.1996). La empresa exageró sus costos de inversión tanto en equipos como en personal. El gobierno suspendió el contrato que
debe ser renegociado. En consecuencia del escándalo de Maxus, trascendió, además, que los contratos con Elf y Tripetol benefician aún más
a las empresas (René Bucaram, ex director executivo de Texaco Ecuador, en El Comercio, 21.8.1996).
En 1990 venció la concesión de Texaco y la empresa estatal Petroecuador se hizo cargo de las instalaciones. Actualmente las sigientes
empresas producen petróleo en cantidades comerciables: Oryx Enery
Co. (EE.UU.); ARCO (EE.UU.)(suspendió sus actividades en abril de
1995); Elf Aquitaine (Francia) en un consorcio con Braspetro (Brasil);
Occidental Petroleum Corp. (EE.UU.); Maxus Energy Corp. (EE.UU.,
accionista mayoritario: YPF Argentina) con Overseas Petroleum and
Investment Corporation (Taiwan); Northern Michigan Exploration
Co. (EE.UU.); Murphy Ecuador Oil Company Ltd. (EE.UU.) y Canam
Offshore Ltd.; Tripetol.
Cooperación económica multilateral
Las organizaciones de la cooperación multilateral intervienen
directamente en el problema de la producción de petróleo en la Amazonía: sea mediante un crédito de 50 millones de US-$ del Banco Mundial para fomentar la economía petrolera o sea mediante un proyecto
de 10 millones de ECU de la Unión Europea (7 millones provienen del
presupuesto de la Unión Europea) que se ocupa de la reparación de los
daños causados por el petróleo. El proyecto se llama “Manejo ambiental, la producción de petróleo en la Amazonía occidental del Ecuador”
y tiene un plazo de cuatro años. Su meta es crear la base para una producción de petróleo compatible con el medio ambiente en las reservas
naturales. Está concebido como un proyecto piloto integral y comprende medidas como el fortalecimiento institucional de la producción petrolera, ayuda técnica para el control de los impactos ambientales y
medidas sociales para la población afectada, por ejemplo un fondo de
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créditos. El proyecto es auspiciado por la Comisión Europea y el CAM.
Este proyecto corre peligro de repetir el típico error de muchos proyectos de cooperación: reacciona a los requisitos del Estado y niega - en última instancia - las organizaciones de la población local, el conocimiento local etc.
El rol del Estado
El Estado actúa en varios niveles en el sector petrolero: a nivel de
la política económica y financiera, la política de medio ambiente y la
política social. Con su política económica el Estado pretende fomentar
la exportación y así generar la mayor cantidad posible de ingresos del
sector petrolero. Ecuador -como muchos otros países- nacionalizó la
industria petrolera y creó una empresa estatal (Petroecuador) con distintas empresas operativas (Petroproducción, Petrocomercial, Petroindustrial etc.). A nivel financiero el Estado define los impuestos a las empresas y los reglamentos de la adjudicación de las concesiones.
Se añaden los sectores en los que el Estado tiene la tarea de representar y proteger los intereses de la población: la protección del medio ambiente, de las condiciones laborales, de la salud, la protección de
las condiciones de vida en general.
La Constitución ecuatoriana obliga al Estado a proteger el medio
ambiente de tal manera que no se produzcan peligros para la salud de
la población. Por lo tanto el Estado también está obligado a controlar
las empresas petroleras para impedir los riesgos ambientales. Y el Estado debe prestar asesoramiento y todas las informaciones necesarias a
las víctimas de daños ambientales para que ellos puedan defender sus
derechos (CESR, 1994). La Comisión de la Universidad de Harvard llega a la conclusión unívoca que el Estado no cumple con sus obligaciones en la política ambiental y social y en la defensa legal de los derechos
de la población (CESR, 1994).
La resistencia de los afectados y los derechos de los pueblos indígenas
Ya en los años setenta empezó en la Amazonía la resistencia de
los pueblos indígenas afectados contra la destrucción de su medio ambiente y de los fundamentos de su vida. Las acciones aisladas contra la
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intrusión de las empresas petroleras, sin embargo, no tuvieron resultados notables.
El presidente de la OINAE, Luis Vargas, lo describe así: “Nuestra
posición era un NO al desarrollo del petróleo, un NO a la colonización
de los territorios indígenas en la Amazonía (...) Esta posición frente a
la política de los distintos gobiernos y los criterios de los distintos sectores del país cayó al vacío porque no se identificaron claramente los
problemas jurídicos, técnicos, sociales y económicos, que los proyectos
estatales y la industria privada provocan en la vida y los territorios de
los pueblos indígenas,” (Vargas, 1993). Según afirma Vargas, no fue posible insistir con la posición del No. Era demasiado grande el déficit de
información y el trabajo del Estado y de las empresas petroleras dio
frutos cuando algunas comunidades firmaron contratos individuales
con las empresas.
No obstante, las organizaciones indígenas acordaron una estrategia común frente a la producción petrolera:
-

-

-

-

Moratoria de 10 años para la concesión de nuevos territorios, o
hasta implementar un sistema de control eficiente (contra las
medidas destructivas de la industria petrolera), para permitir los
standards ambientales. Suspensión de la séptima ronda de adjudicación de concesiones.
Prohibición de tocar las reservas ecológicas.
En los territorios indígenas la exploración sólo es permitida previo consentimiento del pueblo afectado; debe ser asegurada la
participación directa. Sus derechos sobre los territorios deben
ser confirmados.
Todas las empresas con actividades relacionadas con la producción petrolera deben crear un fondo para la reparación de los territorios dañados. Se debe identificar e indemnizar a las personas afectadas.
De ser reducidas las reservas petrolíferas del Ecuador (por lo
menos según los conocimientos actuales) el gobierno nacional
debe realizar inversiones para fomentar una utilización más eficiente de los recursos con el propósito de mantener el nivel de la
exploración para un período determinado. Durante este período
habrá que utilizar los fondos generados para crear una economía
en gran medida indepediente del petróleo.
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-

Se debe renegociar la deuda externa con el FM, el Banco Mundial y otros acreedores (CONFENIAE, 1993).

Sobre la base de estas reivindicaciones las organizaciones indígenas cooperan con las organizaciones ambientales y de derechos humanos a nivel nacional e internacional. Pueden apoyarse en los precedentes de organizaciones internacionales. En el caso de Texaco, los indígenas afectados demandaron la empresa en los Estados Unidos. Exigen
una indemnización para las enfermedades (especialmente enfermedades dermatológicas) contraídas como consecuencia de la falta de medidas de seguridad en los territorios de explotación (como se describió
arriba). Existe una amplia documentación de los acontecimientos, una
consultora de la Universidad de Harvard realizó un informe independiente y con el apoyo de abogados estadounidenses se inició un juicio
en un tribunal de Nueva York que a su vez fijó Nueva York como el fuero competente. El juicio se encuentra en el estado del examen de las
pruebas.
Ante la reivindicación de una moratoria, el gobierno reaccionó
con la adjudicación de nuevas concesiones en las rondas 7º y 8º.
Sin embargo se pueden registrar pequeños éxitos, por ejemplo la
suspensión del permiso de exploración en el Parque Nacional Cuyabeno.
En las negociaciones entre la empresa ARCO y la OPIP, la organización de los indígenas en Pastaza, se acordaron por primera vez mecanismos que permiten la participación de las comunidades indígenas:
una comisión paritaria investigará los efectos ambientales en el bloque
10, el campo de operaciones de ARCO. Una ocupación del bloque antecedió a las negociaciones.
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EXTRACCIÓN DE RECURSOS Y
PUEBLOS INDÍGENAS EN LA
GUAYANA VENEZOLANA

Alexánder Mansutti Rodríguez
Nalúa Silva Monterrey
Introducción
Luego de quinientos cuatro años del inicio de la colonización
europea, veinticuatro de los veintiocho pueblos indígenas venezolanos
que lograron sobrevivir el proceso se encuentran establecidos al sur del
Orinoco (Mapa 1). A ello contribuyeron múltiples factores. Destaca
como causa, por su peso para determinar los patrones de ocupación y
uso del territorio, que los procesos nacionales de desarrollo capitalista
fueron orientados por una economía agro-exportadora cuya base natural era la región centro-norte-costera del país adonde se encontraban
los grandes puertos nacionales y las mejores tierras. Desde ellos se enviaba, primero, bienes agrícolas y sub-productos de la ganadería extensiva y, posteriormente, petróleo y sus derivados (Carvallo & Hernández
1983). Esto ocasionó que la inmensa mayoría de la población se concentrara en las fajas más cercanas a los puertos o allí donde las condiciones ambientales y sociales hicieran rentables estas actividades económicas.
Los pueblos indígenas que se encontraban en las cercanías de las
áreas de desarrollo de la ganadería extensiva y de las grandes plantaciones de café, cacao, caña de azúcar y otros, se vieron pronto sometidos
a grandes presiones que terminaron conduciendo a su desaparición
por destrucción física o por integración al segmento mestizo de la población. En contraste, el poblamiento al sur del Orinoco y en los extensos llanos de los ríos Apure, Arauca y Meta ocurrió a partir de enclaves
cuyas presiones sobre las poblaciones indígenas no tuvieron la contundencia de las ocurridas en las franjas andinas y costeras.
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Mapa 1
Pueblos Indígenas de Venezuela

En efecto, el poblamiento no indígena al sur del Orinoco, en la
región conocida como Guayana, ocurre por limitadas franjas de poblados como las Misiones Capuchinas del Caroní, las Jesuítas del Orinoco
Medio, la red ribereña de Ciudad Bolívar-Moitaco-Caicara y San Fernando de Atabapo-La Esmeralda (ver Mapa. 2). De hecho, estas microredes de asentamientos no indígenas del siglo XVIII, que se articulaban
a las redes de asentamientos indígenas dominantes en las cuencas de recolección de los tributarios del Orinoco, eran enclaves a partir de los
cuales se mantenían relaciones activas de interdependencia indígenano indígena que permitían el flujo en ambas direcciones de bienes y
servicios.
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Mapa 2
Población no indígena al sur del Orinoco

El primer poblado español fundado al sur del Orinoco es Santo
Tomé de Guayana en 1595 (Gil 1989). Luego, a lo largo del Siglo XVII
comienza a consolidarse la acción de los Capuchinos en Upata, Guasipati, El Palmar y Tumeremo y, ya entrado el siglo XVIII, la de los laicos
en Caicara del Orinoco, San Fernando de Atabapo y La Esmeralda y la
de los Jesuitas en Atures, La Urbana y Cabruta. A partir de estos poblados se consolidan actividades económicas, de nuevo cuño algunas, como la cría de ganado vacuno, la forja de hierro y el comercio monetarizado o se transforman en su naturaleza actividades indígenas ancestrales como el aprovechamiento de frutos, resinas y maderas o el comercio de individuos.
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Es a partir de estos núcleos poblados que se empieza a construir,
por encima del control misional, una red comercial laica, muchas veces
ilegal, que, una vez expulsados los jesuítas en 1767 y desmanteladas las
Misiones del Caroní en 1817, tomará el lugar de las misiones como
agente de intervención y control del comercio y en algunos casos, como en la explotación del caucho, de la producción directa de los bienes.
El Siglo XIX es el período en el cual florece y se consolida en
Guayana una estrategia económica extractivista dinamizada por laicos
que centra su atención en minerales como el oro y productos vegetales
como el caucho, el chicle y la sarrapia. Dos eran entonces los centros de
acopio que fungían como nodos de primera de sus respectivos sistemas
de asentamientos: por un lado Manaos en el Amazonas, y por el otro
Ciudad Bolívar en el Bajo Orinoco. En ambas ciudades florecían casas
comerciales extranjeras que compraban los productos producidos en la
selva tropical guayanesa para luego enviarlos a las metrópolis.
Con la aparición del petróleo como protagonista económico y la
siembra de grandes plantaciones de caucho en Asia, la estrategia económica extractivista entra en un largo letargo del que apenas comienza a salir en los últimos quince años, cuando el modelo rentista de desarrollo construido sobre los ingresos derivados del petróleo entra en
una severa crisis. Hoy, a mediados de la década de los noventas, puede
afirmarse que la Guayana venezolana está abierta al inversor que quiera aprovechar los cuantiosos recursos naturales que en su seno aloja, y
ello plantea a los pueblos indígenas que la habitan retos similares a los
que debieron enfrentar durante los siglos XVII y XVIII cuando los buscadores de El Dorado llegaron acompañados de armas de fuego y enfermedades desconocidas.
1. Los pueblos indígenas y el ambiente de la Guayana venezolana
De acuerdo con los resultados del Censo Indígena de 1992, en los
estados Bolívar, Amazonas y Delta Amacuro de Venezuela se distribuyen 100.614 individuos en 1.059 asentamientos pertenecientes a 24
pueblos indígenas. A pesar de que esta población representa apenas el
11,5% del total de los individuos que viven en la Región Guayana (Venezuela 1993), nombre con el que se conoce al conjunto de estos tres
estados, ellos ocupan y disfrutan una superficie aproximada del 80%
del total.
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En la Tabla anexa puede verse la actual distribución de los pueblos indígenas de Guayana y el tipo de hábitat que ocupan.
Tabla 1. Ambientes y pueblos indígenas de la Guayana
en Venezuela

Pueblo
indígena

Estado

Población

Hábitat

Akawayo

Bolívar

811

Selva húmeda tropical del sector oriental del estado Bolívar

Arawak

Delta

248

Delta del Orinoco

Baniva

Amazonas
Bolívar

1187

Varzea o igapós de los ríos
Río Negro y Orinoco

Baré

Amazonas
Bolívar

1.226

Varzea o igapós de los ríos
Río Negro y Orinoco

Eñepa

Bolívar,
Amazonas

3.133

Selva tropical asociada a los
ríos Cuchivero y Guaniamo.
Selva de galería y sabanas
asociadas a la carretera
Caicara-Puerto Ayacucho

Guajibo

Amazonas
Bolívar

10.880

Sabanas asociadas a las proximidades del Orinoco y algunas comunidades selváticas.
Población urbana importante.

Jodi

Bolívar
Amazonas

643

Selvas interfluviales asociadas
a la Sierra de Maigualida

Kari’ña

Bolívar

3.391

Sabanas asociadas a selva y
planicies de inundación del
Orinoco. Algunos grupos
asentados en zonas selváticas
interfluviales en Bochinche.
Población urbana importante

Kurripako

Amazonas
Bolívar

2.816

Varzea o igapós de los ríos
Río Negro y Orinoco

Mapoyo

Bolívar

178

Sabanas asociadas a selvas de
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montaña y/o galería cercanas
a la carretera Caicara-Puerto
Ayacucho
Pemón

Bolívar

19.129

Ecotonos selváticos en la Gran
Sabana. Selva húmeda tropical
en las cuencas de los ríos Paragua y Cuyuni. Población urbana importante

Piapoko

Amazonas

1.333

Varzea o igapós de los ríos Río
Negro y Orinoco

Piaroa

Amazonas

11.536

Selva húmeda tropical. Algunos asentamientos sabaneros
y/o al margen de las carreteras
Caicara-Puerto Ayacucho y
Puerto Ayacucho-Samariapo

Puinavi

Amazonas

774

Varzea del Orinoco

Pumé

Bolívar

36

Varzea del Orinoco frente al
estado Apure

Saliva

Amazonas

79

Varzea del Orinoco

Sapé

Bolívar

28

Selvas interfluviales del curso
medio del río Paragua

Uruak

Bolívar

45

Selvas interfluviales del curso
medio del río Paragua

Warao

Delta

24.005

Delta del Orinoco. Tendencia
a la conformación de un importante núcleo urbano

Warekena

Amazonas

428

Varzea del Orinoco e igapós
del Río Negro

Yanomami

Amazonas

15.012

Selva interfluvial de los ríos
Caura, Paragua y cabeceras del
Orinoco arriba de La Esmeralda. Sierra de Parima.

Yavarana

Amazonas

319

Selva interfluvial del río Parucito

Ye’kuana

Amazonas

4.461

Selva interfluvial de los ríos
Caura, Erebato, Paragua, Cuntinamo y Cunucunuma. Varzea del Ventuari y del Orinoco.

Yeral

Amazonas

744

Igapó del Río Negro
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Si ahora establecemos la relación entre espacios habitados y densidad de población evidenciamos de inmediato que la distribución de
la población tiene ciertas características:
1.

2.

3.
4.

Ella es pequeña y territorialmente limitada en los centros urbanos y en el segmento aledaño al Orinoco que va desde el Bajo
Cuchivero hasta el comienzo del Delta del Orinoco.
Ella es ampliamente dominante en los sectores donde no se han
establecido grandes asentamientos criollos y/o donde no se han
abierto carreteras y que coincide con las cuencas de recolección
de los ríos Caroní, Caura, Cuchivero y Suapure, con la totalidad
de las cuencas de los ríos Parguaza, Sipapo, Atabapo, Ventuari,
Cunucunuma, Padamo y Cuntinamo, y con el Bajo Delta.
Ella es ampliamente dominante en los sectores fronterizos.
Ella es ampliamente dominante en los sectores selváticos donde
la ganadería extensiva no es posible tal cual.

Si combinamos esta información con la de los ambientes efectivos ocupados por los pueblos indígenas de la Guayana venezolana, nos
encontramos con que la mayor parte de la población se encuentra ubicada en las distintas formas de ecosistemas selváticos y húmedos característicos de la Guayana, con la notable excepción de algunos grupos sabaneros como los Pemón, quienes fundan sus asentamientos en ecotonos selva-sabana, los Kari’ña, reducidos a misión desde finales del Siglo
XVIII (Civrieux 1976), los Mapoyo, fuertemente occidentalizados durante este siglo (Henley 1983) y los Guahibo, reconocidos cazadores y
recolectores llaneros, que apenas recientemente fueron transformados
en agricultores (Metzger & Morey 1983). Pero incluso en estos casos es
necesario puntualizar que estos pueblos sabaneros también aprovechan
las manchas de selva o bosques de galería que se encuentran en sus ambientes pues allí fundan sus conucos y realizan labores de caza y recolección. Puede entonces generalizarse y decir que la selva húmeda tropical es hábitat principal de los pueblos indígenas de la Guayana venezolana.
Si partimos del axioma que ninguna intervención humana es
inocua al medio ambiente en el que ocurre y que, por tanto, ella genera impactos, entonces podríamos concluir, a partir de la evidencia representada en la vitalidad de los ecosistemas selváticos tradicionalmen-
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te ocupados por los pueblos indígenas guayaneses, que las relaciones
socio-ambientales que se establecen entre selva tropical y pueblos indígenas no implican impactos severos que pongan en peligro la reproducción de este ecosistema. Es por ello que la perseverancia demográfica y cultural de los pueblos indios demuestra que las relaciones socioambientales han sido socialmente adecuadas además de ecológicamente fructíferas1.
El desarrollo de las sociedades indígenas a partir de una utilización más eficiente de los recursos ofertados por el bosque tropical, que
venía dándose lentamente (Roosevelt 1989), se ve interrumpida por el
arribo de la tradición y el poder occidental a tierras americanas. En el
próximo apartado veremos como, en la década de los noventas, una
manera diferente de percibir el ambiente y los recursos pone en peligro
los ecosistemas selváticos al mismo tiempo que la sobrevivencia de los
pueblos indígenas (ver Fígura 3).
2. Extracción de recursos y pueblos indígenas
Minas de oro y diamantes
En la Guayana venezolana, especialmente en el estado Bolívar, la
minería de oro y diamantes ha sido una actividad tradicional de larga
data cuya intensificación se produce especialmente en la segunda mitad de este siglo.
Hasta los años sesenta, las vías de acceso a las minas eran difíciles y estas se encontraban relativamente aisladas. A ello se agregaba que
el precio de estos minerales preciosos y el valor de la moneda nacional,
el bolívar, hacían poco rentable la inversión de capitales de riesgo. A
partir de los años setenta y con el inicio de una política más agresiva del
Estado venezolano en cuanto a desarrollo fronterizo, a través del programa de la “Conquista del Sur” se inicia la construcción de un eje carretero asfaltado entre Ciudad Bolívar, en la ribera sur del Orinoco, y
Santa Elena de Uairén, en la frontera brasilero-venezolana, lo que hace
perfectamente transitable la zona a mediados de los años ochenta. Esta
carretera atraviesa la zona tradicionalmente habitada por los indígenas
Pemón quienes empiezan a ser presionados violentamente en sus territorios tradicionales; cabe decir que estos aborígenes cuya actitud era de
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rechazo tímido al principio, se ven obligados a incorporarse plenamente a la explotación de oro y diamantes en esa zona bajo la amenaza implícita de quedar marginados de todo el proceso de desarrollo de
la región.
A finales de los ochenta, la Corporación Venezolana de Guayana, órgano rector de desarrollo económico en la zona, otorga en concesión un sinnúmero de parcelas en las cuencas de los ríos Caroní y
Cuyuni. Estas políticas se exacerban en la década de los noventas gracias a la estrepitosa devaluación del bolívar frente al dólar, a la disminución de las oportunidades de trabajo en las grandes urbes guayanesas y al desarrollo de una gran infraestructura comunicacional que permite el acceso por vía aérea a cualquier punto del territorio, lo cual aunado a la nuevamente retomada “Conquista del Sur” (CODESUR),
ahora bajo el nombre de “Proyecto de Desarrollo Sustentable del Sur”
(PRODESSUR), genera mayores conflictos entre las poblaciones mineras que pululan en la zona y los aborígenes.
Junto a los pequeños mineros, hacen su aparición grandes capitales transnacionales, en su mayoría de origen canadiense, con el objetivo explícito de hacer inversiones para la explotación del oro aluvional
y/o de veta (Colchester & Watson 1995).
Casi todos los ríos de la Guayana venezolana, pero particularmente los del estado Bolívar, han sido sometidos a alguna forma de explotación minera durante los últimos 25 años. Sin embargo, el impacto ha sido más severo y masivo en las cuencas de los ríos Cuyuní, Caroní, Paragua y Guaniamo, afectando en todos los casos tierras y comunidades indígenas.
Frente a la audacia de los pequeños mineros y el poder de las
grandes transnacionales, poco pueden hacer los pueblos indígenas, en
gran parte debido a la indefensión jurídica en que se encuentran ya que
la gran mayoría no cuenta con títulos de propiedad sobre sus tierras.
La competencia entre indígenas y no indígenas por los diferentes recursos naturales de la zona están generando un clima grave de
confrontación.
Por otra parte, la llamada pequeña minería ha venido utilizando
mercurio como reductor en el procesamiento del oro. A ello se atribuyen los importantes índices de contaminación mercurial que se encuentran en los ríos de la zona donde hay minería aurífera. La situación
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se ha tornado tan grave que las autoridades sanitarias, quienes al principio negaban los hechos, están siendo obligadas a desarrollar campañas públicas para controlar el consumo de especies de peces depredadores como la payara, la aymara y el pavón, que son los que tienen mayores índices de contaminación por metil-mercurio en músculos. Según investigaciones recientes (Liberation 1995) los indíces de contaminación mercurial en peces son de 2,7 ppm, cinco veces más que los 0,5
autorizados y ello afecta en primera línea a las poblaciones indígenas de
la zona cuya ingesta proteica depende fundamentalmente de la pesca,
siendo las especies más contaminadas las de consumo preferencial. En
otro estudio (Rodríguez 1995) se encontró que los niveles de contaminación mercurial en individuos pemón habitantes del Caroní era de 61
mcg/g.
Situaciones similares de contaminación mercurial se están produciendo también en la Cuenca del Paragua, que está menos penetrada y a la cual hay que acceder aún por vía fluvial o aérea. Aquí las poblaciones indígenas afectadas son las Pemón y Ye’kwana.
Represas hidroeléctricas
La Región Guayana acumula el 80% de las aguas del país y su
mayor potencial de generación hidroeléctrica. En el río Caroní hay ya
construidas tres grandes represas cuya capacidad de generación llega a
los 13 millones de KWh, se está construyendo una cuarta, y se tienen
previstas otras cinco represas, incluida una en el salto Auraima del río
Paragua, su mayor afluente (Water Power & Dam Construction 1994).
Todas las represas que se encuentran en proyecto en el río Caroní afectarían tierras de indígenas Pemón, Ye’kwana, Uruak y Sapé.
Igualmente, se ha hablado de represas que han sido proyectadas
para ser desarrolladas en los raudales de Atures en el Orinoco, en el Salto Para del río Caura y en el Salto Nieve del río Cataniapo. El último
gran proyecto, cuyas primeras evaluaciones se están haciendo recientemente, sería un trasvase de las aguas del Caura al Paragua, con las cuales se pretende surtir y maximizar la utilización de la capacidad instalada en el sistema de represas del Bajo Caroní (Macagua I y II, Guri y
Caruachi). Este proyecto afectaría directa e indirectamente a Ye’kwana,
Pemón y Sanema, este último uno de los pueblos indígenas más frágiles de las tierras bajas suramericanas.
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El proyecto de trasvase Caura-Paragua es un indicador de la manera cómo el Estado venezolano cubre sus deficiencias con mayores deficiencias. La represa Raúl Leoni de Guri, la segunda más grande de latinoamérica y el mundo con diez millones de KWH/hora de producción, es alimentada por los ríos de la cuenca del Caroní. Dos períodos
recientes de sequía han hecho bajar la cota del embalse a límites indeseables: o bien la represa fue sobredimensionada al no considerarse que
podían haber ciclos de gran sequía o bien, el manejo de la cuenca que
la nutre ha sido lo suficientemente inadecuado como para arriesgar su
régimen de aguas2. El hecho es que ello ha obligado a la compañía estatal de producción de electricidad (EDELCA) a evaluar fuentes alternas de agua que permitan aportar a Guri y las otras represas del sistema del Bajo Caroní el agua que requieren durante el período seco. De
esta manera, se pretende solucionar un grave problema generando otro
aún más grave: la virtual destrucción de la cuenca del tercer río más
importante del país.
Las represas generan grandes impactos sobre los pueblos indígenas. Destacan, la apertura para la colonización de amplios territorios
relativamente aislados, el establecimiento de asentamientos no indígenas, la destrucción de grandes extensiones de bosques, la interrupción
de la navegación, la afectación de la bio-diversidad por destrucción incontrolada de biomasa, cambios en la calidad y cantidad de las aguas,
afectación de las rutas fluviales y de las redes intercomunitarias, entre
otros. Todos ellos no son extraños a situaciones similares en otras latitudes (Muller-Plantenberg 1995).
Pero los embalses no crean sólo problemas de inundación de
asentamientos o áreas de utilidad económica, sino problemas de salud
pública como la contaminación con metil-mercurio, la generación de
áreas palúdicas y el ingreso incontrolado de enfermedades infecto-contagiosas. En la Cuenca del Caroní, la contaminación mercurial es también generada por el proceso de formación de metil-mercurio asociado a embalses, lo cual es consecuencia de la interrupción de un ciclo
natural ocasionado por la inundación; al destruirse las bacterias aeróbicas que permiten la transformación en mercurio del metil-mercurio
mientras no se afecta a las bacterias anaeróbicas que transforman en
metil-mercurio al mercurio metálico presente naturalmente en la materia orgánica. De esta manera, aumenta la cantidad de metil-mercu-
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rio, mucho más tóxico que el mercurio metálico, almacenada en la materia orgánica presente en los embalses, la cual alcanza parámetros de
mayor peligrosidad en los niveles más elevados de la cadena trófica: los
depredadores.
De esta manera, el uso masivo del mercurio como amalgamador
y el proceso bioquímico generado por los embalses sobre el ciclo natural del mercurio convierten a las represas en almacenes de biomasa
contaminada con metil-mercurio, inútil para el consumo humano. De
nuevo los indígenas, grandes consumidores de pescado, se ven afectados.
Productos forestales
En la Región Guayana se encuentran también los bosques tropicales más importantes del país. Ello llevó al Estado a decretar tres grandes reservas forestales: la de Imataca en el extremo oriental del estado
Bolívar, la del Caura y la del Sipapo en el estado Amazonas. Aparte de
ello, la explotación maderera estaba rígidamente regulada, lo cual dificultaba su desarrollo masivo. Sin embargo, la crisis financiera del Estado venezolano ha impulsado el aprovechamiento de las reservas forestales a los inversores privados. De hecho, Imataca se encuentra en pleno proceso de explotación mientras se adelanta la apertura de la del
Caura.
Por ello, la explotación forestal se ha constituido también en una
amenaza seria a los pueblos indígenas de la región. La política de Desarrollo del Sur ha auspiciado el que se lleguen a extremos como por
ejemplo, el de dar en concesión para explotación maderera a parcelas
dentro de las cuales se encontraban comunidades indígenas. Esto por
supuesto ha generado situaciones graves y tensiones entre los indígenas
y las compañías e instituciones concesionarias, abriéndose incluso juicios penales. De estos, uno excepcional fue el que llevó a la destitución
del vice-ministro de ambiente, sin embargo hasta ahora las compañías
madereras siguen operando impunemente.
Extracción de otros minerales
La extracción de bauxita y caolín también ha causado graves
conflictos. Entre ellos tenemos que la explotación de bauxita ha dado
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origen al desarrollo acelerado de una zona marginada hasta los años
ochenta, y sólo habitada por indígenas Panare (E’ñepa), Piaroa, Guajibo y Mapoyo. Nos referimos al sector denominado “Los Pijiguaos”
donde los indígenas se ven presionados por los nuevos habitantes a desalojar tierras ancestrales o a convivir sin ninguna garantía de sobrevivencia cultural. Es frecuente ver a los indígenas mendigando en la carretera o totalmente alcoholizados o prostituidos, incorporados marginalmente a un sistema que les es ajeno y en cuyo seno no tienen muchas opciones.
La explotación de caolín, por otro lado, está fragmentando a las
comunidades Piaroa, entre las que es célebre el reciente caso de Tierra
Blanca en donde se otorgaron permisos de explotación de caolín a empresas del Estado, que, tratando de ganarse las simpatías de las comunidades, han ofrecido beneficios y prebendas que han sido apoyadas
por algunos vecinos. Esto ha generado peleas al interior de las mismas
comunidades entre los que apoyan el proyecto y quienes lo rechazan.
Gas y petróleo
El desarrollo de planes de exploración petrolera en la zona del
Delta del Orinoco causa expectativas, no sólo por el potencial de la zona, sino por el futuro de los ya bastante golpeados indígenas Warao. La
situación difícil que ha vivido este pueblo indígena luego del cierre
(por la Corporación Venezolana de Guayana) del caño Mánamo3,
amenaza con reproducirse a través de estos nuevos proyectos.
Durante 1995 se aprobó en el Congreso de la República el megaproyecto gasífero Cristobal Colón y recientemente se han otorgado varias concesiones de explotación petrolera en el Delta a empresas transnacionales. En ambos casos, los impactos negativos sobre los Waraos
son previsibles.
Conclusiones
La crisis económica que sufre Venezuela desde 1982 ha llevado al
Estado venezolano a desarrollar una política agresiva de apertura de los
recursos naturales guayaneses a los capitales nacionales e internacionales. Este proceso viene acompañado por la expansión acelerada de las
fronteras económicas capitalistas y de la presencia de grupos coloniza-
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dores heterogéneos que van desde los pequeños campesinos empobrecidos hasta las grandes transnacionales mineras.
Enfrentándose a estos procesos, se encuentran los pueblos indígenas guayaneses, veinticuatro en total, que, apenas organizados, financieramente pobres, mal informados y jurídicamente desasistidos, intentan frenar los efectos deletéreos de la situación. Por ello, su estrategia de lucha está claramente definida por tres parámetros fundamentales:
1.
2.
3.

Lograr el reconocimiento del derecho a las tierras ancestralmente propias.
Fortalecer las organizaciones indígenas y su capacidad de movilización.
Formar líderes indígenas que, manejando información pertinente de su sociedad y de la occidental, puedan guiar a sus pueblos
en el aprovechamiento de las oportunidades que ofrece la sociedad global sin para ello sacrificar los que la suya propia ofrece de
bueno.

De manera que, mientras no se les otorgue a los pueblos indígenas los títulos de propiedad sobre sus tierras, ni se fortalezcan sus organizaciones, ni se forme una nueva generación de líderes conocedora
de la legalidad capitalista y sus técnicas de legitimación técnica, los indígenas seguirán siendo objeto de numerosos programas en los cuales
ellos se constituirán en objeto y jamás en sujetos. El ser objetos del proceso no les garantiza de ninguna manera su superviviencia física y cultural, mientras que de ser propietarios de la tierra y manejar mejor información se encontrarán en mejor posición para negociar y condicionar los parámetros de su incorporación a esos procesos de “desarrollo”.
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NOTAS
1

2

3

En este punto recomendamos la lectura de Balee (1989) quien demuestra que
la acción indígenas sobre los ecosistemas selváticos amazónicos mejoró notablemente la calidad de los suelos.
La explotación del oro en las cuencas de los ríos Paragua y Caroní ha producido además de contaminación mercurial y deforestaciòn, una enorme sedimentación, la cual ha causado en los últimos años la disminución en un milenio la
vida útil calculada del embalse.
El caño Mánamo es uno de los brazos principales del Delta del Orinoco. Al cerrarlo la CVG buscaba aumentar el caudal de agua del canal principal de navegación del Orinoco para permitir el ingreso de buques de gran calado a los
puertos de la zona industrial de Matanzas en Puerto Ordaz. Esto trajo como
consecuencia la destrucción del sistema ecológico del caño Mánamo, empobrecimiento, enfermedad y muerte para los Warao que en él habitaban.

LA PRODUCCIÓN SOSTENIBLE
DE ALUMINIO ¿UNA UTOPÍA
REALIZABLE? La responsabilidad de los
productores, los consumidores y los
Estados sobre la línea del producto

Clarita Müller-Plantenberg
“Plata hecha de arcilla!”
“Electricidad en barras!”

La responsabilidad social sobre la línea del producto1
Durante un largo tiempo, el aluminio -el metal de múltiples
aplicaciones- satisfizo plenamente a los productores y consumidores
en los centros industriales. La producción aumentó rápidamente. Pero
dos debates internacionales, que abordaban aspectos del sostenimiento, socavaron la tradicional imagen sin mancha que se pintaba en los
países del norte de “la plata hecha de arcilla”: 1) el debate sobre la llamada sostenibilidad y 2) sobre los derechos económicos, sociales y culturales.
1. En el estudio holandés “Sustainable Netherlands” se calcula que
la producción del metal consume tanto medio ambiente que -según los autores- sería necesario disminuir el consumo nacional
de aluminio en un 80 % si los Países Bajos quisieran mantenerse dentro de los límites del espacio ambiental que les corresponde. “El espacio ambiental para estos recursos depende de la reserva disponible y del impacto que produce su explotación en el
medio ambiente (toxicidad, consumo de energía, pérdidas)”
(Milieudefensie 1992, 48). El espacio ambiental es una magnitud
matemática que se calcula según la cantidad de personas (incluyendo las generaciones futuras) y las reservas disponibles teniendo en cuenta las consecuencias conocidas. Esta magnitud indica
los límites del consumo aceptable si se quiere preservar la justicia distributiva. Dicho de manera más general: “El espacio ambiental es el espacio que la Tierra (la naturaleza) le da al ser hu-
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mano (y a los otros seres vivos) para que lo utilicen. En la actualidad el espacio ambiental disminuye como consecuencia de los
daños producidos en la naturaleza y el medio ambiente” (Milieudefensie 1992, 18). Por lo tanto es necesario bajar el consumo per
cápita de cada ciudadano para garantizar el desarrollo sostenible
según lo estipulado en el Reporte Brundtland (1987) y que no
perjudique a las generaciones futuras. Los estudios sobre Alemania y Europa que se realizaron después arrojaron resultados semejantes (Wuppertaler Institut 1995; Friends of the Earth International 1995).
2. Ya desde hace un tiempo, las organizaciones de derechos humanos y los afectados por los daños que causa la explotación indiscriminada de los recursos informan sobre las consecuencias del
comercio internacional y exigen un comercio sostenible, es decir
la responsabilidad para las cadenas de productos. La Gesellschaft
für bedrohte Völker (Sociedad para los Pueblos Amenazados) en
Alemania, las organizaciones no-gubernamentales en la región
del Amazonas y un científico brasileño informan sobre las consecuencias que la producción de aluminio y de las fases anteriores (la explotación y el tratamiento de la bauxita) tienen para la
salud y la vida de los pequeños agricultores y los pueblos indígenas (Pogrom 1982, No. 89/90, GfbV 1984, Movimento em Defesa da Ilha 1984, B. English 1984, Enfoque Amazônico 1987, No.
5, R. Ximenez G. 1984, 1985, 1986). Un informe de la Comisión
de Derechos Humanos de la ONU documenta cómo se lesionan
estos derechos y exige que se respeten. La práctica de las empresas mineras de externalizar sus costos al agua, a la tierra y la atmósfera produce graves consecuencias sociales y ecológicas. Este
es el caso de la explotación indiscriminada de recursos cada vez
más escasos y, en parte, no renovables y la explotación exagerada de recursos cuyo potencial de regeneración no se debería sobrecargar (F.Z. Ksentini 1994). En la actualidad la ONU reconoce la protección de los derechos económicos, sociales y culturales como una tarea fundamental.
La preservación del medio ambiente y el respeto de los derechos
humanos son dos aspectos distintos del mismo desarrollo sostenible. El
Informe Norte-Sur de la Comisión Brundtland (1987) declara que el
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desarrollo sostenible es el objetivo global que la sociedad mundial debe perseguir para lograr un futuro común. La Conferencia Internacional sobre Medio Ambiente y Desarrollo estableció algunos de los pasos
necesarios para lograr este objetivo: entre ellos figuran las convenciones sobre la protección del clima y de la biodiversidad así como la
Agenda 21. También la Comisión de Investigación del Parlamento alemán “El Ser Humano y el Medio Ambiente”, establece como objetivo el
desarrollo sostenible. Define a la economía sostenible como una economía “de alta calidad” (high quality) a diferencia de la economía “de
gran volumen” (high volume) e introduce criterios de evaluación ecológicos, sociales y económicos que deben ser respetados (EK Mensch
und Umwelt, 1994, pp. 44-46).
Se plantea la cuestión de si la explotación de bauxita es compatible con el medio ambiente y si una producción sostenible de óxido de
aluminio y de aluminio constituyen una utopía posible. Esta línea del
producto tiene consecuencias directas para los seres humanos y la naturaleza, pero no existen investigaciones e información sobre las consecuencias a largo plazo para las condiciones de vida locales y globales.
Asumir la responsabilidad sobre la línea del producto es un desafío
transnacional para los Estados, productores, comerciantes, empresas
de acabado y consumidores. En este caso están en juego tanto los balances de las empresas como la acción reguladora de los Estados y de
los ciudadanos. Las decisiones económicas a largo plazo no deben basarse en la racionalidad a nivel empresarial sino que deben considerar
la preservación de los circuitos acuáticos, de la atmósfera, del clima, de
la flora y la fauna así como el marco y la condición del actuar empresarial. Si se dispone de un panorama de las consecuencias ecológicas,
sociales y económicas a lo largo del tiempo, será posible reconocer mejor tanto los conflictos sociales como también los intereses comunes y
se podrán tomar medidas orientadas al desarrollo sostenible.
Por ejemplo, Brasil: Línea del producto - cadenas de consecuencias interés de control
En la región amazónica, la selva tropical más grande del mundo,
se desarrolló en las últimas dos décadas una línea cerrada del producto “bauxita - generación de energía - aluminio” con alta capacidad de
producción. A continuación se detallarán los efectos económicos, so-
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ciales y ecológicos para la población y las consecuencias políticas y económicas para el Estado y la economía de Brasil.
Ya desde hace tiempo se está tomando conciencia, a nivel mundial, de la destrucción de la selva tropical. En la República Federal de
Alemania la preservación de la selva tropical se declaró tarea prioritaria del gobierno; el primer resultado de esta decisión consiste en un
programa piloto para la selva brasileña. La agenda de la Comisión de
Investigación Parlamentaria “Prevención para la protección de la atmósfera de la Tierra” incluyó tres sesiones sobre el tema de la selva. El
parlamento alemán publica regularmente un informe sobre la situación de la selva tropical. Los expertos coinciden que el valor de la selva
reside en la protección y la utilización de su biodiversidad. Las organizaciones de derechos humanos y cada vez más organizaciones de protección del medio ambiente insisten en los derechos de los pueblos indígenas y de los otros habitantes de la selva. Durante un largo tiempo
ellos explotaron la selva de manera sostenible. En este contexto es preciso un debate sobre la responsabilidad para la línea del producto aluminio.
Es un hecho conocido que los proyectos mineros y de energía hidroeléctrica y las rutas necesarias para estos proyectos son los principales responsables de la destrucción de la selva (Oberndörfer 1990, pp.
232-234, véase también Binswanger 1989). La producción de aluminio
requiere grandes proyectos de energía hidroeléctrica y rutas que, a su
vez, abren las regiones correspondientes para la ganadería y el comercio de madera y otros productos.
En consecuencia se plantea la pregunta de ¿cuáles son los costos
de la producción de aluminio (explotación de bauxita, transporte, producción y transporte de energía y la producción posterior de óxido de
aluminio y de aluminio) que se externalizan a las regiones de la selva
tropical?. En los países del norte, en un primer momento, se argumentó que el metal es compatible con el medio ambiente a razón de sus
cuotas de reciclaje en fuerte aumento y el ahorro de combustible como
consecuencia del creciente uso del aluminio liviano en la producción
de autos. Pero en la época de la comunicación mundial este razonamiento ya no es suficiente. Es preciso considerar las distintas fases de la
producción con sus correspondientes cadenas de consecuencias y escuchar las opiniones de ambos lados -es decir, escuchar también la de los
afectados por las consecuencias sociales y ecológicas de la explotación
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y el tratamiento del metal. Esta tarea aún no se ha realizado (Aluminium, año 66, No. 7/8, 1990, p. 695; Schott 1996, pp. 103-107). Las siguientes consideraciones enfocarán por lo tanto las fases de la producción de aluminio en la selva amazónica brasileña.
En la Conferencia Internacional sobre Medio Ambiente y Desarrollo se reconoció mundialmente que la destrucción de la selva tropical podrá tener un efecto bumerang para aquellos que hasta hoy siguen
beneficiándose de la explotación de los recursos tan destructiva para la
selva. En consecuencia, los productores y los consumidores tienen un
interés en asumir más responsabilidad para la línea del producto. “¿La
bauxita proviene de los suelos de selva tropical?”. “¿Es convincente la
reforestación de las regiones de explotación de bauxita?”. “¿El proceso
del lavado de la bauxita tiene consecuencias para las aguas regionales y
las reservas de peces?”. “¿La producción y el transporte de la electricidad se realizan de manera limpia o se descuidan irresponsablemente
las consecuencias que tiene la construcción de la represa y no se indemnizan a las personas afectadas?”. “¿El aluminio proviene de empresas
que no disponen de reglamentos adecuados para la protección laboral?”. “¿Es posible controlar públicamente las consecuencias ecológicas?”. Todas estas preguntas son de interés público. Según las palabras
del empresario Stefan Schmidheiny del Consejo Económico para el
Desarrollo Sostenible (Economic Council for Sustainable Development)
las cuestiones respecto al sostenimiento de la producción también son
de interés privado (1994, p. 159): Para los consumidores que quieren
productos no contaminados. Para las compañías de seguro que prefieren asegurar a una empresa limpia a fin de evitar los gastos causados
por daños ambientales y accidentes. Para los bancos que prefieren otorgar créditos a empresas que evitan impactos ambientales a fin de no tener que pagar los trabajos de reparación o juicios caros. Para los empleados y, entre estos, a los mejores y más inteligentes que prefieren trabajar para empresas que demuestran su responsabilidad en temas de
medio ambiente. Porque los reglamentos ecológicos se vuelven cada
vez más estrictos. Por el hecho de que se han establecido nuevos instrumentos económicos -impuestos, aranceles, habilitaciones- para premiar a las empresas no-contaminantes.
Stefan Schmidheiny constata la importancia decisiva de la función ecológica de las selvas y bosques subrayando la relevancia de métodos de explotación sostenibles cuya implementación le parece facti-
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ble (1992, pp. 202, 206; 1994, pp. 158/159). Asimismo, inició el Consejo Económico formado por grandes grupos económicos que se presentó en la Conferencia Internacional sobre Medio Ambiente y Desarrollo
como un interlocutor para la implementación de una política sostenible.
En el Amazonas, sin embargo, la realidad es otra. Muchas empresas grandes y medianas no asumen tal responsabilidad. Un abismo separa los intereses económicos y sociales. Los agricultores medianos y
los terratenientes ganaderos provocan más daños (un 70% del total) en
la selva que los pequeños agricultores (Fearnside 1994, p.119).
Los productores que tradicionalmente utilizan métodos sostenibles -los pueblos indígenas, los caucheros, los orilleros y los recolectores de nueces de Pará- se ven acosados. A fin de respaldar a estos grupos las organizaciones de derechos humanos e instituciones internacionales exigen establecer el principio de la participación de los afectados en todas las cuestiones que los afectan. Para los pueblos indígenas es
decisiva la protección mediante el reconocimiento de sus derechos a la
tierra. Ya se ha reconocido internacionalmente el principio de que todos
aquellos proyectos que afecten a su territorio deben ser sometidos a su
examen (constitución brasileña 1988; BMZ -Ministerio Federal para la
Cooperación Económica- 1995; Agenda 21 Cap. 26; Criterios ambientales del Banco Mundial etc.) El “Cuarto Informe sobre la Selva Tropical”
del gobierno alemán constata que es imprescindible la implementación
y el afianzamiento duradero de la explotación y el cultivo sostenibles en
las regiones selváticas (Deutscher Bundestag, junio 1995, p. 11).
Es una tarea de todas las sociedades cerrar la brecha entre las
pautas y la realidad, exigir una reglamentación a fin de controlar las
consecuencias transnacionales de las cadenas de productos y la participación de los grupos sociales regionales en los proyectos que los afectan. Existen diversas propuestas acerca de los mecanismos de participación social, pero éstas no se realizan. El control no sólo depende de las
normas jurídicas sino además de una administración capaz de implementar las pautas decretadas.
A continuación hablarán los afectados y las empresas en las distintas fases de la línea del producto, con los que dialogamos hace 11
años, en un viaje de investigación, y en el otoño de 1995 durante un
viaje de información en el marco del Programa para el Diálogo de la
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Conferencia Conjunta “Iglesia y Desarrollo” y del Centro de Información sobre el Aluminio.
PRODUCCIÓN BAUXITA - ALUMINIO
Fase 1: La explotación de la bauxita
“Exigimos trabajo, tierra y salud.”
(Presidente de la comunidad de Boa Vista, 8.11.1995)
“Dudo que el negro destruya el medio ambiente. Si el negro lo hiciera acá no
existiría más la selva. Toda la selva ya estaría destruida en el momento que llegó la
empresa. - Pero no fue así. - La destrucción ha llegado recién ahora.
Hicieron una ley errónea, porque no es igual para todos. No me opongo a la
protección del medio ambiente. Me opongo a la injusticia.”
(Miembro de la Comunidad Boa Vista 8.11.1996)

La región de explotación de bauxita más importante se encuentra a la orilla del Río Trombetas, un afluente del lado norte del Río
Amazonas. En esta región originariamente vivían los Kaxuyana, los
Arikyana o Warikyana que luego abandonaron la región (Gawora
1994, 33). Siguen viviendo aquí las “comunidades de los descendientes
de los quilombos”, comunidades de esclavos africanos que habían huido. Estas “Comunidades de remanentes quilombos” tienen el derecho a
su tierra tradicional como postula el artículo 68 de la Constitución
Brasileña de 1988 (Cantarino O’Dwyer 1995, de Andrade 1995).
Superposición del territorio de los descendientes de los quilombos debido a las concesiones para la explotación de la bauxita. Acerca de la
historia
Los antepasados de los negros que vivían en la región del Río
Trombetas eran esclavos importados de África, que trabajaban en la
producción de cacao y en la ganadería de los conquistadores en la región del bajo Río Amazonas. Huían y se asentaban, en un primer período, en las fuentes del Río Curuá, un afluente izquierdo del Río Amazonas. Cuando una expedición punitiva destruyó sus comunidades Inferno y Cipotema, se trasladaron a las orillas del Río Trombetas donde
se juntaron con otros esclavos escapados. El quilombo más grande del
Amazonas, en el que vivían más de 2.000 personas, llegó a ser tan conocido como el quilombo Palmares en el noreste brasileño. Entre 1822
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y 1823 los esclavos cimarrones fueron perseguidos por otra expedición
represiva que destruyó la gran comunidad del “Quilombo del Río
Trombetas” pero cuya fuerza no alcanzó para impedir el futuro desarrollo de las comunidades. Los años siguientes se sucedieron de manera pacífica. Los esclavos fugitivos vivieron del cultivo del tabaco y de la
recolección de hierbas medicinales. Además cultivaron maíz y cacao y
mantuvieron relaciones comerciales con los habitantes de Obidos donde vendieron sus mercancías a espaldas de los funcionarios estatales (de
Andrade 1995, 49/50).
Hacia finales de los años 20 se realizaron otras expediciones punitivas para frenar las cada vez más frecuentes huidas de los esclavos
africanos. En el año 1835 los esclavos y los quilombos se sumaron al
movimiento de rebelión Cabanagem. Más tarde lograron reorganizarse y fundaron la comunidad de Cidade Maravilha más allá de la catarata número 15 en el alto Río Trombetas, de la que se habla hasta hoy en
día. Mediante una red de información que formaban con los comerciantes, los habitantes -los quilombolas- se enteraban a tiempo de las
expediciones punitivas en marcha contra ellos y así podían huir a tiempo. Ello se repitió varias veces hasta que se decretó la abolición de la esclavitud el 13 de mayo de 1888.
Hoy existen las siguientes comunidades de descendientes de los
quilombos en la región del Río Trombetas descritos en un estudio elaborado para el Instituto de la Reforma Agraria: Boa Vista, Abui, Paraná do Abui, Tappigem, Sagrado Coração, Mãe Cué. Además existen en
las orillas del Río Trombetas Jamari, Moura, Bacabal, Arancuãdo Meio,
Aracude Baixo y Juriqui; a las orillas de los afluentes del Río Trombetas
Erepecuru y Cuminã se encuentran las comunidades de los descendientes de los quilombos Pancada, Espírito Santo, Jauari, Jarauacá, Acapu, Terra Preta Serrinha y Agua Fría. Todos son muy conscientes de que
descienden de esclavos africanos que huyeron de Obidos y de Santarém.
Las siguientes comunidades de descendientes de esclavos africanos prófugos que se mencionan en la historia del Río Trombetas y sus
afluentes no existen más: el primer “Quilombo del Trombetas”, la Cidade Maravilha fundada alrededor del 1835, Campixe, Turuna, Poanã, Silêncio do Mata, Cabegeira do Mata, Costa do Mata, Santa Luzia, Torino, Sitio de Lautherio, Santo Antonio, Santana e Ifigênia, Livramento,
Conceição, Colônia, Cachoeira Porteira (Andrade 1995).
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Los aproximadamente 6.000 quilombolas en la región del Río
Trombetas cultivan una gran variedad de plantas: mandioca, cajú y
otros 105 productos (Acevedo Marín, Ramos de Castro, p. 121 citado
en Gawora 1994, pp. 123, 124). Se recolectan nueces de Pará; se pesca y
se caza. Están organizados en la Asociación de las Comunidades de los
Descendientes de los Quilombos del Municipio de Oriximiná (ARQMO) y exigen el reconocimiento de su derecho a las tierras conquistadas por sus antepasados que la Constitución les otorga.
Autorretrato de la empresa minera MRN - Mineração Río do Norte
La explotación de la bauxita empezó en 1979 con 3.355.000 toneladas por año y aumentó a 8 millones de toneladas en 1995 lo cual
significa un 10 % de la producción mundial de bauxita. El objetivo para 1998 es producir 10 millones de toneladas. La concesión es válida
hasta el año 2080. Se estima que en la área autorizada oficialmente para la explotación se encuentran 780 millones de toneladas de bauxita.
Entre 1979 y 1992 se extrajeron 68 millones de toneladas. Brasil ocupa
el cuarto rango en la lista de los países productores de bauxita (Aluminium-Zentrale 1995).
La bauxita se encuentra en mesetas cuya estratificación varía como también varía la calidad de la bauxita. En promedio, el contenido
de la bauxita es de 49-50 %. En la meseta de Saraka ya se explotaron
2.000 de un total de 5.000 hectáreas. En general, la bauxita se encuentra a una profundidad de 8 metros (capa de bauxita: 5 m) (Aluminium-Zentrale 1995). Por lo tanto es preciso talar la selva y remover el
suelo. Cada año se talan 150 hectáreas de selva. Grandes grúas vuelcan
la bauxita en inmensos camiones (60 t) que la transportan a los vagones de carga pertenecientes a la empresa (4 trenes con 1.800 t en 22 vagones por día) y ellos a su vez la trasladan al lugar de su procesamiento posterior (triturado, lavado, centrifugado, filtrado). De allí la bauxita húmeda llega al puerto, que también pertenece a la empresa, donde
se almacena una parte en los equipos de secado (fuente de energía: petróleo) y otra parte se carga directamente en grandes buques (hasta
55.000 TRB).
Los accionistas de Mineração Río do Norte son: Aluvale, subsidiaria de la empresa estatal CVRD (40 por ciento), C.B.A./Brasil (10
por ciento), Alcan/Canadá (12 por ciento), Alcoa/Estados Unidos (13,2
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por ciento), Shell/Billiton/Países Bajos (14,8 por ciento), Norsk Hydro/Noruega (5,0 por ciento), Reynolds Aluminio do Brasil (5,0 por ciento). La empresa ocupa a unos 2.200 empleados y trabajadores fijos y
800 trabajadores contratados.
“Por hectárea se talan 450 metros cúbicos de madera, unos 30
metros cúbicos son comerciables, el resto es desperdicio” (O. Knowles
véase GKKE/ALZ 7.11.1996). Según el punto de vista de la empresa Mineração Río do Norte, la biodiversidad no es un bien que debería protegerse en forma prioritaria ni utilizar de manera sostenible. La preservación de la biodiversidad no es compatible con la explotación de la
bauxita. Sin embargo, aunque la empresa no esconde el hecho de que la
reforestación no logra la biodiversidad original realiza esfuerzos por
aumentar el número de las especies plantadas; para lograr este objetivo
se construyó un vivero. A lo largo del tiempo se pueden distinguir tres
etapas de la reforestación emprendida:
1.

A partir del año 1981 se intenta reforestar una parte de las áreas
taladas para la explotación de la bauxita. La reforestación, sin
embargo, se realiza con un alto porcentaje de especies extranjeras (eucaliptos) que no restablece la sucesión natural.
2a. Más tarde se busca otro método. La tierra lavada de la bauxita se
transporta a las cuencas producidas por la extracción de la bauxita para que se sedimente en el agua. Después el agua fluye de
vuelta al equipo de lavado. Se intenta plantar leguminosas (albicias y otras plantas). Hasta el momento no se conoce si el experimento tendrá éxito y la empresa misma expresa su escepticismo. Se fomenta la formación de humus agregando hongos y
bacterias que se importan de otras regiones y se multiplican en
el laboratorio.
2b. El relleno de las cuencas también se realiza con arbustos y las ramas de los árboles talados. De esa manera la capa superior formará un suelo con un importante contenido de humus donde se
plantan los vástagos del vivero. Según informaciones de la empresa, en el año 1995 se plantaron 67 especies distintas. “Hasta la
actualidad se pudieron identificar alrededor de 150 plantas aptas
para sembrar en comparación con las aproximadamente 1000
especies en la selva originaria” (Aluminium-Zentrale 1995, p. 3).
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3.

Basándose en los conocimientos locales se plantan árboles cuyas
frutas son comidas por aves y otros animales, y así sembradas de
forma natural.

En total, alrededor de 450 hectáreas (casi un 50 por ciento) han
sido recultivadas, pero con resultados variados (densidad, diversidad).
No hay duda que se realizan esfuerzos en mira a la reforestación, sin
embargo, el “éxito” del primer intento es un bosque artificial que puede suplir sólo algunas de las funciones de la selva tropical húmeda. El
segundo método de reforestación (2b), que forma un suelo rico en humus partiendo de arbustos y ramas talados, tendrá como resultado una
selva secundaria con una diversidad limitada. No pudimos verificar en
qué medida ello se logra en las grandes áreas taladas (densidad del bosque secundario). Tampoco está probado el éxito de la reforestación de
las áreas de los lagos de barro rojo secados (2a) ni el del tercer método.
La posibilidad de la utilización múltiple de la selva por los seres humanos no pudo rehacerse en ningún lado. Hasta el momento no disponemos de ningún ejemplo de reforestación exitosa de grandes áreas de la
selva tropical. Una evaluación detallada de los intentos de recultivar o
reforestar las áreas de explotación de bauxita en la selva tropical sería
de sumo interés (véase también S. Schmidheiny 1992, pp. 413-416).
Después del establecimiento de la Reserva Biológica Río Trombetas con una superficie de 385.000 hectáreas el 21 de septiembre de
1979, la MRN celebra un contrato con IBAMA acordando un pago
anual de 250.000 dólares al Instituto de Medio Ambiente (decreto
84.018/79). IBAMA también es responsable de la Selva Nacional decretada el 27.12.1989 con una superficie de 426.000 hectáreas (decreto
98.707/89) (E. Cantarino O’Dwyer 1995, pp. 127/8). IBAMA prohibe a
los orilleros -es decir la población de los descendientes de las comunidades de los quilombos (Gawora 1944, p. 33)- pescar, cazar y cultivar
en estas reservas ecológicas. El “Plan Diretor” para la protección del
medio ambiente que IBAMA debe desarrollar, sin embargo, no ha sido
terminado. El gerente general de MRN afirmó en un diálogo con la delegación extranjera (GKKE/ALZ) que la administración de IBAMA es
anticuada y que la población local estaría en mejores condiciones de
cultivar y de proteger la reserva al mismo tiempo. Se espera un cambio
en este sentido.
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Según las palabras del gerente general, el registro de los habitantes originarios de la región llevado a cabo por la empresa minera tiene
el objetivo de limitar la migración a la zona. Pero la empresa no olvida
su tarea social: a pesar de la política restrictiva se atiende en el hospital
a un 50% de aquellas personas que no disponen de una cédula de registro (José Carlos Soares 11/1995).
A pesar de que la energía hidroeléctrica costaría tan sólo 20 mill
/ Dollar / kWh en comparación con 100 mill/Dollar kWh para la energía generada con gasoil, se suspendió el proyecto más importante -Cachoeira Porteira- con una generación proyectada de 1400 megavatios.
En total se planificaron 9 centrales hidroeléctricas en el Río Trombetas
y su afluente Erepecuru.
El gerente general de MRN subraya que la empresa pone su infraestructura a disposición del quilombo de Boa Vista (José Carlos Soares 11/1995). Sus habitantes tienen el derecho de utilizar la infraestructura en Porto Trombetas donde son registrados y disponen de una escuela. Para defender su acción social los representantes de la empresa
mencionan que se establecerá una escuela de educación superior “mestrado”- a una distancia de 90 km. La empresa paga impuestos al municipio Oriximiná, como afirma el gerente general. La cooperación con la
comunidad de los descendientes de los quilombos de Boa Vista es buena. El sindicato de los empleados del municipio está afiliado a la CUT
(central sindical) y mantiene reuniones semanales con la empresa. Un
dirigente sindical de la mina ascendió a dirigente nacional de los mineros. La empresa gasta aproximadamente el 10% de la venta para financiar medidas ecológicas. El INCRA, el Instituto Nacional de la Reforma
Agraria, ha reconocido oficialmente el territorio de Boa Vista (aviso en
O Liberal, 13.11.1995).
Testimonios de los descendientes de los Quilombos. Los Quilombolas
La Asociación de las Comunidades de Descendientes de los Quilombos del Municipio de Oriximiná (ARQMO) comprende cuatro regiones: el alto Río Trombetas, el bajo Río Trombetas, el Erepecuru y un
afluente del Erepecuru. Cada región tiene sus coordinadores.
Representantes de la comunidad de Boa Vista, el presidente de
ARQMO, la representante del bajo Río Trombetas y el representante de
los trabajadores rurales del municipio de Oriximiná, que además re-

Cuadro 2
Aluminio de 7/8. 1988, S.730; (Bardossy y G. Aleva, 1990; D. Treece, 1985; CIMI, CEDI, IBASE, GhK 1986)
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presenta a un centro de formación y estudios de los trabajadores del
bajo Amazonas en Obidos, son nuestros interlocutores en el viaje a las
comunidades de los descendientes de los quilombos.
En la comunidad de Boa Vista el presidente de la Asociación local, Manuel, cuenta que su abuelo fue expulsado de su tierra, en la que
ahora se encuentra el puerto de la empresa minera MRN.
“... en 1972 llegó la empresa. Pero nunca hubo una reunión de los responsables de
la empresa con mi abuelo. Llegaron unos empleados que dijeron que se iba a construir una fábrica en este lugar y que iban a construir una escuela. Pero en nuestra
familia nunca sabíamos realmente de qué se trataba. Un día llegó un empleado de
la empresa y le explicó a mi abuela que tenían que irse porque venía una empresa” (Conversación en la comunidad de Boa Vista, 8.11.1995).

A continuación relata que antes había barcos que navegaban el
Río Trombetas. La MRN impidió la navegación y con ella el comercio;
más tarde puso un barco propio rápido de 150 HP. La empresa abrió un
supermercado, pero sólo se atiende a las personas registradas.
“... La empresa abrió un registro. Pero no hay ninguna garantía. La empresa misma dijo que lleva un registro sin bases jurídicas y que no es para todos. Sólo un 10
por ciento de la gente goza de las ventajas que reciben las personas registradas. En
el hospital disminuye la atención. Se atiende a menos gente que antes. No es suficiente. El tratamiento no es completo”(Conversación en la comunidad de Boa Vista, 8.11.1995).

Todo está reglamentado por el registro (conversación en la comunidad de Boa Vista, 8.11.1995).
“...Aquellos comprendidos en el registro tienen el derecho de atracar en el puerto y
de bajar, pero los otros, los que no tienen la cédula del registro, no”.
“Quien no puede mostrar la cédula no puede entrar. Con ella se puede hacer compras, ir al hospital, buscar trabajo. Pero solamente aquellos que tienen la cédula”.
“... Si uno se opone a algo, enseguida te dicen: ‘mira, tu cédula pierde la validez, te
quitamos la cédula’. La gente no lo entiende. La cédula es algo desconocido, no pertenece a nuestra cultura. Nadie lleva documentos para ir al campo”.

A la mina no le interesa que mucha gente -atraída por ella misma- migre a la región. Por lo tanto impide el comercio y fomenta las re-
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servas ecológicas (conversación en la comunidad de Boa Vista,
8.11.1995).
“... Quieren aislar la región minera de sus alrededores. No quieren que aquellos
que viajan por el río y quizás se sienten atraídos por la mina vengan a vivir acá.
Desde hace poco la empresa minera quiere establecer una reserva forestal para
preservar la tierra y la ecología. Quieren una reserva ecológica para explotar la
bauxita. Pero hay 32 comunidades en esta región. Ya desde hace siglos viven de la
misma manera ... no entiendo cómo la empresa puede decidir sola y sin ningún
diálogo qué se construye y qué se habilita en la reserva .... La gente vive allí, no debe hacer nada, no debe tocar nada. El sindicato pensó que ‘así no va’ y que tenemos que organizarnos. Eligieron a un representante sindical. Y cada vez que elegían a un representante sindical, enseguida conseguía trabajo en la mina. La organización sindical nunca mejoró, porque siempre se iban a la mina”.
“Todo está prohibido. Si nos atrapan, nos quitan el barco con todos los utensilios.
Así que tenemos que infringir la ley, pescamos y cazamos de noche. También hay
amenazas. Se amenaza a la gente. Ya asesinaron a un hombre que pescó, es decir
que infringió la ley y fue muerto por un tiro de los guardias”.
“... El negro no destruye la selva. La ley que ha hecho IBAMA es errónea, porque
no es igual para todos. Hay un racismo en todo ello; sólo porque somos negros, nos
quitan los utensilios de la pesca, de la caza y hasta la canoa. Por el otro lado, los
fines de semana la gente de la mina viaja río arriba. Todos se sientan en sus mallas, pescan los peces que quieren y después vuelven a sus casas. Nosotros no debemos pescar. Eso es injusto y falso. No me opongo a la protección del medio ambiente. Me opongo a la injusticia”.

La formación escolar en la región no alcanza el nivel necesario
para el trabajo en la empresa minera. La pesca, la caza y el cultivo son
ilegales y se realizan en secreto. No existe el derecho de trabajar en el
propio territorio. De modo que el intento de los quilombos de sobrevivir está destinado a fracasar. Hace poco, en octubre de 1995, un joven
de Boa Vista fue encontrado pescando y asesinado por IBAMA. En
otras palabras: parece que la empresa espera del gobierno regional que
desplace a la gente mediante IBAMA. En este sentido las reservas ecológicas sirven para posibilitar la explotación tranquila de la bauxita.
Las demandas por sus tierras de los habitantes de Boa Vista, una
comunidad de descendientes de los quilombos, son demasiado reducidas si se tiene en cuenta el probable desarrollo demográfico y el méto-
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do de cultivo adecuado para las condiciones de la selva tropical. El territorio de esta comunidad de descendientes de los quilombos les fue
entregado oficialmente en noviembre de 1995. Es la única comunidad
de descendientes de los quilombos que mantiene contacto con la empresa. Se calcula que en la región del Río Trombetas 200.000 hectáreas
en total son habitadas y cultivadas por comunidades de descendientes
de los quilombos.
La comunidad vecina Agua Fría se queja de la contaminación del
río por la MRN que canaliza allí los efluentes del lavado de la bauxita.
Ya hace ocho años se informó sobre la contaminación de los ríos Ig.
Freirinha, Ig. Agua Fría, Saraca, Sapucua, y Caranã (Enfoque Amazônico No. 5, febrero/marzo 1987).
Una mujer es la presidenta de la comunidad de Mãe Cué. Cuenta cómo llegó a este lugar. Ya en el año 1968 fue expulsada de su tierra
a causa de la construcción de rutas por la empresa Jari, una antecesora
de la MRN. Su intento de conseguir una indemnización fracasó.
“... Subimos río arriba y en 1972 nos dimos cuenta que, otra vez, nos encontrábamos en una región de la que íbamos a ser desplazados a la otra orilla del río, esta
vez por la constructora Camargo Correa. Cuando en 1982 IBAMA nos quitó aquel
lugar llegamos a nuestro territorio actual. Acá también estamos amenazados. La
comunidad se asentó -sin saberlo- en la concesión Cruz Alta que pretendió ALCOA y que ahora pertenece a la MRN [con sus socios anteriores y el nuevo socio
ALCOA, C. M.-P.]. En la concesión se encuentra arcilla con un contenido especialmente alto de bauxita. A nosotros, los descendientes del quilombo de Mãe Cué no
se nos toma en cuenta. ALCOA habló de diez familias. En Cachoeira Porteira se
dijo que se trataba de tres familias. Pero solo acá somos 27 familias y en total 40 a
50 familias” (8.11.1996).

La Presidenta de Mãe Cué dice con decisión:
“... no nos iremos de aquí. Aquí tenemos tierra negra, ‘terra preta’. Los cultivos crecen, es ‘terra boa’, no sé adónde podríamos ir. Muchos me apoyan. También recibimos el apoyo de otras organizaciones que presionan a los propietarios de la mina”.

Como el río tiene poca agua y la estación de las lluvias no ha empezado, nuestra delegación no puede viajar a Abui. Luego viajamos, sin
previo aviso, a otra comunidad de descendientes de los quilombos, Jamary, donde encontramos exactamente los mismos problemas. Dado
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que se les cuestiona su derecho a cultivar su tierra y que no existe otro
trabajo, la situación es desesperada; asimismo, se carece de atención
médica y el Estado olvidó la escuela: la maestra no recibe su sueldo desde hace mucho tiempo. La recepción es amigable y nos reunimos a
conversar (Conversación de la delegación GKKE/ALZ en Jamari
9.11.1995). Lo más importante para esta comunidad es el reconocimiento de sus tierras.
“... Nuestra voz no cuenta nunca. Lo peor es que el jefe de IBAMA nos dijo que no
recibiremos ninguna indemnización si debemos irnos de nuestra tierra. No pagarán nada. Nos humillan y nos oprimen, realmente no podemos seguir viviendo
aquí. Nos quitaron todos los rifles, todos los utensilios de caza y de pesca. Ni siquiera tenemos comida suficiente, no podemos comprar ni vender. Nadie puede
navegar por el río. Es muy humillante, quizás tendremos que ceder ...”
“... No queremos irnos. Es nuestra tierra, vivimos aquí desde siempre. Estamos
cansados de construir casas nuevas a cada rato, son unas estacas y un techo de paja, pero cansa tener que rehacerlas. Queremos vivir en la orilla. Es nuestra cultura, queremos vivir de la pesca, de lo que nos da el agua”.
“... Prácticamente no tenemos un mercado y dependemos de intermediarios. Si
exigimos entre 25 y 30 reales por una bolsa de harina de mandioca de 60 kilos, el
intermediario nos paga 12. Tenemos que vender a 12 reales, porque es el único
comprador. Así es muy difícil desarrollar alguna perspectiva”.
“... Todo el territorio está marcado para la explotación de bauxita. Estamos de
más. Se hace de todo para que nos vayamos. Veo un proyecto muy importante y yo
estoy totalmente de más. Quizás terminaré construyéndome una casa flotante ...”
“... Hace 51 años que vivo al río y siempre he cosechado las nueces en la selva. El
IBAMA me lo quita todo. No es una ley, no es justo ... IBAMA confiscó las frutas
de la huerta que quisimos vender para comprar harina para alguien de la familia. No debemos plantar nada, ni cazar, ni pescar, y tampoco tienen trabajo para
nosotros. Si robamos nos capturan y nos ponen presos y si trabajamos también nos
mandan a la cárcel. ¿Qué nos queda a nosotros? No estamos registrados y tampoco nos registrarán”.

Veían a leñadores a los que IBAMA no molestaba. A ellos, en
cambio, les está prohibido talar árboles.
A pesar de que la Constitución les otorga el derecho a su tierra,
la explotación de la bauxita amenaza expulsar a cada vez más comunidades de descendientes de los quilombos con su método de cultivo sos-
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tenible. En las reservas ecológicas, incluso antes de expulsarlos, ya se les
prohibe su economía sostenible.
Para una futura explotación de la bauxita se prevé talar grandes
áreas en Paragominas/Pará, donde se encuentran yacimientos de bauxita. En esta región viven pequeños agricultores y recolectores.
Fase 2: El lavado de la bauxita
Después del lavado, los efluentes -el barro rojo (en su forma natural, es decir no mezclado con otros agentes químicos) que queda como residuo del lavado de la piedra con contenido de bauxita- se canalizaron por el Río Igarapé Caranã (5 km.) al lago Batata y de allí llegaron al Río Trombetas. El barro rojo avanzó en el agua y alcanzó una
proporción de hasta 10 a 15 %. Así se contaminaron no sólo el pequeño Río Caranã sino además el igapó Freirinha y los ríos Agua Fría, Saracá y Sapucuá.
Debido a la sedimentación del barro, una tercera parte del lago
Batata está colmado y grandes sectores del lago han perdido su equilibrio biológico. La luz del sol ya no puede penetrar el agua, lo cual produce un cambio en el valor pH y disminuye la producción de oxígeno:
la consecuencia es que se degrada en su totalidad el sistema ecológico
acuático. Los pequeños ríos cambian su curso. Las especies -p.e. el Tucunaré, el Curimatã y otros- podrían desaparecer en un futuro próximo. Los pescadores ya perdieron su pesca, la población su forma de
abastecimiento. El entonces presidente de la Mineração Río do Norte
reconoció que una empresa noruega tuvo que renunciar a su contrato
con la MRN por la presión del parlamento noruego (Enfoque Amazônico No. 5, 1987, pp. 30-32).
En 1986 la institución estatal Financiadora de Estudos e Projetos
(FINEP) encargó a la Universidad Federal un estudio sobre el impacto
ambiental de la empresa (Carneiro dos Santos y otros 1986) que descubre las anomalías mencionadas. Tanto la prensa como la televisión brasileñas publican estas informaciones en todo el país.
La estación de lavado fue trasladada del Río Trombetas a la región minera ubicada a una distancia de 30 km. Las cuencas que resultan de la explotación de la bauxita ahora se utilizan para la sedimentación del barro rojo, el residuo del lavado. El agua usada en el lavado hasta 4.000 m3 por hora- se recanaliza al equipo de lavado de la mina.
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Después se intenta reforestar las cuencas rellenas de barro rojo (véase
arriba p.).
Pero el barro rojo sigue dificultando la pesca. Los habitantes de
Boa Vista afirman que los efluentes del lavado que contiene el barro rojo llegan hasta el Río Agua Fría donde causan la desaparición de la vida en el río y el valle. Durante nuestra visita a este pequeño valle pudimos observar viejos árboles muertos. Según afirman los habitantes, casi ya no hay peces en el río lo cual les quita una importante fuente de
alimentos.
Fase 3: El secado de la bauxita
La bauxita húmeda destinada al secado -alrededor de la mitad de
la producción total- se deposita en dos equipos de secado hasta lograr
una humedad residual de aproximadamente un 5%. Canadá es el principal comprador de bauxita seca. Alrededor del equipo de secado se encuentran escoriales, algunos cubiertos, donde se almacena la bauxita.
Según su capacidad de carga los buques permanecen hasta un día y
medio en el puerto.
No se llevó a cabo el plan que preveía la construcción de dos
centrales hidroeléctricas para garantizar la base energética. La empresa
informa que la razón estriba en las fuertes variaciones del nivel de agua
que encarecerían considerablemente la construcción e impedirían la
utilización de la planta durante la estación seca.
Fase 4: El transporte a la planta de producción de óxido de aluminio
La bauxita se transporta en estado húmedo (aproximadamente
el 12 % de humedad) o después del secado (humedad residual cerca del
5 %) en buques a Barcarena en la región de Belém, a São Luis, o al exterior para su tratamiento posterior.
Para el futuro se prevé explotar bauxita también en Paragominas
en el Estado de Pará. Para el transporte de la bauxita se prevé la construcción de un ferrocarril que comunicará la región con el ferrocarril
Carajás que a su vez llega hasta el puerto. El ferrocarril proyectado pasará por el territorio indígena Awa-Gurupi de los Guajá (CIMI, CEDI,
IBASE, GhK 1986).
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Fase 5: La producción de óxido de aluminio
Brasil es el quinto productor de óxido de bauxita más importante del mundo. En 1991 se produjeron 1.450.000 t (C. y C. Moser 1994,
pp. 57/58). La refinería de ALUMAR en São Luís transforma la bauxita
en óxido de aluminio. Los accionistas de la refinería son ALCOA (35
%), Billiton (36%), Abalco (19 %) y Alcan (10 %). En 1995 la producción anual de óxido de aluminio alcanza 1 millón de toneladas (E. da
Silva 1995). Cuatro a cinco toneladas de bauxita rinden aproximadamente 2 toneladas de óxido de aluminio que a su vez, después del tratamiento, se transforman en una tonelada de aluminio. La bauxita es
una piedra de erosión que contiene óxido de aluminio (55 a 65 por
ciento), óxido de hierro, silicio y óxido de titanio. En la primera fase del
tratamiento la bauxita se seca mediante el proceso Bayer, se tritura, se
diluye en lejía de sosa y se calienta en autoclaves a 250 grados. En este
proceso el aluminio se disuelve en la forma de aluminato de sodio
mientras que el óxido de hierro, el silicio y el óxido de titanio así como
gran parte de la lejía de sosa permanecen sin disolverse en el barro rojo que después se deja sedimentar y se aparta.
Según afirma la empresa en su carta de intención (“carta de intençoes”) este residuo tóxico de la producción de óxido de aluminio se
forma como una masa sólida en una proporción de 830 kg por 1 t de
aluminio (Ximenez 1984, 24). Sin embargo y dado que esta masa está
siempre mezclada con líquido hay que partir de una cantidad residual
mucho más grande. En 1995 la empresa ALUMAR informó que el barro rojo, que contiene sosa cáustica y que es mezclado con líquido, se
canaliza a las cuencas colectoras artificiales de barro rojo revestidas con
PVC. Estas cuencas colectoras tienen sistemas de desagüe mediante los
cuales se succiona el agua desde abajo y desde arriba y la devuelve al sistema de lavado formando un circuito cerrado para el agua. En la actualidad (1995) se calculan unos 0,7 t de residuos (barro rojo) por cada tonelada de óxido de aluminio. El primer lago de 17 metros de profundidad y una superficie de 20 hectáreas ya se ha secado y se reforestará. El
segundo lago tiene 12 metros de profundidad y una superficie de 30
hectáreas. Se percibe el peligro que los lagos desborden o se agrieten
durante las fuertes lluvias habituales en la región, que filtre líquido o
que se produzcan terremotos. Los habitantes de la aldea Igarau afirman
que la cuenca de barro rojo ya se agrietó una vez. Cuando un chico me-
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tió su pie en el agua, al otro día el pie se cubrió con ampollas y se hinchó mucho. Cuando la empresa planificó construir el segundo lago taló toda la zona a fin de utilizar la arcilla para sellar las cuencas colectoras. Fue denunciada por la falta de autorización para la tala e IBAMA
le impuso una multa (Coelho Moreira 1992, 89).
Después de enfriarse el aluminato de sodio se mezcla en la segunda fase del tratamiento con hidróxido de aluminio y los cristales
del hidróxido de aluminio forman cristales más grandes que son filtrados; en un proceso de escaldar en hornos giratorios se evapora el agua
restante; el producto de esta calcinación es el óxido de aluminio.
Al principio se canalizaron a los ríos casi 8 toneladas de barro
rojo mezclado con agua por tonelada óxido de aluminio. En la primera fase de la producción en la planta de ALUMAR en São Luís se produjeron 1.705.000 tonelades de barro rojo como resultado colateral de
una producción anual de 110.000 toneladas de aluminio, según los cálculos de este período. Actualmente la producción anual alcanza
1.000.000 t de óxido de aluminio y -si es cierta la información- se generan 700.000 t de barro rojo con su contenido de sosa cáustica (en este caso obviamente no se calcula la cantidad de agua mezclada con el
barro rojo). El barro rojo se canaliza al segundo lago. La población afirma que al principio hubo algunos desbordes de las cuencas colectoras
y el barro rojo penetró hasta las aguas subterráneas. Dado que este residuo es fuertemente alcalino su penetración a las aguas subterráneas
ayudaría a explicar la desaparición de la vida de los espejos de agua. Los
más afectados eran los pescadores de la bahía de São Luís. Muchos de
ellos ya sufrieron los efectos de la producción de ALUMAR. En total
unos 60.000 pescadores de la bahía viven de la pesca (véase Hagemann
1985, pp. 62 ss. y Müller-Plantenberg 1988, pp. 486 ss.)
No se utiliza el barro rojo porque no es rentable, se afirma. Teóricamente es posible utilizar el barro rojo de las siguientes formas:
1. Puede sustituir el cemento y la cal en la producción de asfalto
para rutas. La mezcla produciría un asfalto rojizo que probablemente reduciría los reflejos de los focos de los automóviles en la
noche.
2. Para colorar los productos de cemento y hormigón y como colorante para pinturas.
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3. Para la obtención de productos específicos de hierro, por ejemplo hierro de electrólisis con un alto grado de pureza.
4. Como sustituto de cal viva o muerta para variar el valor pH de
los suelos. Se practica con éxito en Australia, informa ALUMAR.
En noviembre de 1995 la firma ALUMAR no cree que exista un
problema para la población que esté causado por el barro rojo; nunca
se presentó semejante problema. Los testimonios de los habitantes en
el año 1984, los testimonios actuales y las afirmaciones de un experto
ambiental anteriormente ocupado en la empresa (véase abajo) difieren
de esta opinión:
En 1984 los pescadores informaron:
“Vimos flotar a camarones muertos, montones de cangrejos y muchos peces muertos. Ahora es difícil encontrar peces. Los peces están cubiertos de ampollas. Si se
abre el pescado, está podrido adentro” (Pescador en Coqueiro, noviembre de
1984).
“Hace ocho días salí a pescar. Llegué casi muerto a casa. Me mareé, no pude mantener el equilibrio ni hacia delante ni hacia atrás. Mi hijo me llevó a casa. Dijo:
vámonos, sino te vas a caer muerto. Por lo menos quise morirme en casa. En casa
tuve que quedarme en cama durante tres días, nunca antes estuve enfermo. Hace
38 años que vivo acá y nunca me pasó nada. Pasó en el agua, cuando pescaba camarones” (Pescador en Coqueiro, noviembre de 1984).
“Nací y me crié acá. Tengo 67 años y siempre he sido pescador. Hoy no hay nada
más que se pueda pescar. Removieron la tierra en la zona de inundación en una
franja de más de 5 kilómetros y así destruyeron la base de alimentación de los peces. Ahora la zona es tan profunda que los peces no vienen más. No hay nada más.
En los últimos cinco meses todo quedó muy terrible. Los camarones se murieron,
los peces desaparecieron. Los únicos que quedaron fueron los ‘tainha’, peces que viven del suelo. Pero ahora ellos también han desaparecido. Ya no encuentran alimentos”.
“Todavía hay algunos pájaros, se ven algunos. Pero se dice que cerca del lago se
pueden encontrar muchos. Muertos. En el lago de barro rojo habría muchos pájaros” (Pequeños campesinos de Coqueiro, noviembre de 1984, citado en C. MüllerPlantenberg 1988).
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Ocho años después - los resultados de una investigación empírica
de 1992
En el año 1992 se entrega una tesis de licenciatura en la Universidad de Tennessee/Estados Unidos que en su parte empírica investiga
los efectos que causa la empresa en la isla de São Luís. Este trabajo de
una estudiante brasileña se basa en la observación participativa y en
métodos cualitativos de investigación. Las conclusiones:
“... las consecuencias para el medio ambiente eran negativas porque se observó un
aumento considerable del impacto en los ríos cerca de la planta y se produjeron serios problemas con los depósitos de basura en el suelo de la isla” (M. Coelho Moreira 1992, p. IV).
“... Los habitantes de la aldea afirman que muchos ríos adonde ALCOA canaliza
sus efluentes, ya están muertos. Como los seres vivos no pueden sobrevivir en las
aguas contaminadas -especialmente los peces y los crustáceos- desaparecieron de
los ríos en los alrededores de la planta.” (M. Coelho Moreira 1992, p. 127)

Dado que en la aldea de Coqueiro faltan los peces, los pescadores viven ahora de procesar la basura de la cafetería (M. Coelho Moreira 1992, p. 99).
“... En un Estado Federado tan pobre que ni siquiera tiene los medios para examinar el informe ambiental de ALCOA, la empresa se controla a sí misma. El gobierno en Maranhão sigue ignorando las afirmaciones de los habitantes y tiende -como tengo que suponer después de mis entrevistas- a creer al informe ambiental de
ALCOA” (M. Coelho Moreira 1992, p. 128).

El rol de las autoridades públicas - ¿guardianes de los intereses privados?
En el informe de la Secretaría de Medio Ambiente y Proyectos
Especiales de la Fundación Federal de Ingeniería ambiental de Maranhão (FEEMA) el marco de referencia de las informaciones sobre los residuos de la producción de óxido de aluminio en la refinería es siempre el informe ambiental de la empresa misma:
“...las cuencas colectoras de barro rojo están protegidas por técnicas de sellado con
arcilla y cubiertas con telas sintéticas. Un sistema de desagüe en la superficie y en
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el fondo tiene el objetivo de impedir la contaminación de las fuentes de las aguas
superficiales y subterráneas.”

FEEMA informa que los análisis periódicos del suelo y del agua
realizadas por la empresa ALUMAR tienen el objetivo de controlar los
metales pesados, fluoruros, alcalinidad, hidróxidos, nitratos, conductibilidad etc.
“...Se compara los resultados de estos análisis con los criterios de calidad del agua
de la FEEMA. Hasta el momento los resultados se consideran satisfactorios.”
(FEEMA 1991)

Después de haber sido despedido, un ex técnico ambiental de
ALUMAR, José Ribamar Lima Moraes, que trabajó durante 9 años y 10
meses en el departamento de medio ambiente de la empresa, afirma en
1991 que ALUMAR manipula los datos de los controles. Durante los
siete años que ello se practicó, la empresa entregó informes a la Secretaría de Medio Ambiente y Turismo (SEMATUR) cuyo contenido no
correspondía al impacto ambiental real. Los controladores de SEMATUR venían regularmente al departamento de medio ambiente de la
empresa y se iban sin hacer un análisis de las muestras:
“... El técnico afirma que en la región donde está ubicada ALUMAR los cursos superiores de algunos ríos están muertos. Algunos se enarenaron por la erosión que
sigue a los trabajos de levantar terraplenes, otros fueron contaminados por sustancias tóxicas que salieron de las cuencas colectoras de la empresa. Se trata de los ríos
Andiroba, Tipepena, Ribeira, Santa Efigenia y Igarapé do Bacuri. El caso más grave es el del Igarapé Andiropa que recibe la carga de todos los lagos contaminados.
‘El Igarapé Andiropa tiene ahora una capa de calcio que se formó del ácido sulfúrico y la sosa cáustica y que transforma el agua en una sopa química’” (Folha de
Gaia 1991, p. 4).

Fase 6: La construcción de centrales hidroeléctricas para la generación
de energía
ELETRONORTE se presenta
Las fábricas de aluminio ALBRAS en Barcarena/Pará y ALUMAR
en São Luís/Maranhão necesitan grandes cantidades de energía. La cen-

Clarita Müller-Plantenberg / 325

tral hidroeléctrica Tucuruí -construida con este objetivo- les suministra la energía eléctrica requerida.
Terminada la primera fase de construcción (4.000 MW), se producen tan sólo 2.800 MW (628 MW para la fábrica de aluminio ALBRAS, 72 MV para la planta de óxido de aluminio ALUNORTE -las dos
ubicadas en Barcarena cerca de Belém-, 900 MW para las plantas de
ALUMAR y 36 MW para el resto de la región de Carajás). Existe una
capacidad ociosa de por lo menos 1.200 MW. ELETRONORTE es una
de las cuatro grandes empresas estatales de energía eléctrica de Brasil
que forman ELETROBRAS. Está prevista su privatización (parcial).
El Presidente de ELETRONORTE afirma que no es posible electrificar la región de Tucuruí. No existe un mercado para la línea a Itaituba. Los costos alcanzarían unos 280 millones de dólares para abastecer un mercado que no llega a un consumo de 40.000 kW. La situación
de la línea Cametá-Limoeira do Ajuru es distinta porque se trata de
una traza más económica y una línea de baja tensión (Declaración del
Presidente de la ELETRONORTE 1991).
Tal como afirma el director de planta, el Sr. Araujo, en 10 años
faltará energía en la región, y en consecuencia el plan 2015 prevé para
1998 la segunda fase de construcción de la central hidroeléctrica de Tucuruí con otros 4.000 MV con lo cual se producirá la elevación del nivel de agua en dos metros y se crearán nuevos problemas de reubicación de la población. La alternativa sería construir la central hidroeléctrica de Santa Isabel en el Río Tocantins recién después del año 2.000.
(El Río Tocantins podría generar 17.000 MW en siete represas). Pero
no hay dinero. ELETRONORTE desea construir la central Belo Monte
(véase la anterior denominación Kararao en el Río Xingu (11.000
MW)). Además se debate la construcción de una traza a Altamira para
interconectar así las centrales existentes en el Amazonas. También se
piensa en una cooperación con Venezuela dado que existen planes para la ampliación de la central venezolana Guri mediante el desvío de un
río. Una tercera alternativa consiste en abastecer Amapa y el Amazonas
con energía térmica y con gas.
La Naturaleza
El Presidente de ELETRONORTE justifica la inundación de la
zona de la represa cubierta, en gran parte, con selva tropical. Argumen-
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ta que debido al difícil acceso antes de que se inundara la zona, muchas
empresas no se habían atrevido a talar la zona del futuro lago. Los costos de la tala de una región semejante son muy altos. Hoy, sin embargo, la tala es mucho más fácil porque el acceso por el río represado es
más rápido y barato. Así se justifica económicamente que ELETRONORTE decidiera represar el río antes de talar la selva (Declaración del
Presidente de la ELETRONORTE 1991).
En el Departamento de Medio Ambiente de ELETRONORTE
trabajan 33 personas. En cooperación con IBAMA controlan la calidad
del agua. Los resultados de los análisis no se publican. El examen no
comprende los valores de metano y de mercurio. Sólo durante tres meses en el año se observa una estratificación del agua en el lago. Durante la estación de las lluvias la corriente es lo suficientemente fuerte para impedir la estratificación (que fomenta la descomposición anaeróbica de la biomasa que podría generar emisiones de gases nocivos para el
clima). La erosión y con ella una creciente sedimentación después de la
tala en las orillas del lago no tiene ninguna importancia, afirma el director del centro de medio ambiente de ELETRONORTE en una entrevista con la Comisión de la GKKE y la ALZ en el otoño de 1995.
La plaga de mosquitos
La tarea del departamento es la protección de la flora y la fauna
y el control de la pesca. Según informaciones del centro, será imprescindible a largo plazo eliminar los mosquitos “Mansonia titilans” que
desde 1985 constituyen una plaga; será necesario eliminar las plantas
acuáticas donde se reproducen y destruirlas. Ya se realizó una fumigación. Sin embargo, el número de las plantas está disminuyendo ahora
porque el ecosistema se ha estabilizado. Además de la plaga de mosquitos, el problema más importante es la falta de servicios públicos y de
urbanización de la zona. Aumentó la reserva de peces y se prevé reglamentar la pesca para evitar la pesca indiscriminada (GKKE/ALZ 1995).
La contaminación con mercurio
Constituye un gran problema que ELETRONORTE no controle
la contaminación del lago Tucuruí con mercurio. “Se mencionó públicamente la posibilidad de que la creación de la represa Tucuruí causa-
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ría reacciones químicas en el suelo inundado que, a su vez, producirían
mercurio en su forma tóxica de mercurio metílico. Este proceso tuvo
lugar en varias represas del mundo, entre ellas en la del proyecto James
Bay en Canadá. Los resultados preliminares de un examen de 1460 peces y el pelo de 136 vecinos del lago fueron entregados al Consejo Nacional de Ciencia y Desarrollo Tecnológico (CNPq) de Hannu
Braunschweidter de la Universidad de Helsinki, Finlandia (Dutra
1991). El examen de los peces arrojó el resultado de 0.01 a 5.9 ppm de
mercurio. La concentración del mercurio en el pelo varía entre 1,3 y
241 ppm; la Organización Mundial de la Salud estima que 2 ppm son
el más alto valor aceptable y que 6 ppm constituyen el límite de lo biológicamente tolerable. En la zona acuática del Río Tocantins se encuentran varias regiones de explotación de oro. Dado que los peces suelen
migrar se precisan más investigaciones para determinar si la contaminación proviene de las zonas mineras o del mercurio en el suelo de la
represa. Es preciso seguir con la investigación sobre la contaminación
con el mercurio y los procesos químicos en el suelo” (Comisão Pro Indio São Paulo/CRAB 1994, pp. 38/39).
Teniendo en cuenta el hecho que recientes investigaciones encontraron altas concentraciones de mercurio metílico en peces y seres
humanos en la zona de la represa Guri que abastece la industria venezolana de aluminio con energía, debería ser natural para el centro de
medio ambiente de ELETRONORTE en Tucuruí, tomar en serio tales
controles y realizarlos en distintas zonas del lago.
Los estudios sobre la bioconcentración (capacidad de concentración en un ser vivo) de mercurio metílico y de la bioacumulación
(acumulación por la cadena de alimentación) de mercurio metílico deberían profundizarse. La difusión de mercurio metílico a lo largo de
centenares de kilómetros por las corrientes de agua y la estabilidad de
la combinación durante largos períodos causan intoxicaciones de difícil control. Se encontró mercurio metílico en personas que comieron
pescado en distintas regiones de la represa de Guri. También en las zonas que no se hallan en la cercanía de minas de oro -como por ejemplo
en la represa de Guri- se encontraron valores elevados de mercurio en
los peces que luego se concentran en los seres humanos. En Venezuela
se argumenta ahora -a diferencia de Brasil donde las instituciones oficiales no tocan el tema- que es de suma importancia garantizar la nocontaminación de las 20.000 t de pescado por año que constituyen una
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fuente de alimentación importante. En Venezuela, por lo tanto, se considera muy importante disponer de técnicas de análisis in situ.
El proceso de la metilización del mercurio y su incorporación en
la cadena de alimentación son muy lentos; por lo tanto cabe suponer
que los problemas con el mercurio metílico que comenzaron en las zonas de cateadores de oro se agudizará recién dentro de algunas décadas.
(Rodríguez/Carreño/García 1995)
Emisiones nocivas para el clima
Respecto a sus emisiones, la represa no produce -a diferencia de
la opinión generalizada- una energía limpia.
“En las zonas de poca profundidad de la represa se observan ampollas
de metano. En Balbina y Tucuruí estas ampollas se ven en todos lados.
La naturaleza del contexto -sin oxígeno y con altos niveles de temperatura y de substancias nutritivas- es una condición ideal para los procesos de descomposición que producen metano” (Fearnside 1995, p. 9).

La profundidad promedio en tiempos de bajo nivel de agua en
Tucuruí es de 9,7 metros. En la base de fotos satelitales se calcula la superficie en 2.247 Km2. Las emisiones de gases de invernadero alcanzan
un 58 por ciento (es decir más de la mitad) de las emisiones de una central térmica que usa carbón (Fearnside 1995, pp. 18).
Economía
El precio de la energía habría sido dictado por ALBRAS (vigencia del contrato hasta 2005). El precio depende, como en todas partes
del mundo, del precio del aluminio. Cuando los rusos vendieron barato su aluminio, el precio del metal bajó y con él el precio de la energía.
Como consecuencia ELETRONORTE ni siquiera puede pagar los trabajos de mantenimiento y reparación. En los últimos tiempos ALBRAS
le consiguió algunas formas de financiación a la empresa. En estos momentos, por ejemplo, se necesita una segunda línea a Belém y los japoneses están dispuestos a ayudar a ELETRONORTE en este proyecto.

Clarita Müller-Plantenberg / 329

El representante de ELETRONORTE no puede responder a
nuestra pregunta de por qué el aumento del precio de aluminio en el
año pasado no mejoró la situación y en qué períodos se redefine el precio del MWh (GKKE/ALZ 1995).
La energía generada por la central Tucuruí se destina en un 60%
a las dos fundiciones de aluminio. La diferencia entre el precio que
ELETRONORTE paga para la generación del aluminio (56 mills dólar)
y el precio que recibe (ALBRAS pagó 10.5 mills dólar por kWh y ALUMAR -ubicada a una distancia de alrededor de 1.000 km de Tucuruíalgo más de 15 mills dólar por kWh) equivale a un subsidio permanente para las empresas transnacionales que operan las dos fundiciones de
aluminio. De esta manera se acorta el período de amortización para las
inversiones iniciales. La empresa ALUMAR nos informó que los precios actuales de la energía son de entre 18 y 30 mills dólar por kWh. Los
empleados de ALUMAR señalaron que se trata de precios altos en comparación con los de Venezuela que no superan los 10 mills dólar por
kWh.
El gerente de ELETRONORTE explica que en 1995 los costos para 1 MWh alcanzan los US-$ 24. ELETRONORTE vende a empresas
distribuidoras estatales. De los ingresos debe subsidiar la energía térmica. El consumidor paga $ 72, porque las empresas estatales definen
el precio final.
La navegación en el Río Tocantín quedó interrumpida porque
no se construyó la esclusa prevista.
Sociedad
En 1984 -el año en el que se represó el Tocantins- unas 30.000
personas que vivían en la zona de la represa tuvieron que dejar sus tierras. En la película que ELETRONORTE muestra a los visitantes de la
planta se afirma que las personas fueron reubicadas e indemnizadas.
Durante la fase de mayor trabajo en la construcción la empresa ocupó
a 31.000 obreros, hoy en día quedan 500 (Declaración del Presidente de
la ELETRONORTE 1991). Según las informaciones de la empresa se
combate la malaria; contra la plaga de mosquitos que empezó poco
tiempo después de represar el río en la orilla noroeste del lago se utilizó DDT. Sería bueno proteger las casas con redes en las ventanas, pero
ciertas personas con ambiciones políticas que buscan aumentar su in-
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fluencia se adelantaron a los planes de la empresa -así el argumento de
la empresa para su inactividad después de una sola fumigación.
En total existen unas 1.300 hectáreas islas en el este y 13.000 hectáreas en el oeste del lago. Con la ayuda de IBAMA los isleros del noroeste querían establecer una reserva para recolectores y vivir de la recolección y la pesca. En muchos casos provienen de la región río abajo
de la presa donde la pesca ya no es posible. ELETRONORTE opina que
tomaron las islas ilegalmente. Las autoridades estatales quieren establecer una reserva ecológica: Como la gente no preserva el medio ambiente, ahora no deben plantar huertas, sólo les es permitido pescar.
La represa expulsa a los pueblos indígenas
Se construyeron varias rutas en los dos territorios de los Parakanã (Pucuruí de 15.500 hectáreas y Parakanã de 160.000 hectáreas) y
además fueron inundadas partes de las áreas así como otro territorio
reservado para un grupo de Parakanã quienes hasta este momento no
habían entrado en contacto con otras culturas de la zona (P.L. Aspelin,
S. Coelho, 1981 pp. 56 ss.) Recién en 1985 -en el año 1984 se formó el
lago- un decreto les concedió un territorio de 317.000 hectáreas. Hasta
esta fecha no habían tenido respuesta sobre su futuro. En el territorio
otorgado se había asentado, sin embargo, a familias de colonos con lo
cual el conflicto ya estaba programado (CEDI, Povos Indígenas Vol. 8,
p. 24). Un grupo de Parakanã fue trasladado cuatro veces en seis años,
otro tres veces en dos años. Los contactos les trajeron enfermedades y
la muerte. En los años 50 los Parakanã resistieron la construcción del
ferrocarril Tocantins-Araguaya, pero hoy día, después de los tantos
traslados demorados por la Fundación para la Protección de los Indígenas y ELETRONORTE, están debilitados y no pueden resistir más a
una planificación en la que no participan y que limita sus actividades
de recolección, la caza y la pesca y que quiere imponerles un modo de
economía ajeno.
A los Gavião que originariamente vivían en las orillas de los ríos,
se los reubicó al territorio de Mãe María por el que -según una autorización presidencial del año 1977- pasa la línea de alta tensión de 550 kV
que va de Marabá a Imperatriz. Debido a esta construcción se perdieron 200 hectáreas con unos 800 nogales de Pará cuya cosecha era la
fuente de ingresos más importante. Los Gavião exigieron una indemni-
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zación de 300.000 US-$ -calculada sobre la base de la vida de los árboles y del valor de las cosechas- y además el valor de la madera dura, en
total 560.000 US-$. Al final, su territorio se encontró partido tres veces:
por la línea de alta tensión, por la ruta PA 70 y por el ferrocarril de carga que transporta el mineral de hierro de Serra dos Carajas al puerto
de São Luís. Este ferrocarril implica un corredor de 70 metros de ancho y 20 km de largo y un impacto permanente por el ruido y el polvo.
El “desarrollo” se traduce en un debilitamiento de su forma de vida y
su modo de economía extractiva.
El ferrocarril pasa también por el territorio Arariboya de los
Guajajara. Ellos exigen la reubicación de los colonos que invadieron
sus tierras y la construcción de cisternas.
La línea de alta tensión cruza por el territorio de los Amanayé y
Anambé.
Una ruta que une Tucuruí con Caneta divide el territorio Trokará de los Assurini. Es fácil imaginar la cadena de consecuencias que dañará a este pueblo: disminución de la reserva de peces, intensificación
de la agricultura que requiere trabajo asalariado (Müller-Plantenberg
1988, pp. 202 ss.).
Pequeños agricultores a la orilla del lago Tucuruí
En los pueblos asentados alrededor del lago Tucuruí -Novo Repartimento, Tucuruí y Río Branco- se emplazaron 160 aserraderos.
Unas pocas reses -muchas veces entre los troncos talados- en grandes
superficies vacías son una imagen típica.
La inundación de 2.430 Km2 de la selva por la represa causó un
aumento en las enfermedades transmitidas por agentes patógenos que
viven en el agua. Cambiaron las condiciones de la pesca. Debajo de la
presa se observó la desaparición de algunas especies locales (Magee
1989). Los pescadores del lago observan que ahora los pescados se pudren más rápido que antes (Informaciones de los pescadores en las islas de la represa Tucuruí, septiembre 1990).
Algunos pequeños agricultores no son de Pará sino que fueron
atraídos por la construcción de la central hidroeléctrica. A menudo
plantan sus huertas en lugares inclinados lo que contradice los métodos tradicionales y resulta muy problemático porque los suelos en es-
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tos lugares pueden correrse con la lluvia y la zona queda expuesta a la
erosión.
Los pequeños agricultores que viven a la orilla noroeste en la
Gleba Parakana, cuyo nombre se refiere al vecino territorio de los indígenas Parakana (calle 7 cerca de Novo Repartimento) dicen (GKKE/ALZ 12.11.1995):
“... Nuestra tierra se inundó dos veces. Una vez con el agua y otra vez con los mosquitos ...”
“... La tierra se repartió de tal manera que durante la estación de lluvias la mitad
del lote queda debajo del agua. Si hay agua, no puedo plantar. Todos los porotos
que trato de plantar se pudren porque hay una oruga en el suelo. Así no hay buena cosecha en la estación seca y ninguna producción en la estación de lluvias”.
“...Acá nadie puede trabajar solo el campo, nadie lo aguanta. A veces tienes ganas
de llorar y dejar todo y irte a otro lugar -sin saber adónde- pero salir de acá. Tenemos que trabajar entre diez o doce personas, uno solo no alcanza para el trabajo. Y si uno lo intenta hacer, como lo probaron el año pasado, los chicos deben
acompañarlo con la lata y el humo y el estiércol para ahuyentar los mosquitos”.

La gente se queja de ELETRONORTE porque no les ayudó realmente contra la plaga de mosquitos. Los dispositivos contra la plaga
cuestan alrededor de 60 Reais. En una hacienda se ganan 3 Reais por
día. La plaga ya dura 10 años. Hicieron una encuesta con el resultado
que un 95 por ciento de los campesinos quiere irse. No hay político que
les influya. Es su propia decisión. Cuando sea posible quieren un traslado.
“... La ELETRONORTE nos dijo que se combatía a los mosquitos, por ejemplo con
veneno. Y realmente se tiró veneno del avión y la consecuencia fue que las frutas
cayeron de los árboles y los peces se murieron.”

Los campesinos nos informan que ELETRONORTE fumigó alrededor de las casas sin ninguna explicación ni protección. Por lo tanto el Sindicato de los Trabajadores Rurales STR le prohibió repetir la
fumigación. Un campesino dice que en su casa sufrieron los niños y los
animales, él mismo sufrió de dolores en los ojos. Otro cuenta que algunos chicos padecieron tos y que se murieron algunos animales. Un tercero dice que un padre fue con su hijo a ELETRONORTE para que
atiendan al chico; le dijeron que la fumigación no era la causa. Después
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dejó la Gleba Parakana. Es por ello que el lote al final de la calle siete en
la orilla del lago quedó abandonado. El sindicato STR acusa a ELETRONORTE de haber utilizado Aldrin en la fumigación cerca de las
casas; muchos sufrieron por los efectos y 6 personas se murieron (Comisão pro Indio de São Paulo/CRAB 1994, p. 38).
ELETRONORTE no indemnizó adecuadamente a las personas
que vivían en la zona de la represa y que tuvieron que trasladarse. El
Sindicato de los Trabajadores Rurales eligió tres personas cuya historia
ejemplifica la situación:
Euclydes Ferrera da Lima recibió la indemnización para su tierra recién después de tres años. Pero sólo para 20 has. y no para los 42
que le pertenecían. Después de la fumigación por avión de ELETRONORTE se murieron las plantas y los peces. Ahora exige la indemnización para las 22 has. faltantes y una suma adicional para indemnizarlo
por la pérdida que sufrió porque, al no tener dinero, no pudo plantar.
Hoy en día existe -y por escrito- un precedente de semejante indemnización. A 14 personas se les pagó el tiempo que no pudieron trabajar
porque no tuvieron el dinero de la indemnización para poder comprar
semillas.
La sindicalista Josefina cuenta: ELETRONORTE no pagó a nadie
por las instalaciones que había en los lotes inundados, es decir no indemnizó por los bienes perdidos. Pero ella exige la indemnización para las 21 has faltantes con casa e infraestructura.
La confianza en la justicia es escasa. “Justiçca é ruim mais nossa
organizaçao consegue as coisas” -la confianza en la propia organización
es fuerte-. Crearon una comisión con representantes de cinco municipios a fin de exigir una indemnización por el tiempo que no pudieron
trabajar. Ahora exigen los formularios para hacer la demanda.
Es absolutamente necesaria una reforma agraria y este es el objetivo común que deben sostener frente a ELETRONORTE e INCRA.
ELETRONORTE es la responsable para la construcción de rutas. Pero
la comisión quiere que se le otorgue esta responsabilidad y que se gaste un 8 % de las ganancias para problemas sociales y ecológicos.
Los pequeños agricultores de la Gleba Parakana tienen grandes
esperanzas de poder mudarse al nuevo territorio común Gleba Río Gelado. 150 de 800 familias ya se trasladaron allí. Se dice que ahora irían
hasta 2.150 familias. Una empresa maderera les disputa el territorio a
pesar de que ya está decidido que el Instituto de Reforma Agraria esta-
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tal repartirá este territorio estatal entre los campesinos y a pesar de que
ya se están construyendo una escuela y varias rutas. Se construyeron casas. El municio ya dispone de un camión. Se tomaron créditos. Después
de verse obligada a pagar una multa por la falta de autorización para la
tala, la empresa maderera continuó explotando la madera del territorio.
Ahora los campesinos esperan que se libere el territorio a donde
quieren mudarse. El municipio de Nuevo Repartimento les quiso dar la
tierra, tierra buena. Pero ahora algo cambió, ahora el intendente hace
promesas, se dice que deben quedarse donde están, firmar un documento. Según la información que tienen los campesinos, la causa del
cambio estriba en el hecho de que el intendente recibió primero 600
has. y después otras 2.000 has. de la empresa maderera. “El también es
un ‘grileiro’”, opinan y lo comparan con aquellos que por encargo de la
empresa maderera tratan de impedir su asentamiento en Río Gelado tal
como sostiene el INCRA.
El trasfondo de la guerra con la empresa maderera ilumina las
estructuras que podríamos denominar del “Far West” por su semejanza con las estructuras de la frontera pionera norteamericana. En Brasil
ésa es la dura realidad en el norte: 9 millones de hectáreas, es decir un
8 por ciento de la superficie del Estado de Pará, se registraron con documentos falsos bajo el nombre de un tal Carlos Medeiros, una persona que no existe. Tiene 40 apoderados, entre ellos 7 apoderados generales. Uno de los accionistas es la empresa maderera Abrolho Verde que
les disputa a los campesinos la tierra en la Gleba Río Gelado.
Se prevén juicios a nivel estatal y nacional. El 10 de mayo de 1995
hubo una audiencia con el juez en Brasilia que le dio poca importancia
al asunto y que opinó que podría haber otra audiencia en el segundo
semestre de 1995.
La Asociación de los Campesinos planea ahora cooperar con la
comisión de derechos humanos y un instituto de investigación ambiental de la Universidad de Belém para realizar un proyecto común en cuyo marco un abogado podrá actuar en el asunto de la tierra.
Un juicio penal, en el cuarto distrito de la Justicia Federal del Estado de Pará, trata los tiroteos en el territorio del Río Gelado donde se
encuentran hasta 200 “pistoleiros”. Las 150 familias que ya se trasladaron a este territorio se retiraron a una zona del otro lado de la ruta. Pero no sólo ellos sino también otra comunidad de campesinos de Mara-

Clarita Müller-Plantenberg / 335

bá son amenazados por la empresa maderera. Así esta comunidad campesina ya tiene otra historia de sufrimientos en su nuevo territorio. Se
mató a tiros a una mujer, se incendiaron casas y se destruyeron puentes -incluso se habla de amenazas contra el instituto agrario INCRA-.
El actual principal conflicto es el siguiente: El gerente de la empresa maderera discute con 30 personas. 5 días después el líder del Sindicato de los Trabajadores Rurales, Raimundinho, tiene un compromiso con INCRA e IBAMA en Belém. En el mismo tiempo se asesina a un
peón de taladores y el jefe es herido por un tiro. Se acusa a Raimundinho y a un campesino de ser los autores intelectuales del atentado. Raimundinho se mantiene escondido. El otro es acusado de haber realizado el asesinato. Como consecuencia de la tortura sufrida en la cárcel
queda ciego de un ojo.
En 1996 la empresa maderera desaparece de la región. Las organizaciones plantean demandas regionales en general y demandas específicas. Definen las condiciones necesarias para el asentamiento en la
Gleba Río Gelado:
-

-

-

-

-

Construcción de las esclusas de la represa Tucuruí para fomentar la navegación que posibilitará a amplios grupos de la población utilizar los recursos acuáticos.
Finalizar con el suministro subvencionado de energía eléctrica
para las industrias de gran consumo de energía de la región
Grande Carajás a cargo de la central hidroeléctrica de la represa
Tucuruí.
Asentamiento de 2150 familias de la región invadida por mosquitos y de trabajadores sin tierra en el proyecto Río Gelado /
Municipio Novo Repartimento / Estado de Pará.
Electrificación rural para las aldeas, pequeñas casas rurales en
los asentamientos, tal como lo prefieren los trabajadores rurales.
Cancelación de los proyectos forestales entregados por IBAMA
a la empresa maderera Abrolho Verde y retiro de la empresa del
proyecto Río Gelado.
Finalización del juicio discriminatorio en el cuarto distrito de la
Justicia Federal del Estado de Pará.
El INCRA se obliga a hacerse responsable de los costos para las
siguientes demandas: demarcación de los lotes; construcción de
rutas, puestos de salud, escuelas, comercios comunitarios, créditos, alimentación, construcción de viviendas etc.
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Fase 7: Construcción de líneas de alta tensión
Para la producción de 1 kilo de aluminio se precisan 15,87 kWh.
Fernando Milanez, el entonces director de PROCEL/Eletrobras y responsable para la política de ahorrar energía, cita esta cifra calculada por
el International Primary Aluminium Institute (1990) para indicar la
eficiencia energética promedia de la producción brasileña de aluminio
(1990). En 1995 ALUMAR nos mencionó varias cifras: 13,5 o 14,7
kWh/kg de aluminio. Obviamente hubo un aumento de la eficiencia,
pero no es posible calcular la proporción real dadas las distintas informaciones manejadas por la gerencia de la empresa. De todos modos se
trata de grandes cantidades de energía que deben ser transportadas en
líneas de alta tensión a la fundición de ALUMAR que produce 357.000
t de aluminio por año.
La baja radiación de las líneas de alta tensión puede debilitar el
sistema inmunológico humano y trastornar el crecimiento normal de
las células. En los Estados Unidos existen estudios sobre los daños producidos por los campos electromagnéticos y hay precedentes de indemnizaciones decididas por la justicia. El miedo a los efectos nocivos
puede producir una baja en los precios de los lotes vecinos, opina la
justicia en los Estados Unidos (Black, 1989). El Instituto Karolinska de
Suecia observa una correlación entre la ubicación de la vivienda a menos de 50 metros de una línea de 220 o 380 kV y el estado de salud de
las personas (Blech/Güntheroth 1995). Generalmente la gente sigue escéptica frente a estos resultados. Muchos opinan que los trastornos son
causados por otros factores. Se está realizando una gran cantidad de estudios al respecto. En Alemania se espera que la Comisión de Protección a la Radiación IRPA definirá un nuevo valor límite para campos
electromagnéticos lo cual obligaría a las empresas generadoras de energía alemanas a reconstruir sus trazas de transporte de energía en todo
el país (Magenheim-Hörmann 1995).
El debate brasileño sobre los posibles efectos de las líneas de alta
tensión no sigue los ejemplos de los países del norte. La situación es
muy especial y la salud de la población regional se puso en peligro de
manera muy drástica: A comienzo de los años 80 ELETRONORTE eliminó la vegetación debajo de las líneas de alta tensión con los herbicidas Tordon 101 BR y Tordon 155 que son tóxicos para seres humanos
(Folha de São Paulo 18.7.1984; E. Monosowski 1986; Comisão pro In-
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dio São Paulo 1994, p. 38). Se produjeron enfermedades y muertos entre seres humanos y animales así como deformaciones entre los neonatos (S. Pinheiro 1984). La traza de la línea de alta tensión pasó por el
territorio Mãe Maria de los indios Gavião.
FASE 8: Las características del sitio de la producción - la producción
de aluminio ALUMAR se presenta
Brasil es el quinto productor más importante de aluminio primario del mundo. Los accionistas de la planta ALUMAR -fundada en
1980 e inaugurada en mayo de 1984- son ALCOA con el 54 % y Gencor con el 46%. La planta dispone de tres filas de hornos.
ACTIVIDADES / CAPACIDADES
DE LA PLANTA DE OXIDO DE ALUMINIO
Y DE LAS FUNDICIONES\

Planta

Inauguración

Puerto*
Refinería**
Fundición I
Fundición II
Fundición III

septiembre de 1983
mayo de 1984
julio de 1984
febrero de 1986
septiembre de 1990

Capacidad al comienzo (t/a)

Fundiciones en
total***

Capacidad 5/95 (t/a)

1.800.000
500.000
110.000
135.000
83.000

3.500.000
1.000.000
120.000
146.000
91.000

328.000

357.000

* Puerto equipado para buques hasta 50.000 TRB y tres muelles: 1 y 2: descarga de la bauxita
proveniente de MRN/Porto Trombetas (distancia: 1.400 km por el río) y materiales para la refinería y la electrólisis; 3: (puerto de exportación clásico): carga de óxido de aluminio (el excedente que no se precisa en la planta misma) y el aluminio primario
**

2 cuencas colectoras para el barro rojo

***

3 pabellones para la electrólisis

La empresa decidió invertir en Brasil debido a una serie de condiciones favorables. A diferencia de la planificación originaria, el estado subsidió la construcción de la central hidroeléctrica de Tucuruí con
aproximadamente US-$ 5,4 mil millones más US-$ 2,5 a 3.000 millo-
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nes de intereses. Se preveía el suministro de agua a la planta a mitad de
la tarifa normal (véase de Sá 1987, Ximenez Galvão 1986). Además se
la liberó de la totalidad de los impuestos inmobiliarios y de un 90% de
los impuestos a la venta durante un período de 15 años. Se acordaron
habilitaciones para la empresa sin atenerse a los procedimientos legales
y obviando el parlamento. 1994 fue el primer año en el que la empresa
pagó impuestos. Después de 10 años de exención impositiva es ahora el
contribuyente más importante de la región.
El suministro de energía reglamentado por el Estado, las buenas
condiciones de transporte y la posibilidad de la integración vertical
hasta el acabado industrial constituyeron oportunidades óptimas para
la empresa. Sin embargo, estas condiciones favorables no estaban fijadas a largo plazo. En miras al endeudamiento del país y al interés fundamental de lograr una economía interna rentable, hubo que tener en
cuenta, a mediano plazo, el interés estatal de generar divisas, a fin de
evitar, en primer instancia, la descapitalización del sector energético. Se
exigió públicamente el pago de los impuestos de los primeros cinco
años que alcanzaron los US-$ 99 millones. Las organizaciones regionales exigieron que se respetaran los procedimientos legales y que se elaboraran nuevas leyes que protegerían los intereses sociales, p.e. mediante la obtención coactiva de los impuestos.
La empresa conformó joint ventures a fin de asegurar sus materias primas y sus mercados y para consolidar su poder económico y
mejorar sus oportunidades de ejercer influencia. Al mismo tiempo realizó grandes esfuerzos para ampliar sus mercados, investigar la posibilidad de utilizar nuevos materiales y limitar las medidas ambientales.
Para no perder los derechos de la explotación de bauxita en la región
del Río Trombetas en esta fase de buena coyuntura para el aluminio,
ALCOA compró una parte de las acciones de Mineração Río do Norte
y amplió así la concesión de MRN con la de ALCOA.
Naturaleza
Según las informaciones de la empresa, se logró reducir las emisiones de flúor de 1,3 t F / t Al (1989) a 0,3 kg F /t Al 1995.
Debido a reacciones colaterales en la producción de aluminio
pueden crearse los fluoruros, gases cáusticos y muy volátiles, p.e. fluorhidratos. Escapan de los hornos de fundición electrolítica y de las chi-
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meneas del equipo de aspiración (FEEMA 1991, Ximenez 1985, 19). En
la planta misma la inhalación del polvo de criolita que contiene flúor
puede causar la enfermedad laboral “fluorosis” (esclerosis de las articulaciones, tendones y de la columna vertebral etc, véase abajo). En los alrededores de la planta tienen efectos nocivos en la pesca, la agricultura
(animales y plantas) y en las personas.
Enfermedades de los trabajadores en fábricas de aluminio*
Síntomas de fluorosis:
dolor de cabeza, mareo, dolores reumáticos, insomnio, estados de debilidad física, diarrea, resfríos, náuseas, vómitos, ahogos, osteoesclerosis y desecación, variaciones de la presión arterial
* (Bellemare, Girouse e Rohol citado en R. Ximenez Galvão 1985)

La dirección de la empresa dio escasa información sobre el tema
de las enfermedades laborales y accidentes de trabajo. El sindicato no
está en condiciones de llevar estadísticas extensas. La empresa obliga a
los trabajadores enfermos a acudir a la planta, obviamente con el objetivo de reducir la tasa de enfermedad en las estadísticas. El médico que
se opuso a esta obligación fue despedido (Coelho Moreira 92, 115).
En Canadá, C.C. Gordon, profesor de botánica de la Universidad
de Montana investigó los efectos que tiene la planta de aluminio de ALCAN. En las cercanías de la planta se encuentra una zona de árboles
muertos o moribundos de 1,6 km de ancho y de 32 km de largo. La empresa trata de explicar el fenómeno atribuyendóselo a una invasión de
insectos.
Según las informaciones del departamento de agricultura de los
Estados Unidos los gases de los fluoruros no-metálicos causaron más
daños entre las mascotas que otras sustancias nocivas: cuando el organismo absorbe los fluoruros con los alimentos o el agua, penetran a la
estructura de los huesos y los dientes. Los huesos crecen. Las consecuencias para los seres humanos son entre otras: problemas estomacales, daños en los pulmones, dolores de huesos etc. Los huesos de las
piernas y las mandíbulas se desgastan y los dientes se reducen hasta la
mandíbula, un caso frecuente entre animales que así pierden la capacidad de comer y de beber (Véase Pardy 1978; Pogrom 1982; Harms/Iwersen 1981).
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Los efectos de la emisión de flúor para la vegetación
Después de inaugurar la planta hubo una controversia acerca del
problema de las emisiones de flúor. Cuatro meses después de la inauguración, el químico Raúl Ximenez Galvão visitó la capital de Maranhão, observó plantas muertas e hizo examinar las hojas desecadas en un
laboratorio especializado de São Paulo. El laboratorio llegó a la conclusión que la muerte de las plantas fue causada por el flúor. En los Estados Unidos los análisis de la vegetación en los alrededores de fundiciones de aluminio arrojaron resultados semejantes. El director del Departamento de Medio Ambiente de ALCOA, sin embargo, justificó los daños por plagas y negó una causa química.
El efecto anódico
EL EFECTO DE INVERNADERO GLOBAL DE LOS CFCs* MÁS
FRECUENTES EN COMPARACIÓN CON EL CO2
duración (años)

efecto global de invernadero

fuentes y usos más importantes

CO2

50-200

1

combustión de combustibles
fósiles

CF4

50.000

6.300

fundiciones de aluminio, fabricación de semi-conductores

C2F6

10.000

12.500

fundiciones de aluminio, fabricación de semi-conductores

SF6

3.200

24.900

aislación eléctrica, fundiciones
de aluminio y de magnesio, fabricación de semi-conductores

C6F14

3.200

6.88

Tests electrónicos, líquidos
transferentes de calor, sustitutos para sustancias químicas
que destruyen el ozono.

Fuente: IPCC 1994
*Hidrocarburos enteramente fluorados

El llamado efecto anódico produce pequeñas cantidades de hidrocarburos enteramente fluorados cuyo efecto de invernadero es de
muy largo plazo y de alta intensidad.
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En la producción de aluminio, los CFC se crean principalmente
en el proceso de electrólisis si el ánodo no está regulado de manera óptima. Actualmente son responsables del 1 % del recalentamiento de la
atmósfera. Con su duración de 50.000 años y una eficiencia mil veces
más alta que la del dióxido de carbono forman un piso de gases de invernadero que acompañará e impactará a la humanidad para siempre
y que no se podrá -a diferencia del dióxido de carbono- recoger. Las pequeñas cantidades se suman y crecen hasta llegar a formar un potencial peligroso.
Frente a una pregunta, el director de la empresa ALUMAR, Edison da Silva, respondió que la bench mark para el efecto anódico en su
planta es de 11. Pero la empresa francesa Pechiney logró la marca 0. No
es posible conseguir una respuesta escrita de parte de la empresa.
Como ya se mencionó, no existe un ente independiente que controle las informaciones de la dirección de la empresa dado que el Estado de Maranhão no dispone de medios para el control de emisiones y
delegó esta tarea en ALUMAR (FEEMA 1991).
El 14.11.1995 la empresa informó a la delegación GKKE/ALZ
que pretende cumplir con los standards técnicos y ambientales. La certificación según la norma internacional para la calidad del management empresarial y ambiental ISO 14.000 se encuentra en preparación.
Nos enteramos, sin embargo más tarde, en una entrevista con el sindicato que éste no estaba informado de la otorgación del certificado 150
9000.
Economía - acerca de la historia
En 1980 la Sociedad para el Desarrollo Industrial de Maranhão,
una entidad estatal, y la empresa Alcominas (la representante de ALCOA) llegaron a un acuerdo sobre la construcción de una fábrica de
aluminio en São Luis. Se estimó que se precisaban 3.500 has. Poco después la empresa solicitó del Gobernador del Estado un total de 10.000
has. (1.500 has. para la planta, 2.000 has para las cuencas de barro rojo y un cinturón verde). Las negociaciones secretas se llevaron a cabo
en junio de 1980 obviando el parlamento de Maranhão.
A pesar de protestas públicas y de la designación de una comisión de trabajo en el parlamento se celebró el acuerdo con ALCOA. La
empresa además recibirá el agua a mitad del precio normal.
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Una vez vencido el plazo de la exención impositiva inicial, en
1994, la empresa pagó US-$ 41.423 de impuestos, una suma que alcanzó US-$ 65.203 en el año 1995. Al mismo tiempo ALUMAR siguió gozando de descuentos en las tarifas de luz y agua. Como prueba de que
su actividad beneficia a la región, ALUMAR menciona que trabaja con
1.104 empresas proveedoras, entre ellas 335 (aprox. un 30%) de Maranhao. En 1994 se compró mercadería con un valor de US-$ 222.000
millones incluyendo productos con un valor de US-$ 48.000 millones
de Maranhão.
Durante el proceso de reestructuración que siguió a la crisis petrolera, Brasil dejó pasar la oportunidad de desarrollar su propia industria de aluminio (Coelho Moreira 1992, 66; Cursino 1989,67). El sector
energético ahora depende del sector del aluminio y el país perdió la
oportunidad de fabricar aluminio primario sin dar subsidios. Si se
compara con el anterior proceso de producción de aluminio, se observa el cambio de una regla fundamental: las tarifas subsidiadas de energía eléctrica desplazaron a las tarifas reales. El estado brasileño garantizó el procedimiento y logró de esa manera que ALCOA se decida por
emplazar su planta en Brasil; al mismo tiempo este procedimiento causó el endeudamiento de importantes empresas estatales del país.
UVP - ¿economía sostenible?
En 1981 se encargó un estudio sobre los probables efectos de la
empresa para São Luis, que nunca se publicó. Los resultados forman la
base para la planificación ambiental de las empresas Natron y ALCOA.
Los científicos que tuvieron acceso a los datos del estudio los cuestionan. En la elaboración del estudio no hubo una participación de los
afectados (Ximénez 1985). En 1988 la empresa Natron publicó su análisis sobre la compatibilidad ambiental de la empresa ALUMAR fase III
(Coelho 88). No hubo una comunicación pública transparente de las
informaciones sobre los efectos ambientales de ALUMAR.
Sociedad
Los standards internacionales para el emplazamiento de plantas
de aluminio prohiben construirlas en suelos de arena o suelos porosos
y dentro de un radio de menos de 200 km de los centros urbanos (ONU
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citado en Mendes Feitosa 1994,370). La fábrica de aluminio ALUMAR
se encuentra a 25 km de São Luis.
Para poder construir la planta se expulsaron a los 2.000 habitantes de 17 aldeas en la 10.000 hectáreas compradas por la empresa (véase Hagemann 1985, pp. 62 ss.; Müller-Plantenberg 1988, p. 486 ss.). Según el derecho brasileño el procedimiento fue ilegal dado que la Constitución prescribe que la entrega de superficies de más de 3.000 ha. debe ser aprobada por el senado. Se formó un comité para la defensa de
la isla y se organizaron los habitantes de algunas localidades, p.e. de
Igarão y de Coqueiro (Coelho Moreira, 1992, 84).
Durante la fase de la construcción, la empresa ocupó a 4.000
personas, pero cuando empezó la producción ocupó sólo a 2.000 trabajadores. Así se destruyeron prácticamente 7.000 puestos de trabajo.
La mortalidad infantil alcanzó 84:1000. Ahora las familias viven mayoritariamente en zonas suburbanas donde la mortalidad infantil alcanza los 164:1000.
Con la reducción del suministro de alimentos por parte de los
agricultores frutihorticultores de la zona, con la necesidad de importar
alimentos a la región y el crecimiento de las villas miserias alrededor de
São Luis aumentó el costo de vida empeorando aún más la situación de
los expulsados.
Hoy la empresa ocupa a 2.000 personas con contratos y emplea
a 800 personas mediante empresas contratarias. La empresa apoya proyectos culturales, bibliotecas, proyectos sociales, deportivos y ambientales así como iniciativas de desarrollo comunal p.e. huertas comunitarias, iniciativas de reforestación etc.
En 1995 ALCOA pudo consolidar su poder en la isla. Los medios
locales se encuentran casi totalmente bajo el control de la empresa. La
mayoría de los diarios rechazan artículos que critican a ALCOA porque, en su mayoría, reciben ayuda económica de la empresa.
Hablan los afectados
La expulsión de pequeños agricultores, los indígenas, y los pescadores, es la consecuencia de la gran demanda de superficie que caracteriza la producción de aluminio en su fase de explotación de la bauxita, y por la necesidad de generar y transportar la energía. A lo largo del
tiempo la producción, con sus efectos nocivos para la sociedad y el me-
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dio ambiente, destruye el fundamento de la vida de más campesinos y
pescadores, porque se dañan la flora y la fauna y las personas mismas
se enferman.
En las decisiones estatales respecto a la ampliación de la industria de bauxita y aluminio se evalúan casi exclusivamente aquellos procesos de crecimiento económico que se expresan en valores generados
en el mercado. Así se descuidan tanto la dependencia de la línea de producción de aluminio, los subsidios estatales que benefician a las empresas transnacionales, los derechos de miles de familias como la importancia real que tiene para la biósfera amazónica, la economía sostenible
de los afectados: pequeños agricultores, recolectores, cazadores pescadores. La importancia de la economía sostenible radica en el hecho de
que estos grupos utilizan los recursos locales para el propio abastecimiento y el de la población regional, de manera adecuada y duradera
preservándolos así para las generaciones futuras.
La destrucción de las condiciones naturales (aire, suelo y agua)
de las producciones regionales -fruti- y horticultura, pesca- destruye la
economía de subsistencia de los pequeños productores y pone en peligro el abastecimiento de la población de la región de São Luis con los
excedentes correspondientes: diversas frutas, hortalizas, pescado y cangrejos.
Hoy en día, las personas expulsadas por la producción de aluminio en el norte de Brasil viven enfermas y pobres en algún cono urbano o en el interior. El abastecimiento de la población regional quedó
muy reducido. Los manglares -llamados los “bancos de los pobres” porque allí se pescan cangrejos y los peces encuentran sus alimentos- también sufrieron los efectos de la producción de aluminio. La pesca rinde
cada vez menos, muchas veces los pescados están podridos. Esta región
de la Amazonía tiene que importar alimentos: se vuelve doblemente
dependiente.
Sólo dos meses después de comenzar la producción (noviembre
de 1984) los habitantes de Coqueiro, una aldea de fruticultores y pescadores cerca de San Luís se asustaron de los cambios en la vegetación.
En efecto, las hojas de las frutas se vuelven marrones y las frutas caen
de los árboles prematuramente. También los seres humanos se enferman. En 1987 la mayoría de los campesinos y pescadores de los pueblos
cercanos ya ha sido reubicada, en total casi 20.000 personas. Sólo los
habitantes de dos localidades, entre ellas Coqueiro, insisten en quedar-

Clarita Müller-Plantenberg / 345

se en sus tierras a pesar de todos los problemas. No saben adónde ir. Al
comienzo de 1991 el abogado Josemar Pinheiro que representa desde
siempre a la población afectada, informa que su situación ha empeorado aún más.
En 1984 un afectado comentó de la siguiente manera las consecuencias del proceso de producción en la planta como lo caracterizamos más arriba:
Un trabajador
“Estaba adentro (en la fábrica). Si uno está allí, todo el cuerpo pica tanto que hay
que quitarse la camisa, allí en la ALCOA. Trabajé más de un año allí. Conozco a
todos, sé como es todo. Los desechos se tiran al suelo, no se eliminan. Nadie debe
entrar a esta parte de la planta y basta. Cuando el agua sube, inunda todo y lleva la mugre a todas partes. Acá estamos en una isla, lo que se tira allá, también
llega a la capital dentro de poco tiempo. El crimen más grande fue construir la fábrica por aquí. Es lo peor que pudieron hacer para Maranhão. Aquellos que lo sabían antes y sin embargo lo hicieron, son unos criminales.
Se trabaja por la mañana, la tarde y la noche. En la noche es peor. Todo se vuelve negro. Uno duerme en un rancho de paja, con el viento entra el polvo y uno inhala todo. Daña las vías respiratorios. Por la mañana se toma agua en la que flota el polvo blanco. ¿Cómo se puede vivir aquí?” (Pescador en Coqueiro, ex trabajador de la fábrica de aluminio, noviembre de 1984).

Los pequeños agricultores y los expulsados
Un campesino señala el estado de un árbol:
“Este es un cajú. Se seca y sus flores también. Casi ya no hay más.
Las nuevas hojas también se secan. El árbol saca cajús, pero se secan y
caen, es decir no produce nada. Acá tenemos casi 130 cajús. Y en este
año sólo cosechamos algo como 30 frutas. Eso pasa desde que llegó la
ALCOA. Antes no y son 22 años que vivo aquí (...) la mandioca se
muere, los mangos se mueren... (Coqueiro, noviembre de 1984).
“¿Cuánto produce un mango? ¿Durante 40 a 50 años? Esa gente
va a aparecer y decir: ‘Les doy 50.000 cruzeiros para este mango’ ¿Qué
significan 50.000 cruzeiros? No es nada. ¿Se paga el precio de una fruta por el árbol? Los naranjos y paltas son muy sensibles, ya no crecen
más aquí. Estos son pimenteros, tampoco están en muy buen estado.
Las plantas empezaron a morirse cuando llegó la ALCOA. Las bananas
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también se pudren. Se desecan, se vuelven marrones y se caen. Ya no
hay más cocos en la región, todo se ha muerto” (Campesino, Coqueiro,
noviembre de 1984).
En 1991 una mujer de Coqueiro que no quiso identificarse dijo
a la revista Folha da Gaia:
“¿Ve el río? (El Río dos Mosquitos que cruza el pueblo) Tuvo
muchos peces. Hoy ya no hay peces gordos en el río, sólo peces flacos
con mal sabor ...”
Un comprador de pescado, José Ozório de Jesüs, que vive hace 23
años en Coqueiro, dijo a la misma revista:
“Muchos pescadores se quejan por el quemazón en sus ojos producido por la niebla de la contaminación ambiental y que se sienta como una capa sobre el río”.
Un representante de las familias describe la falta de perspectivas
para aquellos que migran a la ciudad. En las miserables viviendas en el
cono urbano de Sao Luís se extienden la tuberculosis, la lepra, el tifus y
la pulmonía; los bebés sufren de diarrea. La indemnización no alcanza
para mucho; no hay trabajo (película sobre ALCOA 1988)
No es difícil imaginar las experiencias de aquellos que migraron
al interior de Maranhão. En esta zona se prevé construir fundiciones de
hierro en el ferrocarril Carajás que trabajarán con carbón vegetal. Por
lo tanto ya se llevan adelante grandes talas cuyo resultado es la expulsión de los habitantes y los inmigrantes.
Encubrimiento del peligro para la salud y la vida
Las instituciones estatales y también algunos médicos tratan de
negar o encubrir el peligro para la salud de los habitantes. Una madre
se queja:
“Aquí hay muchos chicos enfermos. En mi casa todos los chicos
están enfermos. Todo su cuerpo les pica, tienen llagas, a veces problemas de vista, gripe y diarrea. Están cansados y sufren problemas respiratorios. Los médicos dicen que es por el calor o por la constipación”
(Habitante de Coqueiro, noviembre de 1984).
Un vecino cuenta un diagnóstico muy distinto:
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“La mujer de enfrente está casada con un trabajador de la ALCOA. Una vez quiso limpiar el patio y se enfermó. Fue a ver al español,
allá en el hospital. Es farmacéutico y confirmó que era a causa de la
contaminación, que las emisiones tóxicas le quemaron la piel. Sacamos
fotos, se pueden ver las manchas en sus piernas” (Habitante de Coqueiro, noviembre 1984).
“Tenemos que lavar todas las plantas y las hortalizas para poder
comerlas, pero el polvo blanco también contamina el agua. Y el polvo
blanco cae todos los días” (Ama de casa, Coqueiro, noviembre de
1984).
“Desde algún tiempo la empresa junta todo el polvo - rojo, blanco y negro - y lo almacena en cierto lugar. Lo cubren con arena. Los camiones descargan el polvo y encima ponen la arena para cubrirlo. En
invierno, cuando llueve mucho, todo fluirá al mar, porque la zona se
encuentra algo elevada. Aquí tenemos una de las cantidades de lluvia
más altas de Brasil lo cual vuelve la situación aún más difícil. Ya construyeron una zanja para canalizar todo al mar cuando llegue la lluvia.
Eso ya pasó una vez. El mar se volvió totalmente negro. Hay días en los
que los pescadores deben volver porque no pueden acercarse al puerto,
tan fuerte es la contaminación” (Pescadores, Ilha Grande, noviembre
de 1984).
Los habitantes de las aldeas alrededor de la empresa no sólo se
quejan del polvo sino también del humo y de otras emisiones que la fábrica deja escapar de noche y que el viento lleva a los pueblos.
“Pasó hace algún tiempo, era de noche y toda la familia dormía.
En medio de la noche se despertaron y sintieron un olor muy fuerte en
la casa. Se asustaron, la mujer trató de levantarse, pero no pudo. Tuvo
un fuerte dolor de cabeza. Ella no pudo ver bien.
En la noche de anteayer aquella mujer quiso despertar a su hijo
para que fuera al trabajo. Y sintió el mismo olor de azufre y otras substancias. Desde ese día tiene molestias, este día empezaron las quemaduras en la piel,” (Un señor viejo en Coqueiro, noviembre de 1984).
“No nos va bien. Una noche abrimos la puerta y entró una ráfaga con el polvo. Estoy enfermo; creo que mañana misma me iré a la
ciudad. Ayer preparé pescado y no tuve ganas de comerlo; tenía fiebre.
Hace más de 15 días que tengo fiebre y dolor de cabeza. Sangré por la
nariz, se llenó todo un trapo. Desde el día en el que entró el humo de
la ALCOA todos se enfermaron. No quise irme. Nací aquí, me crié aquí.
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Hasta ahora siempre me ha ido bien, ahora ya no. Quiero irme en todo
caso. No siento el picazón, pero tenemos otras enfermedades. No podemos ver bien. Mi hijo estuvo mal durante cinco días. Tengo más de 70
años y nunca pasó algo parecido, recién ahora que está la ALCOA”.
(Pescador, Coqueiro, noviembre de 1984)
Resisten ...
En 1980, cuando la empresa compró el terreno para la construcción de la planta de aluminio, el nuevo Comité para la Defensa de la Isla preparó una asamblea en el centro. Las autoridades, el gobernador y
los tribunales pusieron trabas a la asamblea que finalmente se llevó a
cabo en otro lugar.
En el curso del año 1980 distintos bancos extranjeros ofrecieron
a la empresa un total de US-$ 750 millones pero “los beneficios y los
daños” que tal oferta supusiera para la población de la región no les interesaron.
La reubicación de los pequeños agricultores es organizada por el
Comité para el Desarrollo Industrial (CDI) que cobra un 10 % de la indemnización.
Para la construcción de la planta se contrataron 22 empresas y
4.000 personas. Los escombros ensuciaron los ríos y el puerto y molesta a los habitantes. Terminada la construcción, la empresa ahora ocupa
tan sólo a 2.000 personas. Las condiciones de trabajo son pésimas: sueldos bajos, pago atrasado, obligación de trabajar horas extra y frecuentes despidos, como informa la población local.
Recién en 1982, la Secretaría de Recursos Naturales en Maranhão
le otorga a ALCOA la autorización de construcción oficial que comprende una serie de imposiciones y restricciones. Es decir, la planta se
construyó sin autorización de construcción y tampoco se respetaron las
imposiciones comprendidas en la autorización posterior.
Los afectados son apoyados por el Comité para la Defensa de la
Isla, el grupo ASSACRE, el abogado Josemar Pinheiro y un diputado.
La Sociedad para la Defensa de los Derechos Humanos, la Caritas y la
Pastoral de la Salud también apoyan a la población. El trabajo de aquellos que se oponen a ALCOA se dirige contra los responsables del Estado que, en vez de informar, ayudan a ALCOA y encubren los problemas. Tancredo Neves, el primer presidente de la apertura democrática
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después de 21 años de dictadura, encargó a un grupo de expertos en
política de medio ambiente de su secretaría que registrara las demandas de las organizaciones regionales y que desarrollara propuestas políticas concretas; además exigió:
“Es preciso crear mecanismos que ayuden a recuperar los derechos ciudadanos y
que fomenten la transparencia necesaria para que la sociedad pueda debatir los
grandes proyectos nacionales y pueda cambiar o interrumpir aquellos que no desea. De esta manera la sociedad tiene un derecho de veto y de participación en las
cuestiones del bien común y, en este caso, del patrimonio natural y cultural del
país. Todo ello significa, al mismo tiempo, que se percibirán los costos del consumo de energía, que se realizarán balances energéticos y cálculos de entropía. Los
subsidios para las tarifas de la energía eléctrica que reducen el precio de la energía debajo del nivel internacional destinados a los procesos de transformación que
insumen grandes cantidades de energía -como p.e. la electrólisis del aluminio- no
son aceptables.” (AMDA y otros 1985)

En noviembre de 1984, un miembro del movimiento para la defensa de la isla analiza las perspectivas que tiene la defensa de los afectados:
“Pensamos iniciar en un momento futuro una demanda por daños y perjuicios
por las plantaciones y peces que se pierden, será un paso difícil. ¿Dónde encontrarán otros puestos de trabajo, casas y campos? Se plantea el problema de la indemnización. La gente perderá sus relaciones con su ambiente; dado que viven acá hace mucho tiempo, desaparecerá una parte de su historia lo cual puede tener graves consecuencias psicológicas. Si deben trasladarse a otro lugar su vida cambiará totalmente. No queremos sólo el valor financiero de la indemnización actual.
Queremos el valor potencial: no sólo el valor de hoy, sino lo que sería el valor mañana o pasado mañana. Por ejemplo el manglar: es una fuente de vida y de alimentos. Es el “banco de los pobres”. Desaparecen los peces, los cangrejos, todo. ¿Y
la indemnización? ¿Cuánto vale un mangle?”

Durante nuestra visita en São Luis en el año 1995 ya no pudimos
encontrar estas claras estrategias de acción. Por un lado, porque los dos
pueblos que -a diferencia de 17 otras localidades- se negaron a irse de
la isla, hoy no existen más como aldeas de pescadores. Si queremos hablar con pescadores tenemos que cruzar el río a la tierra firme para llegar a otros pueblos de pescadores. Por el otro lado, porque la campaña
a favor de su imagen y en contra del sindicato que la empresa inició ha-
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ce dos años en los medios tuvo como consecuencia que la población
guardara silencio, porque tiene miedo.
El cálculo económico de la dirección de la empresa y de la planta en miras
a las demandas sociales y las condiciones impuestas por el Estado
El poder de la empresa amenaza la preservación del interés público. La empresa controla el mercado inmobiliario y los recursos de
agua. Es parcialmente responsable del alto desempleo e inició la enorme destrucción de la flora y la fauna (véase English 1984). La empresa
no se mostró dispuesta a dar pruebas de su proclamada política ambiental ni de sus inversiones para solucionar los problemas ambientales (véase Hagemann 1985). Durante un largo período las universidades no comentaron públicamente los problemas ecológicos que amenazan la región. El gobernador se pone decididamente del lado de la
empresa y la apoya sin tener en cuenta las leyes vigentes.
El alcance del control que la empresa ejerce sobre los asuntos públicos nos induce a describir a San Luis como una Company Town moderna. Como las empresas mineras del período de la conquista de América Latina, esta planta decide sobre el destino de una ciudad y de toda
una región.
¿Es posible realizar la utopía de la producción sostenible de aluminio? Un balance: Análisis de las consecuencias sociales y ecológicas de la línea
del producto
La producción de aluminio sólo podrá llamarse sostenible cuando logre la compatibilidad ecológica y social en todas sus fases de producción. Actualmente los análisis de la compatibilidad social y ecológica no son de acceso público, es decir, no existe la suficiente transparencia informativa acerca de las consecuencias ecológicas y sociales de la
producción en las regiones correspondientes. La obligación de rendir
cuentas sobre las consecuencias ecológicas y sociales no es controlada
por instancias independientes. Tanto la transparencia como la obligación a rendir cuentas son categorías centrales para fortalecer la sociedad civil que tiene un interés vital en controlar la sustentabilidad de la
producción y en la perspectiva a largo plazo del desarrollo regional.
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Consecuencias ecológicas
En muchos casos los criterios aplicados para determinar la compatibilidad ecológica son demasiado superficiales. Las normas impuestas desde afuera y definidas sin tener en cuenta el carácter específico de
los ecosistemas regionales y de los intereses de los grupos poblacionales locales no son capaces de evaluar y expresar la calidad de las consecuencias ecológicas y la reparación satisfactoria de los daños lo cual sería muy importante para las sociedades civiles en las distintas regiones.
Sin embargo, cumplir con estas normas ya sería un paso importante. Entre las grandes empresas se percibe claramente una tendencia
a cumplir con las normas ecológicas internacionales. Pero en una situación en la que sólo las grandes empresas realizan el control y no existen controles independientes es inevitable que falte la transparencia informativa acerca de las consecuencias ecológicas, sociales y económicas.
Es preciso analizar los efectos en el medio ambiente en su desarrollo temporal. Así quedará claro que se forman “cadenas de consecuencias” ecológicas (Azis Ab’ Saber 1994, 33) que sólo en su totalidad
permiten una evaluación correcta del impacto ecológico. En general
hace falta evaluar claramente la suma de los daños que amenazan las
economías regionales o destruyen su fundamento. La falta de transparencia informativa produce la incapacidad de percibir y defender las
propias condiciones de vida.
Más allá del cumplimiento de las normas impuestas desde afuera es preciso definir las normas específicas para la planificación y evaluación de proyectos económicos, que son importantes para la población local. Estas normas deben contemplar las consecuencias o las cadenas de consecuencias territoriales y temporales. Para la población regional interesada en que las futuras generaciones puedan vivir en la
misma región es preciso analizar un desarrollo alternativo comparándolo con el desarrollo actual. Basándose en un plan de cultivos que tenga en cuenta la diversidad existente podrían utilizar las especies de alto valor en su beneficio y -dentro de ciertos límites- el beneficio de
otras sociedades. En este sentido el desarrollo y la estabilización de diversas formas regionales de cultivo es el punto de comparación y la medida para evaluar el sostenimiento.
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Efectos sociales
Todavía no se habla de la compatibilidad social; las grandes empresas no tienen que legitimar las consecuencias sociales de su producción. Por lo tanto no se dispone de criterios específicos para medirla.
En el marco de la competencia internacional por los mercados hoy en
día importa la certificación ecológica. Pero en realidad es imposible separar la compatibilidad ecológica de la compatibilidad social. Pero las
empresas logran con la influencia que tienen en los medios presentar
de tal manera sus proyectos sociales y culturales que ya no tienen que
rendir cuenta públicamente sobre la compatibilidad social actual de su
producción. Es preciso crear más transparencia acerca de los efectos sociales.
La producción sostenible de aluminio sólo se logrará si -sobre
una sólida base de información- las organizaciones sociales, los movimientos e instituciones exigen a nivel local, regional, nacional e internacional la compatibilidad social de la producción.
A menudo se perciben los efectos sociales tan sólo en el momento en que afectan a sectores de influencia. Por lo tanto en el futuro será preciso tener en cuenta especialmente los efectos sociales sobre los
pequeños productores cuya importancia reside en sus formas sostenibles de producción que cumplen a largo plazo importantes funciones
para los ecosistemas inestables. Hasta ahora han sido las principales
víctimas.
En la región amazónica se pisotean los derechos humanos. Como hemos visto, el saqueo, la expulsión y hasta el asesinato son la consecuencia de las condiciones de la propiedad de la tierra y el emplazamiento de grandes proyectos. Sólo en muy pocos casos se iniciaron juicios por tales crímenes.
Hasta los países que desde hace mucho tiempo vienen declarando que apoyan los derechos humanos y de los pueblos, y que se dieron
leyes para preservar el medio ambiente, muestran reacciones poco
comprometidas frente a los derechos económicos, sociales y culturales
de sus ciudadanos, y son poco seguros en su rol de representantes de los
intereses populares frente a una explotación indiscriminada y cada vez
más rápida de los recursos naturales.
Muchos de estos Estados disponen de instrumentos legales para
proteger a los seres humanos y la naturaleza. Junto a los grupos afecta-
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dos se puede exigir esta protección contra las empresas, los bancos y los
gobiernos. La condición, sin embargo, es que los expertos responsables
de analizar la compatibilidad ambiental hagan a tiempo los análisis,
que anticipen correctamente el radio territorial de los posibles impactos, que sean independientes del operador del proyecto y que publiquen sus resultados. Los análisis de la compatibilidad ambiental de los
grandes proyectos (explotación y tratamiento de materias primas, emplazamiento de industrias) de parte de entidades independientes y con
la participación de la sociedad civil podrían mostrar los peligros para
los seres humanos y la naturaleza a corto y largo plazo y crear una
transparencia de la situación. En las sociedades democráticas ello es un
requisito esencial para poder obligar a los responsables a nivel regional
a rendir cuentas. Ese es el núcleo del importante compromiso ciudadano a favor de un crecimiento sostenible. La cuestión de si el sostenimiento de la cadena de producción de aluminio es posible, es, por lo
tanto, no sólo técnica sino social.
* En el marco de la línea del producto se analizan y evalúan todas las etapas del proceso de producción de un producto respectivamente según sus impactos sociales, ecológicos y económicos. La finalidad que se persigue con este instrumento de política ecológica de producto es de lograr una producción (y un consumo de productos y servicios) tanto socialmente más justa como en el ámbito del medio ambiente menos impactante. La línea del producto fue desarrollada en
1985 por el grupo del proyecto “Economía Ecológica”, en el Öko-Institut en Friburgo. En este artículo se analizan aquellas etapas de la línea
del producto, que de costumbre no están mencionadas en los debates
en Europa.
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